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Editorial

El primero de mayo partió de la ciudad de Goiania,
Brasil, la Marcha Nacional por la Reforma Agraria
impulsada por el Movimiento de Trabajadores Rurales
Sin Tierra, que habría de arribar a Brasilia diecisiete
días después. La preparación y realización de esta
movilización en el marco de los conflictos rurales que
tienen lugar en este país así como en el resto de
América Latina, y de las víctimas que cobra la violen-
cia en el campo –entre ellas el reciente asesinato de
la religiosa Dorothy Stang en la cuenca amazónica
brasileña–, puso nuevamente de manifiesto la impor-
tancia social y las características que asume hoy la
lucha por la tierra en nuestra región. 

La significación continental de estos procesos nos motivó
a dedicar el primer dossier del presente número del OSAL
a abordar la reflexión sobre la actualidad y particularidades
que presentan la cuestión de la reforma agraria y la lucha
de los movimientos campesinos en nuestra América Latina
y caribeña. Abre dicho dossier la contribución de Plinio
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Arruda Sampaio, con un balance sobre las políticas de reforma agraria y distribución de
tierras que tuvieron lugar en la región durante el siglo XX así como sobre las característi-
cas y desafíos que hoy enfrentan los movimientos sociales rurales. A continuación se
incluyen cuatro contribuciones de distintos investigadores latinoamericanos que examinan
las experiencias y conflictos recientes protagonizados por diferentes movimientos campe-
sinos e indígenas en Brasil, Paraguay, México y Colombia. Carlos Porto-Gonçalves analiza
el surgimiento del Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra en Brasil, la reinvención
de la cuestión campesina que implica su desarrollo, y las características de la lucha por la
reforma agraria que el MST impulsa en los últimos años. La contribución de Tomás Palau
Viladesau estudia las organizaciones y las significativas luchas protagonizadas por el movi-
miento campesino paraguayo durante 2004 en el marco del gobierno de Duarte Frutos,
y los poderes fácticos que acompañan su gestión. Luciano Concheiro Bórquez y Sergio
Grajales Ventura reflexionan sobre el crecimiento de la conflictividad rural en México bajo
el impacto de la contrarreforma agraria impulsada por las políticas neoliberales, resaltan-
do en particular la experiencia zapatista y su influencia en la extensión de experiencias
autonómicas en otras regiones del país. Finalmente, Isaías Tobasura Acuña reflexiona
sobre los cambios acontecidos en las últimas décadas en las reivindicaciones, repertorios
de acción e idearios del movimiento campesino en Colombia, concluyendo con el seña-
lamiento de los desafíos y dificultades que enfrenta la demanda de reforma agraria hoy
en dicho país. Al presentar este dossier queremos agradecer especialmente la colabora-
ción de Bernardo Mançano Fernandes, coordinador del Grupo de Trabajo sobre Desarrollo
Rural de CLACSO, para la preparación del mismo. 

En la sección documentos que sigue al dossier incluimos el manifiesto difundido por el
MST en ocasión de la mencionada marcha nacional por la reforma agraria en Brasil.
Asimismo, consignamos un comunicado del Frente Nacional Campesino Ezequiel
Zamora de Venezuela que refiere al significativo proceso de lucha por la tierra y reforma
agraria que está teniendo lugar en dicho país.

Como señalamos al inicio de esta introducción –y queda reflejado en las contribuciones
referidas– la práctica social y la programática que inspiran a los movimientos rurales con-
temporáneos implican una reformulación de la cuestión agraria tal como esta fuera plan-
teada en décadas pasadas. Uno de los elementos característicos de esta reinvención del
campesinado –como la denomina Carlos Porto-Gonçalves– resulta sin duda la amplia-
ción de la lucha por la tierra a la defensa y apropiación colectiva del territorio. Constitutiva
de la práctica de los movimientos indígenas, y presente en la dinámica de los movi-
mientos campesinos, la disputa por la apropiación del territorio aparece también en la
serie de conflictos y movilizaciones que se despliegan a nivel continental sobre los recur-
sos naturales y su explotación intensiva orientada a la exportación que promueve el
modelo neoliberal. Por otra parte, en una perspectiva más amplia, la dinámica de ins-
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cripción territorial que caracteriza a los movimientos sociales actuales en Latinoamérica
–tanto rurales como urbanos– ha sido ya motivo de reflexión en números anteriores del
OSAL, en el debate reflejado en el libro Movimientos sociales y conflicto en América
Latina y en el marco del curso que sobre estas temáticas tuvimos oportunidad de dictar
a través del Campus Virtual de CLACSO en 2003. Con el objetivo de profundizar y enri-
quecer este debate, el segundo dossier que cierra este número del OSAL presenta una
serie de reflexiones teóricas y análisis de casos sobre la conceptualización del territorio,
su reformulación bajo el neoliberalismo, y la importancia que a dicha perspectiva le cabe
en el análisis de los movimientos sociales y sus prácticas de construcción de territoriali-
dades sociales. La elaboración de dicho dossier no hubiera sido posible sin la colabora-
ción de la profesora Ana Clara Torres Ribeiro, coordinadora del Grupo de Trabajo sobre
Desarrollo Urbano de CLACSO, a quien agradecemos toda su ayuda. Iniciamos el mismo
con la publicación de un artículo del fallecido geógrafo brasileño Milton Santos, cuyo sig-
nificativo aporte intelectual y compromiso social resultan una referencia ineludible para
cualquier reflexión crítica sobre estas cuestiones. Con la inclusión de este texto, por cuya
publicación agradecemos especialmente a María Adélia de Souza y a Marie-Helene
Santos, desde el OSAL queremos colaborar a la divulgación regional del pensamiento de
Milton Santos y a la vez rendirle un humilde homenaje. Introduce a la lectura del mismo
una breve presentación de la profesora de Souza. A continuación, la contribución de Ana
Clara Torres Ribeiro parte del análisis del proceso de alienación del territorio, caracterís-
tico de la fase capitalista actual, para reflexionar sobre la naturaleza y los desafíos de las
luchas de resistencia al ordenamiento dominante del espacio. Bernardo Mançano
Fernandes aborda los debates sobre las nociones de espacio y territorio en referencia a
las relaciones sociales, para concluir presentando lo que llama movimientos socioterri-
toriales y socioespaciales. Finalmente, cierran el dossier dos contribuciones dedicadas a
analizar la inscripción y reformulación del territorio, en este caso a partir de experiencias
sociales en el mundo urbano. Norma Giarracca y Juan Wahren abordan las característi-
cas de la experiencia promovida por la Unión de Trabajadores Desocupados (UTD) en
la ciudad petrolera de Mosconi, en el norte de Argentina, enfatizando la reconfiguración
del territorio que la misma despliega en sus formas de protesta y sus iniciativas comu-
nitarias y de producción autogestionadas. Por otra parte, Jorge Sainz Cardona propone
un recorrido teórico a partir del cual reflexionar sobre las transformaciones socio-políticas
espaciales que impulsa la población de la ciudad de El Alto, Bolivia, en base a sus estruc-
turas originarias y su configuración indígena. 

Las movilizaciones y bloqueos impulsados por los pobladores de El Alto y por distintos
movimientos sociales en toda Bolivia, que en la disputa por la propiedad y apropiación
social de la riqueza hidrocarburífera recorrieron con idas y vueltas el primer semestre del
año, culminaron el 6 de junio con la caída del gobierno de Carlos Mesa, jalonando así
el curso de una transición abierta desde octubre de 2003. De manera paralela, un ciclo
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de crisis política, movilizaciones y levantamientos urbanos precipitó el 20 de abril la
renuncia del gobierno de Ecuador. Ambos hechos, que tuvieron lugar en el marco de un
crecimiento de la protesta social a nivel regional, pusieron nuevamente de manifiesto la
prolongación de una crisis de legitimidad que cuestiona la gobernabilidad neoliberal. En
este sentido, un panorama sobre la conflictividad político-social en Latinoamérica a lo
largo del primer cuatrimestre de 2005 puede consultarse en la contribución que intro-
duce a la sección cronologías. Dicha sección también ofrece a la lectura –precedida de
tres trabajos de síntesis– una cronología de los principales eventos políticos, económi-
cos y de protesta social ocurridos en diecinueve países latinoamericanos. Aquellas
correspondientes a la región sur son antecedidas por el artículo de Jaime Yaffé y Luis
Senatore, que aborda las perspectivas y desafíos que se le plantean al movimiento sin-
dical uruguayo ante la asunción del gobierno de Tabaré Vázquez. En el caso de la región
andina, introduce a dicha sección la contribución de Mario Unda, que analiza los dife-
rentes intereses y sectores que intervinieron en el ciclo de conflictos y movilizaciones
que desencadenaron la caída del gobierno de Lucio Gutiérrez en Ecuador, haciendo par-
ticular referencia a la emergencia del levantamiento urbano protagonizado por “los fora-
jidos” y concluyendo sobre las perspectivas que se plantean hacia el futuro. Finalmente,
Simona Violetta Yagenova analiza, para la región norte de Latinoamérica, el proceso polí-
tico-social abierto en Guatemala a partir del incumplimiento de los Acuerdos de Paz y
las luchas recientes contra la ratificación del tratado de libre comercio con EE.UU.
(CAFTA, por sus siglas en inglés) que conmovieron a dicho país. 

En muchos casos, los textos que publicamos en esta ocasión son versiones resumidas
de contribuciones más extensas que, por las limitaciones de espacio que nos impone la
revista, no han podido ser incluidas en su formato original. Las mismas pueden consul-
tarse en la página web del OSAL junto con otros textos recibidos que refieren a los temas
tratados en este número. Queremos por último agradecer a tod@s los que hicieron posi-
ble este nuevo número del OSAL. Esperamos que este esfuerzo contribuya tanto a la
reflexión de aquellos estudiosos e interesados en la temática de los movimientos socia-
les, como al debate social sobre los presentes y futuros posibles y necesarios para
Latinoamérica.

ED
IT

O
RI

AL
[.

..
]



O
SA

L 1
5

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]

La Reforma Agraria 

en América Latina: 

una revolución frustrada

Plinio Arruda Sampaio*

El presente artículo intenta presentar algunos señala-
mientos en relación con la situación actual que vive el
campesinado y los movimientos rurales en América
Latina1, después de los procesos de reforma y revolu-
ción agraria acontecidos en el continente a lo largo de
casi un siglo de luchas campesinas e intervenciones
del estado sobre la estructura de propiedad de la tie-
rra en nuestros países. 

Ciertamente la intervención del estado orientada a corre-
gir defectos de la estructura agraria no es un hecho
reciente en América Latina. Desde los tiempos coloniales
la metrópoli, los virreyes y gobernadores generales han
tratado de solucionar el desorden de los títulos legales de
acceso a la tierra y los conflictos sangrientos derivados de
las formas de tenencia que surgieron de la época de la
“conquista” y de la implantación de la economía mercan-
tilista en el campo latinoamericano.

* P r e s i d e n t e

d e  l a  A s o c i a c i ó n  B r a s i l e ñ a

d e  R e f o r m a  A g r a r i a .

C o o r d i n a d o r

d e l  e q u i p o  q u e  e l a b o r ó

l a  p r o p u e s t a

d e l  P l a n  N a c i o n a l

d e  R e f o r m a  A g r a r i a

p a r a e l  g o b i e r n o

d e l  p r e s i d e n t e

L u l a  d a  S i l v a .  



Nuestra reflexión, sin embargo, se referirá únicamente a
los procesos más recientes, acontecidos durante el siglo XX
y conocidos bajo la denominación de reforma agraria; es
decir, a aquellas políticas que se orientaron a redistribuir
tierras excesivamente concentradas en manos de grandes
propietarios. Además de esas intervenciones del estado en
la distribución de tierras, el campo latinoamericano fue
también el escenario de dos revoluciones agrarias: la
Revolución Mexicana (1910) y la Revolución Boliviana
(1952) que dieron origen a programas de reforma agraria.

En relación a ello, entonces, las reformas agrarias latinoa-
mericanas acontecidas en el pasado siglo pueden clasifi-
carse, de modo muy esquemático, en tres subconjuntos:
los procesos originados a partir de revoluciones agrarias;
aquellos procesos institucionales que han distribuido por-
centajes significativos de la tierra a campesinos sin tierra;
y, finalmente, los que se han limitado a intervenciones
puntuales en la estructura de distribución de la propiedad
de la tierra2.

Tanto los procesos que se han originado en revoluciones
(México y Bolivia) como las reformas agrarias que han
provocado alteraciones significativas en los índices de
concentración de la propiedad de la tierra (realizadas en
Guatemala, Chile, Perú, Nicaragua y El Salvador) han
representado una substancial tranferencia de tierras de
grandes terratenientes a familias de campesinos. En estos
casos se creó una agricultura reformada que pasó a cons-
tituir un subsector intermedio en el marco de una agricul-
tura dividida entre un sector comercial moderno –hege-
monizado por el agronegocio– y un sector campesino tra-
dicional dedicado tanto a la producción de subsistencia
como a la venta de excedentes en el mercado.

Por otra parte, puede señalarse un segundo bloque cons-
tituido por aquellos países que realizaron reformas agra-
rias superficiales y que agrupa las experiencias de Brasil,
Venezuela, Ecuador, Colombia, Honduras, República
Dominicana y Paraguay. En estos casos la intervención del
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estado no hubo de alterar significativamente los índices de concentración de la propie-
dad de la tierra. La mayoría de estos programas fueron patrocinados por Estados Unidos
en el marco de la llamada “Alianza para el Progreso” con el objetivo de crear un “col-
chón” de granjeros medianos entre la masa campesina tradicional y la gran propiedad
comercial moderna. La preocupación evidente de Estados Unidos y de los gobiernos lati-
noamericanos era impedir que se expandiera en el continente el virus de la revolución
cubana. Los resultados de estas seudo reformas han sido muy pobres; lo que no impi-
dió que generasen voluminosas burocracias, totalmente incapaces de proporcionar el
soporte técnico y financiero requerido para que los asentamientos resultantes de estas
reformas agrarias pudiesen desarrollarse adecuadamente.

El hecho intrigante, y que requiere una explicación, es que, no obstante las grandes dife-
rencias que pueden señalarse entre los procesos de reforma agraria que tuvieron lugar
en el pasado en los distintos países del continente, la situación actual del campesinado
latinoamericano –en términos económicos, sociales y políticos– presenta algunas simili-
tudes que no deberían aparecer teniendo en cuenta que han pasado por reestructura-
ciones de la propiedad de la tierra de dimensiones muy distintas.

En efecto, en todos los países considerados, independientemente del grado de desa-
rrollo y del nivel de ingreso per cápita que han alcanzado, el campesinado es el contin-
gente poblacional más pobre, con los peores indicadores de salud e índices más bajos
de expectativa de vida. Es también el sector de la población que se encuentra más ale-
jado de la educación y de la participación en la vida política nacional. Esto es así, tanto
en el sentido de la proporción de familias ubicadas por debajo de la línea de pobreza
absoluta (más grande en el campo que en las ciudades) como en relación al grado de
la pobreza en el que ellas se encuentran.

Otra característica común a los países del continente es la frecuencia de violentos con-
flictos por la tierra. En Colombia, este conflicto rebasó la cuestión de la tierra y se trans-
formó en una guerrilla que, al politizarse, se planteó el objetivo de derrumbar el régimen
político y social. Por otra parte, en México, los indígenas de Chiapas sostienen una resis-
tencia armada contra el régimen. En Brasil, en los últimos diez años, 8.082 conflictos vio-
lentos por la tierra registrados por la CPT (Comisión Pastoral de la Tierra) de la Iglesia
católica han arrojado un saldo de 379 asesinatos (de líderes campesinos, sacerdotes,
monjas, abogados) resultado del accionar de sicarios contratados por grandes terrate-
nientes, tal como el reciente caso de la religiosa norteamericana Dorothy Stang en la
región amazónica. También en Perú, por más que el gobierno insista en anunciar que ha
acabado con la guerrilla, los periódicos informan con frecuencia que “Sendero
Luminoso” ha realizado acciones en algunas regiones del país. La violencia en el campo
también está presente, aunque en una escala menor, en Guatemala, Ecuador, Bolivia y
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Paraguay. Incluso aquellos países donde no tienen lugar conflictos tan graves, no están
exentos de ese tipo de confrontaciones. 

Estos elementos comunes aparecen reflejados tanto en México –donde una revolución
agraria transformó substancialmente el sistema de poder del país–, como en el Perú
–donde se realizó, entre 1969 y 1973, una reforma agraria bastante radical–, y también
en los países que vivieron reformas agrarias que no afectaron mayormente la estructura
de tenencia de la tierra.

En el mismo sentido, otro trazo común del agro latinoamericano, independientemente
del tipo de reforma agraria que se haya realizado, es la división del sector agrícola en un
subsector de agricultura comercial moderna y otro de agricultura campesina. La agricul-
tura del primer tipo se basa en la concentración de la propiedad, en el monocultivo, en
la elevada capitalización de las unidades productivas, en la utilización intensiva de insu-
mos químicos y en la mecanización. Ese tipo de agricultura, alabado diariamente por la
prensa conservadora, emplea poca gente, ya que adopta una tecnología intensiva en
capital y economiza fuerza de trabajo. Además paga muy mal a sus empleados porque
disfruta de una amplia oferta de mano de obra, una vez que la población pobre del
campo no tiene como adquirir una parcela de tierra para trabajar dado que toda ella está
monopolizada por las grandes propiedades. 
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Por otra parte, la agricultura campesina –el conjunto formado por el campesino tradicio-
nal, el pequeño agricultor familiar que vende parte de su producción en el mercado y
por los beneficiarios de la reforma agraria– ocupa las tierras de calidad inferior y, en un
contexto en extremo adverso, lucha dramáticamente por la supervivencia, combinando
períodos de trabajo en sus tierras con períodos de trabajo asalariado. Los gobiernos, por
lo general, consideran a este segundo subsector como un residuo que tenderá a desa-
parecer en algunos años más –vía la migración hacia las ciudades– o bien como un sis-
tema agrícola anacrónico, que permanecerá como herencia inasimilable de un período
superado –un lastre destinado a pesar sobre la economía como un problema social. Para
los gobernantes y para la academia, el futuro del campo latinoamericano está en la gran
agricultura de exportación, hoy totalmente hegemonizada por las transnacionales del
“agrobusiness”. 

Un cuarto elemento común entre el campesinado de diferentes países de nuestra región
es la reciente toma de conciencia respecto de la política. Los campesinos, especialmen-
te los descendientes de los pueblos conquistados de la América hispánica, se han per-
catado de la brutal explotación que han sufrido –y que todavía sufren– y, al parecer, han
decidido poner fin a tal situación. El movimiento zapatista en México, la CONAIE
(Confederación de las Nacionalidades Indígenas del Ecuador) y los cocaleros en Bolivia
son movimientos muy bien organizados y cuyas demandas van más allá de las reivindi-
caciones típicamente campesinas. No reclaman solamente crédito, asistencia técnica,
auxilio a la comercialización y obras de infraestructura, sino que reivindican también
democracia, universalización de derechos y ciudadanía plena. La fuerza de este desper-
tar de la conciencia indígena andina puede ser medida por la capacidad que han tenido
de derrumbar nada menos que cinco presidentes en Bolivia y Ecuador a lo largo de los
últimos cinco años; en Colombia, guerrillas campesinas han mantenido a los diferentes
gobiernos bajo permanente presión; en México, nadie puede negar el efecto que la apa-
rición del zapatismo ha tenido en la derrota del PRI (Partido Revolucionario Institucional)
después de setenta años de dominación.

Finalmente, otro trazo común al campesinado del continente es el hecho de que se
comienza a tomar conciencia, en varios países, acerca de la necesidad de ampliar el
ámbito de la lucha por la tierra y transformarlo en una lucha por la transformación no
sólo del modelo agrícola sino también del propio modelo económico de los países del
continente. El Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) de Brasil ha
levantado la bandera del “modelo agrícola campesino” para sustituir el modelo del agro-
negocio vigente. En los asentamientos de reforma agraria que están bajo su influencia,
el MST ya está ensayando, en las fincas, las estrategias económicas y agronómicas implí-
citas en ese modelo alternativo. Lo mismo ocurre con el Movimiento de los Pequeños
Agricultores (MPA) y con el movimiento que reúne pequeños agricultores desalojados
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de sus tierras por las plantas hidroeléctricas (MAB, Movimento dos Atingidos por
Barragem), ambos muy próximos al MST.

La idea básica de este modelo campesino es la de organizar la producción agropecua-
ria en función de objetivos distintos del modelo del agronegocio. No se trata, por lo
tanto, de dar prioridad a la acumulación de capital sino a las necesidades alimentarias
de la familia del agricultor y a la preservación de la calidad de su pequeña parcela de tie-
rra. Por eso se pone mucho énfasis en el empleo de técnicas agrícolas no agresivas al
medio ambiente y en las prácticas de conservación del suelo y de las aguas. Bajo la con-
signa “tierra para ser vivida”, el modelo busca atender simultáneamente a dos objetivos:
por una parte, suplir las necesidades alimentarias de la familia del productor y propor-
cionarle un ingreso monetario compatible con un nivel de vida digno; y, por la otra, pro-
ducir alimento barato y de calidad para el mercado interno brasileño. En ese contexto,
las exportaciones agropecuarias, aunque importantes, no constituyen el eje de la diná-
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mica de desarrollo del sector agrícola. El supuesto básico del modelo campesino es su
integración en un modelo de desarrollo no capitalista de la economía, basado en la uni-
versalización de un nivel de consumo digno para toda la población con la finalidad de,
no sólo eliminar la pobreza, sino también de reducir substancialmente las acuciantes dis-
paridades sociales que caracterizan a los países del continente.

Lo que resulta evidente de esta somera descripción de la realidad de la reforma agra-
ria en el continente es que procesos tan distintos como han sido las revoluciones agra-
rias, los programas efectivos de reforma agraria, aquellos superficiales (impulsados por
la “Alianza para el Progreso”) y los casos donde no hubo modificación de la estructura
de propiedad de la tierra, hayan dado como resultado, después de casi un siglo de
luchas campesinas y de acciones de gobierno, situaciones que presentan similitudes
importantes entre los campesinados de las diversas naciones. Debiera haber, por lo
tanto, en todas estas historias agrarias nacionales algun factor común que permitiera
explicar esa contradicción. En relación a ello se puede señalar, a manera de hipótesis,
que ese factor común es el carácter capitalista de la economia de los países conside-
rados. En efecto, aún en los procesos revolucionarios no hubo condiciones para una
ruptura del orden capitalista.

Este señalamiento nos plantea otra indagación en relación con la existencia de diferencias
entre la homogeneidad que presenta la situación de los campesinos latinoamericanos y
la del campesinado en Cuba, que es un país socialista y en donde el gobierno revolucio-
nario realizó reformas agrarias radicales, especialmente en su período inicial de implanta-
ción. La estructura agrícola que resultó de la reforma agraria cubana se caracteriza por una
combinación de unidades de producción estatal con un sólido sector de pequeñas uni-
dades privadas familiares fuertemente apoyadas por servicios estatales de planificación,
asistencia técnica, financiamiento y comercialización. Una respuesta al interrogante plan-
teado nos la ofrecen los estudios realizados por la CEPAL (Comisión Económica para
América Latina y el Caribe). Este organismo de Naciones Unidas realiza periódicamente
análisis acerca de la situación social de las poblaciones de los distintos países de nuestra
región. Todos ellos han comprobado que las condiciones de vida del campesino cubano
son las mejores del continente. Esa constatación es tanto más significativa cuando se con-
sideran las dificultades extremas de la economía cubana, sometida a un embargo comer-
cial desde hace 46 años. Sobre esta base, parece posible entonces concluir esta breve
reflexión proponiendo la hipótesis de que, aún en el caso de las reformas agrarias radi-
cales, el capitalismo tiene mecanismos de recuperación que operan en el sentido de anu-
lar los cambios en los niveles de vida del campesinado por ellas provocados. ¿No será
éste un signo de que el tiempo de las políticas reformistas se ha agotado?
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Notas

1 El análisis no incluye el caso cubano porque su objetivo es establecer la relación entre
las políticas agrarias y la dominación capitalista en el continente. En Cuba se ha realizado
una revolución socialista que introdujo una lógica y una dinámica social y política comple-
tamente distintas en la relación del campesinado con los otros sectores de la sociedad.
Solamente en la conclusión del artículo se hará un comentario acerca de los resultados de
la reforma agraria cubana en comparación con las reformas agrarias capitalistas.

2 Argentina y Uruguay han sido excluidos de la clasificación porque en esos países no se
han realizado procesos de reforma agraria.
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A Nova Questão Agrária 

e a Reinvenção

do Campesinato: 

o caso do MST1

Carlos Walter Porto-Gonçalves*

Os anos 90 viram adentrar à cena política latino-
americana dois movimentos sociais cuja significação
política vai muito além das suas reivindicações
específicas: o zapatismo, no México, e o Movimento
dos Trabalhadores Rurais Sem Terra, no Brasil. Depois
da derrocada dos regimes políticos do leste europeu,
com o triunfalismo que se seguiu com alguns
intelectuais chegando mesmo a decretar o fim da
história, a emergência desses dois movimentos sociais
teve o mérito de repor aquilo que parecia está sendo
olvidado, isto é, o caráter contraditório do sistema-
mundo moderno-colonial. Numa quadra histórica em
que o pensamento único de corte neoliberal dominava
‘corações e mentes’ é compreensível que o zapatismo
e o MST também passassem a ser vistos com um
triunfalismo de sinal trocado onde, muitas vezes, se
transferia para esses novos protagonistas a missão
histórica que, antes, se destinava ao proletariado.
Todavia, para além de triunfalismos de parte a parte,
esses movimentos sociais trazem ao debate questões
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teóricas e políticas profundas que, para serem entendidas, exigem a compreensão da
nova configuração, inclusive geográfica, das lutas de classes no mundo atual. 

O Movimento de Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) se inscreve numa longa trajetória
de lutas sociais no campo brasileiro. Seu nascimento formal, em janeiro de 1984, é parte
do novo ciclo de protestos sociais (Tarrow, 1994) de finais dos anos 70 nos marcos das
lutas democráticas contra o regime ditatorial sob tutela militar que se impôs à sociedade
brasileira entre 1964 e 1985. O Movimento de Trabalhadores Rurais Sem Terra carrega
em seu próprio nome essa trajetória de lutas. Até o nascimento do MST as lutas no
campo estavam diretamente ligadas aos sindicatos de trabalhadores rurais articulados
nacionalmente em torno da Confederação Nacional dos Trabalhadores na Agricultura
(CONTAG). Foi em torno dessa identidade de trabalhadores rurais, de trabalhadores na
agricultura, sobretudo depois de 1968 quando os setores “mais combativos” sob
influência do Partido Comunista retomaram a entidade que estava sob intervenção do
regime ditatorial desde 1964, que as lutas no campo brasileiro mantiveram uma
articulação à escala nacional. Assim, foi por meio dos sindicatos e da CONTAG que uma
construção simbólico-política identitária de trabalhadores rurais se afirma nacionalmente
se impondo sobre a enorme diversidade geo-socio-cultural de nosso mundo rural. 

Ao mesmo tempo que o Movimento de Trabalhadores Rurais Sem Terra carrega em seu
nome essa história, sua sigla –MST– acentua um fenômeno que se generaliza no Brasil
pós-anos 60, isto é, a presença de trabalhadores sem terra que resulta da modernização
conservadora e sua revolução verde.

Hoje, podemos afirmar com segurança, que uma profunda reorganização societária
estava em curso no Brasil já à época da constituição desses movimentos. O processo
industrialização por substituição de importações iniciado nos anos 30, ensejara uma
nova divisão inter-regional do trabalho por meio da integração rodoviária nacional,
acentuando a migração e, assim, contribuindo para uma nova conformação
sociogeográfica do poder no campo brasileiro (Porto-Gonçalves, 2004). Sublinhe-se
que a Igreja Católica era parte da estrutura de poder tradicional e o processo de des-
ruralização e de sub-urbanização, que só crescerá desde então, impõe à própria igreja
novas questões à sua própria sobrevivência2. O MST será, tal como o Caliban de
Retamar (Fernández Retamar, 2004), uma síntese criativa dessas experiências
emancipatórias tecidas no terreno movediço da história, o que pode ser observado
tanto por sua teatralidade com forte componente místico, herdeiro de tradições
religiosas, como por suas bandeiras vermelhas, ideologia socialista professada por seus
principais líderes, esta herdeira da presença histórica dos socialistas e dos comunistas
nas lutas do campo brasileiro. 
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Todavia, essa aproximação de vertentes ideológicas
historicamente tão distantes, como os comunistas e os
católicos, tem as marcas de um dramático processo de
repressão com o golpe de estado de 1964, quando se
internalizam no Brasil novas contradições geopolíticas
globais, com o anticomunismo cujo maniqueísmo se
sobrepõe ao maniqueísmo de longas raízes históricas
coloniais que, entre nós, já negava ao outro, ao diferente,
até mesmo a condição de humanos, onde os indígenas, os
mestiços, os caboclos, os ladinos, os negros, os
camponeses, enfim, os pobres em geral são selvagens,
bárbaros, preguiçosos3. É nesses marcos ideológicos e
políticos que se desenvolverá uma profunda transformação
sociogeográfica do país, conhecida como modernização
conservadora cuja compreensão, tanto do ponto de vista
político como tecnológico, ambos profundamente
ideologizados pela guerra fria, é fundamental para
entendermos a importância do MST e todo o seu potencial
emancipatório para humanidade e para o planeta na nova
configuração da questão agrária para o planeta e a
humanidade.

O MST: logros e desafios da reinvenção do
campesinato

A sociedade brasileira passou durante a ditadura por
transformações profundas com um desenvolvimento
capitalista sem precedentes, conhecido como milagre
brasileiro que, por suas contradições, ensejou que um
vigoroso e multifacetado movimento social surgisse no
campo como resistência a esse modelo nacional-
globalizado autoritário. De lá para cá o processo de des-
ruralização e sub-urbanização se acentuou ensejando
diferentes tensões com a expansão viária e com a
construção de barragens que introduziram no léxico político
outros protagonistas4 que se reinventam social, cultural e
politicamente nesse novo contexto político nacional-
globalizado autoritário. A partir de então, e definitivamente,
a experiência da diferença estará presente no movimento
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social do campo brasileiro se constituindo num dos seus maiores desafios epistêmico-
políticos. Talvez uma das mais ricas contribuições do MST seja exatamente essa da
experiência da diferença que, todavia, é bom que se registre, até mesmo pela novidade e
pela envergadura do desafio de que se reveste, não está livre de contradições.

Um dos objetivos centrais do MST na luta pela reforma agrária é a luta contra o latifúndio
enquanto fonte que sustenta uma estrutura de poder extremamente desigual que, no
Brasil, adquire enorme importância exatamente pela extrema concentração fundiária. Ao
contrário do que muitos vêm assinalando (Navarro, 2002), o latifúndio não só vem se
fortalecendo com a modernização agrícola, como vem mantendo as mesmas práticas
autoritárias e violentas (CPT, 2003) que, sempre, caracterizaram nossa formação social.
A centralidade e a atualidade desta luta é, portanto, um dos maiores acertos do MST na
sua estratégia política que vem sendo posta em prática por meio de ocupações de terra
e, desde 2000, por meio também de acampamentos5. O acerto da estratégia, todavia,
longe está de significar êxito, como demonstram a lentidão da Reforma Agrária, mesmo
no Governo Lula, e o aumento da concentração fundiária no país, apesar do sucesso
localizado das ações do MST. A multiplicação de assentamentos, em número crescente
e sem precedente, nos últimos cinco anos relaciona-se diretamente às pressões
realizadas pelo MST que além de manter a Reforma Agrária como tema no cenário
político brasileiro, com seus assentamentos6 e demais atividades como cooperativas7 e
escolas8, vem sendo responsável por dinamizar economicamente regiões antes
“adormecidas” que, “com a chegada da organização dos sem-terra e seus líderes, ou
seja, por um novo conjunto de ‘agricultores-tornados-dirigentes-municipais’, que
passaram a pressionar mais intensamente as instituições locais, interferindo mais
incisivamente na implantação das políticas governamentais e, em especial, passando a
exercer maior vigilância sobre as práticas políticas” (Navarro, 2002). Considere-se, ainda,
o número de pessoas que encontram acesso à terra nesses assentamentos para que
tenhamos uma idéia de como o MST vem, também, contribuindo para não engordar as
dramáticas cifras de desemprego nas cidades, não por falta de dinamismo da economia
mas, ao contrário, pelo novo dinamismo derivado da revolução nas-relações-sociais-e-
de-poder-por-meio-da-tecnologia.

O fato de diferentes segmentos sociais como arrendatários, assalariados rurais,
posseiros, sem-terra, camponeses variados viverem todos, de diferentes modos,
conflitos com o capital nacional-globalizado coloca-os frente ao desafio de unificarem
suas lutas. Eis o que, talvez, seja o maior desafio a ser enfrentado por esses diferentes
grupos/classes/camadas sociais que, assim, exigem mediadores criativos e com clareza
desse duplo movimento entre a diversidade e a unidade na luta pela igualdade e pela
diferença. Esse é o desafio e, diria, também, a qualidade que a nova questão agrária e
os diferentes movimentos sociais no campo trazem e que o MST vem contraditória e
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criativamente buscando construir, qual seja, trazer a diferença para o centro do debate
político de modo radical e não simplesmente retórico, tão ao gosto dos pós-modernos
(Anderson, 1984; Porto-Gonçalves, 2001). 

O MST vem mantendo uma criativa capacidade de organização nacional dessas lutas o
que implica, sempre, unificar temporalidades distintas e, com freqüência, tensões e
contradições se manifestam. A própria multiplicação de siglas de entidades no campo
brasileiro é uma das expressões não só da luta entre mediadores, mas também dessa
permanente tensão entre a diversidade e a unidade9. Observe-se que o MST se
desenvolve sobretudo num momento de crise tanto dos partidos de esquerda, como
das organizações em torno das quais ela havia construído sua cultura política, como os
sindicatos. Todavia, enquanto movimento social o MST tem também mantido uma rica
e ambígua, alguns diriam dialética, relação entre a institucionalidade e a autonomia,
entre a reforma e a revolução, para nos manter no escopo discursivo do campo da
esquerda. No lugar de visar a tomada do poder, o MST tem assumido a mundana e
contraditória tarefa de criar espaços de vida própria, de autonomia nas ocupações, nos
acampamentos e nos assentamentos por meio de cooperativas e escolas, recuperando
as melhores tradições anarquistas (Universidades Livres, por exemplo). Ao mesmo
tempo, o MST vem conclamando outros segmentos da sociedade a se mobilizarem não
só porque ‘a reforma agrária é uma luta de todos’, como seu slogan afirma, como
também vêm se colocando explicitamente temas de interesse geral, como na recente
Marcha a Brasília de maio de 2005.
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Uma nova configuração da questão agrária está em curso e
novas questões têm se apresentado ao debate, como é o
caso dos organismos laboratorialmente modificados. Trata-
se de um tema estratégico para todos os envolvidos nas
lutas emancipatórias, sobretudo no campo. Afinal, este
tema não pode ser resumido ao debate acerca da poluição
do ambiente, em si mesmo importante. É um tema
rigorosamente vital para todos os que se colocam numa
perspectiva emancipatória e, assim, é muito mais do que
um tema controvertido. O envolvimento do MST e da Via
Campesina nesse tema torna-os estratégico, e não só para
si mesmos, mas para toda a humanidade. A natureza volta
a adquirir centralidade no debate do devir histórico e, com
isso, traz para o centro da cena uma série de sujeitos sociais
que acreditávamos estarem fadados à extinção e que
emergem dos campos, dos cerrados, das florestas, dos
mangues e dos povos que teceram suas matrizes de
racionalidade com esses ambientes. Aliás, essas
populações são hoje detentoras de um acervo de
conhecimento diversificado, um dos mais ricos patrimônios
da humanidade, e habitam os maiores acervos de
biodiversidade, posto que são áreas que ficaram a salvo das
monoculturas e sua pobre diversidade genética10 típicas da
agricultura capitalista. Assim, a questão agrária não só se
urbaniza como se mundializa e, assim, faz sentido uma
internacional camponesa, como a Via Campesina, da qual
o MST é um dos principais protagonistas. Há, assim, um
linha que aproxima tanto a Monsanto ao McDonald como,
contraditoriamente, os agricultores franceses ao MST, aos
camponeses e indígenas hondurenhos, aos zapatistas, aos
cocaleros, aos mapuche, aos indigenatos equatorianos,
mexicanos, aos piqueteros, aos sem-tetos...

O MST e o Governo Lula

A chegada ao governo de Lula da Silva, em 2003, trouxe
a expectativa de que, afinal, a reforma agrária seria feita
para além das retórica com que, sempre, a questão foi
tratada. Desde então, a temperatura política no campo
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subiu, como pode ser visto pelo aumento do número de conflitos, de pessoas
assassinadas (73 em 2003, e 6811 em 2004), de famílias despejadas que, só em Mato
Grosso, atingiu um número equivalente a 6,2% de toda a população rural no ano de
2003. Além disso, assinale-se, as ações de violência institucionalizada pelo poder
judiciário, sobretudo nas unidades estaduais (provinciais), por meio de prisões e de
ordens judiciais de despejo, aumentou em níveis muito maiores que as ocupações de
terra. Todos esses números se colocam entre os maiores, desde que a CPT começou,
em 1985, a fazer registros sobre a violência no campo. Não só aumentou o número de
acampamentos e de ocupações12 feitas pelos que lutam por reforma agrária como,
sobretudo, a violência dos grandes proprietários, principalmente nas áreas da agricultura
mais moderna (Mato Grosso, Goiás, Mato Grosso do Sul, Tocantins, sul do Maranhão,
oeste da Bahia, norte do Espírito Santo). O governo Lula, por seu lado, vem tomando o
agronegócio como um dos seus pilares de sustentação, tendo até mesmo nomeado o
Presidente da Associação Brasileira de Agribusiness, o Sr. Roberto Rodrigues, para
Ministro da Agricultura, e o Sr. Luis Fernando Furlan, proprietário de uma das maiores
empresas brasileiras do setor agroindustrial, a Sadia, para seu Ministro Desenvolvimento,
Indústria e Comércio. O governo Lula também assumiu posições contrárias aos que
lutam pela Reforma Agrária em questões estratégicas, como a que culminou na liberação
do plantio e comercialização de produtos transgênicos e, ainda, com a demissão do Sr.
Clayton Campanhola da Presidência da Embrapa13, ele que tinha compromisso com um
desenvolvimento tecnológico com sentido democrático já que voltado para a agricultura
familiar, e nomeado o Sr. Silvio Crestana, cuja proposta vai na perspectiva da busca de
competitividade internacional, no melhor jargão produtivista e economicista do
agrobusiness. São, ainda, exageradamente desproporcionais os recursos públicos
destinados aos poucos grandes empresários do setor do agrobusiness vis a vis os
destinados aos milhões de pequenos produtores, conforme dados oficiais do orçamento
da União (cerca de RS$ 28 bilhões contra aproximadamente US$ 4,5 bilhões em 2004).

Tudo indica que há uma crença no governo Lula na possibilidade de convivência entre o
agrobusiness e a reforma agrária. Os dados e fatos acima não corroboram essa hipótese,
bastando observar-se que a violência tem sido maior exatamente nas áreas mais
modernas e, ainda, o fato de a intensidade da ação do poder judiciário crescer mais
proporcionalmente que as ocupações e o número de conflitos. Várias situações, algumas
vividas pessoalmente pelo próprio Presidente Lula, sinalizam essa contradição como, por
exemplo, quando o Presidente esteve no sul da Bahia, em finais de 2004, e visitou um
acampamento, o Lulão, quando se comprometeu, em um discurso emocionado, com o
pronto assentamento daquelas famílias. Ao sair do Lulão, o Presidente visitou, na mesma
região, um dos maiores grupos empresariais do setor de papel e celulose, a Veracel do
Grupo Aracruz. Ocorre que o órgão do governo responsável pelo setor da reforma agrária,
o INCRA, se diz sem recursos financeiros14 para comprar terras para fazer o assentamento
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definitivo dos que vivem no
Lulão, não só pelos es-
cassos recursos15 destina-
dos ao órgão como, prin-
cipalmente, pelo fato do
preço da terra ter subido
exponencialmente com a
expansão das empresas de
papel e celulose na região.
E assim tem sido em dife-
rentes regiões.

Tudo isso, aliado aos nú-
meros acanhados de as-
sentamentos de famílias
nos dois primeiros anos do
governo Lula, levou o MST
a desencadear, em 2005,
uma nova fase de mobi-
lização, cujo momento de
maior visibilidade foi a
Marcha Nacional pela Re-
forma Agrária que chegou
a Brassília em 17 de maio.
O MST abandonou a pro-
posta de pressionar o gover-
no a assentar 1.000.000 de
famílias, conforme promessa
na campanha eleitoral, e
acordou com o governo um
novo compromisso de as-
sentar 430 mil famílias até o seu final16. Todavia, nem esse novo compromisso vem sendo
cumprido: em 2003, o governo havia se comprometido a assentar 60.000 famílias e
assentou somente 36.000. Em 2004, o compromisso era assentar 115.000 famílias e só
foram assentadas 81.200 (Folha de São Paulo, 15/05/2005).

No documento entregue pelo MST ao governo na recente marcha, destaco 7 pontos por
nos ajudar na compreensão não só da leitura que o movimento vem fazendo do
passado como pelo que aponta para o futuro, a saber:
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1) o fato de o movimento, mesmo depois da tão decantada modernização do

campo brasileiro, ainda ter que reivindicar a punição de assassinos de

trabalhadores rurais e

2) a nova amplitude que a luta pela reforma agrária vem assumindo, com o fato

de exigir a demarcação das terras indígenas e das populações afrodescendentes

em seus territórios de liberdade –os quilombos. Esse fato realmente inovador terá,

sem dúvida, enormes conseqüências, até porque as elites brasileiras têm como

política anti-reforma agrária, a colonização, ou seja, a expansão para terras

supostamente vazias nas áreas consideradas como fronteiras, o que não

corresponde à realidade posto que são ocupadas pelos povos originários

(indígenas) e pelos quilombolas. Destaquem-se, ainda, as propostas de

democratizar a democracia, para usar a bela expressão de Boaventura de Sousa

Santos, ao reivindicarem não só 

3) a democratização dos meios de comunicação (‘a reforma agrária do ar’) mas,

principalmente, por assumir a luta pela combinação da democracia representativa

com a democracia participativa, cuja importância Norberto Bobbio já salientara, com 

4) a exigência de regulamentação dos plebisicitos e outros processos de iniciativa

popular. A experiência venezuelana de reinvenção democrática é, nesse sentido,

alvissareira o que, sem dúvida, se constitui numa das mais importanets iniciativas

contra as tradições clientelísticas, patrimonialistas e populistas. O documento

entregue pelo MST, além de pautar questões globais diretamente ligados ao

mundo rural, como 

5) a luta contra os os organismos laboratorialmente modificados (mais conhecidos

como transgênicos), torna, mais uma vez públicas, as buscas que o MST, por meio

da Via Campesina, vem fazendo no sentido de se associar às lutas de povos

oprimidos, vide sua participação junto aos palestinos, mas também por alertar 

6) as contradições da própria política externa do governo Lula, sobretudo, por sua

equivocada presença militar no Haiti. Enfim, o MST, talvez como o mais importante

movimento social organizado em torno do campesinato e demais grupos sociais e

étnicos do campo, vem se apresentando junto com outros movimentos por meio

da Via Campesina, como guardiões do patrimônio de condições naturais de

reprodução material e simbólica que são vitais para a humanidade, entre os quais

se inscrevem as suas 

7) lutas pela água, pela preservação da fertilidade do solo e riqueza da diversidade

biológica e de seus cultivares.

Como se vê, estamos diante de novos protagonistas na cena política global e
protagonistas com inscrição local/regional muito bem definidas e que sinalizam para
uma nova configuração da escala nacional num contexto mundializado.
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Notas

1 N. del E.: publicamos nesta ocasião uma versão resumida do presente artigo, o texto
completo pode consultar-se na sessão debates do web site do OSAL <http://osal.clacso.org>.

2 O Concílio Vaticano II, a CELAM (Conferência do Episcopado Latino-americano - Medellin
e Puebla), Teologia da Libertação e as Comunidades Eclesiais de Base devem ser vistas
dentro desse contexto sociogeográfico.

3 E. Said já havia nos alertado, para além das análises de caráter economicistas e sem
desconsiderar o lugar da economia sob as relações sociais e de poder capitalistas, que o
colonialismo e o imperialismo “se encontram suportados e às vezes apoiados por
impressionantes formações ideológicas que incluem a convicção de que certos territórios
e povos necessitam e rogam ser dominados, assim como noções que são formas de
conhecimento ligadas a tal dominação” (Said, 1996; Tasso, 2004).

4 Tais como o Movimento pela Sobrevivência na Rodovia Transamazônica ou na BR 364; os
Povos da Floresta, com seringueiros se aliando a indígenas; o Movimento Nacional dos
Atingidos por Barragens; os colonos do sul que, nos anos 1970, experimentavam a condição,
nova para eles, de sem terra, além de indígenas e de quilombolas, enfim, o campesinato e
demais trabalhadores rurais, comunidades indígenas e de afrodescendentes, etcetera.

5 Com a legislação criada no governo FHC de proibir a desapropriação das terras ocupadas,
o MST passou fazer uso de uma nova tática com acampamentos à beira da estrada, ou
por meio de ocupações de terras próximas às que visava a desapropriação. 

6 Segundo Horácio Martins de Carvalho, “até o final do ano 2000 havia aproximadamente
250.000 famílias em cerca de 1.500 assentamentos que se identificavam com o MST. Isso
significou uma área libertada do poder dos capitalistas de sete milhões de hectares”
(Carvalho, 2002: 251).

7 Ainda segundo o mesmo autor, “nesses assentamentos, até junho de 2001, foram
constituídas e estão em operação 49 cooperativas de Produção Agropecuária - CPA
(regime coletivista) abrangendo 2.299 famílias, 32 cooperativas de Prestação de Serviços
- CPS envolvendo 11.174 famílias e mais sete cooperativas, sendo duas de créditos, duas
de trabalho e três de pequenos produtores, totalizando esse conjunto de cooperativas
13.473 famílias envolvidas. Estão em operação nesses assentamentos 70 unidades
agroindustriais do SCA - Sistema de Cooperativismo dos Assentamentos, e mais 27 em
projeto” (Carvalho, 2002: 251).
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8 “Nos assentamentos, em julho de 2000, haviam 1.800 escolas de ensino fundamental
(1ª à 4ª série) com 3.800 educadores e 150 mil estudantes; havia 1.200 educadores de
jovens e adultos e 25.000 educandos jovens e adultos; 250 cirandas infantis (nome dado
pelo MST às creches) e 25 trabalhadores rurais sem terra cursando medicina em Cuba,
além de dezenas de outros cursando escolas de nível superior no Brasil. [...] O MST
estabeleceu convênios em acordos com 25 universidades, entre públicas e privadas, para
a realização de diferentes tipos de cursos” (Carvalho, 2002: 255) e, em janeiro de 2005,
fundou sua própria Universidade Florestan Fernandes, em Guararema, São Paulo.

9 As 471 ocupações de terra efetuadas em 2004 tiveram nada mais e nada menos que
49 entidades diferentes. O MST participou em 57% desse total sendo, de longe, a
entidade de maior protagonismo. Todas as outras 48 entidades somadas foram
responsáveis por 43% do total, segundo o DATALUTA.

10 É essa pobreza genética que torna os agroecossistemas monocultores vulneráveis a
insetos e o que chamam pragas, daí o consumo de todo o pacote de inseticida, fungicida,
praguicida, assim dependente do consumo de energia importada. 

11 Incluo aqui os 29 garimpeiros invasores das terras indígenas assassinados pelos índios
Pacaás Novos, na fronteira entre Mato Grosso e Rondônia.

12 Em 2005, segundo o MST, existem cerca de 200.000 famílias acampadas e 350.000
famílias assentadas.

13 Empresa Brasileira de Agropecuárias, instituição nacional reconhecida mundialmente
pela excelência de suas investigações científicas e, principalmente, tecnológicas.

14 No processo de negociação iniciado quando o MST se pôs em marcha em maio de
2005 consta a contratação de 4.000 funcionários para o INCRA, reivindicação que vem
sendo sistematicamente negado pela área financeira do governo.

15 Dos R$ 3,7 bilhões destinados ao Ministério da Reforma Agrária, R$ 2 bilhões estavam
bloqueados em maio de 2005 pela área financeira do governo para garantir superavit fiscal.

16 Em 2003 o governo havia se comprometido assentar 60.000 famílias e assentou
somente 36.000. Em 2004, havia o compromisso de assentar 115.000 famílias e só
foram assentadas 81.200 (Folha de São Paulo, 15/05/2005).
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El movimiento campesino 

en el Paraguay: conflictos,

planteamientos y desafíos

Tomás Palau Viladesau*

Un contexto particularmente hostil

Si bien es cierto que la asunción de Duarte Frutos a la
presidencia de la república en agosto de 2003 supu-
so la continuación de las políticas económicas de los
gobiernos anteriores, ha marcado también el inicio de
cambios en la gestión política interna que ya puede
ser evaluada como altamente negativa para el movi-
miento social en su conjunto y –por ser el de mayor
importancia– para el campesino en particular.

Lo específico de la gestión de Duarte Frutos es la legitimi-
dad de su gobierno para aplicar los mecanismos político-
institucionales que permitieron la profundización de la polí-
tica neoliberal. Esta “legitimidad” deriva de varios factores:
su relativa poca vinculación anterior con el aparato del
Partido Colorado (en el gobierno desde 1940), notable-
mente desprestigiado por la corrupción y el atraso en que
ha sumido al país; el importante número de votos logrado
en las elecciones de 2003 (34%), debido en parte al uso
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demagógico de reivindicaciones populares empleado durante su campaña; la composi-
ción de su gabinete con figuras no necesariamente provenientes del tradicional clientelis-
mo colorado; las medidas populistas de la primera etapa de su mandato; el uso hasta el
hartazgo de un marketing publicitario delicadamente esbozado; y varios otros.

Con este impulso inicial (su nivel de aprobación por parte de la ciudadanía llegó a ubi-
carse por encima del 50%) la mona fue rápidamente despojándose de sus vestidos de
seda. A tres meses de asumir, el Paraguay por primera vez en su historia firma un acuer-
do stand by con el Fondo Monetario, con las condicionalidades que ello implica; se suce-
den otras iniciativas en el plano tanto económico1 como jurídico2 y una bien planificada
campaña de desprestigio de los movimientos sociales y partidos políticos progresistas.

El gobierno, sin una estrategia propia, aparece en poco tiempo como una estructura
orientada en lo sustantivo a precautelar los intereses de cuatro grupos de poder clara-
mente delimitados. Por un lado, el que reúne los intereses del capital transnacional, que
incluye a las multinacionales financieras, del petróleo, de provisión de insumos para la
agricultura de exportación, las importadoras y exportadoras, y en lo institucional a los
organismos multilaterales de crédito y a la propia embajada norteamericana3.

El segundo grupo es el de los latifundistas, que no sólo ha mantenido el poder y pres-
tigio de antaño, sino que lo ha multiplicado por efecto de la hipervalorización inmobilia-
ria rural que resultó –últimamente y entre otras cosas– de la expansión del área de siem-
bra de la soja transgénica y de la apertura de nuevos mercados internacionales para la
carne elaborada4.

El tercer grupo de poder es el de los narcos. Extensos territorios del país se encuentran
hoy bajo control de facto de grupos dedicados a la producción de marihuana, vincula-
dos a los que trafican insumos para la cocaína y producción terminada de la misma hacia
mercados de ultramar. Este grupo, íntimamente vinculado a todas las esferas de poder5,
completa sus ganancias con el muy próspero negocio del lavado de dinero. Se trata de
un poder paralelo, subterráneo pero visible para toda la población (especialmente la
rural) que controla importantes recursos del poder político y administrativo del Estado.

Finalmente, opera el grupo de pseudo-empresarios (empresaurios) que forman parte
del (o se benefician por parentesco o vínculos políticos con el) gobierno. Engrosan este
grupo buena parte de los integrantes de la burocracia corrupta del régimen. Las fuen-
tes principales de enriquecimiento de los integrantes de este grupo son: las licitaciones
amañadas de obras públicas, el contrabando, otras formas de evasiones, el desvío de
fondos públicos. Los intermediarios de productos agrícolas se ubican en su mayoría en
este grupo. 
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El empresariado auténtico, debilitado, deambula sin
rumbo principalmente entre los dos primeros grupos6. El
empresariado agrícola, específicamente el mediano dedi-
cado a la soja, debe considerarse una prolongación de los
grupos multinacionales que proveen insumos para la agri-
cultura, y de las agroexportadoras. Son sus integrantes en
la práctica, “trabajadores a domicilio” de aquellos.

Todos estos grupos –que son los que realmente detentan
el poder real más allá de la formalidad de las instituciones
estatales– tienen intereses anti-campesinos. Se retoma
este punto más adelante.

Movimientos campesinos

Se obvia en este trabajo la descripción histórica del movi-
miento campesino en el Paraguay, que ya ha sido abor-
dado por diferentes autores7. En la actualidad, tal como lo
apunta Palau (2002), “dos son las principales referencias
organizativas campesinas, la Mesa Coordinadora Nacional
de Organizaciones Campesinas (MCNOC) y la Federación
Nacional Campesina (FNC). La primera articula en su inte-
rior a más de treinta organizaciones de base, regionales y
nacionales, tiene una estructura bastante laxa –propia de
su estructura de coordinadora– y sus reivindicaciones cen-
tradas –en los últimos años– en la implementación de
proyectos productivos y en demandas de tierra, salud y
educación. La FNC, por su parte, también con presencia e
inserción en gran parte del país, tiene una estructura bas-
tante más rígida y sus reivindicaciones –en los últimos
años– están principalmente centradas en el cultivo y la
industrialización del algodón. Ambas sin embargo, coinci-
den en la necesidad de la reforma agraria y son contrarias
a las políticas neoliberales, asimismo, utilizan los mismos
métodos de lucha: movilizaciones, invasiones de tierra y
cortes de rutas, constituyéndose esta última en la medida
más fuerte de presión”. Una tercera organización de carác-
ter nacional, la Organización Nacional Campesina
(ONAC), más pequeña y de origen social-cristiano, ha
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estado aliada hasta 2002 a la FNC, pero debido a diferencias internas se separa de ella

y desde entonces participa del Frente Nacional de Lucha por la Soberanía y la Vida, lide-

rado por la MCNOC. CONAMURI es la cuarta organización de alcance nacional, integra-

da por mujeres campesinas e indígenas.

La FNC y la MCNOC, más allá de las diferencias ideológicas y divergencias tácticas acer-

ca de las formas de encarar la lucha reivindicativa, mantienen una breve pero ya históri-

ca disputa marcada por la rivalidad entre dirigentes, fruto de la traumática escisión de la

MCNOC en 1997. Estas discrepancias se acentuaron hasta el punto que –fundado prin-

cipalmente en la importante base social de la FNC– en 1999 algunos de sus dirigentes,

más otros sectores sindicales y políticos, crean un partido político, Paraguay Pyahu Ra

(PPPR), de inspiración marxista leninista, para dejar clara la orientación política del movi-

miento. Por su parte, la MCNOC mantiene la unidad a pesar de la diversidad de organi-

zaciones y de partidos políticos de izquierda a los que se encuentran afiliados muchos
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de sus dirigentes. Convergencia Popular Socialista (CPS) y el Partido de los Trabajadores
(PT) son los principales. Otros dirigentes manifiestan explícitamente su independencia
con respecto a cualquier tipo de organización partidaria.

Según la sugerente caracterización que hacen Grammond y Mackinlay (2005) sobre las
matrices o tipos de relaciones sociales entre las organizaciones mexicanas, la FNC apa-
rece adoptando una variante de organización social subordinada a un partido político,
centrando “su estrategia de acción para mejorar la situación de sus representados desde
la política, por lo que en este caso es difícil diferenciar la organización social del partido
político”, con la diferencia con respecto a lo apuntado por esos autores –importante por
cierto– de que ese partido político no se plantea su participación en elecciones8. Esto
quedó fehacientemente demostrado en la posición anti-participacionista adoptada
desde un principio por el PPPR en los tímidos intentos de unidad con propósitos elec-
cionarios que se insinuaron hacia fines de 2002 para encarar las elecciones nacionales
del año siguiente. 

La MCNOC, dado su carácter más pluralista y en alguna medida poli-partidista, adopta
más claramente un tipo de relaciones o matriz de tipo social y política, aunque ciertas
organizaciones que la componen (caso de ACADEI, CRAI, y otras), dada su indepen-
dencia con respecto a partido alguno, “aceptan la tensión necesaria entre organización
social y partido político, debido a que tienen objetivos, dinámicas de acción y reglas de
funcionamiento distintos. La tensión se resuelve a través del establecimiento de progra-
mas políticos, acuerdos pactados y alianzas concretas” (Grammond y Mackinlay, 2005).
Aquellas que responden de manera más clara a lineamientos político-partidarios (MCP,
OLT, ASAGRAPA y otras) ya sea de CPS o del PT, tienden a compartir con la FNC la rela-
tiva supeditación de las demandas populares a los intereses del partido, adoptando en
esta medida lo que los autores antes citados refieren como “corporativismo blando”. No
obstante, debe reconocerse que, en el caso de la MCNOC, la existencia de al menos dos
partidos políticos y un importante grupo de independientes hace que aquella supedita-
ción sea mucho más moderada, y que ciertas decisiones deban ser negociadas y acor-
dadas entre la dirigencia partidaria y la social.

La ONAC, que desde la separación en 1997 de la FNC y la MCNOC estaba adherida a
la primera, es en realidad el brazo campesino en el Paraguay de la Confederación
Latinoamericana de Trabajadores (CLAT). El brazo obrero está representado por la
Central Nacional de Trabajadores (CNT), que desde 2003 atraviesa una profunda –y aún
irresuelta– crisis. La disputa por la Dirección Nacional se da entre un candidato pertene-
ciente al PPPR, que era el anterior Secretario General y que buscaba la reelección, y un
candidato independiente. El triunfo de este último y las ásperas discusiones mantenidas
determinan que la nueva dirigencia de la CNT y de la ONAC se vuelque hacia el Frente
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de Lucha por la Defensa de la Soberanía y la Vida, conformado en 2004, y en el que se
encuentra la MCNOC.

Dos nuevos movimientos entran en escena en el cuadro de los movimientos sociales
desde mediados de 20039. Uno netamente campesino y otro de conformación multi-
sectorial, aunque también con un fuerte componente campesino. Se trata del
Movimiento Agrario Paraguayo (MAP) y las Coordinadoras Departamentales de Lucha
por la Soberanía y la Vida (CDLSV).

El MAP tiene su origen en un movimiento religioso de tipo evangélico, el Pueblo de Dios,
que desde su implantación en el país tuvo buenas relaciones con el régimen de Stroessner.
Algunas de las altas figuras de ese régimen llegaron incluso a pertenecer a esta religión que
se caracteriza por prácticas de reclusión en comunidades campesinas en territorios relati-
vamente autónomos. El Departamento de Caaguazú es la zona del país en donde más rai-
gambre logró. Por tratarse de un departamento de alta conflictividad con gran proliferación
de movimientos campesinos, luego de que el golpe del ‘89 fuera desmoronando su base
política de sustentación, el Pueblo de Dios fue teniendo actitudes más aperturistas hacia
las reivindicaciones campesinas. Algunos de los líderes de ciertos distritos de dicho depar-
tamento (Yhu, Vaquería, 3 de Diciembre, San Joaquín) se incorporaron a la religión y tras-
ladaron a sus comunidades la agitación social propia de la zona. El MAP, entre otros, es uno
de los movimientos que constituyen la CDLSV de Caaguazú, resistido tanto por la FNC
como por la MCNOC por su estrecha vinculación con esa religión.

Desde el ciclo agrícola del verano 1999-2000, el área de siembra de la soja, con la incor-
poración de su semilla transgénica, ha venido expandiéndose aceleradamente en el
país10. Desde entonces el uso de potentes agrotóxicos se ha intensificado; a los insecti-
cidas que se venían usando para los rubros de exportación se adicionó el uso de herbi-
cidas. La tierra se sobrevalorizó rápidamente (pasando de un promedio de U$ 300 la
hectárea a U$ 2.800 en las zonas sojeras) expulsándose de ellas –vía alquiler o com-
praventa– a los campesinos ahí residentes11. Los sojeros son en su mayoría extranjeros
(brasileños y de otras nacionalidades). Muertes por envenenamiento, intoxicaciones masi-
vas, expulsión de sus tierras, enajenación del territorio nacional, pérdida de soberanía ali-
mentaria por el monocultivo, son algunas de las consecuencias de este proceso y las razo-
nes principales que motivaron el surgimiento de las Coordinadoras Departamentales.

La conciencia sobre la situación provocada por el masivo cultivo de la soja transgénica
se difundió no sólo a los directamente damnificados, los campesinos, sino también a
educadores, religiosos, intendentes, estudiantes, asociaciones confesionales, periodistas,
técnicos de ONG y otros. A fines de 2003 ya se encontraban funcionando las
Coordinadoras de San Pedro (con importantes contingentes de dirigentes de la MCNOC)
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y Caaguazú. En ambas, los respectivos obispos diocesa-
nos tuvieron una activa participación, además de sacerdo-
tes, diáconos y miembros de otras religiones. A principios
de 2004, con la suma de la Coordinadora de Cordillera y
la presencia de observadores de otros Departamentos
(Misiones, Paraguarí), se crea la Coordinación Nacional de
Coordinadoras Departamentales. Posteriormente, hacia
mediados de año, esta organización recién constituida
pasa a conformar el Frente Nacional de Lucha por la
Soberanía y la Vida (FNLSV), del que además de la
MCNOC forma parte la Plenaria Popular Permanente.

La acción reivindicativa 

Las características que presentan las principales organiza-
ciones sociales paraguayas resultan similares a aquellas
señaladas por Zibechi (2003) en relación con –como se
vio– una cierta autonomía ante los partidos políticos de
un grupo importante de ellas (aunque no de todas), con
la revalorización de la cultura y la identidad, la formación
de sus cuadros, el nuevo papel de la mujer en la organi-
zación campesina12, la creciente participación de los indí-
genas13, la preocupación por los problemas medioam-
bientales, las formas de movilización y, en particular, la
importancia del arraigo territorial, que ha sido el factor
determinante para la constitución del MAP y de las
Coordinadoras Departamentales para la Defensa de la
Vida y la Soberanía. Pero por el momento la mayor forta-
leza de las mismas radica en la fuerza y la correcta orien-
tación de sus argumentos, notablemente más “moder-
nos” que los de las fuerzas antagónicas.

En efecto, la expansión del neoliberalismo en la economía
nacional ha devastado a la sociedad campesina; las mul-
tinacionales controlan hoy no sólo la provisión casi com-
pleta de insumos para la producción, sino también las
principales redes del comercio internacional de los rubros
de exportación. Empiezan incluso a comprar activos inmo-
biliarios en detrimento de las demandas de campesinos
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sin tierra. Las condicionalidades del FMI cierran las posibilidades de desarrollo desde el
sector primario. A su vez, el gran latifundio, reconvertido ahora parcialmente hacia el
negocio de la soja transgénica y estimulado por los precios de las tierras, defiende delic-
tivamente sus propiedades. Los narcos en el norte de la región oriental sujetan a impor-
tantes contingentes campesinos a la producción de marihuana so pena de represalias.
La corrupción imperante entre ciertos “empresarios” vinculados al gobierno termina de
arruinar al campesinado con el contrabando de productos agrícolas y el control autorita-
rio de las redes de comercialización interna. El deterioro del costo de vida y del poder
adquisitivo de salarios y precios agrícolas se encarga de hacer el resto.

En este contexto, las luchas campesinas desde que Duarte Frutos asume el gobierno
han continuado negociando infructuosamente mejores condiciones de vida y produc-
ción para sus asociados. Después el éxito obtenido en frenar la privatización de varias
empresas públicas y un proyecto de ley “antiterrorista” en junio de 2002, lo que pro-
misoriamente pintaba como la unidad del movimiento social paraguayo, con el papel
protagónico de la MCNOC y la FNC en el Congreso Democrático del Pueblo (CDP),
se ha diluido.

En el inicio del actual mandato presidencial las movilizaciones se suceden. Se dan inclu-
so violentos enfrentamientos a fines de 2003 y casi todo el 200414 alrededor del tema
de la soja, hasta que en noviembre de 2004 Duarte Frutos, bajo fuerte presión del lobby
de los terratenientes, accede a movilizar al ejército y sacarlo a las zonas rurales para con-
tener la ola de ocupaciones. El efecto es inmediato, ya que esto se produce precisa-
mente en la época en que se realizan las labores de siembra de la oleaginosa. El ejér-
cito permanece en los sitios conflictivos. Un decreto posterior crea 18 nuevos destaca-
mentos militares en otros tantos puntos del país, con lo que se completa el cierre de la
tenaza represiva hacia el movimiento campesino15.

Ya en abril de 2005 los neoliberales vuelven a la ofensiva. El Parlamento termina por
aprobar una nueva ley según la cual se transfiere al jefe del Ejecutivo la decisión con
respecto a las privatizaciones. Se trata de una maniobra efectiva para burlar la Ley
1932, que derogaba la vigencia de la 1615 (de privatización) que en mayo-junio de
2002 había provocado la contundente reacción campesina. Con este motivo se rea-
nudan las conversaciones entre la MCNOC y la FNC, que se habían interrumpido
desde aquella fecha. Los interlocutores son el Frente Nacional de Lucha por la Defensa
de la Vida y la Soberanía (liderado por la MCNOC) y el Frente de Defensa de los
Bienes Públicos y del Patrimonio Nacional (liderado por la FNC), que son los que en
2002 formaron el CDP. Entre ambos, dichos frentes reúnen a la casi totalidad de las
organizaciones sociales –campesinas o no– que reconocidamente tienen existencia
activa en el país.
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Acosados por las políticas económicas neoliberales, el agresivo actuar de las multinaciona-
les, el cerco de los latifundistas, las restricciones impuestas por los narcos y la corrupción
de los “empresarios” vinculados al gobierno, los campesinos continuaron manifestando su
descontento durante todo el mandato de Duarte Frutos. El 25 de febrero de 2004 la FNC
convocó en Asunción a una movilización para debatir sobre el modelo de desarrollo. A su

vez, CONAMURI moviliza a sus asociadas a comienzos de mes, reivindicando mayor asis-
tencia en salud. El 16 de marzo hace lo propio la MCNOC, con un abanico muy amplio de
reivindicaciones. Entre el 16 y el 18, la MCNOC bloquea dos rutas nacionales. El 31 de
marzo la FNC vuelve a movilizar a sus adherentes en la undécima marcha anual consecu-
tiva: la reforma de la banca pública y la industrialización del algodón son los dos principa-
les reclamos. A comienzos de abril CONAMURI y la MCNOC vuelven a manifestarse por el
tema de la salud. Para esta fecha ya la mesa de diálogo convocada por el gobierno a fina-
les de 2003 se disuelve. En julio, la Coordinadora de Productores Agrarios de San Pedro
Norte se moviliza en ese departamento. Ante el incumplimiento de promesas, esta orga-
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nización inicia un bloqueo de ruta más masivo a comienzos de agosto. El 17 de agosto las
protestas son realizadas en varios puntos del país por organizaciones integrantes de la
MCNOC. El clima se enrarece aún más hacia fines de ese mes, con el anuncio de que la
FNC también marchará contra el “modelo privatizador”. Mientras, en San Pedro siguen las
ocupaciones. Hacia comienzos de septiembre la MCNOC accede a volver a dialogar con el
gobierno, mientas la FNC ocupa oficinas del Crédito Agrícola de Habilitación y del Banco
Nacional de Fomento en varias ciudades del interior. Amenazan con nuevos cierres de
rutas. La MCNOC y el FNDVS anuncian ocupaciones en varios latifundios. A fines de sep-
tiembre la tensión es ya grande. La policía recibe órdenes de desalojo en las ocupaciones.
En octubre se realiza un “paro cívico” que tiene pocos resultados. A principios de noviem-
bre, a pedido de la ARP, el ejército reprime en los asentamientos. A partir de entonces se
entra en un período de tensa calma, marcada por una fuerte represión principalmente a
las bases de la MCNOC, hasta que a fines de abril y comienzos de mayo de 2005, con la
reactivación del proceso privatizador, los aprestos campesinos de movilización se reinician.

Perspectivas 

Más allá de lo que suceda en el corto plazo, las perspectivas de cambio social que
resulten de la acción de los movimientos campesinos en el país dependen de la reso-
lución de varios factores. Por un lado, la disposición de la dirigencia de los partidos polí-
ticos (que mantienen en la mayoría de los casos relaciones simbióticas con la cúpula
de muchas de las organizaciones campesinas) a encarar la resolución de la tensión par-
tido/movimiento. Por otro lado, de superar la distancia entre la dirigencia nacional, la
dirigencia regional y las bases. Estas relaciones distan mucho de ser las más adecua-
das para un sistema de representación participativa. Otro aspecto de no menor impor-
tancia es motivar la participación a través de consignas y reivindicaciones unificadoras,
superando el fraccionamiento de la demanda particular de cada uno de los movimien-
tos, lo cual se ha visto reflejado en la multiplicidad de reivindicaciones esgrimidas en
cada una de las movilizaciones.

La demanda por la unidad del movimiento es unánime desde las bases que no com-
prenden las divisiones de cúpula. La responsabilidad de la dirigencia social en este sen-
tido es muy alta. Sin embargo, en la medida en que las organizaciones (y los movi-
mientos) sociales en su conjunto no se desprendan de su estrecha vinculación a los par-
tidos políticos (lo cual no significa renunciar a un proyecto político), no será posible la
maduración de la fuerza social que por ahora sabe con toda claridad lo que quiere, pero
a la que le falta la correa de transmisión política de sus demandas, que habrá de venir
a través del diálogo serio y los pactos responsables entre los movimientos campesinos
y el o los partidos que se hagan cargo de su demanda social.
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Notas

1 Presentación de proyectos de ley tendientes a la liquidación de la banca pública de
fomento, liberalización del mercado de derivados del petróleo, transferencia de las teleco-
municaciones a trasnacionales extranjeras y otras.

2 Cambio casi completo de la composición de la Corte Suprema de Justicia, manteni-
miento a pesar de la masiva repulsa popular del incondicional Fiscal General del Estado.

3 Que opera en el país desembozadamente, obligando al gobierno a decisiones internas
que hablan de un nivel de ingerencia nunca antes conocido.

4 Diez de las 15 millones de hectáreas de la región Oriental del país, donde vive el 97%
de la población, está en manos de grandes terratenientes; 1,5 millones en manos de la
agricultura campesina parcelaria; 2 millones en producción por los sojeros; y el resto repar-
tido en tierras de usos varios.
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5 Recuérdese que el Gral. Andrés Rodríguez, que efectuó el golpe de estado contra Stroessner
en 1989, no podía salir del país hasta pocos meses antes del golpe (que lo blanqueó) por
tener orden de captura de la INTERPOL, sindicado por la DEA por tráfico de drogas.

6 En los últimos años tanto la Unión Industrial del Paraguay (UIP) como la Federación de la
Producción, la Industria y el Comercio (FEPRINCO) han funcionado de hecho como apén-
dices de la Asociación Rural del Paraguay (ARP), que nuclea a los grandes latifundistas.

7 Entre ellos, Riquelme (2003), Fogel (2001), Fogel y Riquelme (2005), Barreiro (1997),
y más recientemente en el exhaustivo y documentado libro de Piñeiro (2004).

8 Según dirigentes del PPPR, sin embargo, para las elecciones de 2003 ellos instaron a
sus adherentes a votar en blanco como forma de manifestar un voto castigo, lo cual cons-
tituye –para ellos– una forma de participación eleccionaria.

9 Surgieron además otros movimientos más pequeños que no cuentan aún con una base
organizativa significativa, entre ellos el de los cedroneros y sesameros (cultivadores de
cedrón y sésamo) que vieron burladas las promesas hechas por el gobierno sobre el pre-
cio de sus productos.

10 Producción agrícola de algodón y soja en el Paraguay

Fuente: Morínigo (2004) y fuentes periodísticas para los últimos dos ciclos.

11 Para mayores detalles ver Palau y Kretschmer (2004) y Palau (2004).

12 Hasta el punto que tanto CONAMURI como las mujeres de la FNC han protagonizado
últimamente importantes movilizaciones, independientemente de la acción de las organi-
zaciones campesinas más grandes.

13 En la MCNOC una de las organizaciones integrantes es la Organización Nacional de
Aborígenes Independientes (ONAI) de activa presencia en varios departamentos del país.

14 En octubre de 2004, el gobierno, a través del Ministerio de Agricultura y Ganadería,
autoriza por decreto el cultivo de material genéticamente modificado, con lo cual se “lega-
liza” la siembra de transgénicos en el país.

15 Esta situación se completa si se tiene en cuenta que en la actualidad algo más de 900
líderes campesinos están imputados por la Fiscalía, y que durante los últimos 18 meses
no menos de 600 campesinos han pasado por las diferentes cárceles del país.
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Productos 1995/96 1996/97 1997/98 1998/99 1999/00 2000/01 2001/02 2002/03 2003/04 2004/05

Algodón
Superficie (ha) 300.832 110.897 202.000 166.204 194.760 297.885 169.671 240.442 320.000 215.000
Produc. (t) 329.751 139.098 222.000 202.263 246.594 294.444 123.667 170.064 330.000 180.000

Soja
Superficie (ha) 833.005 939.852 1.005.043 1.185.748 1.176.460 1.350.000 1.445.385 1.474.058 1.870.000 1.950.000
Produc. (t) 2.394.784 2.670.003 2.855.742 3.053.005 2.980.058 3.511.048 3.300.000 4.204.865 3.583.000 4.400.000



Movimientos campesinos 

e indígenas en México: 

la lucha por la tierra

Luciano Concheiro Bórquez*
y Sergio Grajales Ventura**

Cuando menos se les espera... llegan. Ni siquiera
están invitados y más bien están excluidos de la nueva
mesa. Ellos, que fueron “los hijos predilectos del régi-
men” (Warman, 1972), el centro del pacto nacional
surgido de la Revolución Mexicana de principios del
siglo XX (Roux, 2005), los que fueron nacidos para
enterrarlos varias veces por decreto a nombre de la
modernización, resurgen del “México profundo”
(Bonfil, 1990) en oleadas incesantes de resistencia,
con sus revueltas y movimientos para persistir cam-
biando, construyendo discursos que dan pinceladas a
los frescos de modernidades alternativas, confrontan-
do estrategias que se debaten entre las viejas formas
de hacer política y formas que ensayan a ser partici-
pativas e incluyentes. Para el poder, se han convertido
en una incómoda realidad. Los campesinos e indíge-
nas llegan cada vez más a menudo cargados de espe-
jos que reflejan a la sociedad en su conjunto, vienen
con la memoria de las multitudes varias y también
con visiones de futuro mucho más convincentes y
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d e  I n v e s t i g a c i ó n  

“ E c o n o m í a  A g r a r i a ,

D e s a r r o l l o  R u r a l  

y C a m p e s i n a d o ”  

d e l  D P E  

d e  l a  U A M - X .  



humanas que se sitúan frente por frente al “fin de la his-
toria” de los hacedores de políticas autoritarias verticales
que excluyen a la gran mayoría.

Guiados por el reencuentro con el anhelo de un mundo
mejor, el calidoscopio de actores y sujetos sociales del
mundo rural mexicano se aferra a discursos, propuestas y
prácticas que se multiplican. La marejada más profunda
proviene de “los sin nombre… los sin rostro”; entre ellos
se destaca el Ejército Zapatista de Liberación Nacional
(EZLN) que se alzó en armas hace poco más de una
década luchando por la tierra, la democracia, la libertad, la
dignidad y una fraternidad que en su andar busca abrirle
los ojos al mundo para parar la barbarie del capital, y en
donde los muchos mundos quepan en un mundo con
sus diferencias, donde los “nosotros”, los “todos somos
indios”, puedan regirse por sus usos y costumbres, en sus
territorios, de forma autónoma (ver Dussel, 1998). 

También las comunidades indígenas zapatistas y un movi-
miento que se reconoce a sí mismo como indígena, que
vertiginosamente se hizo nacional y global, han seguido
presentes en el escenario, primero con su voz y después
con el silencio; con su lucha evidenciaron la falta de com-
promiso del Estado con los Acuerdos que fueron firmados
en el poblado de San Andrés sobre autogobierno, muni-
cipio libre y cultura indígenas. En un ensayo de nuevos
pactos entre los actores sociales, en este caso los pueblos
indígenas y la Nación, las cosas, por culpa directa de la lla-
mada “clase política”, llegaron a un callejón que por el
momento no parece tener una salida.

Los ecos nacionales del zapatismo perdieron presencia, y el
organismo inspirado por sus luchas y discurso, el Consejo
Nacional Indígena (CNI), se refugió en cada región, al lado
y a veces enfrente de otras organizaciones como la
Asamblea Nacional Plural por la Autonomía (ANIPA), la cual
prosiguió el camino de las alianzas políticas con los partidos
y la lucha en los ámbitos nacional e internacional por el
reconocimiento de los derechos indígenas. 
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Para los pueblos indígenas, la lucha por la tierra, por la “madrecita tierra” (Concheiro y
Diego, 2002), representa el fundamento material y simbólico de su existencia, que si
bien tiene una larga trayectoria de más de 500 años, actualmente se ha proyectado en
una abierta insurrección municipal que desde mediados de los años ochenta del siglo
XX llegó a tomar violentamente uno de cada diez municipios de menos de 5 mil habi-
tantes (López Monjardín, 2004b). Esta lucha incesante que busca el poder local para la
defensa de la tierra y sus recursos naturales, poco a poco ha ido dibujando procesos de
autonomías municipales, regionales, de pueblos indígenas específicos y en general de
distintas prácticas de territorialidad que recomponen, en el marco de la disputa con el
gran capital y el Estado, parte del espacio rural mexicano. 

También entre los remolinos de aparente resaca de la marejada indígena, se destacan
las movilizaciones y el movimiento social de los campesinos productores de mercado,
denominado El Campo No Aguanta Más. Las oleadas desde principios de este siglo
vinieron de muchos lados, enriquecieron las luces que alimentaban el calidoscopio
social; los primeros fueron los maiceros, seguidos de frijoleros, sorgueros, cañeros, piñe-
ros, cafeticultores, ganaderos, que en sus reclamos y demandas específicas se fueron
entretejiendo para enfrentar las políticas neoliberales, hasta acabar definiendo lo que
puede llamarse un programa político en defensa de sus productos pero en lucha por la
soberanía y la autosuficiencia alimentaria1. La lucha económica adquirió así un claro sen-
tido territorial; la agenda agraria de lucha por la tierra volvió a posicionarse, la perspecti-
va ambiental se convirtió en un claro referente y ambas se extendieron a la defensa del
mercado interno y a las propuestas de desarrollo ecológicamente sustentable y cultural-
mente compatible. 

Producto directo de las luchas sociales y políticas de las masas rurales –que se enmarcan
en los efectos que tiene la mundialización sobre la reestructuración espacial del dominio
del capital (Revelli, 1997)– la lucha por la tierra se ha transformado. Hoy representa, para
los campesinos e indígenas de México, desde la disputa (interna y externa) del medio de
producción básico para la economía campesina y su resemantización como referente sim-
bólico de las identidades étnicas; pasando por su adjetivación en las prácticas de territoria-
lidad, del llamado “ecologismo campesino” (Toledo, 1999: 11-22; 2000: 256) y la dispu-
ta por el poder espacialmente referido; hasta la base de un ejercicio horizontal de la demo-
cracia directa y del despliegue de las autonomías indígenas y municipales. 

Reforma y contrarreforma agraria

Antes de trazar un mapa de los movimientos actuales en la lucha por la tierra de los cam-
pesinos e indígenas en México es importante recuperar, aunque sea brevemente, la
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perspectiva histórica de los mismos sobre todo si consideramos que la memoria es un
componente clave en la identidad de estos movimientos. 

La estructura agraria en el México contemporáneo es el resultado de una persistente
lucha de los pueblos originarios por el reconocimiento de sus tierras. Desde nuestro
punto de vista, esta historia de “larga duración” conformó las regiones y la particular geo-
grafía política de este país. La Revolución Mexicana (1910-1940) es uno de los episo-
dios más intensos y definitorios de esta lucha. Representa para muchos estudiosos2, un
conjunto de revueltas agrarias que repartió tierras en plena insurrección armada, logró la
Ley Agraria de 1915 y el pacto social fundante del estado mexicano que se expresa bási-
camente en el artículo 27 de la Constitución de 1917 que creó la posibilidad de un
reparto agrario, primero a los pueblos y luego a los individuos organizados, generando
la llamada “propiedad social” compuesta por ejidos y comunidades agrarias.

La reforma agraria en México abarca, entonces, nada menos que 77 años, hasta que en
1992 se impuso una contrarreforma que declaró el fin del reparto agrario, la necesidad
de dar “seguridad en la tenencia de la tierra” (por medio de un programa de certifica-
ción y medición de las tierras ejidales y comunales) y la posibilidad de privatizar la pro-
piedad social de los ejidos. Las dimensiones del reparto agrario en México son muy
importantes: el 53,9% de la superficie nacional (101.583.972 ha, más de un millón de
kilómetros cuadrados) son propiedad social. Si a esta superficie le sumamos las dota-
ciones que están en trámite, los ejidos y comunidades abarcan 103 millones de ha. De
estas, sólo el 31% corresponde a la superficie parcelada, en tanto que el 66,3% ha sido
declarado por los propios sujetos agrarios, “tierras de uso común”, y el porcentaje res-
tante corresponde a solares urbanos y parcelas con destino específico (para escuelas,
unidades agroindustriales, etcétera). No obstante, el reparto fue heterogéneo y existe
una marcada desigualdad en la distribución de la tierra, primando el minifundismo3. El
conjunto de los sujetos agrarios en la propiedad social es casi de 4,5 millones conside-
rando además de los ejidatarios y comuneros a los posesionarios y a los avecindados;
frente a 1.800.000 propietarios privados, también en su inmensa mayoría parvifundis-
tas, sobre 25 millones que viven en el medio rural.

Fuente: DGEP-PA con datos del Registro Agrario Nacional al mes de junio de 2004.
ª No incluye 443 ejidos y 210 comunidades que por diversas causas no han sido ejecutados. 
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Estructura agraria por tipo de tenencia de la tierra

Tenencia Número de núcleos Número
Predios

Superficie
agrarios ejecutadosª de beneficiados Hectáreas %

Ejidal 28.540 3.447.941 84.522.909 45,7
Comunal 2.194 675.631 17.061.063 9,2
Colonias 650 55.448 3.638.338 2,0
Privada 1.654.365 73.306.041 39,6
Terrenos nacionales 147.019 6.585.121 3,6



En cuanto a los ejidos y comunidades con población indígena, estos representan el
22,9% del conjunto de los núcleos agrarios, son dueños del 28% de los bosques tem-
plados y de la mitad de las selvas que existen en propiedad social. Si tomamos en cuen-
ta que los indígenas representan entre el 10 y 12% de la población total del país (de
10 a 12 millones), podemos decir que tienen un mayor peso relativo en la propiedad
social (Robles y Concheiro, 2004). A esto se agrega que hay cerca de 100 pueblos indí-
genas de 62 etnias diferentes, en un país de megadiversidad biológica (entre los cuatro
más diversos del mundo) y que la población indígena en México representa la cuarta
parte de la población originaria en nuestro continente, lo que hace que la presencia de
los pueblos indígenas sea muy relevante, como analizaremos más adelante.

Otras dos características importantes son el envejecimiento de los ejidatarios y comune-
ros (la edad promedio es de 55 años, 62,9% supera los 50 y 31,7% tiene más de 65)
y un marcado y acelerado proceso de feminización. En 1970 sólo 1,3% de los sujetos
con derecho a la tierra eran mujeres y para enero de 2004 pasaron a ser más del 18%4.
Relacionado con la antigüedad de la reforma agraria, el consecuente envejecimiento de
los sujetos, la feminización y la forma de acceso a la tierra, actualmente es relevante que
menos de la quinta parte de los ejidatarios haya recibido la tierra por medio del reparto,
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lo que significa que son ejidatarios de segunda y tercera generación, lo que permite supo-
ner que le imprimen un significado distinto a su relación con la tierra.

La contrarreforma agraria, si bien ha impuesto el Programa de Certificación de Derechos
Ejidales (PROCEDE) y el Programa de Certificación en Comunidades (PROCECOM) en
aproximadamente 82,9% del total de los núcleos agrarios de todo el país, sólo ha medi-
do 69,1 millones de hectáreas y certificado y titulado los derechos sobre las mismas de
3.547.001 ejidatarios, comuneros, posesionarios y avecindados5. Se suponía que este era
el primer paso para la privatización de la propiedad social. Sin embargo, el fracaso de esta
política se manifiesta en dos datos: de la superficie certificada, el 66,3% ha sido declarada
en asambleas tierras de uso común, lo que entre otras cosas las saca del mercado; y la pri-
vatización de la propiedad social –un derecho incorporado en la nueva legislación agraria–
es, después de 13 años de contrarreforma, un fenómeno restringido y marginal6. Estos dos
datos evidencian una fuerte y profunda resistencia del llamado sector social frente a los
embates neoliberales; que es aún más relevante si se considera que las dos terceras par-
tes de los campesinos organizados se encuentran en instituciones corporativas, la mayoría
pertenecientes al Partido Revolucionario Institucional (PRI), el antes “partido oficial” y en el
incipiente, aunque debatido, corporativismo del Partido de la Revolución Democrática
(PRD) y el actual partido en el gobierno (Partido Acción Nacional, PAN).

Conflictividad agraria y condiciones actuales de la lucha por la tierra

La contrarreforma agraria de 1992, si bien fracasó en cuanto a la privatización de la tie-
rra del sector social y tampoco ha podido destruir las redes sociales largamente tejidas
por casi ocho décadas de reforma agraria y el despliegue de la ideología agrarista, ha
tenido no obstante un fuerte efecto en el incremento de la conflictividad agraria en el
interior de los ejidos y comunidades, entre núcleos agrarios y entre estos y los propieta-
rios privados. A nivel nacional, desde 1992 hasta fines del año pasado, las controversias
agrarias recibidas por la Procuraduría Agraria alcanzaron la cifra de 671.839 asuntos. El
primer lugar, con casi dos tercios del total, lo ocuparon las controversias individuales de
los sujetos agrarios; en segundo término las que ocurren entre sujetos agrarios y órga-
nos del núcleo de población; y en tercer orden las que involucran derechos de los núcle-
os de población agrarios que se refieren a conflictos por límites entre ejidos y por lími-
tes con terrenos de propietarios privados7.

Desde el punto de vista histórico, durante los últimos doce años, se destacan los conflic-
tos durante 1994 y los dos años siguientes –reflejo del movimiento zapatista–; y también
resalta el trienio 2001-2003, aunque la tendencia hacia el alza empieza desde 1998. Si
a esta información agregamos la crisis estructural del conjunto del sector agropecuario
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(Rubio, 2004), el creciente empobrecimiento8, la presión
demográfica, la migración9 y las formas mediante las cua-
les los hijos de ejidatarios acceden a la tierra, puede decir-
se que estamos ante una trágica guerra fraticida en el seno
de los ejidos y comunidades en un ambiente de “tierra
arrasada” por la crisis y la emigración (“fuga”), especial-
mente de los jóvenes, hacia Estados Unidos. 

Otro aspecto que se destaca es que en los ejidos y comu-
nidades indígenas y aún en los núcleos agrarios que no
han sido certificados y entre los propietarios privados, la
conflictividad es muy similar, lo que nos lleva a pensar que
el carácter de esta confrontación refiere a causas en que
poco tienen que ver los aspectos jurídicos o legales.
Podemos decir, como lo señalan también otros investiga-
dores (López Bársenas, Avendaño y Espinosa, 2005), que
un elemento que resalta es que la mayoría de los conflic-
tos no logran resolverse en los tribunales, expresión de
una desconfianza generalizada de “lo legal” hablaría de
una crisis de hegemonía. 

Oaxaca, uno de los estados con mayor población indíge-
na del país, concentra varias movilizaciones y enfrenta-
mientos abiertos por la tierra y los territorios indígenas.
Como ejemplo de esto podemos mencionar la lucha de
los ejidatarios de San Pedro Yosotato por recuperar 400
ha que les fueron invadidas por un ejido vecino desde
1976, conflicto que ha generado varios muertos a pesar
de estar “resuelto” en términos legales (López Bársenas,
Avendaño y Espinosa, 2005). También, el conflicto agrario
entre los ejidatarios de Santo Domingo Teojomulco y San
Lorenzo Texmelucan, en la sierra sur de Oaxaca, que tiene
antecedentes desde el siglo XIX y que ocasionó la muer-
te de tres campesinos en abril pasado –con lo que suman
aproximadamente 700 decesos en esa zona– y que tam-
bién cuenta con una sentencia definitiva del Tribunal
Agrario desde 1999 que no ha sido ejecutada. Asimismo,
en el mes de abril, se produjo un enfrentamiento entre
militantes del Frente Amplio de Lucha Popular (FALP), el
Frente Popular Revolucionario (FPR) y la Unión de
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Campesinos Pobres (UCP), por un predio en la ranchería Cerro Hermoso del municipio
de San Pedro Tututepec, que dejó un saldo de dos muertos y ocho detenidos. Asimismo,
entre los casos más sonados, se encuentra el de los chimalapas porque incluye una de
las selvas vírgenes más importantes, una reserva ecológica campesina enfrentada a una
reserva “oficial”, diversos grupos de ejidatarios y comuneros indígenas y mestizos enfren-
tados a grandes ganaderos que invadieron sus tierras y un problema de límites entre el
estado de Oaxaca y el de Chiapas. Este largo conflicto revivió con fuerza ya que, a prin-
cipios de 2005, 150 personas armadas, procedentes de los estados de Chiapas y
Veracruz, re-invadieron, a pesar de haber sido ya indemnizados, la porción noreste del
territorio Comunal de Santa María Chimalapa, zona de muy alta biodiversidad, decreta-
da por la propia comunidad en 1994 “Área de Conservación y Manejo Comunal”. Los
invasores fueron expulsados, pero siguen amenazando a los indios chimalapas y zoques.
En la zona del Istmo de Tehuantepec, del mismo estado de Oaxaca, a viejos enfrenta-
mientos de más de 40 años por los límites entre las comunidades agrarias de San
Dionisio del Mar, Niltepec y Unión Hidalgo y la falta de reconocimiento gubernamental
de las figuras asociativas amparadas en el derecho indígena tradicional, se suma la vora-
cidad en la ilegalidad de la renta de terrenos ejidales y comunales por parte de las
empresas inductoras de un proyecto eólico conocido como Parque Eólico del Istmo, sin
mediar consulta con los pueblos indígenas. Las luchas municipales en Oaxaca, que cuen-
ta con más de un quinto de todos los municipios del país, a pesar de contar con una ley
que permite elecciones por el sistema de usos y costumbres, son muy importantes; al
igual que la defensa de los territorios y comunidades indígenas contra megaproyectos
turísticos como el de las Bahías de Huatulco.

En el norte y centro del país destacan, en este año, la lucha de los indígenas tepehua-
nos del estado de Durango que, amparados en títulos virreinales emitidos durante el
siglo XVIII, pretenden recuperar más de 120 mil ha que están en posesión de ejidatarios
y pequeños propietarios rurales de Valparaíso, Zacatecas y Huejuquilla el Alto, Jalisco. En
el estado de Michoacán, sólo en la zona de los indígenas purépechas existen más de 60
conflictos por tenencia de la tierra y un importante planteamiento para acabar de inte-
grar la “Nación Purépecha” sobre la base de las experiencias de las autonomías munici-
pales. En el estado de San Luis Potosí, en el área de Pujal-Coy, el gobierno anunció el
17 de mayo de 2005, que de 30 mil ha en disputa, quedan pendientes de regulariza-
ción 3.500. Finalmente, y sólo como ejemplo, la comunidad de Tepoztlán en el estado
de Morelos, después de derrotar un megaproyecto turístico que costó varios muertos, y
de lograr su ejido recuperar tierras en manos de funcionarios, sigue peleando por sus
tierras comunales. Por otra parte, en el estado de México, se destacó, en los últimos
años, la lucha y también victoria de los campesinos de Atenco contra la construcción del
aeropuerto internacional en sus tierras.
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En el sur y sureste encontramos la lucha de los campesinos del estado de Tabasco con-
tra Petróleos Mexicanos para que sean indemnizados por la destrucción ambiental; el
enfrentamiento de los campesinos guerrerenses contra la construcción de presas y el
asesinato de dirigentes ecologistas que defienden los bosques y la defensa contra la pri-
vatización del agua junto con campesinas indígenas mazahuas del estado de México.

Este breve recorrido podría hacerse desde la imagen que el gobierno tiene de los con-
flictos, a través de los 14 “focos rojos” que reconoce, los más de 90 focos amarillos y
los miles de conflictos legales. También puede hacerse desde los objetivos y reivindica-
ciones de los campesinos e indígenas, donde se destacan la lucha interna por la tierra
–tanto individual como colectivamente–, la resistencia ante la privatización de la propie-
dad social y la individuación del manejo parcelado de las mismas –que tiene visos de
ser una “insurrección cívica”–, la presente lucha por la tierra frente a los grandes gana-
deros y propietarios privados, la defensa de los recursos naturales –tanto de las reservas
campesinas y comunales como la lucha en contra de la privatización del agua–, la cons-
trucción de poderes territoriales que coinciden con las luchas municipales o con regio-
nes indígenas, y, algo menos evidente, la construcción de organizaciones independien-
tes frente al gobierno y los partidos políticos.

Vale la pena recuperar, antes de concluir este rápido recuento sobre las luchas por la
tierra, el carácter político que confiere a estos movimientos la insurrección indígena del
EZLN. Para Armando Bartra, los zapatistas y el movimiento indígena agrupado en el CNI
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han tomado como estrategia esencialmente de resistencia en la coyuntura actual –pro-
ducto de 500 años de traiciones y engaños– andar el camino de la autonomía frente
a las instituciones del estado para “fortalecer la independencia relativa de las comuni-
dades y las regiones mediante la autoprovisión de bienes y servicios y a través de auto-
gobiernos fincados en usos y costumbres” (Bartra 2005: 86-87). Si bien estamos de
acuerdo en esta caracterización, creemos que deben enfatizarse otros dos elementos.
El primero tiene que ver con la definición explícita del EZLN de las causas que deter-
minaron el levantamiento armado: la contrarreforma agraria hecha por el presidente
Salinas y el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). De ahí se puede
derivar la abierta vocación agrarista del movimiento del EZLN que tiene que ver con la
historia de los pueblos que lo componen y, especialmente, con el enlace de la larga
lucha de los campesinos e indígenas; se trata también de una clara disputa por la his-
toria y los referentes de identidad. Producto directo de la lucha zapatista, y de que a
Chiapas la reforma agraria llegó muy tarde y generó muchos conflictos10, las invasiones
de tierra por fuerzas y organizaciones no directamente vinculadas al EZLN que se pro-
dujeron entre 1994 y 1998, llevaron a la entrega de tierras a casi 60.000 ha., produc-
to de 2.100 acciones agrarias (García de León, 2002: 63). Esta revolución agraria cam-
bió el panorama de fuerzas en Chiapas; pero la decisión zapatista de posponer la for-
malización de las tierras que tomaron las comunidades que están ligadas a ellos, per-
mitió al gobierno enfrentar campesinos contra campesinos y rodear con un cordón
“social” a los zapatistas. Esta situación ha significado que los paramilitares se organicen
y que hayan llegado a matanzas como la de Acteal; y en general a que se viva una gue-
rra de baja intensidad que tiene como uno de sus ejes la cuestión agraria. Destacan los
conflictos por los desplazados de Chenalhó, los desalojos de campesinos de la reserva
Montes Azules (incluyendo bases zapatistas), las luchas contra la “biopiratería” y por la
defensa de los saberes tradicionales, la confrontación entre finqueros y campesinos en
la zona norte y en la de Los Altos y la confrontación con los cafetaleros de origen ale-
mán para repartir sus latifundios disfrazados.

Es fundamental recordar también que los zapatistas y otras comunidades han construi-
do primero autonomías municipales y posteriormente las Juntas de Buen Gobierno,
donde uno de los temas recurrentes es precisamente el de los conflictos por la tierra,
además de las prácticas diversas de territorialidad. En el marco de la lucha del CNI y otras
fuerzas han sido muy importantes la extensión de las experiencias autonómicas, las insu-
rrecciones municipales, y en el plano de luchas territoriales de mayor alcance, la con-
frontación de diversas organizaciones coordinadas a nivel nacional y centroamericano
contra el Plan Puebla Panamá. Todo esto nos habla de un vivo proceso de construcción
social que, como decíamos al principio, desde el México profundo trae, paradójicamen-
te, las más repetidas y diversas esperanzas de que otro mundo es posible.
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Notas

1 Al respecto, es muy importante el libro que coordinó Blanca Rubio (2004) y el artículo
de Armando Bartra (2004).

2 Por ejemplo: Knigth (2002), Tutino (2000) y Katz (2004).

3 De acuerdo con el tamaño del predio, 50,9% de los ejidatarios tiene predios de 5 ha o
menos, poseen 14,3% de la superficie y una extensión de 2,8 ha en promedio; 25,1% de
los ejidatarios posee predios mayores de 5 y hasta 10 ha, usufructúan 21,2% de la tierra y
el tamaño promedio de sus predios es de 8,4 ha; 20,4% tiene más de 10 y hasta 30 ha,
son dueños de 35,6% de la superficie y el promedio de sus predios es de 17,7 ha; 3,6%
de los ejidatarios, cuyos predios son mayores de 30 ha, tiene parcelas con una extensión
promedio de 78,1 ha y posee 29% de la superficie ejidal parcelada.

4 Procuraduría Agraria, Dirección General de Apoyo al Ordenamiento de la Propiedad Rural,
junio de 2004.

5 Por ejemplo, el 12 de abril de 2005, indígenas y campesinos de 14 ejidos y organizacio-
nes sociales de Jalisco, Michoacán y Colima exigieron que cese en forma inmediata “la ile-
gal imposición del PROCEDE y del PROCECOM en comunidades de la región occidente y
en todo el país”, y advirtieron que en caso de que continúe la política “coactiva” de los
gobiernos federal y locales para obligarlos a incorporarse a estos programas, incrementarán
sus acciones de resistencia civil y acudirán a las instancias internacionales para solicitar la
protección de sus derechos territoriales y autonomía, según fue publicado en La Jornada.

6 Sólo el 4,9% del total de núcleos agrarios ha solicitado el cambio de dominio para
829.000 ha que representan 0,9% del total de la propiedad social según el Registro
Agrario Nacional (RAN), junio de 2004.

7 Sistema Único de Información (SUI) del Tribunal Superior Agrario. Datos al 31 de diciem-
bre de 2004.

8 Informe del Banco Mundial 2005 sobre Pueblos indígenas, pobreza y desarrollo huma-
no en América Latina: 1994-2004.

9 En el período de 1992 a 2000, el número de hogares que recibió remesas en el medio
rural se duplicó, de casi 600 mil a 1,2 millones. De acuerdo con los datos del Banco de
México, durante los últimos diez años el país recibió por el concepto de remesas de los emi-
grantes mexicanos más de 45 mil millones de dólares; durante los dos últimos años, en los
que la emigración ha dado un salto cualitativo (casi se dobló la cantidad de emigrantes y
en estados de poca tradición) fue casi igual a los ingresos por la exportación de petróleo.

10 Del rezago total de expedientes reconocido a nivel nacional en 1992 correspondían a
Chiapas el 28% de los atorados en la Secretaría de Reforma Agraria, es decir 3 mil de los
10.600. Algunos de ellos llevan más de 80 años de “retraso” (García de León, 2002: 61-62).
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Las luchas campesinas 

en Colombia en los albores 

del siglo XXI: de la frustración

a la esperanza 

Isaías Tobasura Acuña*

Durante siglos, los campesinos se han visto obligados
a luchar para adquirir un pedazo de tierra o para
defenderla, cuando la han tenido, ya que es su fuen-
te de recursos, de identidad y de cultura. Para el cam-
pesino la tierra no es un medio, un recurso para la
producción y nada más. Es, hasta cierto punto, el ori-
gen, la “madre”; hace parte de su ser, su historia y su
identidad. Por ello, en las últimas décadas, el campe-
sinado, además de su reivindicación tradicional e his-
tórica de acceder a la tierra, vincula a su lucha exigen-
cias relacionadas con los derechos humanos, la segu-
ridad alimentaria, el rechazo a los acuerdos de libre
comercio, el fin del desplazamiento forzado y la solu-
ción política del conflicto armado.

Los campesinos han utilizado diferentes formas de acción
colectiva, espontánea u organizada, para lograr sus reivin-
dicaciones. Tales repertorios de acción han sido estudiados
como una expresión de sus relaciones antagónicas con las
elites dominantes, los dueños de la tierra, y el Estado como
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garante de los privilegios de unos y la negación de los derechos de otros. No obstante la
heterogeneidad de actores y la complejidad con que se expresa el conflicto agrario, hoy
día su análisis se ve limitado, o al menos queda incompleto. Las luchas campesinas, más
que un producto de su expresión de clase, deben estudiarse como un conjunto de reper-
torios de acción que el “campesinado”1 adopta para lograr su reproducción social. 

Este texto consiste en una aproximación a esta lucha en la época actual. Pone en evi-
dencia el hecho de que el campesinado, o el “movimiento agrario”, de formas de acción
colectiva defensivas e incluso reaccionarias del pasado, ha trascendido a formas de
acción reivindicativas; y, apelando a la solidaridad y estrechando vínculos con movi-
mientos sociales nacionales e internacionales, se proyecta como uno de los actores
sociales que contribuyen a la construcción de una sociedad diferente. La conclusión es
que, pese a su presencia histórica en la vida nacional, sus demandas de reforma agraria
y acceso a la tierra aún son un sueño y una esperanza inconclusos. En la primera parte
del texto sintetizo los antecedentes de la lucha campesina; en la segunda presento su
ideario y sueños actuales, y, en la última, expongo algunos obstáculos y retos que debe
asumir para alcanzar sus reivindicaciones históricas y constituirse en un actor social con
capacidad de acción política, más allá del tutelaje de la clase obrera.

Evolución de las demandas y de los repertorios de acción

El campesinado ha cambiado sus peticiones y sus formas de acción, en especial duran-
te el siglo XX, en la misma forma en que Colombia se ha transformado y los otros movi-
mientos sociales redefinen su ideología y sus formas de lucha. Hacia 1970, cuando se
había logrado que en muchas partes desaparecieran formas de producción como la
aparcería y el terraje, los campesinos luchan por acceder a la tierra, desde las instancias
legales, o por las vías de hecho, invadiendo fincas y terrenos de particulares2 o de la
nación. En este período se alcanza la más amplia redistribución de tierras, y reivindica-
ciones que, sin resolver las necesidades estructurales, aliviaron en alguna medida su
situación económica y social.

El gobierno de Lleras Restrepo (1966-1970) generó oportunidades políticas para los cam-
pesinos que se materializaron en más reivindicaciones, movilizaciones, tomas de fincas y
otras formas de acción colectiva. No obstante, como anota Tarrow3, los movimientos socia-
les no sólo aprovechan, crean o amplían las oportunidades políticas: también las crean o
las amplían para los oponentes y las elites. Los gobernantes y los terratenientes responden
con contrarreformas, represión o una combinación de las dos. Y eso parece haber ocurri-
do en Colombia en estos años. El ímpetu reformista de la Asociación Nacional de Usuarios
Campesinos (ANUC) fue coartado mediante la promulgación de las Leyes 4ª y 5ª de 1973,
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en el “Chicoralazo” promovido por los partidos liberal y con-
servador y los gremios, que, con la política de créditos, evi-
taron la expropiación de la gran propiedad latifundista. 

Con la contrarreforma, la militarización y el trato represi-
vo que se dio a cualquier inconformidad que se mani-
festara en el campo, el gobierno de Pastrana (1970-
1974) propició la división de la ANUC en dos líneas: una
de carácter estatal que siguió las directrices de los parti-
dos tradicionales, y otra independiente, que apoyaba las
invasiones de tierras pero que, debido a la falta de enten-
dimiento de sus dirigentes, terminó dividida4, dificultando
la constitución de una organización sólida que trazara las
directrices políticas y operativas del campesinado. Según
Touraine5, la crisis interna en que entró la ANUC a partir
de 1974 fue consecuencia de la acción de los intelec-
tuales que influyeron en su aparente atomización políti-
ca. Otros, en cambio, atribuyen el fracaso a la gran hete-
rogeneidad del movimiento, pues la organización agluti-
nó jornaleros sin tierra, campesinos ricos, minifundistas,
colonos e indígenas6.

A finales de los setenta y a lo largo de los ochenta, los con-
tenidos de las luchas campesinas se diversifican: “Los sec-
tores más pobres de la población tienden a movilizarse en
torno a exigencias vinculadas con las condiciones de vida
y la prestación de servicios básicos en las zonas rurales”7.
Resurgen las movilizaciones con peticiones materiales rela-
cionadas con infraestructura física y tierra, y otras de carác-
ter social como la formación personal, la paz, los derechos
humanos y la defensa de la vida. El movimiento campesi-
no, con sus repertorios de acción y demandas, se acerca a
los tradicionales movimientos sociales, en tanto orienta su
acción a lograr reivindicaciones de clase: salarios, servicios
públicos, infraestructura, mercados para sus productos y
tierra. Se distancia un tanto de los Nuevos Movimientos
Sociales (NMS) en la medida en que en estos la identidad,
las demandas y los repertorios de acción surgen como
reacción a la tendencia autodestructiva del desarrollo capi-
talista y frente a los problemas globales y los límites del
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modelo económico y político de las sociedades occidentales8, en una abierta crítica huma-
nista al sistema prevaleciente y a la cultura dominante.

Ideario y lucha política en la actualidad

Para lograr sus peticiones, los diferentes actores del movimiento agrario han ido desde la
negativa a desalojar las haciendas donde trabajaban en las primeras décadas del siglo XX;
hasta la vinculación con o la constitución de grupos armados9, en los años cincuenta y
sesenta, que luego darían origen a las FARC, ELN y EPL; la invasión y toma de fincas en
los setenta; los paros cívicos, las tomas de oficinas, los bloqueos de carreteras o los éxo-
dos para defender su vida que comienzan a difundirse en todo el país a partir de los
ochenta. Las acciones colectivas de hecho les permiten a los campesinos y demás movi-
mientos sociales generar cierta legitimidad ante el gobierno y la opinión pública, debido
a la imposibilidad de interlocución y negociación con las autoridades estatales, ya que la
mayoría de las veces estas responden con actos represivos y militares: “Sí, ha variado hoy
el contexto del movimiento agrario. Hoy tenemos un movimiento agrario mucho más
actualizado con el contexto político nacional, igualmente […] defendiendo reivindicacio-
nes políticas y económicas, y, sobre todo, reivindicaciones de transformación en el país”10.

Hoy, aunque hay algunas diferencias entre las organizaciones campesinas y entre estas
y otras organizaciones sociales, hay también una comunicación fluida, que les permite
llegar a planteos comunes y ejecutar acciones colectivas que beneficien a los diferentes
sectores. Con respecto a sus posturas frente al Estado, han variado de acuerdo a las con-
diciones políticas atravesadas por el país o incluso el gobierno de turno, pero siempre
han buscado la manera de establecer relaciones formales y concertar, aunque no lo han
logrado porque los gobiernos han estado más del lado de los terratenientes o de otros
sectores de la economía: “Con los demás sectores, excepto con los partidos políticos tra-
dicionales, la gran mayoría de organizaciones campesinas mantienen relaciones de acer-
camiento en el entendido [de] que los problemas que afectan al sector son muchos y
que sólo la unidad de las distintas expresiones y organizaciones puede dar al traste con
la política oficial”11. “Nuestra relación con el Estado es exigirle cumplimiento de sus debe-
res para con el sector; con el Estado se ha tenido y se tendrá siempre divergencias, por-
que él no atiende por la vía jurídica los reclamos que nosotros hacemos, de ahí que se
usen las acciones de hecho”12.

En la actualidad, gracias a las nuevas tecnologías de la información y comunicación, el
movimiento agrario estrecha sus vínculos y define agendas compartidas para enfrentar
la globalización neoliberal con otras organizaciones y movimientos internacionales. Con
las relaciones que establece con dichas organizaciones busca “solidaridad con las luchas
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campesinas para que haya un mayor respeto a los Derechos Humanos y denuncias
internacionales contra el desplazamiento forzado”13. Además, pretende “enfrentar el
modelo neoliberal y luchar por la Reforma Agraria y por la democratización de la pro-
piedad de la tierra”.

“Las organizaciones FENSUAGRO y ANUC-UR pertenecen al movimiento Vía

Campesina, que existe prácticamente en todo el mundo. […] En toda América

Latina tenemos afiliados a Vía Campesina, que es un movimiento que tiene un pro-

grama internacional de defensa del Derecho a la Tierra, de la Reforma Agraria y de

la Soberanía Alimentaria, y la defensa de una agricultura y una producción sanas

para los consumidores y los productores y para la ecología; algunas otras organiza-

ciones están afiliadas también a organizaciones campesinas internacionales como

es el caso de la Acción Campesina Colombiana que pertenece a las organizaciones

de la Confederación Latinoamericana de Trabajadores (CLT)”14.

La lucha agraria hoy es un movimiento internacional que, apelando a uno de los ele-
mentos constitutivos de la acción colectiva como es la solidaridad15, lucha contra el
modelo hegemónico de globalización y, en consecuencia, constituye uno de los movi-
mientos alternativos. Los campesinos han tratado de constituirse en organización unita-
ria y establecer alianzas con otras organizaciones sociales para lograr contrarrestar y resis-
tir las políticas del Estado o de los organismos internacionales (OMC, FMI, BM), que
atentan contra sus intereses y los de la nación.
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Por ello, se han agrupado alrededor del Consejo Nacional Campesino, el Coordinador
Agrario Nacional, el Consejo Democrático Campesino. Muchas organizaciones han reali-
zado alianzas, o forman parte de las diferentes centrales obreras y del Comando Nacional
Unitario de Paro, con los que se identifican y comparten proyectos políticos comunes.

El ideario del movimiento está orientado al cambio de modelo económico, la defensa
de la soberanía alimentaria, los recursos genéticos y los sistemas de producción alterna-
tivos, además de las reivindicaciones tradicionales de acceso a la tierra, la reforma agra-
ria integral, los servicios públicos y la infraestructura, entre otros. 

“Pretendemos una sociedad donde no hayan excluidos y donde la riqueza sea com-

partida por todos, ya que por todos es producida; queremos ante todo, y por eso la

consigna: ‘La tierra para quien la trabaja’; queremos un mundo donde nuestros hijos

y nietos no tengan que pasar por todas las necesidades que nosotros pasamos”16.

“Para hablar de una nueva sociedad en nuestro país, tendríamos que hablar pri-

meramente de transformaciones estructurales […] que tienen que ver no sólo con

la estructura política, sino con la estructura económica y la estructura social; […]

donde pueda haber una real democracia, donde los campesinos y la sociedad en

general puedan participar con poder de decisión, no sólo en lo electoral, sino en la

vida y desarrollo del país, […] la necesidad de un modelo alternativo, que nos

represente, […] que permita que no sólo los campesinos, sino toda la sociedad

colombiana pueda tener una vida digna, donde se sienten las bases de una paz

duradera, una paz con Justicia Social”17.

“Una sociedad rural en paz, con justicia social, con la redistribución de los factores

productivos, iniciando con la tierra, con respeto pleno de los Derechos Humanos,

atención permanente del Estado al campo a través de apoyos efectivos de acuerdo

con las reales necesidades, manejo adecuado de los recursos naturales, respeto a

la autodeterminación política de los campesinos, la libre movilidad por los campos,

el reconocimiento político y económico a los campesinos, un campo moderno con

educación, seguridad social, infraestructura, precios justos de insumos y productos,

en fin: una sociedad con el hombre al centro, donde los recursos y la tecnología

estén a su servicio y no éste al servicio del capital y del modelo económico”18.

Para Héctor Mondragón, un cambio o nueva sociedad sólo es posible “si tenemos un
nuevo tipo de régimen social, que termine la explotación capitalista en el país, que rom-
pamos las cadenas de la dependencia a las transnacionales, y establezcamos una socie-
dad sin explotadores, ni explotados, y donde prime la propiedad común o colectiva de
los medios de producción”19.
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De acuerdo con lo expresado por los líderes, se vislumbra
un avance en el ideario político, ideológico y la acción
colectiva del movimiento campesino que deja clara la
vigencia de su acción política, orientada a la búsqueda de
una sociedad diferente, en la cual imperen la justicia, la
equidad social y el manejo y la defensa racional de los
recursos naturales y el medio ambiente. El movimiento
agrario de hoy se diferencia cualitativamente del movi-
miento campesino tradicional del pasado, que reivindica-
ba bienes materiales. El campesinado, sin abandonar sus
reivindicaciones históricas, se acerca a los NMS, los cua-
les, ante la conciencia que han adquirido frente a los pro-
blemas globales, luchan por ideales más universales y
menos por motivaciones de grupo.

Obstáculos y retos de la acción colectiva
contemporánea

No obstante los avances ideológicos y políticos señalados
por los líderes, la heterogeneidad y dispersión del movi-
miento aún persisten, y son quizá su mayor debilidad
para la lucha organizada en un contexto de oportunida-
des políticas adversas. El movimiento agrario colombiano
ha sido y es muy heterogéneo, no sólo por la diversidad
de actores, tipos y formas organizativas que involucra,
sino por las estrategias de acción y las reivindicaciones
que defiende: “el movimiento campesino está constitui-
do por una serie de expresiones locales, regionales,
nacionales, caracterizado por ser heterogéneo, diverso,
cultural, política, e ideológicamente, y por procurar reivin-
dicar soluciones para los múltiples problemas que afec-
tan a sus comunidades”20. Su principal característica es
que “aglutina a la población rural, pero diferenciándose
de los indígenas y de los afrocolombianos”21.

Héctor Mondragón define el movimiento campesino
como “un movimiento específico diferenciado, donde
existe una forma económica propia, que podría caracteri-
zarse por una racionalidad orientada a la subsistencia. El
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“se vislumbra 

un avance 

en el ideario político,

ideológico 

y la acción colectiva

del movimiento

campesino que deja

clara la vigencia

de su acción política,

orientada a 

la búsqueda 

de una sociedad

diferente”



campesino se caracteriza por una unidad doméstica-familiar, que produce como objeti-
vo central para lograr su subsistencia y su reproducción como unidad doméstica […] La
economía campesina aunque tiene unas relaciones con el mercado, y hoy en día la casi
totalidad de los campesinos la tienen […] bien sea para vender alguna parte de sus pro-
ductos o para comprar alguna parte de su consumo, […] la estrategia de producción es
básicamente la reproducción de la unidad doméstica, más que la obtención de una acu-
mulación de capital”.

La enorme heterogeneidad y diversidad de expresiones locales y regionales, la violencia,
los desplazamientos e incluso el asesinato de sus líderes, no han sido impedimentos
para que los campesinos y sus diferentes organizaciones traten de unificar criterios polí-
ticos y de acción. En 2003, la mayoría de las organizaciones campesinas agrupadas en
la ANUC-UR, Coordinación Nacional de Desplazados, FANAL, FENSUAGRO, FESTRACOL,
Sindicato de Trabajadores del INCORA, Coordinador Nacional Agrario, y otras organiza-
ciones étnicas negras e indígenas, de derechos humanos, de paz, de mujeres, estu-
diantiles y la comunidad internacional, lograron realizar por primera vez en la historia del
país un evento que las reunía bajo los mismos intereses. De allí surgió el “Mandato
Agrario”22, en donde, además de reclamar sus derechos fundamentales y tierra, incluyen
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la soberanía alimentaria, cultivos de uso ilícito, conflicto social y armado, desplazamien-
to forzado, ALCA y Plan Colombia.

Mientras las organizaciones campesinas mantienen, con los altibajos obvios, la lucha
por la democratización de la propiedad y una reforma agraria estructural, los acadé-
micos23 consideran que, dados los fracasos de las leyes de reforma agraria (135/61 y
160/94), las transformaciones suscitadas en el país en las dos últimas décadas, y el
nuevo modelo económico imperante, no tiene sentido seguir hablando de reforma
agraria. Y proponen, en la lógica neoestructuralista, el concepto de “reforma rural”, cen-
trada en la redistribución de activos valorizables, con sistemas de tenencia diversifica-
dos, ligada a la reconversión productiva de pequeñas y medianas propiedades. Y, en
la lógica neoinstitucionalista, enfatizan el fortalecimiento de los derechos de propie-
dad, la reducción de los costos de transacción y la intervención del Estado donde el
mercado no se ha desarrollado. Otros plantean el fortalecimiento de los mercados de
factores y la generación y universalización del conocimiento tecnológico para resolver
el problema agrario. Con ello se da por clausurado el debate sobre la reforma agraria,
desconociendo las legítimas aspiraciones del movimiento agrario que hoy, pese a las
condiciones adversas por las que atraviesa, mantiene en el imaginario colectivo, en
sus proyectos y sueños de futuro, el acceso a la tierra y a una reforma agraria real, que
de una vez por todas salde la deuda histórica que los latifundistas y los diferentes
gobiernos le han negado. 

Hoy existe una iniciativa gubernamental orientada a modificar la Ley 160/94, en virtud
de las nuevas realidades institucionales, de las nuevas teorías y conceptos que al res-
pecto ha venido generando la academia, para reunir toda la legislación dispersa en una
sola norma. Intenta recortar la Ley 160 en lo relacionado con las Zonas Reserva
Campesina24, que es quizá lo único rescatable de la Ley, aunque no ha tenido la difusión
y el apoyo necesarios, incluso entre las mismas organizaciones campesinas. Por el con-
trario, con el debate acerca de la “nueva ruralidad”, no se habla de reforma agraria, eco-
nomía campesina ni soberanía alimentaria, y, en esa lógica, para qué zonas de reserva
campesina. Así, lo poco que ha logrado el campesinado hoy está en entredicho y en la
mira de los reformadores. 

De todas maneras, a instancias del actual gobierno ya se modificó la Ley160 al incluir en
el Plan de Desarrollo (Ley 812/2003) el subsidio del 100% a la compra de tierra.
Aunque en la práctica el presupuesto asignado para este fin es cada vez menor, con lo
que la enmienda no tiene ningún efecto real. También se incluyeron otras formas de
acceso a la tierra, como el arrendamiento con opción de compra, el usufructo, el leasing,
figuras que tienen como propósito negar la posibilidad de acceder a la propiedad de la
tierra, que es lo que necesita y sigue demandando el campesinado. Por ahora el plan
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del gobierno actual se basa en entregar la tierra extinguida a los narcotraficantes, lo cual
no resuelve el problema de los campesinos. 

“Las organizaciones campesinas por su parte tienen (tenemos) el propósito de vol-

ver a elaborar un nuevo proyecto de Ley, que, incluyendo la reforma agraria, invo-

lucre otros aspectos que hagan más integral el asunto. Aspiramos, el segundo

semestre se estructure un poco mejor la idea y se concrete, por lo menos, en la

elaboración del proyecto, para luego entrar a difundirlo, posicionarlo y si es del

caso, impulsarlo por iniciativa popular. Los ejes del mismo son, a grandes rasgos,

los del mandato agrario”25.

Ya en la Legislatura anterior (1998-2002), tanto las organizaciones campesinas como el
mismo gobierno habían presentado sendos proyectos de reforma agraria que no prospe-
raron, entre otras cosas, porque en esa época se adelantaba la negociación con las FARC
y se esperaba que, como consecuencia de un acuerdo negociado con esa guerrilla, sur-
giera una iniciativa de reformar la estructura agraria en el país, pues buena parte de la lucha
insurgente se basa en esta reivindicación histórica del campesinado. La otra razón de que
no pasara ninguno de los proyectos es que en el Congreso no existe voluntad política para
adelantar iniciativas orientadas a reformar la estructura agraria, debido a que muchos
miembros del Parlamento son los dueños de la tierra. Este hecho permite colegir que el
cabildeo para el logro de las reivindicaciones relacionadas con el acceso a la tierra no es la
forma ideal de acción. Tendría más sentido, quizá, la iniciativa popular o algún otro meca-
nismo de participación que contempla la Carta Política, a través de formas de acción que
combinen el cabildeo, la acción directa y las acciones administrativas y jurídicas. 

En la dilatada historia del movimiento campesino tratando de resolver la cuestión agra-
ria, ninguna de las leyes de reforma agraria ha surgido del seno del movimiento, sino del
gobierno y debido a presiones externas, como fue el caso de la Ley 135, producto del
mandato de Kennedy (1961-1963) que, con la “Alianza para el Progreso”, conmina a los
gobiernos latinoamericanos a realizar reformas agrarias para sofocar la insurgencia cam-
pesina que surgía en la región en esos años. Algo similar ocurrió con la Ley 160. Su pro-
mulgación obedeció al modelo económico surgido del Consenso de Washington. De ahí
que en ella se deje la distribución de la tierra en manos del mercado, siendo el papel
del Estado facilitar el proceso. En el actual modelo, la reforma agraria se reduce a un
mercado asistido de tierras, nada más. 

Pero la lucha del movimiento campesino es todavía más complicada debido a la influen-
cia que cobran los aportes de la academia al debate de la cuestión agraria. Los hechos
así lo demuestran. Las políticas públicas en buena parte se orientan por las reflexiones de
los académicos. Las entelequias de estos no son malabarismos que circulan en las aca-
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demias: dan las señales que orientan y legitiman el diseño de las políticas públicas. Por
ello, el movimiento campesino hoy tiene un doble reto: mantener vivos los repertorios de
acción tradicionales y sus reivindicaciones históricas, y constituirse en corriente de pensa-
miento alternativa estrechando vínculos con las corrientes que emergen frente a la escue-
la de pensamiento único que legitima y difunde las políticas de los organismos interna-
cionales, que sustentan el modelo, y que en el país legitiman y refuerzan los académicos. 

En síntesis, durante años los campesinos han luchado, muchas veces de manera vio-
lenta, para acceder a la tierra, espacio vital para su subsistencia física, social y cultural. No
obstante, el Estado les ha negado ese derecho, los ha discriminado, amenazado, desle-
gitimado, estigmatizado y excluido, ignorando el papel que han jugado en el desarrollo
regional y nacional. La Reforma Agraria no ha sido estructural sino marginal, y última-
mente se ha convertido en un mercado de compra y venta de tierras. Las parcelas adqui-
ridas, muchas de mala calidad, con el paso de los años, las deudas, la falta de recursos
o la violencia, son vendidas y abandonadas, y terminan en manos de los latifundistas; y
los campesinos terminan en la periferia de las ciudades, o en las zonas de colonización,
alimentando su frustración y desesperanza. 

Notas

1 En este ensayo se adopta como categoría de análisis un concepto de “campesino” que
incluye jornaleros, asalariados del campo, pequeños y medianos productores rurales y formas
precapitalistas de relación laboral. En este sentido, debería hablarse de “movimiento agrario”. 

2 Entre 1970 y 1972 se realizan unas 1.000 tomas de fincas, 645 en 1971, año en el que
tuvo lugar una de las movilizaciones más grandes que ha tenido el país, con la participa-
ción de más de 16 mil familias campesinas, en 21 de los 23 departamentos.

3 Ver Tarrow, Sidney 2004 El poder en movimiento. Los movimientos sociales, la acción
colectiva y la política (Madrid: Alianza Editorial) y también su artículo “Estado y oportuni-
dades: la estructura política de los movimientos sociales”.

4 La Línea Sincelejo de la ANUC llegó a fraccionarse en 6 grupos: Comité de Unidad
Campesina, Sector Consecuente y Clasista, Unidad Campesina Democrática, Sector
Independiente, 21 de febrero A y 21 de febrero B.

5 Touraine, Alain 1989 América Latina. Política y sociedad (Madrid: Espasa-Calpe).

6 Archila Neira, Mauricio 2003 Idas y venidas. Vueltas y revueltas. Protestas sociales en
Colombia 1958-1990 (Bogotá: ICAHN).

7 Ver el artículo de León Zamosc “Modernización Agraria y Participación Política Campesina
en América Latina”.

8 Boria Mingella, Artur 2000 “Los campos de la solidaridad al servicio del Tercer Mundo-
Movimientos Sociales” en Geonotas, Vol. 4, N° 3, julio-septiembre.

O
SA

L6
9

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]



9 Ver el artículo “Guerrillas Liberales” en Guzmán Campos, Germán; Fals Borda, Orlando y
Umaña Luna, Eduardo 1988 La Violencia en Colombia (Bogotá) Tomo 1.

10 Entrevista a Eberto Díaz, presidente de FENSUAGRO. Las entrevistas fueron realizadas
por Ángela Salazar Marín en Bogotá en 2003.

11 Entrevista a Héctor Cárdenas, presidente del Sindicato de Trabajadores del INCORA.

12 Entrevista a Tomás Herrera, dirigente nacional de ANUC-UR. 

13 Entrevistas a Tomás Herrera y Eberto Díaz.

14 Entrevista a Héctor Mondragón, asesor político de la ONIC y FENSUAGRO. 

15 Melucci, Alberto 1999 Acción Colectiva, Vida Cotidiana y Democracia (México: El
Colegio de México/CES).

16 Entrevista a Tomás Herrera.

17 Entrevista a Eberto Díaz. 

18 Entrevista a Héctor Cárdenas. 

19 Entrevista a Héctor Mondragón.

20 Entrevista a Héctor Cárdenas.

21 Entrevista a Tomás Herrera.

22 Mandato Agrario. Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y
Desarrollo, Bogotá, 8 de abril de 2003.

23 Suárez, Gonzalo 2004 “Reforma Agraria en Colombia. Una aproximación desde la aca-
demia 1986-2002” en Machado, Absalón (coord.) La academia y el sector rural 2
(Bogotá).

24 Con base en lo establecido por la Ley 160 de 1994, se crearon las Reservas de
Cundinamarca (Cabrera), Guaviare, Caquetá y Bolívar. Estas garantizan la inalienabilidad de
la propiedad, pero están restringidas por la ley a las zonas de colonización. 

25 Héctor Cárdenas Garzón, presidente de Sintraincoder, abril de 2005 (información per-
sonal obtenida en Internet).
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Documentos

O que precisa ser feito

para mudar a vida 

do povo!

Proposta do MST, 
da Via Campesina 
e do Movimentos Sociais 
ao Governo Lula
no meio rural, na agricultura camponesa 
e na reforma agrária

DOCUMENTO A SER ENTREGUE PELA MARCHA
NACIONAL PELA REFORMA AGRÁRIA 
AOS TRÉS PODERES EM BRASÍLIA

1- Cumprir a meta de assentar 430 mil famílias sem terra, até final do
mandato, conforme prometido no Plano Nacional de Reforma Agrária. 

2- Implementar um programa de instalação de agroindústrias nos
assentamentos e de crédito especial para reforma agrária. 

3- Defender a Amazônia e a biodiversidade brasileira contra os interesses das
transnacionais e impedir o processo de privatização da água. 

4- Garantir o princípio da precaução e impedir a liberação do plantio
comercial de qualquer semente transgênica, antes que se tenha pesquisa de
suas conseqüências para o meio ambiente e para a saúde das pessoas.

5- Punir exemplarmente todos os fazendeiros responsáveis pela violência
contra os trabalhadores. Federalizar o julgamento dos processos de
assassinato. Aprovar imediatamente a lei de expropriação das fazendas com
trabalho escravo.
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6- Demarcar imediatamente todas as áreas indígenas, conforme determina a
constituição, apoiar e valorizar a cultura dos povos indígenas. Regulamentar
todas as terras quilombolas.

POLÍTICA ECONÔMICA

7- Aplicar os 60 bilhões de reais do superávit primário anual, que é dinheiro
do povo recolhido nos impostos, para investimentos que gerem emprego
para todos. Aplicar em moradia popular, saúde pública e em EDUCAÇÃO gra-
tuita para todos jovens. Implementar programas para erradicar o analfabetis-
mo em nossa sociedade.

8- Baixar as taxas de juros real (Selic) para o mesmo nível praticado dos
Estados Unidos e dos países vizinhos como Venezuela e Argentina, ou seja,
2,5% ao ano, e não os 19,5% cobrados agora, que só dão lucro aos bancos.

9- Dobrar o valor real do salário mínimo e o valor da aposentadoria para 454
reais mensais, em maio de 2005, e 566 reais em maio de 2006, visando dis-
tribuir a renda e melhorar as condições de vida dos mais pobres. Honrando
o compromisso assumido pelo governo de dobrar o poder de compra do
salário durante seu mandato.

10- Recuperar o controle governamental e público sobre o Banco Central e
sobre a política monetária. Impedir a autonomia do banco, como querem e
estão fazendo os banqueiros e o FMI.

11- Não assinar o acordo da ALCA. Não aceitar regras da OMC que afetem a
economia brasileira. Manter apenas acordos comerciais que possam benefi-
ciar o povo. 

12- Realizar uma Auditoria Pública da dívida externa, como determina a
Constituição. E renegociar seu valor, pois já pagamos diversas vezes. E usar
esses recursos em educação, conforme proposta da CNTE (Confederação
Nacional dos Trabalhadores em Educação). Renegociar a dívida pública inter-
na, alongando seu pagamento sem prejudicar o orçamento da União.

POLÍTICA EM GERAL

13- Mobilizar as bancadas no Congresso Nacional para aprovar a regulamen-
tação do Plebiscito Popular, projeto de lei (nr.4718/2004) apresentado pela
Orden dos advogados do Brasil (OAB) e Conferência dos Bispos do Brasil
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(CNBB). Para que o povo possa decidir sobre as questões fundamentais que
lhe dizem respeito.

14- Democratizar o uso dos meios de comunicação de massa no país. Rever
as concessões políticas e liberar o uso das rádios e tevês comunitárias. 

15- Condenar em todos os organismos internacionais a política de guerra e
de violação de direitos humanos do governo Bush, exigindo a retirada das
tropas estadunidenses do Iraque. Retirar imediatamente as tropas brasileiras
do Haiti.

16- Promover um verdadeiro mutirão nacional, debatendo junto à sociedade,
um projeto de desenvolvimento nacional, que garanta soberania nacional,
defina como prioridade a garantia de trabalho para todos, o combate da desi-
gualdade social e uma verdadeira democracia política. 
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Comunicado del Frente

Nacional Campesino 

Ezequiel Zamora 

de Venezuela

14 de enero de 2005

El salto adelante es el Poder Popular - revolución
agraria ahora!

En esta nueva etapa revolucionaria el proceso debe dejar a un lado las prác-
ticas que se han convertido en obstáculo para el desarrollo de una revolución
agraria que cambie radicalmente el viejo modelo de desarrollo capitalista
dependiente; estas han sido la ineficacia, la burocracia, la corrupción, el boi-
cot y sabotaje a las cooperativas; la poca disposición de las instituciones agra-
rias para viabilizar la revolución en el campo, tal como lo plantea el
Comandante Chávez.

Es fundamental desarrollar la lucha ideológica y política, poner un alto a:

1- Los desalojos y poca validez legal de las cartas agrarias.

2- El Sicariato que lleva consigo a más de 100 dirigentes campesinos, al que se
le suma el caso del campesino Alejandro Márquez de la Fuerza Bolivariana de
Campesinos (FBC) asesinado vilmente en Barinas el 30 de diciembre de 2004.

3- El sabotaje contra las cooperativas y pequeños productores en el actual
Plan de Siembra por parte del Ministerio de Agricultura y Tierras (MAT), del
Fondo de Desarrollo Agropecuario, Pesquero, Forestal y Afines (FONDAFA) y
Agroisleña quienes entregaron semilla dañada y transgénica en muchas par-



tes del país como el Estado Guarico cuyo resultado es la catástrofe agrícola
en contraste con las ingentes ganancias y privilegios que tienen los grandes
empresarios agrícolas.

4- Alto a la represión y tortura desatada por el Teatro de Operaciones Nº 1
ubicado en Guasdualito, Estado Apure, al mando del General Oswaldo
Bracho, contra el movimiento campesino, cuyo resultado son 7 campesinos
presos, un muerto y varios torturados. Nos preguntamos a quién obedece
esa política, si la Fuerza Armada Nacional (FAN) la comparte o no.

A 145 años del asesinato del General del pueblo soberano, el Frente Nacional
Campesino Ezequiel Zamora plantea lo siguiente:

- Construir un programa de lucha que nos permita coordinar las acciones con
carácter nacional. Generar un plan de movilización. 

- Asumir la lucha contra el latifundio y levantar la propuesta Tierra ocupada
Tierra trabajada.

- Impulsar la profundización de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario.

- Solicitar a gobernadores y alcaldes y a la comisión presidencial contra el lati-
fundio participación concreta del movimiento campesino en las políticas a
implementar.

- Asumir el desarrollo de la construcción del nuevo modelo productivo o
modelo de desarrollo endógeno.

- Construir las brigadas de defensa campesina dentro de la nueva doctrina de
seguridad y defensa de la nación.

Las cooperativas en un nivel superior de desarrollo deben convertirse en
empresas de propiedad social. No al abandono de las cooperativas y su pro-
ducción.

Que las cartas agrarias se conviertan en títulos de propiedad colectiva.

Diálogo directo con el presidente.
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Cronología del conflicto
Enero-abril 2005

La geografía política 

del conflicto social 

en América Latina1

José Seoane
y Clara Algranati

El 20 de abril, frente a una incontenible protesta urba-
na, particularmente centrada en la ciudad de Quito, el
ex coronel Lucio Gutiérrez hubo de renunciar a la pre-
sidencia del Ecuador. Casi un mes y medio después, el
6 de junio, el gobierno de Carlos Mesa en Bolivia
correría similar suerte. Más allá de las diferencias
entre ambos procesos, las sucesivas dimisiones de
Gutiérrez y Mesa, que elevan a la decena el número
de gobiernos renunciantes bajo el peso del rechazo o
la protesta social en la última década y media en la
región, señalaron, para la primera mitad de 2005, la
prolongación de la crisis de la gobernabilidad neoli-
beral, de la renovada capacidad destituyente de los
movimientos sociales y de la intensidad que les cabe
a los procesos de polarización social, conflictos y tran-
siciones que –como referimos en anteriores oportuni-
dades en esta sección– vive la Región Andina.

Ambos procesos tuvieron lugar en el marco de un creci-
miento regional de la conflictividad social registrado para
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el primer cuatrimestre de 2005 respecto del último cua-
trimestre de 2004 y que puede apreciarse en el incre-
mento del número de protestas registradas por el OSAL
(un 12% mayor a lo contabilizado en el período pasado),
situándose en un valor similar (2.131 hechos) al del pri-
mer cuatrimestre de 2004 (2.139 hechos). Este aumen-
to general expresa el crecimiento de los conflictos en el
área andina y Centroamérica, al tiempo que los registros
para el Cono Sur disminuyen por tercer cuatrimestre con-
secutivo. En el caso de los países andinos, la medición del
OSAL muestra un crecimiento general (10%) para la
mayoría de los países, con excepción de Perú, donde las
cifras disminuyen, siendo que esta región sigue compren-
diendo la mayor porción de los hechos registrados
(40%). Por otra parte, el incremento más significativo se
registra en la Región Norte de Latinoamérica (un 31,4%
respecto del cuatrimestre pasado), expresión particular
del ciclo de luchas que despierta la marcha de los trata-
dos de libre comercio con EE.UU. y las condicionalidades
en términos de políticas públicas que los mismos supo-
nen, siendo que para esta región sólo en Puerto Rico se
registra una caída de las protestas. De esta manera, los
hechos de conflicto relevados para Centroamérica, México
y el Caribe comprenden un 35% del total regional consi-
derado para estos primeros cuatro meses del corriente
año. Por contraposición a estas tendencias, la conflictivi-
dad social en el Cono Sur disminuye un 4,2%, resultado
de la reducción de las protestas apreciada en Uruguay y
Paraguay que compensa el incremento de las consigna-
das para Brasil y Chile.

En relación con los sujetos sociales que aparecen prota-
gonizando las protestas referidas, el análisis de los datos
provistos por la clasificación realizada por el OSAL per-
mite señalar que el crecimiento regional de la conflictivi-
dad social antes presentado viene acompañado en este
período por un relativo cambio en el peso que le cabe a
los movimientos sociales que los impulsan, ya que cre-
cen aquellos promovidos por jóvenes u organizaciones
estudiantiles, por movimientos urbanos, y las protestas
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multisectoriales, mientras que los protagonizados por los asalariados y campesinos se
mantienen en valores similares a los registrados para el pasado cuatrimestre.

Estos breves señalamientos en relación con las características generales que presenta la
conflictividad social en la región latinoamericana a lo largo del primer cuatrimestre del
año nos permiten introducirnos en el análisis de los principales procesos acontecidos a
nivel nacional y subregional en este período. En este sentido, la presente reflexión quie-
re servir como introducción a la lectura de las cronologías de los principales eventos polí-
ticos, económicos y de conflicto social acontecidos en diecinueve países de América
Latina y el Caribe que presentamos a continuación.

Movimientos sociales, gobernabilidad neoliberal y alternativas

La modificación de la Corte Suprema de Justicia ecuatoriana promovida por el presi-
dente Lucio Gutiérrez en diciembre del pasado año habrá de abrir en Ecuador un ciclo
de conflictos y protestas que, a partir de las manifestaciones de febrero, detonarán la
emergencia del movimiento de los “forajidos” (centrado en la ciudad de Quito), de la
iniciativa de las asambleas barriales y de la consigna “que se vayan todos” (en un pro-
ceso que evoca la experiencia de fines de 2001 en Argentina), precipitando la renun-
cia del presidente en abril. Por otra parte, en Bolivia, la disputa por la apropiación y dis-
tribución de la riqueza hidrocarburífera, en este caso centrada alrededor de la elabora-
ción y sanción de la nueva ley de hidrocarburos –y que se expresa en los reclamos
sociales de nacionalización, imposición de nuevos tributos y en la demanda de auto-
nomía planteada por los departamentos petroleros– atravesará todo el cuatrimestre con
sucesivas amenazas de renuncia del presidente Mesa, hasta que el espiral de conflic-
tos a partir de mayo signa su definitiva caída a principios de junio.

No es nuestra intención referirnos a estos acontecimientos en detalle en esta oportu-
nidad. Una reflexión sobre el proceso en Ecuador puede consultarse en la contribución
de Mario Unda que publicamos en este número de la revista. En relación a Bolivia, en
números anteriores hemos incluido diversos artículos, y asimismo otros textos están a
disposición en la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>. Quisiéramos sí rese-
ñar brevemente algunas cuestiones en relación a ambos procesos. En primer lugar, el
despliegue de iniciativas de movilización y protestas callejeras promovidas por sectores
de las propias élites políticas y económicas (y de los conflictos planteados al interior de
las mismas) en un escenario donde la crisis de legitimidad que cuestiona a los regí-
menes políticos pareciera hasta el momento evitar una resolución a través de inter-
venciones militares y golpes de estado. Por otro lado, si bien tanto en Ecuador como
en Bolivia se constituyeron en la década pasada importantes movimientos indígenas y
campesinos, en los recientes procesos habrán de jugar un rol sustantivo también las
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movilizaciones y levantamientos urbanos en El Alto (en Bolivia) y en Quito (en
Ecuador), siendo en este segundo caso significativa la menor participación que le cupo
al movimiento indígena en la resolución de la crisis. Por último, como señalamos al
comienzo, los procesos vividos en ambos países han vuelto a poner de manifiesto la
crisis de legitimidad que cuestiona a las políticas neoliberales y la intensidad de las dis-
putas político-sociales que la misma convoca; especialmente en la Región Andina, rica
en recursos naturales, castigada por una polarización social enmarcada en contenidos
racistas y caracterizada por el surgimiento de importantes movimientos sociales, parti-
cularmente rurales e indígenas. En esta dirección, el abrupto final de los gobiernos de
Gutiérrez y Mesa no sólo reactualiza procesos similares vividos en ambos países sino
que, sumados a la caída de Fujimori en Perú y de Carlos Andres Peréz en Venezuela,
da cuenta de la magnitud de los conflictos planteados en esta región. Las transiciones
en disputa abiertas en Ecuador y en Bolivia esbozan nuevos interrogantes y, en el
marco de la experiencia venezolana, configuran también nuevos escenarios de posibi-
lidades en el complejo proceso de forjar salidas efectivas al neoliberalismo en
Latinoamérica. 

Por contraposición, en la Venezuela de este período la relativa disminución de la con-
flictividad social derivada de la polarización política interna –tras el amplio triunfo obte-
nido por las fuerzas bolivarianas en las elecciones del pasado año– habrá de despla-
zar los conflictos y amenazas al gobierno bolivariano al plano internacional. Así, de
enero a mediados de febrero, el secuestro en Caracas y traslado a Colombia de
Rodrigo Granda, delegado internacional de las FARC, habrá de desatar una crisis diplo-
mática con dicho país, reavivando los rumores de un conflicto militar que justificara
una intervención multilateral. 

A partir de febrero, sucesivas iniciativas y declaraciones de funcionarios de la adminis-
tración norteamericana incrementarán aún más la tensión entre esta y el gobierno del
presidente Chavez, particularmente en relación con la compra de armamento y la pues-
ta en marcha de la reserva militar venezolana y en referencia a la propuesta estadouni-
dense de facilitar atribuciones a la OEA para intervenir en la región en salvaguarda de la
democracia. En este contexto, y en el marco de la marcha de las políticas impulsadas
por el gobierno venezolano, el presidente Chavez hará, en sucesivas oportunidades a lo
largo de estos primeros meses de 2005, explícitas referencias al carácter socialista de la
llamada “revolución bolivariana”. 

En el orden interno, el incremento del conflicto social en Venezuela aparece vinculado
principalmente a la lucha por la tierra y la vivienda. La iniciativa gubernamental de lucha
contra el latifundio promovida en el último año, que plantea la política de reforma agra-
ria más ambiciosa y radical actualmente en marcha a nivel latinoamericano, habrá de
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acelerarse a comienzos de 2005 con la firma del decreto presidencial contra el latifun-
dio (enero) y la aprobación de la reforma a la ley de tierras (abril). En el marco de este
proceso, una dinámica de ocupaciones y lucha por la tierra protagonizada por las orga-
nizaciones sociales tendrá lugar en estos meses. Estas acciones, paradojalmente, habrán
de tener mayor intensidad en las áreas urbanas bajo la forma de ocupaciones de terre-
nos para vivienda y las protestas de dueños y vecinos contra estos asentamientos, al
punto que un 42% de los hechos de conflicto registrados por el OSAL en Venezuela para
este cuatrimestre corresponde a esta disputa.

En un marco socio-político distinto del referido para los casos anteriores, el creci-
miento de la protesta social en Colombia tendrá lugar frente a un gobierno que, con-
tando con buena aceptación en los principales centros urbanos –en gran medida
como resultado de una propagandizada política de seguridad, a pesar de que la
misma vulnera libertades democráticas–, está alineado y cuenta con el respaldo de
la administración norteamericana. En este período resultan significativas, en enero,
las huelgas docentes; en febrero, la movilización contra las negociaciones del acuer-
do de libre comercio con EE.UU.; el paro nacional universitario en defensa de la edu-
cación pública y contra la privatización a mediados de abril, y las movilizaciones e ini-
ciativas promovidas por organizaciones campesinas e indígenas. A principios de
marzo los cabildos indígenas del Cauca y la Organización Nacional Indígena de
Colombia (ONIC) habrán de impulsar en esta región una consulta popular sobre el
llamado TLC Andino que EE.UU. negocia con Colombia, Perú, Ecuador y Bolivia en
calidad de observador. Con una participación del 75% del padrón electoral (casi
70.000 votos) y recogiendo un rotundo rechazo a dicho acuerdo (un 98% de los
votos se manifestaron en contra) esta iniciativa puso de manifiesto tanto el rechazo
de los pueblos indios a este tratado como la organización y fortaleza conquistada por
el movimiento indígena en Colombia. En el espíritu de la consulta a los pueblos alen-
tada por la campaña continental, la consulta promovida en el Cauca –en el contexto
de violencia y represión que vive dicho país– viene a sumarse a las realizadas en
Brasil (2002), Argentina (2003) y Paraguay (2003). Por otra parte, enmarcadas por
movilizaciones y encuentros motorizados por la coordinación andina contra este TLC,
durante el primer cuatrimestre de 2005 habrán de realizarse tres rondas más de
negociaciones de este tratado (la VII en Colombia, la VIII en EE.UU. y la IX en Perú),
registrándose pocos avances y motivando incluso en algunos países las críticas de
sectores del empresariado local. Por último, si bien en Perú el conflicto social dismi-
nuye respecto del cuatrimestre pasado, persistiendo la baja popularidad del gobier-
no de Toledo, vale reseñar en dicho país las protestas en los sectores rurales contra
las explotaciones mineras (que logran la suspensión del proyecto polimetálico en
Tambo Grande, Piura, de la empresa canadiense Manhattan Minerals), del movi-
miento cocalero y de los productores de algodón y papa. 
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Las resistencias al libre comercio y las privatizaciones

La iniciativa de los llamados Tratados de Libre Comercio (TLC) plurilaterales, promovida
por EE.UU. a partir de 2003 ante la parálisis del Área de Libre Comercio de las Américas
(ALCA), habrá de concentrar su atención, a lo largo del primer cuatrimestre de 2005, par-
ticularmente en la región centroamericana. A las propuestas orientadas a profundizar el
TLC de América del Norte iniciado en 1994, bautizadas como NAFTA plus, habrá de
sumarse así la ratificación parlamentaria en Honduras y Guatemala del TLC negociado
con cuatro países centroamericanos y República Dominicana (conocido por sus siglas en
inglés CAFTA-RD), que se agrega a la concedida por el parlamento salvadoreño el pasa-
do diciembre. Asimismo tendrán lugar la séptima y octava ronda de negociaciones entre
EE.UU. y Panamá en torno a un TLC similar. 

En el marco de esta “ola de libre comercio” se desarrollará una serie de iniciativas ten-
dientes a reforzar la presencia militar norteamericana y la coordinación de las fuerzas de
seguridad en la región. Bajo la pretensión de la lucha contra la amenaza terrorista (rei-
teradas informaciones de presencia de grupos armados de la FARC colombiana habrán
de circular en varios de estos países), de la represión a las bandas juveniles conocidas
como “maras” y del control de la frontera sur norteamericana, y en el marco de sucesi-
vas visitas de funcionarios de la administración norteamericana a la región tendrán lugar
diferentes acuerdos de cooperación en seguridad y encuentros de coordinación de las
fuerzas represivas. Entre estos se destaca la reunión de los ministros de defensa de los
países signatarios del CAFTA en marzo, así como el incremento de la presencia militar
norteamericana en el Canal de Panamá. 

En el contexto de esta emergente política de seguridad regional, los procesos de crimi-
nalización social habrán de profundizarse en la región. Entre ellos se destaca la situación
en Guatemala, donde la intervención de fuerzas de seguridad y grupos paramilitares en
diferentes conflictos a lo largo del cuatrimestre habrá de concluir en un trágico saldo de
muertos y heridos. Esta respuesta represiva se sitúa en relación con el crecimiento de
los conflictos y protestas en dicho país, particularmente aquellas relacionadas con la
expansión de las explotaciones mineras (en marzo se constituye un frente regional del
altiplano que articula autoridades locales e indígenas de diferentes regiones para opo-
nerse a las licencias de explotación y la minería a cielo abierto) y en el ciclo de luchas
desplegado frente a la ratificación parlamentaria del CAFTA, que habrá de tener en el
paro nacional del 14 de marzo su punto más álgido (ver artículo de Simona Violetta
Yagenova en este número). 

También en El Salvador, Honduras y Costa Rica se registran protestas contra este acuer-
do que constituyen una de las causas del significativo incremento del conflicto social
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en esta región durante el período considerado. Al mismo
tiempo, con intensidad y modalidades diferentes, estos
Tratados de Libre Comercio despiertan críticas de distin-
tas corporaciones empresarias que se manifestaran tam-
bién contra la ratificación del acuerdo exigiendo modifi-
caciones (por ejemplo en Panamá y República
Dominicana). En este contexto, y más allá de las presio-
nes por la aprobación del CAFTA-RD, al día de hoy los
parlamentos de tres países de la región deben aún ratifi-
carlo, y el gobierno de Bush enfrenta dificultades para
conseguir su sanción en el Congreso. Para los movi-
mientos sociales y los espacios de convergencia regional
–como lo señala la declaración final adoptada en el IV
Encuentro Hemisférico contra el ALCA (abril de 2004)–
detener este acuerdo es el principal desafío que enfren-
ta hoy la batalla continental contra el libre comercio. 

Por otra parte, las consecuencias de estas negociaciones
ya dejan sentir sus efectos en el terreno de las políticas
públicas. En relación a ello puede referirse el ciclo de pro-
testas en Panamá frente a la propuesta de reforma de la
Caja de Seguro Social (CSS) promovida por el nuevo
gobierno de Martín Torrijos. En años anteriores, los reite-
rados intentos de reestructurar y privatizar la CSS impul-
sados por la ex-presidente Mireya Moscoso despertaron
intensos y extendidos conflictos que consiguieron blo-
quear en sus líneas fundamentales estas iniciativas.
Luego de haberse comprometido a no modificar el statu
quo de la CSS, la reforma propuesta por Torrijos nueva-
mente habrá de despertar un nuevo ciclo de protestas y
resistencias que a partir de febrero se desplegaran e irán
creciendo en intensidad hasta la actualidad. 

En el mismo orden vale señalar también la serie de pro-
testas acontecidas en El Salvador y República
Dominicana por la calidad de los servicios públicos (elec-
tricidad, agua, etc.) y contra su privatización, dando cuen-
ta de la vigencia y magnitud regional del conflicto contra
las políticas de ajuste fiscal. En similar perspectiva pue-
den señalarse los conflictos promovidos en Mesoamérica
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por los trabajadores del sector público. Aunque no tienen la magnitud alcanzada en
períodos anteriores, se destacan las luchas del sector salud en República Dominicana,
los docentes y la comunidad educativa en El Salvador y Nicaragua, y los trabajadores
estatales en Honduras. 

La conflictividad social en Nicaragua resulta un caso especial en la medida que se
desarrolla en el marco de una cada vez más profunda crisis política que amenaza la
estabilidad del gobierno del presidente Bolaños. En el marco de la consolidación de
un bloque parlamentario mayoritario de oposición al gobierno (resultado de la alian-
za entre el FSLN y el PLC) que avanza con una reforma constitucional que quita atri-
buciones al presidente, se desarrolla en dicho país un extendido e intenso ciclo de
conflictos, protagonizado particularmente por el movimiento estudiantil, contra el alza
del transporte urbano resultado del incremento de los precios del petróleo. Iniciado a
principios de abril con movilizaciones de estudiantes, el crecimiento de la protesta y
el apoyo que recoge de organizaciones de trabajadores y pobladores se prolongarán
hasta los bloqueos y enfrentamientos que, en el marco de una virulenta represión,
recorrerán buena parte de la ciudad de Managua el día 25. La significativa moviliza-
ción del día 26, la creciente nacionalización de la protesta, y la incorporación de la exi-
gencia de renuncia del presidente, habrán de concluir hacia fin de mes con una solu-
ción parcial del conflicto a través del incremento transitorio del subsidio público al
transporte. Aunque sin la intensidad de la referida experiencia, también en Honduras,
durante el mes de abril, los estudiantes encabezan la protesta contra el alza del pasa-
je de ómnibus, que concluye provisoriamente –luego de manifestaciones y bloqueos
de calles– el 19 de dicho mes con un acuerdo entre la Federación Nacional de
Estudiantes de Secundaria y el gobierno nacional.

Finalmente, en México, a principios de febrero, llegará a la ciudad capital la caravana
campesina en el marco de la Jornada Nacional por la Soberanía, la Justicia y el rescate
del campo, promovida por diferentes organizaciones rurales ante el incumplimiento
gubernamental de los acuerdos alcanzados luego de las multitudinarias protestas de
2003. Sin embargo, las principales movilizaciones en dicho país tendrán lugar el 7 y el
24 de abril en la ciudad capital (DF) frente a los intentos de desaforar y procesar a
Manuel López Obrador –alcalde de la misma y candidato presidencial para las próximas
elecciones de 2006. 

Tierra, trabajo, dignidad y represión

A lo largo del primer cuatrimestre de 2005 la región del Cono Sur experimenta una
nueva caída de los hechos de conflicto registrados por el OSAL y en relación con el últi-
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mo tercio del pasado año. Sin embargo, en este período es notable el incremento de la
protesta en Brasil –con un aumento del 64% respecto de lo relevado para los últimos
cuatro meses del año 2004– y en Chile, donde el crecimiento es del 54%. Por otra
parte, mientras que en Argentina los registros se mantienen prácticamente estables, en
Paraguay y Uruguay observamos disminuciones importantes, del 50% y 44% respecti-
vamente. En lo que atañe a la región en su conjunto, las problemáticas del territorio, la
propiedad de la tierra, los recursos naturales y el medio ambiente motivan gran parte de
los hechos de protesta social que recorren el conjunto de los países del Sur. 

La cuestión de la reforma agraria en el campo brasilero y paraguayo, y de la tierra y la
defensa de su posesión ancestral en Chile, con las luchas protagonizadas por el pue-
blo Mapuche en contra de los latifundios, resultan temáticas significativas de los con-
flictos más importantes. En este mismo orden, la destrucción del medio ambiente pro-
voca el 30 de abril una movilización de más de 40 mil argentinos y uruguayos, que cor-
tan conjuntamente el Puente Internacional General San Martín que une a ambos paí-
ses en protesta frente a la instalación de dos plantas de celulosa altamente contami-
nantes sobre la rivera del río Uruguay, en la ciudad uruguaya de Fray Bentos. En rela-
ción a ello cabe por último también destacar que la zona de la triple frontera paragua-
yo-brasilero-argentina sigue siendo, de forma cada vez más explícita, un foco privilegia-
do en la estrategia de militarización en el Cono Sur del continente. En este sentido, la
criminalización de la población de la región, especialmente campesina, y el aumento
de la presencia policíaco-militar, sobre todo en Ciudad del Este, Paraguay, se incre-
mentan en el período bajo estudio, así como la continua denuncia por parte de los
movimientos sociales que señalan detrás de este recrudecimiento represivo la bús-
queda de asegurar el control de un territorio que alberga al Acuífero Guaraní, una de
las reservas de agua dulce más importantes del mundo.

Uno de los conflictos que aparece en diferentes países de la región durante estos meses
es el protagonizado por las poblaciones carcelarias. En primer lugar en Brasil, donde se
suceden decenas de rebeliones, algunas con tomas de rehenes y en institutos de meno-
res, en reclamo de mejores condiciones de detención o a partir de intentos de fuga. Por
otra parte, en Argentina un aparente enfrentamiento entre detenidos termina con 13
muertos en una prisión de la provincia de Córdoba. En Chile, presos políticos realizan
una huelga de hambre durante casi un mes en reclamo de su libertad, despertando la
solidaridad nacional e internacional.

Por otra parte, a lo largo de este primer cuatrimestre de 2005, se destacan también los
niveles de convergencia que alcanzan diferentes movimientos sociales. Así, en Brasil,
distintos agrupamientos de trabajadores rurales sin tierra conjugan acciones de lucha
por la tierra, en especial en las zonas de mayor violencia por parte de los hacendados.
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También el Movimiento de Trabajadores Rurales Sin
Tierra (MST) trabaja solidariamente en defensa de ocu-
paciones realizadas por organizaciones de Sin Techo en
zonas urbanas. En el caso de Argentina resulta importan-
te la coordinación alcanzada por los trabajadores deso-
cupados en los cortes de ruta que, en demanda de
aumento del número y valor de los planes sociales, aun-
que disminuyen en cantidad, resultan en la mayoría de
los casos que se registran en esta oportunidad organiza-
dos por más de una agrupación “piquetera”; igualmente
importantes son las solidaridades intersectoriales que
despiertan los diferentes procesos de lucha. En Chile las
articulaciones más significativas son realizadas por los
estudiantes, en el conflicto contra la Ley de Financiación
Privada de las Universidades, cuando cumplimentan
acciones nacionales que abarcan tanto a estudiantes
segundarios como universitarios. En esta perspectiva se
destaca también la creación de “coordinadoras antiimpe-
rialistas” tanto en Chile, país visitado por el presidente
estadounidense Bush en 2004, como en Argentina, que
aguarda la visita de dicho mandatario para noviembre del
corriente año.

Por último, en cuanto a las protestas protagonizadas por
los trabajadores del sector público, las más significativas
son aquellas impulsadas por los trabajadores de la salud
en Argentina y Paraguay en reclamo de recomposición
salarial, y por los docentes en la provincia argentina de
Salta, que realizan una huelga de más de cinco semanas
en reclamo de aumento de haberes y que sufren una sal-
vaje represión policial en una de sus habituales moviliza-
ciones, con un saldo de decenas de detenidos y heridos.
En lo que respecta a los conflictos laborales del sector
privado, pueden mencionarse aquellos de los trabajado-
res del subterráneo de la ciudad de Buenos Aires, quie-
nes realizan huelgas en reclamo de aumento salarial
logrando un importante aumento, así como los de los tra-
bajadores de la empresa aérea LAFSA contra la privatiza-
ción de la misma y en defensa de sus puestos de traba-
jo. En un marco más general, la Central de Trabajadores
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“La cuestión 

de la reforma

agraria en 

el campo brasilero 

y paraguayo, 

y de la tierra 

y la defensa 

de su posesión

ancestral en Chile,

con las luchas

protagonizadas por

el pueblo Mapuche

en contra 

de los latifundios,

resultan temáticas

significativas 

de los conflictos 

más importantes”



Argentinos (CTA) denuncia en la justicia y con movilizaciones el reconocimiento de su
personería gremial, denegada hasta el momento. En el caso de Brasil se destacan las
huelgas de choferes y cobradores de ómnibus de San Pablo y Río de Janeiro en
demanda de aumento salarial. 

En Argentina, el incendio del local “República de Cromañon” ocurrido el 30 de diciem-
bre de 2004 durante un recital de rock, donde mueren 194 personas, produce una cri-
sis política de envergadura en el gobierno de la ciudad de Buenos Aires. Los familiares
de las victimas organizan masivas movilizaciones que recorren todo el cuatrimestre y
que apuntan a la responsabilidad de dicho gobierno en la masacre, siendo que altos
funcionarios del mismo son conocidos empresarios del negocio de la noche porteña. 

En Brasil aumentan la intensidad y relevancia política de la lucha por la tierra y la refor-
ma agraria, así como también la violencia de las elites y el estado. A comienzos del año
se produce la liberación de unos pistoleros acusados de asesinar campesinos en
Pernambuco, y en febrero es asesinada la misionera norteamericana Dorothy Stang en
la región norte de Pará. Los asesinatos de líderes y activistas sociales cobran también las
vidas del sindicalista Daniel Soares da Costa Filho, presidente de la Asociación del
Asentamiento Carlos Fonseca, en Paraueapebas, Pará, y del ambientalista Dionisio Julio
Ribeiro, asesinado en el sudeste de Río de Janeiro.

A mediados de enero el MST abre negociaciones con el gobierno con el objetivo de
acelerar el cumplimiento de los compromisos gubernamentales asumidos en relación
con la reforma agraria. Desde entonces, los desacuerdos van desde una controversia
en torno a las cifras reales de las familias ya asentadas hasta el recorte del presu-
puesto disponible para el ministerio que tiene a cargo el Instituto Nacional de
Colonización y Reforma Agraria (INCRA). En este contexto, el MST inicia la preparación
de la marcha nacional por la reforma agraria donde más de 12.000 campesinos rura-
les sin tierra provenientes de nueve estados recorrerán durante diecisiete días miles
de kilómetros para arribar a Brasilia el 17 de mayo en el marco del Abril Vermelho
(rojo) en reclamo por la aceleración de la reforma agraria, entre otras reivindicaciones2

(ver artículo de Carlos Walter Porto-Gonçalvez en este número). En estos primeros
meses del año en Brasil también son importantes las luchas de los pueblos origina-
rios en reclamo de tierras en Mato Grosso del Sur y en el Amazonas, donde 17 etnias
ocupan la sede de la Fundación Nacional del Indio (FUNAI) de Manaos en demanda
de representación indígena en la administración local de la entidad. Por otro lado, pro-
pietarios madereros de la región de Pará realizan un bloqueo de la carretera federal
que se extiende por una semana en protesta contra la inspección y censo de propie-
dades con más de 100 hectáreas que realizarán el INCRA y el Instituto Brasilero del
Medio Ambiente, de carácter obligatorio.
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En Paraguay tiene lugar una significativa embestida contra los movimientos campesi-
nos que protagonizaron intensos conflictos el pasado año (ver artículo de Tomás Palau
en este número). La criminalización de la protesta y de las organizaciones campesinas
se intensifica al relacionarlas con el secuestro y asesinato de la hija del ex presidente
Cubas Grau, cuyo cuerpo aparece el 16 de febrero. A partir de este caso comienza a
afirmarse desde el gobierno que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
(FARC) serían el cerebro del delito y que tienen contactos directos con los movimien-
tos campesinos a través del partido Patria Libre. A fines de febrero, agentes judiciales,
de las Fuerzas Armadas y de la Policía comienzan a rastrillar asentamientos campesi-
nos de la zona de San Pedro. En consonancia con el caso, el 7 de marzo el presidente
Duarte Frutos se reúne con su par colombiano Álvaro Uribe para acordar mecanismos
de cooperación y asegurar una recíproca asistencia para el combate conjunto y coor-
dinado de actos criminales. A fines de marzo, el gobierno lanza su Plan Nacional de
Seguridad Pública “Paraguay Seguro”, y desde abril se multiplica la presencia de poli-
cías y militares en las calles del país.

En Chile reaparecen en este periodo los conflictos impulsados por la Coordinadora
Mapuche Arauco Malleko, que realiza acciones incendiarias contra predios usurpados por
empresas en distintos sectores de la IX región del país. El ministerio público ordena el
despliegue de patrullas tácticas a fin de resguardar los latifundios que los indígenas recla-
man. Frente al conflicto mapuche, y también ante las luchas estudiantiles, recrudecen en
Chile los procesos de judicialización de la protesta con cientos de detenidos en las mani-
festaciones, falsos testigos que actúan en las acusaciones, y ataques paramilitares con-
tra activistas indígenas.

En Uruguay es importante considerar la posición autónoma que defiende el Plenario
Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT) en el dis-
curso del 1º de mayo. El mismo reconoce la voluntad transformadora del nuevo gobier-
no a la vez que manifiesta sus diferencias en torno a la aplicación de la reforma consti-
tucional del agua así como su rechazo a la construcción de las plantas de celulosa en
Fray Bentos, y exige un inmediato aumento salarial y una ley de libertad sindical. Los sin-
dicalistas del PIT-CNT enuncian que “la llegada al gobierno no significa necesariamente
la llegada al poder” y que la lucha del movimiento sindical “es contra el poder econó-
mico, inhumano por naturaleza”.

Por último, en la región se realizan durante el periodo importantes manifestaciones de
repudio a la guerra de Irak al cumplirse dos años de la invasión el 19 de marzo. Tenemos
registro de las mismas en Buenos Aires, Argentina; Asunción del Paraguay; Santiago de
Chile; y San Pablo, Brasil.
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Del Foro Social Mundial al Encuentro Hemisférico contra el ALCA

La nervadura de un “nuevo internacionalismo” reflejado en la emergencia del llamado
movimiento altermundialista ha teñido de manera profunda y singular la experimenta-
ción de los movimientos sociales y populares en América Latina. Muestra de ello ha sido
el importante papel que les cupo a las fuerzas sociales y políticas de América Latina (y
particularmente de Brasil) en la gestación del proyecto del Foro Social Mundial (2001 a
2005), siendo la ciudad brasileña de Porto Alegre su cuna y sede por cuatro ediciones.
En relación a este proceso, el primer cuatrimestre de 2005 habrá de abrirse y cerrarse
con la realización en la región latinoamericana de dos de los principales eventos de coor-
dinación internacional y continental forjados por los movimientos sociales en la última
década. Así, a fines de enero habrá de tener lugar la V edición del Foro Social Mundial
en Porto Alegre, luego de que su anterior reunión se convocara en Mumbai, India, y en
la última semana de abril sesionará en la ciudad de La Habana, Cuba, el IV Encuentro
Hemisférico contra el ALCA (2002 al 2005).

Entre los días 26 y 31 de enero el V FSM en Porto Alegre convocó a más de 150.000
participantes, albergando a casi 35.000 en el Campamento de la Juventud, que marcó
una importante presencia juvenil la marcha del Foro. La masividad que fue conquistan-
do esta iniciativa en los últimos años involucró en esta oportunidad a más de 6.800
organizaciones sociales de 151 países en las más de 2.500 actividades autogestionadas
distribuidas en los 11 espacios temáticos sobre los que reposó la organización y distri-
bución territorial del Foro (o como se lo bautizó: el territorio social mundial). El Foro esta-
rá atravesado por los debates librados en los encuentros de las principales campañas
temáticas y las actividades en relación a la lucha contra el libre comercio, las empresas
trasnacionales, la guerra, por la defensa de los recursos naturales, sobre la conceptuali-
zación del Estado y el poder en una perspectiva transformadora y las alternativas. La con-
ferencia del presidente Chavez el anteúltimo día de sesiones habrá de convertirse en
uno de los eventos de mayor convocatoria. Los debates sobre la arquitectura y conti-
nuidad del FSM, que se despide por un tiempo de su ciudad natal, Porto Alegre, habrán
de concluir convocando su sexta edición bajo forma policéntrica en distintos continentes
para el 2006 (Caracas para el continente americano) y previendo una nueva cita mun-
dial para el 2007 en África.

La manifestación contra el ALCA y el libre comercio que cerró el Foro habrá de prolon-
garse, casi tres meses después, en la convocatoria al IV Encuentro Hemisférico de Lucha
contra el ALCA en la ciudad de La Habana, Cuba. Allí se darán cita, entre el 20 y el 25
de abril, más de mil delegados de treinta y cinco países de las Américas. Si ya a lo largo
de 2004 la dinámica de los tratados plurilaterales –así como la apertura de similares
negociaciones con la Unión Europea y los países asiáticos– había promovido la amplia-
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ción de la campaña de lucha contra el ALCA hacia el cuestionamiento del “libre comer-
cio” en general (como se reflejó en las resoluciones del III Encuentro), los debates de
esta cuarta edición habrán de avanzar en la necesidad de integrar y fortalecer otras pro-
gramáticas (particularmente las referentes a la militarización continental y la guerra, la
deuda externa, la defensa del territorio y los recursos naturales, y la pauperización y con-
centración del ingreso), entendiendo cada vez más a la dinámica del “libre comercio”
como un instrumento más de una estrategia global de dominación imperial. 

En ambas convocatorias los debates sobre las alternativas regionales ocuparon un
papel importante en la atención de los movimientos sociales latinoamericanos. Los
avances de la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA) promovida por el
gobierno venezolano frente al ALCA, y las ambigüedades, riesgos y desafíos que plan-
tean otros procesos de integración económica (entre otros el lanzamiento de la Unión
Sudamericana en diciembre de 2004) han impulsado el debate sobre el posiciona-
miento a adoptar por las organizaciones sociales en relación a los caminos y condi-
ciones que debería tener una integración regional no neoliberal y en beneficio de los
pueblos.

Frente a estos debates y desafíos, los espacios de convergencia regional forjados por los
movimientos sociales americanos habrán de afrontar en el futuro próximo el reto de
construir la III Cumbre de los Pueblos, de cara a la IV Cumbre de Presidentes de la OEA
a realizarse en la ciudad de Mar del Plata, Argentina, en noviembre, y el VI Foro Social
Mundial policéntrico sede Américas y II Foro Social Américas, que tendrá lugar en
Caracas, Venezuela, a fines de enero del año próximo. Estos serán puntos de encuentro
de los esfuerzos por hacer ese otro mundo nuevo que, como dice la Vía Campesina,
plantea globalizar la lucha para globalizar las esperanzas.

Notas

1 Como es habitual, para la elaboración del presente artículo se tuvo en cuenta la infor-
mación suministrada por las cronologías del conflicto social para diecinueve países latino-
americanos y caribeños cuya preparación es coordinada por el OSAL, así como los infor-
mes por país preparados por el equipo de jóvenes investigadores del Programa.
Agradecemos especialmente a tod@s ell@s por el trabajo realizado y a Emilio Taddei por
la sugerencias y comentarios. 

2 Ver documento del MST “O que precisa ser feito para mudar a vida do povo!” en la pági-
na 71 del presente número de la revista.
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Región Sur

Los sindicatos uruguayos

ante el primer gobierno

de izquierda

Luis Senatore*
y Jaime Yaffé**

INTRODUCCIÓN

La instalación del gobierno encabezado por Tabaré
Vázquez el pasado 1º de marzo ha colocado a los
sindicatos uruguayos de trabajadores ante una
situación inédita. Por primera vez, el gobierno es
ejercido por la fuerza política con la que el movi-
miento sindical mantiene un vínculo de histórica
hermandad. A diferencia de lo sucedido en otros
países de la región, los sindicatos uruguayos, no
obstante la autonomía y la independencia de clase
que han proclamado y defendido celosamente,
nunca dejaron de mantener una relación privilegia-
da con los partidos de izquierda. Desde que en 1971
se fundó el Frente Amplio (FA)1, la gran mayoría de
los dirigentes sindicales han sido militantes perte-
necientes a alguna de sus fracciones. De hecho, el
FA ha sido desde entonces el hermano político del
sindicalismo nucleado en el PIT-CNT2, situación que
se ve frecuentemente retratada en los análisis polí-
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ticos y académicos, toda vez que se hace referencia a las dos “patas” o “frentes”
(político y social) de la izquierda.

¿Qué expectativas ha generado en el ámbito sindical esta nueva situación política?
¿Cómo incidirá la misma en el vínculo que hasta ahora han mantenido la izquierda polí-
tica y los sindicatos de trabajadores? ¿Qué cambios pueden razonablemente esperarse
en las políticas públicas relativas al mercado laboral y la relación entre el estado y los sin-
dicatos? ¿Cuáles han sido las primeras medidas del gobierno “progresista” en relación a
estos asuntos? Para responder a estas preguntas, realizaremos aquí un repaso de la
situación del sindicalismo a lo largo de la década de los noventa y analizaremos la forma
en que los sindicatos se prepararon para posicionarse en el nuevo contexto político en
el marco de la transición que se procesó en los meses previos al cambio de gobierno,
así como las perspectivas que se abren, en términos de oportunidades y desafíos, para
los sindicatos en el futuro inmediato.

El sindicalismo y las reformas de los noventa 

Al igual que la mayoría de los países latinoamericanos, Uruguay experimentó a lo largo de
la década de los noventa los efectos de las reformas estructurales inspiradas en los pre-
ceptos neoliberales, promovidas por coaliciones políticas y sociales internas con el res-
paldo ideológico y material de los organismos financieros internacionales encabezados
por el FMI. Aun cuando se ha señalado la peculiar modalidad heterodoxa y gradualista del
reformismo liberal en Uruguay –por contraposición a la profundidad y ritmo que habría
caracterizado a los procesos de reforma, entre otros, en Argentina y Brasil–, el hecho es
que la economía uruguaya experimentó un verdadero ajuste estructural que constituyó
una segunda fase del operado en los setenta, en los tiempos de la dictadura cívico-mili-
tar. En el año 2000, la economía estaba más abierta y más desregulada que en 1990. A
su vez, la política de estabilización de precios con ancla cambiaria había apreciado la
moneda nacional en relación a las de los socios comerciales extra-regionales.

Los impactos de estos fenómenos sobre la estructura productiva y ocupacional del país
fueron muy fuertes. Por efecto de la apertura, la desregulación y la apreciación cambia-
ria, buena parte de la industria manufacturera doméstica sucumbió frente a la compe-
tencia extranjera. La competitividad externa de los transables uruguayos se deterioró. Al
mismo tiempo, la actividad bancaria, el turismo y el comercio florecieron, alimentando la
imagen del “país de servicios” y del proyecto de “plaza financiera” con la que buena
parte del elenco gobernante soñaba desde tiempo atrás. En un contexto pautado por la
liquidez financiera internacional, con una tasa de interés moderada y un esquema de
integración comercial regional con socios que también se embarcaron en procesos de
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apertura externa y estabilización con apreciación cambia-
ria, la economía ingresó en una fase de crecimiento que
se sostuvo hasta fines de los noventa. 

Al mismo tiempo, el creciente desempleo generado en el
sector secundario no fue compensado por la creación de
nuevos empleos en el terciario que se expandía, lo que pro-
vocó un aumento del desempleo, que pasó de un prome-
dio de poco menos de 10% en el quinquenio 1985-1989
a algo más de 15% en 2001. La pobreza, que desde 1986
se había reducido, pasando del 46% al 15% en 1993, se
estancó desde entonces en ese nivel. En la década de los
noventa el crecimiento económico convivió con el alza del
desempleo y la manutención del nivel de pobreza. Luego,
la crisis desatada en 1999 llevaría el desempleo y la pobre-
za a niveles sorprendentes, del orden del 17% en 2002 y
31% en 2003 respectivamente.

Las reformas tuvieron otro impacto específico en el mundo
del trabajo. La desregulación del mercado laboral y la flexi-
bilización consecuente de las relaciones entre empresarios
y trabajadores despojaron a los sindicatos desde 1991
–año en que, en el marco de la liberalización, el gobierno
suspendió la convocatoria a los Consejos de Salarios3– del
ámbito institucional en el que se negociaban los salarios.
Desde entonces, el estado se retiró de la negociación y el
nivel salarial quedó librado al libre juego de las partes, y en
definitiva a la fortaleza o debilidad de las organizaciones de
trabajadores, fuertemente afectadas por la convergencia de
tres factores: la desaparición física de numerosas activida-
des productivas vinculadas al sector manufacturero orienta-
do al mercado interno, donde residían buena parte de los
núcleos tradicionales del sindicalismo obrero; la pasividad
cómplice de los gobiernos frente a la deliberada política de
desmantelamiento de las organizaciones sindicales
emprendida por las patronales, especialmente en los sec-
tores en expansión vinculados al comercio y los servicios en
general; y la propia desregulación del mercado laboral, que,
al quitar la institucionalidad de la negociación colectiva, eli-
minó un ámbito que incentivaba la acción organizada.
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En estos años el sindicalismo se redujo cuantitativamente, con una brutal caída de la tasa
de sindicalización, que pasó del 35% en 1987 al 15% en el año 2000. Este descenso fue
especialmente grave en el sector privado de la economía, donde la tasa cayó del 28 al 8%
en el mismo período. Como resultado de ello se produjo al interior del movimiento sindi-
cal una sobrerrepresentación de los funcionarios públicos, que pasaron de ser el 49% de
los afiliados en 1987 a ser el 65% en 2001. Con la casi única excepción en el sector pri-
vado del gremialismo bancario, este sindicalismo reducido cuantitativamente, desposeído
de los ámbitos institucionales de negociación salarial y, por la vía de los hechos, sin la garan-
tía estatal del derecho de asociación y de huelga, perdió gravitación como actor social, vién-
dose notablemente reducida en el sector privado su capacidad para defender a los traba-
jadores frente a los embates de un nuevo empresariado vinculado a las actividades más
dinámicas en el contexto del modelo de crecimiento de los noventa. 

En este panorama, el movimiento sindical, debilitado en su ámbito de acción específica,
se reposicionó como un actor relevante en el espacio político, constituyéndose en la más
firme y persistente oposición a las reformas pro-mercado impulsadas por los gobiernos
de coalición de los partidos tradicionales, Nacional y Colorado. En esta oposición, su
único aliado en el sistema político fue precisamente el FA. Sin embargo, los sindicatos
constituyeron, en ese frente anti-reformas, la vertiente más radical y contundente. El PIT-
CNT fue el principal promotor, a veces con éxito y otras sin él, de los recursos de refe-
réndum popular para derogar diversas leyes que pautaron el proceso del reformismo
liberal. En estas iniciativas no siempre contó con el apoyo del FA, que en ocasiones se
mostró reticente, aun cuando se plegara finalmente a las acciones promovidas por los
sindicatos; otras directamente no las acompañó. De todas formas, el PIT-CNT y el FA fue-
ron aliados en la oposición a las reformas, y el constante crecimiento electoral de la
izquierda a lo largo de los años noventa fue creando amplias expectativas en el sindica-
lismo, centradas en la posibilidad de poner fin al ciclo reformista, en particular a la des-
regulación del mercado laboral y a la desprotección de los derechos sindicales.

La transición hacia el nuevo escenario

El 8º Congreso Ordinario del PIT-CNT celebrado en octubre de 2003 tuvo como uno de
sus temas centrales la manera de relacionarse del movimiento sindical con un probable
gobierno progresista. El debate estuvo marcado por el duro conflicto que el gremio de
los trabajadores municipales venía de mantener con el gobierno del FA en Montevideo.
Algunos sectores sindicales sostuvieron que la confrontación debía seguir siendo la línea
de acción frente al próximo gobierno, fuera cual fuera la orientación partidaria que tuvie-
ra. Otros, en cambio, mayoritarios en el Congreso, sin renunciar a la movilización y la
defensa de los derechos de los trabajadores, apostaban a la negociación y la búsqueda
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de acuerdos con el eventual gobierno de izquierda. La resolución finalmente aprobada
sostuvo: “Hablamos de independencia y no de autonomía, porque nosotros como clase
no somos ajenos ni al gobierno, ni a la fuerza política que lo sustenta, en cuanto somos
parte de lo uno y de lo otro. Somos constructores del proceso de unidad política y como
clase no renunciamos a incidir y formar parte de las transformaciones impulsadas pro-
gramáticamente por la fuerza política que toma gran parte de nuestra plataforma reivin-
dicativa... el movimiento sindical, desde su irrenunciable independencia de clase, estará
en la primera línea de defensa, pues no permitiremos que se nos robe la esperanza”4.

En diciembre de 2004, el Cuarto Congreso Extraordinario del FA discutió sus futuras rela-
ciones con los movimientos sociales, en particular con el sindical, en la eventualidad de
llegar al gobierno. En el documento entonces discutido, luego aprobado por su Plenario
Nacional, puede leerse: “La fuerza política y su gobierno, así como el amplio, multifacé-
tico y combativo movimiento de masas, integramos el bloque político y social alternati-
vo (o las grandes mayorías nacionales), opuesto al bloque de poder. [...] tenemos todos
un mismo proyecto que, en sus grandes líneas, puede ser caracterizado de popular,
nacional y democrático, antiimperialista y antioligárquico. [...] La autonomía es necesaria
y fundamental para la preservación de las características, objetivos y roles diversos de la
fuerza política, el gobierno y las fuerzas sociales. [...] Asumimos, como cuestión de prin-
cipios, la relación con los trabajadores. La fuerza política necesariamente tiene que esta-
blecer cómo se piensa llevar adelante el relacionamiento y, a partir de lo discutido por
los propios trabajadores, posteriormente elaborar una política de intercambio y relacio-
namiento acordada entre ambas partes. Ello no hará más que confirmar, desarrollar y
profundizar algo que existe desde el nacimiento del Frente Amplio”5.

A mediados de 2004, la inminencia del triunfo del FA aceleró las iniciativas para comen-
zar una transición que, entre otras cosas, avanzara en la preparación de las futuras rela-
ciones entre el gobierno de la izquierda y los sindicatos. Así fue que en mayo y junio de
2004 representantes del PIT-CNT y del FA participaron de sendos “talleres de intercam-
bio” en los que el tema fue discutido en base a los dos documentos antes menciona-
dos. El resultado fue evaluado positivamente por ambas partes. En particular, el movi-
miento sindical confirmó sus expectativas de cambio en la perspectiva de instalación de
un gobierno de la izquierda.

En su primera sesión luego de las elecciones del 31 de octubre de 2004 en que triunfó
el FA6, el Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT evaluó que “de acuerdo con los anuncios del
Dr. Tabaré Vázquez, en lo que tiene que ver con el mundo del trabajo –empleo, negocia-
ción colectiva y libertades sindicales– encontramos varios puntos de acuerdo con las reso-
luciones emanadas del 8º Congreso del PIT-CNT”7. En la primera reunión de una delega-
ción del PIT-CNT con el designado ministro de Trabajo Eduardo Bonomi (14 de diciembre
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de 2004), se acordó trabajar en conjunto para elaborar una ley de negociación colectiva,
actualizar los Consejos de Salarios y elaborar una norma de fuero sindical. Asimismo, en el
período transcurrido entre las elecciones nacionales y el cambio de gobierno, asomaron las
primeras diferencias entre dirigentes sindicales del sector público y miembros del gobierno
electo referidas al rol de la inversión privada en los servicios públicos8.

En su primer discurso público tras la asunción de la Presidencia de la República el 1º de marzo
de 2005, Tabaré Vázquez realizó varios anuncios en relación al mercado laboral y el movi-
miento sindical: envío al Parlamento de un proyecto de negociación colectiva para “mejorar
las relaciones laborales, promover el diálogo social y articular una estrategia de país”, y con-
vocatoria inmediata de los Consejos de Salarios incluyendo a dos sectores que nunca habían
estado abarcados, los asalariados rurales y los trabajadores de servicios domésticos.

Luego de la primera ronda de acuerdos ministeriales, el ministro Bonomi anunció la reso-
lución de convocar a un Consejo Superior de Salarios conformado con nueve represen-
tantes del gobierno, seis empresarios y seis trabajadores, que debería instalarse inmedia-
tamente y funcionar hasta el 15 de abril con el cometido de definir la cantidad de grupos
por rama de actividad, con vistas a iniciar la negociación salarial el 2 de mayo de 2005.
También se convocó un Consejo Tripartito Rural con igual integración9. El 17 de marzo se
puso en marcha la negociación colectiva en el sector público, al establecerse un ámbito
bipartito con el fin de acordar sobre la negociación centralizada entre el gobierno y la
Confederación de Funcionarios del Estado (COFE), y la elaboración de una tabla salarial
común y de una carrera funcional única para toda la administración central. 

Oportunidades y desafíos

En el sector privado las expectativas de los trabajadores y las perspectivas de las relaciones
entre gobierno y sindicatos son ampliamente optimistas. El mero acceso de la izquierda al
gobierno, los anuncios relativos a la implementación de los Consejos de Salarios, y una per-
cepción extendida a nivel de los trabajadores en cuanto a que sus derechos serán protegi-
dos, al contrario de lo sucedido durante los últimos quince años, han ambientado una gene-
ralizada reactivación de la actividad gremial. El caso del sindicato que reúne a los emplea-
dos del sector comercial y de servicios en general es paradigmático. Se trata de una de las
áreas de la economía de mayor desarrollo durante los años noventa, en la que, a su vez, la
combinación de represión patronal y omisión estatal desarticuló la organización sindical de
los trabajadores10. La Federación Uruguaya de Empleados del Comercio y la Industria
(FUECI) vive un boom de la sindicalización. En este momento (abril de 2005) cuenta con
112 sindicatos federados, cuando hace dos meses eran 90. Los nuevos sindicatos se han
constituido en el sector de servicios, en particular en empresas de limpieza y seguridad. En
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el sector metalúrgico, otro de los más duramente golpeados
por la represión patronal, la Unión Nacional de Trabajadores
del Metal y Ramas Afines (UNTMRA) tiene unas 30 nuevas
solicitudes de afiliación de colectivos de trabajadores forma-
dos recientemente en diversas plantas11.

En tanto las organizaciones sindicales celebran el restableci-
miento de la negociación colectiva en el sector privado urba-
no y su extensión por primera vez en la historia al servicio
doméstico, al sector rural y a los funcionarios públicos, los
empresarios miran de reojo la convocatoria a los Consejos
de Salarios y el establecimiento por ley de un marco regula-
torio de la negociación colectiva que ha anunciado el gobier-
no. Si bien en declaraciones públicas sostienen que las ins-
tancias de negociación contribuirán a expandir la demanda
interna y elevar la productividad, no dejan de manifestar cier-
ta reticencia, ya que temen que la coincidencia entre los
delegados de los trabajadores y del estado establezca una
mayoría estable frente a los representantes patronales, que
empuje el salario nominal al alza en exceso, elevando los
costos de producción y presionando sobre el nivel de pre-
cios. Un riesgo que, de todas formas, el gobierno comparte.

En el sector público, las expectativas actuales y las pers-
pectivas son distintas a las verificadas en el ámbito priva-
do. Los sindicatos de funcionarios del estado nucleados
en COFE han mantenido la misma relación histórica de
cercanía con la izquierda. Su acceso al gobierno fue reci-
bido con igual entusiasmo y expectativas. La instalación de
un ámbito institucional de negociación colectiva bipartita
satisfizo una demanda largamente postergada por los
gobiernos anteriores. Sin embargo, un tema de discordia
ya tensiona las relaciones entre el nuevo gobierno y los
sindicatos del sector. Se trata de la recuperación de la
caída del salario real público, que se estima en un 25%
entre 2000 y 2005. El gobierno ha reconocido que esta
es una deuda del estado con sus trabajadores, y reiteró su
compromiso de recuperar los niveles de pre-crisis, lo cual
es celebrado por los sindicatos. Pero el inicio y el ritmo de
la recuperación, así como el parámetro a tener en cuenta
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para la misma (inflación o recaudación), es motivo de diferencias. El gobierno ha soste-
nido que el inicio de la recuperación deberá aguardar al segundo año de su administra-
ción y que el compromiso es completarla dentro de su mandato presidencial, aunque
sujeta a la trayectoria de la recaudación. Por su parte, los sindicatos reclaman su inicio
inmediato, demandando no sólo la recuperación sino también una elevación real del
salario a lo largo de este período de gobierno, tomando como parámetro la inflación. 

Seguramente aquí reside el principal foco potencial de desencuentros que podrán deri-
var en conflictos entre el gobierno de la izquierda y los sindicatos en el futuro cercano.
También representa la posible instalación de un nuevo eje de confrontación interna en
el movimiento sindical, desconocido hasta ahora en su historia. Las elevadas expectati-
vas y conformidad inicial del sindicalismo privado con el gobierno difieren notoriamente
de las reservas que ya se evidencian en el sindicalismo público: “esto es más de lo
mismo, nada ha cambiado”, sentenciaron recientemente algunos dirigentes de gremios
afiliados a COFE tras escuchar los primeros anuncios del Ministerio de Economía en
materia presupuestal y salarial. El gobierno tiene en esta materia los márgenes de acción
bastante recortados por la pesada herencia que le ha dejado la anterior administración,
así como por sus propios compromisos preelectorales. La restricción fiscal que enfrenta
es muy importante. La prioridad asignada, por un lado, al cumplimiento de los compro-
misos asumidos por el gobierno anterior en materia de deuda externa y, por otro, al Plan
Nacional de Emergencia Social (PANES)12 limita severamente las posibilidades de la
negociación salarial con los públicos. La sobrerrepresentación de este sector del sindica-
lismo dentro de la central13, que tardará en ser compensada por la elevación de la tasa
de sindicalización que ya empieza a observarse en la actividad privada, le otorga un peso
decisivo en la orientación general del movimiento de los trabajadores organizados. En
todo caso, ya resulta evidente que habrá tensiones entre los sindicatos públicos y el
gobierno de izquierda, y que muy probablemente estas habrán de introducir un nuevo
eje de configuración y confrontación en el seno del sindicalismo, que podría superpo-
nerse con el clivaje político-ideológico que hoy ordena la interna sindical.

Notas

1 Inicialmente el FA fue una coalición electoral basada en un acuerdo programático entre
los dos viejos partidos marxistas (el Partido Comunista y el Partido Socialista), la democra-
cia cristiana, algunas fracciones escindidas de los partidos tradicionales (Nacional y
Colorado), y otros grupos de izquierda. Luego de la dictadura que gobernó el país entre
1973 y 1985, el FA devino en un partido político en el que los viejos componentes coali-
gados se transformaron en fracciones del nuevo partido frenteamplista.

2 En 1966 se concretó la unificación de las diversas corrientes del sindicalismo al crearse la
Convención Nacional de Trabajadores (CNT). Tras la ilegalización y desarticulación de esta
por parte de la dictadura, en 1982 los sindicatos se reorganizaron en el marco del Plenario
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Intersindical de Trabajadores (PIT). A la salida de la dictadura, en el año 1984, el PIT resol-
vió cambiar su denominación a PIT-CNT marcando su continuidad histórica con la CNT.

3 Los Consejos de Salarios fueron establecidos por ley de 1943 como una instancia obli-
gatoria de negociación salarial tripartita entre empresarios y trabajadores con la mediación
del estado, el que luego daba, por decreto del Poder Ejecutivo, carácter legal a lo allí lau-
dado. Su funcionamiento fue suspendido en 1968 por resolución del gobierno de la época
en el marco de una política de estabilización basada en el congelamiento de precios y sala-
rios. Luego fueron restablecidos en 1986 por el primer gobierno democrático posdictadu-
ra pero volvieron a ser suspendidos en 1991 en el marco de la política de desindexación
de la economía y de desregulación del mercado laboral. La ley nunca fue derogada, por lo
que, al convocar a su reinstalación, el actual gobierno actúa en aplicación de la misma.

4 “La política de relacionamiento del movimiento sindical ante la perspectiva de un gobier-
no del EP-FA-NM”. Documento presentado por el PIT-CNT en el Taller de Intercambio PIT-
CNT/EP-FA-NM, realizado en Montevideo en mayo de 2004 con el auspicio de la
Fundación Friedrich Ebert.

5 Fuerza política, gobierno, trabajadores y organizaciones sociales. Documento aprobado
por el Plenario Nacional del FA, 19 de abril de 2004, y presentado en el Taller de
Intercambio PIT-CNT/EP-FA-NM, realizado en Montevideo en mayo de 2004 con el auspi-
cio de la Fundación Friedrich Ebert.

6 Estrictamente el triunfo fue del Encuentro Progresista –Frente Amplio– Nueva Mayoría
(EP-FA-NM), una alianza de la izquierda con sectores de centroizquierda, en la que el FA
es ampliamente mayoritario.

7 Declaración del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT con fecha 3 de noviembre de 2004.

8 Básicamente los puntos de fricción tenían que ver con los anuncios del gobierno electo
en referencia a la prolongación, tras la reforma constitucional que declaró su nulidad, de
las concesiones a empresas privadas de servicios de saneamiento y suministro de agua
potable, la habilitación de una nueva concesión en la telefonía celular, el restablecimien-
to del transporte ferroviario de pasajeros a través de concesiones a empresas privadas, y
la autorización de la instalación de plantas de celulosa en diversas zonas del país por parte
de empresas multinacionales. Semanario Búsqueda, 2 de diciembre de 2004.

9 Decreto del Poder Ejecutivo 105/05 del 7 de marzo de 2005.

10 El sindicato del sector estima en 300.000 los trabajadores del comercio y los servicios,
de los cuales sólo 8.000 están agremiados, lo que arroja una tasa de sindicalización insig-
nificante de 2,7%. 

11 El Observador 2005 “La resurrección de los sindicatos” (Montevideo) 28 de marzo.

12 El PANES es un programa de asistencia social a los sectores que viven en situación de
indigencia con el que el gobierno de izquierda piensa abatir las situaciones de pobreza más
críticas mientras que no lo permitan el crecimiento económico, el aumento del empleo y
las políticas sociales universales a las que se apuesta en el mediano plazo como solución
duradera a dicha situación.

13 En el último congreso del PIT-CNT, reunido en el año 2003, la relación entre afiliados
públicos y privados era de 68% a 32%.
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Argentina

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

S Á B A D O  1 Más de 1.000 familiares, amigos y vecinos marchan hacia la morgue judicial
de la Ciudad de Buenos Aires (BA) en reclamo de justicia para las más de 190
víctimas del incendio ocurrido en el boliche República de Cromagnon el pasa-
do 30 de diciembre. Más tarde, se suma otro grupo de manifestantes y se diri-
gen a la sede del gobierno de BA al grito de “atención, atención, no los mató
el incendio, los mató la corrupción”. 

J U E V E S  6 Más de 10 mil personas marchan hacia Plaza de Mayo en reclamo de justicia
para las víctimas de la tragedia de Cromagnon, exigiendo la renuncia del jefe
de gobierno porteño, Aníbal Ibarra. Cuando comienzan a desconcentrarse se
producen incidentes con la policía que reprime con carros hidrantes y detie-
ne a 42 personas. Otras 3 marchas tienen lugar en la provincia de Córdoba.

M I É R C O L E S  1 2 Más de 300 vecinos de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires (PBA),
organizados en una multisectorial de la que participan 14 entidades, marchan
a la sede local de Aguas Argentinas SA en protesta por los cortes en el sumi-
nistro del servicio durante los últimos días. También en Rosario, Santa Fe, 300
vecinos se concentran en la plaza central de su barrio para exigir el cese de la
concesión a la empresa Aguas Provinciales de Sante Fe por los continuos cor-
tes del servicio. 

J U E V E S  1 3 Comienza el canje de los bonos de la deuda –con el que el gobierno argenti-
no planea salir de la cesación de pagos– que finaliza el 25 de febrero. 

M A R T E S  2 5 Vendedores ambulantes de plaza Constitución, BA, resisten un intento de
desalojo que la policía efectúa en aplicación del nuevo Código
Contravencional y cortan la calle en protesta afirmando tener los papeles en
regla. Otros operativos de desalojo resistidos por los vendedores ocurren en
las zonas de Retiro, Parque Centenario, Parque Lezama y Plaza Once en BA. 

M I É R C O L E S  2 6 Los Jóvenes Autoconvocados por la masacre de Cromagnon junto a grupos
piqueteros, organismos de derechos humanos y partidos de izquierda reali-
zan un escrache frente a la Legislatura de la BA y reclaman la renuncia del
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secretario de Seguridad de la BA, Juan José Álvarez, a quien responsabilizan
por la muerte de los piqueteros Kosteki y Santillán, asesinados bajo su gestión
en el gobierno nacional el 26 de junio de 2002. 

J U E V E S  2 7 Integrantes de la multisectorial opositora al gobierno de la provincia de San
Luis marchan exigiendo la renuncia del gobernador, la intervención federal al
Poder Judicial de la provincia y en oposición al acuerdo entre Adolfo
Rodríguez Saá, ex gobernador de San Luis, y Carlos Menem, ex presidente de
la nación.

L U N E S  3 1 El jefe de Gobierno de la BA anuncia su decisión de impulsar una consulta
popular que defina la permanencia en su cargo a raíz de la crisis política desa-
tada por el incendio ocurrido en Cromagnon. El mecanismo conocido como
“revocación de mandato” está previsto por la constitución de la ciudad, como
una herramienta para que los ciudadanos –y no un miembro del Ejecutivo–
inicien una suerte de juicio popular y directo sobre cualquier funcionario
público. La iniciativa debe ser impulsada por el electorado con la firma del
20% de los inscriptos en el padrón electoral. No obstante, Ibarra anuncia que
solicitará directamente al tribunal superior que este convoque la consulta omi-
tiendo la recolección de las firmas. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 Vendedores ambulantes convocados por la Asociación de Vendedores
Independientes de la República Argentina (AVAIRA) y la Central de
Trabajadores Independientes de la Vía Pública (CTIPVA), y acompañados por
movimientos piqueteros, cortan durante más de 9 horas tres carriles de la
Avenida Pueyrredón (BA) en repudio al operativo que el martes último levan-
tara los puestos de venta en Plaza Once. Demandan al gobierno de la BA la
entrega de los permisos para seguir trabajando en la vía pública. 

J U E V E S  3 Los trabajadores de los subterráneos de la BA, administrados por la empresa
Metrovías, paralizan el servicio por varias horas en demanda de un aumento
salarial del 53%.

V I E R N E S  4 Continúa la huelga de los trabajadores de los subterráneos de la BA con una
paralización total del servicio durante las horas de mayor concentración de
usuarios, luego de que fracasara la reunión entre la empresa y los miembros
del cuerpo de delegados convocada por el gobierno nacional. En asamblea
los trabajadores deciden continuar con la medida de fuerza hasta que la
empresa les otorgue el incremento salarial reclamado. 

L U N E S  7 Los trabajadores de los subterráneos de la BA continúan la huelga paralizan-
do el servicio entre las 6 y las 10 hs y entre las 16 y las 20 hs, lo que genera
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caos de tránsito en la ciudad. Más tarde anuncian que, de no haber respues-
tas a su reclamo por parte de la empresa, la medida de fuerza continuará
sumando una hora de paro cada nuevo día. 

M I É R C O L E S  9 La Unión Tranviarios del Automotor (UTA) acuerda con la empresa Metrovías
un aumento salarial del 19% y levanta el paro de subtes previsto para este día.
Sin embargo, el cuerpo de delegados del subte, elegido por sus trabajadores
y opositor a la conducción de la UTA, manifiesta desconocer las negociaciones
llevadas adelante y aclara que “el paro no se levanta porque las bases no quie-
ren”. Ante esta situación, un vocero del Ministerio de Trabajo anticipa la con-
vocatoria a una audiencia entre la UTA y los delegados para el día siguiente.

La Cámara de Diputados convierte en ley el proyecto impulsado por el
Ministerio de Economía que impide la realización de una segunda oferta una
vez concluido el canje de la deuda, que ya había obtenido la media sanción
necesaria en el Senado.

J U E V E S  1 0 Los trabajadores del subte deciden en asamblea aceptar el acuerdo llevado
adelante entre la UTA y la empresa Metrovías.

V I E R N E S  1 1 Comienza la recolección de firmas para solicitar la convocatoria a un referén-
dum revocatorio en la jefatura de la BA, luego de que el Tribunal Superior de
Justicia (TSJ) rechazara el pedido de excepción de ese paso que solicitara el
jefe de Gobierno de la ciudad.

L U N E S  1 4 La Corriente Clasista y Combativa (CCC) y el Movimiento de Trabajadores
Desocupados (MTD) Aníbal Verón, entre otros, inician una jornada nacional de
protesta en reclamo de un aumento de 200 pesos en los planes sociales, la cre-
ación de trabajo genuino, capacitación para los jóvenes, becas escolares para
los hijos de padres desocupados y la libertad y el desprocesamiento de los
luchadores sociales. Se realizan marchas y cortes de rutas en casi todo el país. 

M I É R C O L E S  1 6 Unos 400 piqueteros de la Coordinadora de Trabajadores Desocupados
(CTD) Aníbal Verón se concentran en la Plaza de la República en la BA y mar-
chan en demanda de subsidios y asistencia social. Durante la movilización, un
automóvil intenta pasar sin respetar el cordón de seguridad de los militantes
quienes se enfurecen, atacan el auto y destrozan uno de los vidrios. Se desa-
ta una pelea en la que intervienen los vecinos de la zona y la policía y que
concluye con dos menores de edad heridos, manifestantes y policías golpea-
dos, un piquetero detenido y el traslado de la esposa embarazada del con-
ductor del auto, junto con sus 3 hijas, en ambulancia. 

V I E R N E S  1 8 Como consecuencia de la agresión sufrida por un automovilista y su familia
en una marcha piquetera, 2 fiscales de falta de la BA prohíben la portación de
palos y otros objetos contundentes en las manifestaciones. Esta disposición
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legal es posible a raíz de la sanción del Código Contravencional que condi-
ciona las manifestaciones. 

M I É R C O L E S  2 3 Más de mil desocupados de la CTD Aníbal Verón, el Movimiento Territorial
de Liberación (MTL) y el Movimiento Teresa Rodríguez (MTR), junto a estu-
diantes y organizaciones de defensa de los derechos humanos, marchan,
cumpliendo la orden de no portar palos ni capuchas y de dejar siempre libres
carriles de circulación, hacia la Legislatura de la BA y hacia la Plaza de Mayo.
Demandan la libertad de 40 presos políticos y rechazan el nuevo Código
Contravencional.

V I E R N E S  2 5 Médicos de 26 hospitales públicos de la PBA agrupados en la Asociación
Sindical de Profesionales de la Salud de la Provincia de Buenos Aires (CICOP)
realizan un paro de 24 hs, el sexto en lo que va del año, en reclamo de una
recomposición salarial.

Cerca de 2 mil maestros protestan en La Pampa en reclamo de un aumento
salarial. Por su parte, los docentes privados de la PBA acuerdan en asamblea
que pararán por 24 hs, mientras que los maestros de la provincia de Santa Fe
y Río Negro adhieren al paro por tiempo indeterminado.

M A R Z O

M A R T E S  1 Los maestros de la provincia de Salta inician una huelga en reclamo de un
salario básico de 750 pesos. 

M I É R C O L E S  2 Maestros de las provincias de Río Negro y Mendoza se suman al paro que
están efectuando desde el lunes anterior los trabajadores de la educación en
Corrientes, Santiago del Estero, Chaco, Entre Ríos y Santa Fe en reclamo de un
haber mínimo de 750 pesos sin sumas en negro.

J U E V E S  3 En el Salón Blanco de la casa de gobierno, el presidente y el ministro de
Economía anuncian formalmente los resultados del canje de la deuda argen-
tina, cuya adhesión alcanza el 76,07%.

V I E R N E S  4 La multisectorial neuquina marcha hacia la casa de gobierno de la provincia
en repudio a la escalada de amenazas que vienen sufriendo desde hace 10
días trabajadores de la fábrica recuperada Zanon, los dirigentes del sindicato
ceramista Raúl Godoy y Alejandro López, y la defensora de los Derechos del
Niño y su defensora adjunta, Nara Oses y Edith Galarza respectivamente. Al
mismo tiempo, en la localidad de Centenario, Neuquén, secuestran a la mujer
de un obrero de Zanon que es golpeada y lesionada en el rostro, el pecho y
los brazos con un elemento punzante, y la amenazan diciéndole: “Esto es por
Zanon. Deciles que vamos a llenar de sangre el sindicato. Queremos que lle-



gues con la cara ensangrentada para que les muestres cómo van a quedar
todos ellos. Se van a tener que ir a vivir todos a la fábrica porque los vamos
a matar a todos”.

L U N E S  7 La Asociación de Trabajadores de la Educación de Catamarca realiza un paro
activo en reclamo de un aumento salarial. En la provincia de Mendoza, los
docentes se movilizan junto a los trabajadores no docentes que reclaman un
aumento salarial de 300 pesos y la promulgación del estatuto no docente.
En Santa Fe, el magisterio decreta una huelga hasta el día miércoles en
reclamo de un incremento del salario básico y de la adecuación de la ley de
jubilación a la de la nación. Los manifestantes se movilizan hacia el
Ministerio de Educación de la provincia donde unos 2.500 docentes son
acompañados por organizaciones sociales. Además, el gobernador de Salta
declara ilegal el paro de los docentes. En las provincias de Río Negro, La
Rioja y Entre Ríos continúan en huelga.

Varias organizaciones de desocupados realizan marchas y cortes de ruta en La
Plata y numerosas localidades del conurbano y el interior de la PBA.

M I É R C O L E S  9 Una multitud de maestros se moviliza en Rosario, cerrando la tercera jornada
de paro en reclamo de aumento salarial.

J U E V E S  1 0 La Federación Marítima, Portuaria y de la Industria Naval (FEMPINRA), inte-
grada por 10 sindicatos, declara un paro general de 24 hs en varias termina-
les portuarias y se moviliza hacia la empresa de contenedores Exolgan en
rechazo a la terciarización de las tareas y de las subcontrataciones y en
demanda de negociaciones salariales inmediatas. 

Gremios docentes de toda la provincia de Santiago del Estero inician 48 hs de
huelga en demanda de un aumento salarial.

El presidente Néstor Kirchner convoca a un boicot nacional contra la empre-
sa Shell por el aumento de los precios del combustible. 

V I E R N E S  1 1 Desocupados de la Federación de Tierra y Vivienda (FTV), el MTD Evita, el
Frente 19 de Diciembre y Barrios de Pie, junto al Movimiento Resistir y Vencer,
la Agrupación Martín Fierro, el Frente Transversal y la Red Social Patriótica, blo-
quean simultáneamente más de 30 estaciones de servicio Shell en diferentes
puntos de la PBA y la BA. 

L U N E S  1 4 Continúa la huelga docente en demanda de recomposición salarial en Santa
Fe donde se decreta una nueva jornada de paro por 72 hs, y en Jujuy por 48
hs. En el departamento de Santa María, Catamarca, maestros cortan la ruta
exigiendo aumentos.
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M A R T E S  1 5 El director del Fondo Monetario Internacional (FMI), Rodrigo de Rato, declara
que la firma de un nuevo acuerdo con Argentina estará condicionada a que
la administración Kirchner desista del boicot a las petroleras.

Dos fiscales de la justicia de la BA instruyen a la policía para que impida los
bloqueos a las estaciones de servicio. Arguyen que la prohibición se ampara
en el nuevo Código Contravencional en vigencia en la ciudad.

M I É R C O L E S  1 6 Unos 5 mil maestros se movilizan en Salta en el marco de un paro por tiem-
po indeterminado en demanda de mejoras salariales. Los docentes de Río
Negro continúan en huelga por tiempo indeterminado y toman la oficina de
la Dirección de Rentas provincial en Bariloche. En Jujuy concluye la huelga
docente de 48 hs.

J U E V E S  1 7 Personal de enfermería, camilleros y administrativos agremiados en la
Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) inician un paro por 24 hs en los
33 hospitales públicos de la BA en demanda de un aumento salarial.

S Á B A D O 1 9 Organizaciones sociales, sindicales y partidos de izquierda marchan hasta el
obelisco porteño contra la ocupación militar estadounidense en Irak.

J U E V E S  2 4 En el marco del 29º aniversario del golpe de estado con el que se iniciara la
última dictadura militar, se realizan numerosas marchas en todo el país. 

M A R T E S  2 9 Médicos de la PBA nucleados en la CICOP inician una nueva jornada de paro
de 72 hs en reclamo de mejoras salariales.

J U E V E S  3 1 Más de 2.500 maestros de Córdoba, agremiados a la Unión de Educadores de
la Provincia de Córdoba (UEPC) y al Sindicato de Docentes Particulares
(SADOP), cumplen 24 hs de paro que culminan con una marcha en la capi-
tal de esa provincia en reclamo de un aumento de salarios.

A B R I L

V I E R N E S  1 El gobierno nacional rechaza otorgarle la personería gremial a la Central de
los Trabajadores Argentinos (CTA) argumentando que existen impedimen-
tos legales para acceder a dicha solicitud ya que la ley defiende la unicidad
sindical. 

El titular del FMI, Rodrigo de Rato, exige a Argentina que llegue a un acuerdo
con los acreedores que decidieran no entrar al canje de la deuda y manifies-
ta que la posibilidad de un nuevo acuerdo entre su organismo y el país
depende de la puesta en marcha de reformas estructurales en este último. 
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Unas 200 maestras intentan hacer una sentada en la Plaza 9 de Julio en la ciu-
dad de Salta, en reclamo de un sueldo básico de 750 pesos, cuando la poli-
cía se los impide a golpes y con balas de goma y gases lacrimógenos. La
represión concluye con 28 detenidos y varios heridos, entre ellos una menor
de 6 años que es herida con perdigones de goma en sus piernas. 

S Á B A D O  2 Más de 10 mil personas marchan por el centro de la ciudad de Salta en repu-
dio a la represión policial sufrida por un grupo de maestras el viernes último. 

L U N E S  4 Al canto de “qué papelón, qué papelón, la policía nos dará educación”, los
docentes en huelga toman las calles de Salta en repudio a la represión sufri-
da el viernes anterior. El paro, que ya lleva un mes, alcanza un 95% de acata-
miento, según fuentes gremiales. Por su parte, maestros convocados por la
Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina
(CTERA) se movilizan en la BA hacia la casa de la provincia de Salta para repu-
diar la represión y apoyar la lucha de sus colegas salteños. 

Cerca de 20 organizaciones de desocupados –la CCC, el MTD Aníbal Verón, el
Frente Popular Darío Santillán, el Bloque Piquetero Nacional (BPN) y el MTL,
entre otros– realizan una jornada nacional de protesta en la que cortan 95
rutas en 19 provincias del país. Exigen la universalización de los planes socia-
les y el aumento de los mismos a 350 pesos.

Los trabajadores no médicos del Hospital Garrahan, BA, inician una huelga
por 48 hs en demanda de un aumento del 70% en el salario básico. 

J U E V E S  7 Los trabajadores del Hospital Garrahan desconocen la conciliación obligatoria
dictada por el Ministerio de Trabajo y deciden continuar con la huelga inicia-
da el día anterior.

S Á B A D O 9 Los maestros de Salta rechazan una propuesta del gobierno provincial que
comprende un aumento de 61 pesos, elevando así el salario básico a 300
pesos remunerativos y bonificables para el cargo testigo de maestro de grado
de jornada simple, retroactivo al 1º de abril, y deciden continuar con el paro
por tiempo indeterminado que vienen realizando desde hace 7 semanas. 

L U N E S  1 1 Unos 4 mil docentes se movilizan en Salta en reclamo de un aumento salarial.

M I É R C O L E S  1 3 Empleados públicos nucleados en ATE realizan un paro nacional para recla-
mar un aumento salarial del 30% y la efectivización del personal contratado.
Se producen movilizaciones en todas las capitales del país. Los trabajadores
de la casa de gobierno de la BA –entre quienes se incluyen mozos, cocineros,
personal de limpieza, administrativos y otros– protestan en los patios interio-
res y en las galerías inferiores y superiores de la Casa Rosada. 
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El personal del Hospital Garrahan inicia un nuevo paro de 72 hs en demanda
de una mejora salarial del 70%. Desde el Ministerio de Salud se intima a los
trabajadores a cumplir con una conciliación obligatoria dictada la semana
anterior, pero la medida no es acatada. 

V I E R N E S  1 5 Los docentes agremiados en la Asociación de Trabajadores de la Educación
del Chaco (ATECH), el Sindicato de Trabajadores de la Educación del Chaco
(SITECH) y la Unión de Trabajadores de la Educación finalizan un nuevo paro
de actividades en demanda de un aumento salarial y cortan la Ruta Nacional
11, al Norte de Resistencia. 

S Á B A D O  1 6 Los trabajadores del Tren de la Costa nucleados en la Unión Ferroviaria (UF)
cortan las vías a la altura de San Isidro, PBA, e inician un paro en reclamo de
aumento salarial y mayor seguridad. 

Los docentes autoconvocados de la provincia de Salta aprueban en asamblea
un acuerdo por aumento salarial que lleva el sueldo básico, bonificable y
remunerativo a 320 pesos y el sueldo inicial a 700 pesos. 

D O M I N G O  1 7 Trabajadores del Hotel Bauen, recuperado por sus empleados y que actual-
mente funciona como una cooperativa, marchan en BA acompañados por
numerosas organizaciones sociales en reclamo de que se haga efectiva su
expropiación.

M A R T E S  1 9 Cientos de trabajadores de Líneas Aéreas Federales (LAFSA) protestan en el
aeroparque de la BA para exigir que se garantice la continuidad de sus pues-
tos de trabajo y toman los mostradores de las aerolíneas. En un operativo con-
junto entre la policía federal y la de seguridad aeronáutica, se intenta desalo-
jarlos con gases lacrimógenos y balas de goma. La represión deja como saldo
2 manifestantes detenidos y varias personas heridas.

Miles de piqueteros de 10 organizaciones de desocupados, integrantes de fábri-
cas recuperadas y empleados de empresas en conflicto marchan desde el
Congreso hacia Plaza de Mayo, BA, en el marco de una jornada nacional de pro-
testa en reclamo de trabajo genuino, el aumento a 350 pesos de los planes
sociales y la equiparación del salario mínimo con el costo de la canasta familiar.
Se realizan marchas y piquetes en las principales ciudades del interior del país. 

Ante la falta de respuesta a sus reclamos, los trabajadores del Hospital
Garrahan anuncian el comienzo de una nueva jornada de paro de 72 hs. 

M I É R C O L E S  2 0 Trabajadores de la empresa Metrovías realizan un paro de 30 minutos en las
5 líneas de subte y el premetro, en solidaridad con los trabajadores de LAFSA
y del Hospital Garrahan. También, el BPN marcha al Ministerio de Justicia para
exigir la libertad de los 2 trabajadores de LAFSA detenidos. Los desocupados
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del MTD Aníbal Verón también se solidarizan con los trabajadores cortando
parcialmente el Puente Pueyrredón. 

V I E R N E S  2 2 Comienzan las paritarias del Hospital Garrahan. Según el acuerdo alcanzado
con los trabajadores se decide mantener el paro suspendido mientras dure el
proceso de negociación colectiva con el Ministerio de Trabajo.

D O M I N G O  2 4 Unos 250 vecinos de Ezeiza, Monte Grande y La Matanza se manifiestan fren-
te a la Municipalidad de Monte Grande, PBA, en protesta por la contaminación
con uranio de las napas de agua próximas al Centro Atómico de Ezeiza. Exigen
agua potable, un peritaje judicial y el cese de las actividades contaminantes. 

M A R T E S  2 6 Desocupados pertenecientes al MTD Aníbal Verón, el Frente Popular Darío
Santillán y la CCC protestan en el Puente Pueyrredón, PBA, al cumplirse 34
meses de los asesinatos de Darío Santillán y Maximiliano Kosteki. El 17 de
mayo próximo comienza el juicio oral por sus asesinatos. 

M I É R C O L E S  2 7 El personal no médico de los hospitales Ramos Mejía, Gutiérrez y Álvarez de
la BA inicia un paro por 24 hs en reclamo de un aumento salarial que garan-
tice un básico inicial de 1.500 pesos. 

Los trabajadores no médicos del Garrahan, nucleados en ATE, firman en dis-
conformidad el acuerdo que pone fin a las medidas de fuerza, en tanto recla-
man que los 300 pesos de aumento salarial que ofrecieran las autoridades
sean considerados en el cálculo de aguinaldo y vacaciones y que no haya san-
ciones por los días de huelga. Ante esta situación, el director nacional de
Relaciones Laborales convoca para el lunes siguiente una nueva reunión de
negociación con las autoridades del hospital, los otros gremios y la Asociación
de Profesionales.

J U E V E S  2 8 Trabajadores no médicos de 77 hospitales públicos de la PBA agrupados en
ATE realizan una jornada de paro de 24 hs en demanda de mejoras salariales.
También realizan un corte en la autopista Ricchieri y luego marchan hacia el
Aeropuerto Nacional de Ezeiza.

Docentes de la provincia del Chaco cortan la Ruta 11, a 30 km de Resistencia,
en el marco de un paro de 24 hs en reclamo de aumento salarial. 

S Á B A D O 3 0 Bajo las consignas “no a la contaminación”, “no a la lluvia ácida”, “no a las
papeleras”, unas 40 mil personas de Uruguay y Argentina marchan hacia el
puente internacional que une Gualeguaychú, Argentina, y Fray Bentos,
Uruguay, y lo cortan durante 6 hs en rechazo a la instalación de 2 plantas de
celulosa sobre el Río Uruguay por su potencial de contaminación. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ATE Asociación de Trabajadores del Estado
ATECH Asociación de Trabajadores de la Educación del Chaco 
AVAIRA Asociación de Vendedores Independientes de la República Argentina

BA Ciudad de Buenos Aires
BPN Bloque Piquetero Nacional
CCC Corriente Clasista y Combativa

CICOP Asociación Sindical de Profesionales de la Salud de la Provincia de Buenos
Aires 

CTA Central de los Trabajadores Argentinos 
CTD Coordinadora de Trabajadores Desocupados

CTERA Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina 
CTIVPA Central de Trabajadores Independientes de la Vía Pública 

FEMPINRA Federación Marítima, Portuaria y de la Industria Naval
FMI Fondo Monetario Internacional
FTV Federación de Tierra y Vivienda

LAFSA Líneas Aéreas Federales 
MTD Movimiento de Trabajadores Desocupados
MTL Movimiento Territorial de Liberación
MTR Movimiento Teresa Rodríguez
PBA Provincia de Buenos Aires

SADOP Sindicato de Docentes Particulares
SITECH Sindicato de Trabajadores de la Educación del Chaco

TSJ Tribunal Superior de Justicia
UEPC Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba

UF Unión Ferroviaria 
UTA Unión Tranviarios del Automotor

Realizada por María Celia Cotarelo (PIMSA-Programa de Investigación sobre
el Movimiento de la Sociedad Argentina) y el Observatorio Social de América
Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Sol Denot.
Fuentes: diarios Página 12, Clarín, Crónica y La Nación.
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Brasil

[cronología janeiro-abril 2005]

J A N E I R O

D O M I N G O  2 3 O Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra (MST) inaugurou a Escola
Nacional Florestan Fernandes em Guararema - São Paulo (região Sudeste),
que será uma universidade popular que visa principalmente educar militantes
nas áreas social e política; ela também formará pedagogos para os centros de
educação nos assentamentos e técnicos agrários que ajudarão pequenos
agricultores, mas ainda não possui registro no Ministério da Educação (MEC).
A escola foi custeada por um fundo social da União Européia, pelo próprio
MST e pelas ONG´s cristãs Cáritas, da Alemanha, e Frères Des Hommes, da
França. O nome é uma homenagem ao sociólogo e professor Florestan
Fernandes (1920-1995), que influenciou uma geração de intelectuais
brasileiros. A escola foi construída em sistema de mutirão, em uma área
pertencente ao movimento.

4 ª  F E I R A  2 6 Início do Fórum Social Mundial (FSM) que reuniu em sua marcha de abertura
cerca de 200 mil pessoas e representantes de mais de 5 mil organizações,
redes e movimentos de 122 países na cidade de Porto Alegre - Rio Grande do
Sul (região Sul). No dia 27, em torno de 13 mil pessoas foram assistir a
apresentação do presidente Lula. Um grupo de manifestantes dos partidos
Partido Socialismo e Liberdade (P-SOL), Partido Socialista dos Trabalhadores
Unificados (PSTU) e Partido Democrático Trabalhista (PDT) vaiou o presidente
e houve tumulto, quando duas pessoas foram presas. No dia 30, o presidente
da Venezuela Hugo Chávez discursou para um público de 22 mil pessoas. A
Comissão Organizadora decidiu rejeitar a articulação do presidente Lula para
reunir representantes do FSM e do Fórum Econômico (de Davos) em Paris no
mês de julho.

S Á B A D O  2 9 A Justiça Federal determinou a desocupação de 8 fazendas invadidas por
cerca de 1.100 índios nas cidades de Dois Irmãos do Buriti e Sidrolândia em
Mato Grosso do Sul (região Centro-Oeste). A Polícia Federal (PF) foi acionada
para fazer as desocupações. As decisões se referem a 6 fazendas ocupadas
em 2003 por cerca de 600 índios da etnia terena, uma fazenda no município
de Antônio João –na fronteira com o Paraguai; e uma área de 9.300 hectares,
que foi demarcada pelo governo federal, na qual estão cerca de 500 índios
das etnias Guarani e Caiuá desde 1998. Essa terra era uma das reivindicadas
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pelo líder indígena Marçal de Souza, assassinado em 1983. O crime continua
impune. 

F E V E R E I R O

S Á B A D O  1 2 A missionária norte-americana Dorothy Stang, que atuava na região de Anapu,
no Pará (região Norte) como agente da Comissão Pastoral da Terra (CPT) foi
assassinada com 3 tiros. De acordo com a polícia, esta é uma região que
envolve conflitos agrários antigos entre fazendeiros, grileiros, trabalhadores
rurais e madeireiros. A CPT informou que a irmã Dorothy vinha sendo
ameaçada desde o início de seu trabalho na cidade, em 1997, já que tinha
uma ligação muito estreita com os trabalhadores rurais.

D O M I N G O  1 3 Um grupo de aproximadamente 1.350 pessoas ligadas à Federação dos
Trabalhadores de Agricultura de Pernambuco (FETAPE) ocupou 4 fazendas no
interior de Pernambuco (região Nordeste). Segundo a entidade, a ação marca
o início de uma ofensiva de protestos contra a lentidão do governo federal na
reforma agrária. Ela exige que o Instituto Nacional de Colonização e Reforma
Agrária (INCRA) promova já 50 vistorias em terras reivindicadas por seus
integrantes. De acordo com o presidente da FETAPE a entidade tem no estado
154 acampamentos, com 10.670 famílias aguardando a reforma agrária. A
maioria deles está próximo da região canavieira, formada por famílias que
foram expulsas dos engenhos durante o Proálcool (quando sítios foram
destruídos para dar lugar à plantação de cana-de-açúcar) ou que perderam os
empregos depois da falência de 15 das 48 usinas que o estado já teve.

3 ª  F E I R A  1 5 O sindicalista Daniel Soares da Costa Filho, presidente da Associação do
Assentamento Carlos Fonseca e ex-presidente do sindicato dos trabalhadores
rurais de Parauapebas, no Pará (região Norte), foi assassinado com 3 tiros
quando estava a caminho do assentamento Carajás. Na avaliação do
presidente da Federação dos Trabalhadores na Agricultura (FETAGRI) na
região, o sindicalista vinha sofrendo ameaças por ter denunciado a ação de
grileiros há 5 anos e julga ser esta a possível causa do assassinato. 

4 ª  F E I R A  1 6 Confronto entre a Polícia Militar (PM) e sem-teto em Goiânia (região Centro-
Oeste). Um terreno de 1,2 milhão de metros quadrados no bairro Parque Oeste
que abrigava cerca de 3 mil famílias foi ocupado por 2.500 policiais militares
para cumprirem a reintegração de posse determinada pela justiça estadual em
setembro de 2004. Os sem-teto resistiram à entrada da PM com barricadas e
atearam fogo a pneus, mas após aproximadamente 4 horas de conflito o
terreno é desocupado, deixando 2 mortos, 29 pessoas feridas e mais de 800
detidas. O governador do estado, Marconi Perillo, do Partido da Social
Democracia Brasileira (PSDB), declarou que a PM terá que se responsabilizar
por qualquer exagero que por ventura tenha ocorrido na reintegração de posse.



Já o secretário de Segurança Pública e Justiça de Goiânia considerou a operação
policial bem sucedida, informando que a polícia agiu com muito equilíbrio e
somente os 20 oficias participantes da operação portavam armas de fogo; todos
os demais utilizavam munição não letal.

3 ª  F E I R A  2 2 O ambientalista Dionísio Júlio Ribeiro foi assassinado, vítima de uma
emboscada em uma trilha da reserva biológica do Tinguá, distrito de Nova
Iguaçu, região metropolitana do Rio de Janeiro (região Sudeste). Ele era
presidente do conselho fiscal da ONG Defesa da Natureza, entidade que luta
pela preservação da fauna e flora da reserva do Tinguá, que é a maior do
estado sob administração federal. Para a Polícia Civil, os principais suspeitos
do crime são pessoas que extraem palmito na reserva. Cerca de 100
ambientalistas e moradores do bairro do Tinguá fizeram um protesto em
frente à sede do Instituto Brasileiro de Meio Ambiente e de Recursos Naturais
Renováveis (IBAMA) contra a morte do ambientalista. Para eles falta ao IBAMA
vontade de aumentar o número de fiscais na reserva.

4 ª  F E I R A  2 3 Ruralistas fazem barreiras e fecham comércio contra as vistorias do INCRA no
Rio Grande do Sul (região Sul). Segundo eles a estiagem na região compromete
a avaliação real da produtividade. O INCRA não suspenderá as vistorias, que
não ocorriam no Estado há 9 meses em função da greve dos funcionários, pois
afirma que os índices de produtividade são relativos a um período de 12 meses.

M A R Ç O

5 ª  F E I R A  1 0 Cerca de 100 integrantes do Movimento dos Atingidos por Barragens (MAB)
entraram em confronto com a PM em Rio Casca, a 200 km de Belo Horizonte
(região Sudeste), antes de uma audiência pública sobre a construção da usina
hidrelétrica de Jurumirim. O MAB alega que o estudo de impacto ambiental
da obra não reconhece o número total de famílias e que uma das
comunidades não foi informada sobre a audiência. De acordo com a PM, o
confronto ocorreu depois de esgotadas todas as possibilidades de diálogo
com o movimento.

6 ª  F E I R A  1 1 Após rebelião em 4 unidades da Fundação Estadual para Bem-Estar do Menor
(FEBEM) no complexo do Tatuapé, zona leste de São Paulo (região Sudeste),
247 internos continuam foragidos. Esta foi a segunda maior fuga na instituição,
a primeira foi em 1999. De acordo com a FEBEM, o motim começou com
aqueles que não conseguiram fugir. Trinta funcionários e 6 adolescentes
ficaram feridos. Em outro complexo da Instituição, em Franco da Rocha, uma
funcionária foi estuprada por 3 detentos durante outro motim.

3 ª  F E I R A  2 9 Completa 30 dias a ocupação do MST no prédio da superintendência do
INCRA em Maceió (região Nordeste). O objetivo é forçar a saída do
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superintendente Gino César Menezes. A presidência do INCRA informou que
não negocia a saída do superintendente e que estão suspensas as
negociações entre o órgão e o MST.

5 ª  F E I R A  3 1 Trinta pessoas, entre elas crianças e adolescentes, foram assassinadas por tiros
que atingiram alvos a esmo em 11 locais diferentes dos municípios de Nova
Iguaçu e Queimados - Rio de Janeiro. A ação durou uma hora e meia e esta
foi a maior chacina registrada no estado. Segundo a secretaria de Segurança,
o massacre foi uma provável retaliação de um grupo de policiais militares, que
estariam intimidados pelas investigações e punições pelo envolvimento de
agentes da corporação em crimes na Baixada Fluminense, determinadas pelo
Comandante do Batalhão da região. Dez policiais militares são suspeitos pela
chacina, e dentre eles, 8 que foram reconhecidos por testemunhas estão em
prisão temporária. O Governo Federal e o Ministério da Justiça decidiram
enviar um reforço de 500 policiais da Força Nacional ao Rio de Janeiro para
participar de operações de combate ao crime organizado.

Lançado um manifesto no Fórum de Defesa dos Direitos Indígenas ocorrido
em Brasília, contra a ausência de políticas públicas e demora em homologar
em área contínua a Terra Indígena Raposa-Serra do Sol, em Roraima. As
organizações cobram, ainda, a criação de um Conselho Nacional de Política
Indigenista com a participação de organizações indígenas e também
reformulações na política de saúde indígena do governo federal.

O presidente Lula foi vaiado por 200 estudantes quando realizava um discurso
na Universidade Federal de São Carlos (UFSCAR) - São Paulo. Os estudantes
protestavam contra a proposta de reforma universitária do governo.

A B R I L

2 ª  F E I R A  1 1 Quinhentas famílias ligadas ao MST ocuparam 3 propriedades em
Pernambuco. O estado já tem o maior número de ocupações (18 desde 1º de
abril, com 5.650 novas famílias acampadas) dentro do denominado “Abril
Vermelho” promovido pelo MST. 

5 ª  F E I R A  1 4 Aproximadamente 1.200 militantes do Movimento de Libertação dos Sem-
Terra (MLST) ocuparam o prédio do Ministério da Fazenda em protesto pelo
contingenciamento de 2 bilhões de reais no orçamento do Ministério do
Desenvolvimento Agrário (MDA). Os manifestantes permaneceram 7 horas
no prédio, e só desocuparam depois que foi prometida uma reunião entre o
movimento e o Ministro do MDA, Miguel Rossetto.

6 ª  F E I R A  1 5 O presidente Lula da Silva assinou o decreto de homologação da terra
indígena Raposa/Serra do Sol em área contínua no estado de Roraima, o que
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beneficia aproximadamente 15 mil índios de 4 povos. Esta é considerada a
segunda maior reserva do país e este processo durava mais de 20 anos. As
rodovias estaduais e federais, escolas, postos de saúde, unidades militares e
linhas de transmissão de energia ficaram preservados, porém dentro das
reserva e, portanto, sob o regime dos índios. Os produtores de arroz –que
desde 1998, quando a área foi demarcada pela primeira vez, são os
antagonistas em conflitos com índios e ambientalistas– serão retirados no
prazo de um ano.
Em decorrência à assinatura do decreto, 4 conflitos foram significativos na
região: a) um bloqueio de 5 dias iniciado no dia 24/04 em uma rodovia que
liga o Brasil à Venezuela pelo estado de Roraima (região Norte), organizado
por moradores índios e não-índios de Paracaima contra a homologação. O
prefeito de Paracaima decretou estado de emergência no município e
recorreu ao prefeito do município venezuelano da fronteira que peça ao
presidente Hugo Chávez que intervenha na decisão do presidente Lula; b) o
governador de Roraima protocolou no dia 19/04 uma ação na Justiça Federal
contra a homologação; c) protesto feita por arrozeiros na capital de Roraima
reuniu no dia 20/04 mais de 15 mil pessoas; d) um grupo de índios manteve
por 9 dias (entre 22 e 30/04) 4 agentes da PF como reféns e condicionaram
a libertação deles à revogação da portaria do governo federal; apesar da
liberação ter ocorrido sem que a reivindicação fosse atendida, este foi o
protesto que gerou a maior tensão desde o anúncio da homologação.

2 ª  F E I R A  1 8 Fim da greve de 8 dias dos trabalhadores do setor de construção civil de São
Paulo (cerca de 220 mil) pelo reajuste de 18% –sendo 6% de reposição
salarial e 12% de aumento real. O acordo com as construtoras estabeleceu
reajuste de 8,12% a partir de 1º de maio (sendo cerca de 2% de aumento
real). Ocorreu uma manifestação nas ruas do centro da cidade, que reuniu
cerca de 6 mil trabalhadores.

3 ª  F E I R A 1 9 A CPT divulgou o relatório de conflitos agrários no ano de 2004, que atesta
que este foi o ano que registrou o maior número de conflitos desde que a
entidade passou a contar esses casos, há duas décadas –que envolvem
disputas de terra, invasões, brigas judiciais, problemas trabalhistas e flagrantes
de trabalho escravo, entre outras ocorrências. Pelos números da CPT, houve
redução de 46% no número de mortes no campo em 2004 em relação a
2003, entretanto ocorreram mais ocupações de terra (327 ocupações em
2003, e 496 em 2004).

S Á B A D O  2 3 Sessenta famílias ocuparam uma propriedade em Brejo da Madre de Deus -
Pernambuco (região Nordeste), reivindicando a área de 1.800 hectares, que
segundo o movimento é improdutiva. O INCRA afirma que a área é produtiva.
Esta foi a 24ª ocupação de terras em Pernambuco no mês do movimento
“Abril Vermelho”.
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D O M I N G O  2 4 Na Plenária Nacional dos Servidores Públicos Federais (SPFs) realizada com
a presença de mais de 450 delegados, os SPF encaminharam ao governo as
seguintes reinvindicações: fixação da data-base em 1º de maio; reposição
anual com base no índice do Departamento Intersindical de Estatística e
Estudos Sócio-Econômicos (DIEESE); reajuste emergencial de 18%
correspondente à inflação de 2003 e 2004; recomposição dos valores salariais
de janeiro de 1995, com paridade entre ativos e aposentados e com
incorporação de todas as gratificações. No dia 18 de maio haverá um Dia
Nacional de Luta com paralisação, manifestações nas capitais dos estados
protestando contra a política econômica neoliberal do governo e por uma
política salarial para os servidores e para a primeira quinzena de junho a
plenária indicou greve. O governo enviou projeto ao Parlamento propondo
0,1% de reajuste para os servidores, índice rejeitado pelos servidores.

3 ª  F E I R A  2 6 Um grupo de 80 mulheres de militares bloquearam uma avenida em frente
ao Palácio do Planalto (sede do governo federal) durante uma hora para
protestar a segunda parcela do reajuste dos salários (23%) das Forças
Armadas, como complemento aos 10% pagos no ano passado. Houve
confronto entre as manifestantes e a PM.

Seis agricultores sem-terra ligados ao MST foram presos em Arapiraca - Alagoas
(região Nordeste), acusados de saquear 2 caminhões carregados de alimentos
2 dias antes, no mesmo dia em que o movimento fez uma série de bloqueios
em rodovias do estado. Os sem-terra negaram as acusações.

4 ª  F E I R A  2 7 Aproximadamente 4 mil trabalhadores do setor de educação fizeram um dia
de protestos em Brasília, em frente à Esplanada dos Ministérios, com um
pedido de conversão da dívida externa em recursos para a educação e para a
aprovação do Fundo Nacional de Desenvolvimento do Ensino Básico
(FUNDEB). Representantes dos trabalhadores reuniram-se com os ministros
José Dirceu (Casa Civil), Tarso Genro (Educação) e Aldo Rabelo (Coordenação
Política), para pedir mais verbas para a educação. Os ministros disseram que
o governo trabalha para enviar a proposta do FUNDEB ao Congresso a tempo
de ser aprovada este ano.

5 ª  F E I R A  2 8 Cerca de mil militantes do MST ocuparam 12 praças de pedágio de rodovias
do Paraná (região Sul), para marcar o início da Marcha à Brasília, manifestação
que vai acontecer na capital federal no dia 17/05. Outros 4.100 sem-terra de 9
estados iniciaram uma série de caravanas em direção à Brasília. Duzentos
integrantes do movimento do Rio e São Paulo participaram de um ato
ecumênico no Rio. Cerca de 10 mil trabalhadores rurais estão saindo de
Goiânia após realizarem um ato público no centro da cidade. A chegada da
marcha está prevista para o dia 17/05 e será marcada por uma manifestação
na Esplanada dos Ministérios. O objetivo da marcha é reforçar a pauta pela
reforma agrária e mudanças na política econômica.
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Greve geral de ônibus da cidade de São Paulo (região Sudeste), sendo a
principal mobilização dos condutores nos últimos 2 anos. A paralisação foi um
alerta de motoristas e cobradores para suas reivindicações de reajuste salarial
(7,71% de reposição e 5,8% de aumento real). A categoria rejeitou a proposta
de reajuste feita pelos patrões, mas decidiram se manter em estado de greve
–condição simbólica para sinalizar que podem reverter a decisão a qualquer
momento.

6 ª  F E I R A  2 9 Cinqüenta famílias do MST ocuparam uma fazenda no Recife e chegou à 25ª
ocupação em Pernambuco no “Abril Vermelho”. Dados da Ouvidoria Agrária
Nacional revelaram que em 2004 foram feitas 56 ocupações pelo MST em
Pernambuco, e em 2005 o número já chega a 31.

S I G L A S

CPT Comissão Pastoral da Terra
CUT Central Única dos Trabalhadores

DIEESE Departamento Intersindical de Estatística e Estudos Sócio-Econômicos
FEBEM Fundação Estadual para o Bem-Estar do Menor

FETAGRI Federação dos Trabalhadores na Agricultura
FETAPE Federação dos Trabalhadores de Agricultura de Pernambuco

FSM Fórum Social Mundial
FUNDEB Fundo Nacional de Desenvolvimento do Ensino Básico

IBAMA Instituto Brasileiro de Meio Ambiente e de Recursos Naturais Renováveis
INCRA Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária

MAB Movimento dos Atingidos por Barragens
MEC Ministério da Educação
MDA Ministério do Desenvolvimento Agrário
MLST Movimento de Libertação dos Sem-Terra
MST Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem-Terra
PDT Partido Democrático Trabalhista

PF Polícia Federal
PM Polícia Militar

PSDB Partido da Social Democracia Brasileira
P-SOL Partido Socialismo e Liberdade
PSTU Partido Socialista dos Trabalhadores Unificados

PT Partido dos Trabalhadores
SPFs Servidores Públicos Federais

UFSCAR Universidade Federal de São Carlos
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Chile

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M I É R C O L E S  5 Medio centenar de mapuche de 8 comunidades de la provincia de Valdivia,
conducidos por el Consejo de Todas las Tierras, marcha hacia la planta celu-
losa Arauco Constitución y exige que cierre sus operaciones hasta que se com-
pruebe si desecha o no elementos contaminantes en el Río Cruces.

F E B R E R O

D O M I N G O  2 7 El Ministerio Público dicta 43 medidas de protección policial en predios de
Arauko y Malleko que ordenan la realización de rondas policiales, despliegues
de patrullas tácticas y otras de apoyo a brigadistas de la Corporación Nacional
Forestal a raíz de atentados incendiarios ocurridos en la zona durante el mes
último.

M A R Z O

M I É R C O L E S  2 La Coordinadora Mapuche Arauko Malleko asume la autoría de una decena
de los atentados acontecidos en la zona de Ercilla en lo que va del año, cuya
mayor parte afectó propiedades usurpadas en Ercilla y Collipulli de la empre-
sa Bosques Arauco y de particulares. 

L U N E S  7 Los presos políticos mapuche recluidos en el penal de Angol anuncian el ini-
cio de una huelga de hambre que pretende su liberación y la de los indíge-
nas detenidos en Traiguén y Concepción. 

V I E R N E S  1 1 Setecientas personas marchan en Santiago para demandar la liberación de los
presos políticos chilenos, los mapuche e internacionalistas que se hallan
encarcelados tanto en Chile como en Argentina, Brasil y Perú. La manifesta-
ción, que es duramente reprimida por carabineros, cuenta con la presencia de
la Coordinadora Nacional de Presos Políticos. 

S Á B A D O 1 9 Tres mil personas convocadas por el Foro Social Chileno marchan en Santiago
hacia la embajada de EE.UU. para repudiar la invasión militar a Irak. El Colegio
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de Profesores, la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), el Servicio Paz y
Justicia (SERPAJ), la Asociación por una Tasa a las Transacciones Especulativas
y la Acción Ciudadana (ATTAC), el Partido Comunista (PC) y el Partido
Humanista (PH) participan, entre otros, de la manifestación.

D O M I N G O  2 0 Cerca de 3 mil personas congregadas en el movimiento Acción por los Cisnes
marchan en la ciudad de Valdivia exigiendo la paralización de la planta local
de la empresa celulosa Arauco y Constitución y la restitución del equilibrio
ecológico en el humedal del Río Cruces.

J U E V E S  2 4 El pleno de la Corte Suprema resuelve por 15 votos a 4 rechazar el desafue-
ro de Pinochet en relación al caso Prats.

S Á B A D O  2 6 El lonko José Regle Calhueque de la comunidad Cano Antinao sufre un aten-
tado cuando 3 personas encapuchadas lo abordan en las cercanías de Victoria,
región en que actúa el grupo paramilitar Comando Hernán Tizano. 

M I É R C O L E S  3 0 Cinco mil estudiantes secundarios y universitarios de Valparaíso y Viña del Mar
marchan en la primera ciudad hacia la Intendencia de la V Región y el
Congreso Nacional exigiendo que no sea aplicado un aumento en el pasaje
escolar. Carabineros reprimen la protesta y detienen a 168 manifestantes.

A B R I L

M I É R C O L E S  6 La Segunda Sala de la Corte Suprema declara la nulidad del fallo del Tribunal
Oral en lo Penal de Temuco que el 4 de noviembre último absolviera a 8
miembros de la Coordinadora Mapuche Arauko Malleko. 

J U E V E S  7 Mil quinientos jóvenes universitarios de Concepción marchan hacia la
Intendencia Regional y la Secretaría Regional Ministerial de Educación, donde
reclaman por crédito universitario y rechazan de la ley de financiamiento. Los
estudiantes en paro indefinido intentan sin éxito tomar esta última depen-
dencia, luego de lo cual se repliegan hacia la Universidad de Concepción
donde la policía continúa las agresiones y se suceden enfrentamientos que
culminan con 69 detenidos.

M A R T E S  1 2 Sesenta ex trabajadores y trabajadoras mineros de Lota, del sindicato Unión y
Progreso, arriban a Santiago y marchan hacia el Ministerio de Trabajo donde
exigen planes de trabajo para cada uno de ellos.

J U E V E S  1 4 La Confederación Nacional de Estudiantes de Chile (CONFECH) convoca a
una jornada de protestas que tiene repercusión en Santiago, Concepción,
Valparaíso, Antofagasta, Valdivia, Arica e Iquique. En la capital del país protes-
tan jóvenes frente al Ministerio de Educación. En Valparaíso marchan 2 mil
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estudiantes universitarios y secundarios hacia el Parlamento, donde son repri-
midos con carros lanza aguas y otros químicos. 

M A R T E S  1 9 La Corte de Apelaciones de Valdivia dictamina que la empresa Celulosa
Arauco deberá detener las obras de la planta Valdivia hasta tanto la Comisión
Regional del Medioambiente (COREMA) se expida al respecto de su impacto
ambiental. 

Trescientos estudiantes universitarios ingresan por la fuerza a la Cámara de
Diputados e impiden la votación de la ley de financiamiento antes de ser expul-
sados del recinto. Los estudiantes argumentan que el proyecto en debate per-
mite a entidades privadas emitir los créditos que hoy día corresponden al esta-
do. Otras demostraciones suceden en Santiago, Concepción y Puerto Montt.

M I É R C O L E S  2 0 La Cámara de Diputados aprueba en particular la Ley de Financiamiento
Universitario en medio de protestas estudiantiles en todo el país. En Santiago,
7 mil estudiantes universitarios y secundarios marchan al Ministerio de
Educación para pedir al presidente que vete la iniciativa. En Valparaíso,
Valdivia, Puerto Montt, Temuco, Concepción, Arica, Talcahuano e Iquique tie-
nen lugar otras protestas, que son reprimidas y en las cuales la policía realiza
centenas de detenciones.

J U E V E S  2 1 Las comunidades mapuche Ranquilco, Cheuquepan y Antonio Panitru Lonko
Mahuida ingresan a predios de las cercanías de Collipulli que les pertenecen
ancestralmente y que fueran certificados por el Ministerio de Hacienda y
Planificación, pero cuya entrega aún no se ha concretado. 

V I E R N E S  2 2 Unas 250 personas se congregan en la capitalina Plaza Los Héroes para dar
lugar a una jornada por la libertad de los presos políticos del mundo en la cual
recuerdan, en particular, a los mapuche y a los internacionalistas. La
Coordinadora Antiimperialista y el Frente Patriótico Manuel Rodríguez, entre
otros, participan del acto que concluye con una veintena de detenidos. 

L U N E S  2 5 El Consejo de Todas las Tierras conduce una manifestación frente a la
Intendencia de la IX Región, en la ciudad de Temuco, con la aspiración de
obtener tierras usurpadas por particulares y empresas como Millalemu,
Terranova y las forestales Mininco, Valdivia, Huichague y Arauco.

M I É R C O L E S  2 7 Los miembros del Consejo de Todas las Tierras logran una promesa de reu-
nión con la ministra de Hacienda y Planificación para el 24 de mayo próximo. 

Alrededor de 5 mil jóvenes convocados por la Asamblea Coordinadora de
Estudiantes Secundarios (ACES) marchan en Santiago hacia el Ministerio de
Educación contra el aumento del pasaje escolar; se enfrentan con carabineros
que los reprimen y detienen a un centenar de manifestantes. 
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J U E V E S  2 8 Alrededor de 4 mil universitarios marchan hacia el Ministerio de Educación
junto a la CONFECH, donde los reciben piquetes de carabineros, guanacos y
zorrillos que continúan luego cuando los estudiantes se repliegan en la
Universidad de Santiago de Chile (USACH) y la Universidad Tecnológica
Metropolitana (UTEM). 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACES Asamblea Coordinadora de Estudiantes Secundarios
ATTAC Asociación por una Tasa a las Transacciones Especulativas y la Acción

Ciudadana
CONFECH Confederación Nacional de Estudiantes de Chile
COREMA Comisión Regional del Medioambiente

CUT Central Unitaria de Trabajadores
PC Partido Comunista
PH Partido Humanista

SERPAJ Servicio Paz y Justicia
USACH Universidad de Santiago de Chile
UTEM Universidad Tecnológica Metropolitana

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios El Mercurio y La Tercera.
Otras fuentes: páginas web de la Coordinadora Mapuche Arauko Malleko,
Hommodolars, Mapuexpress, Azkintuwe, Desobediencia Informativa,
Meli Wixan Mapu, el Foro Social Chileno, Medios en la Calle,
Indymedia Santiago, Indymedia Valparaíso e Indymedia Chilesur.
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Paraguay

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  1 1 Legisladores norteamericanos de visita en el país declaran que es evidente
que desde Ciudad del Este sale dinero para financiar al terrorismo. 

L U N E S  2 4 Jubilados de todos los gremios bancarios se manifiestan frente al Panteón de
los Héroes, en Asunción, en protesta por la intención de intervenir y liquidar
la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Bancarios. 

F E B R E R O

V I E R N E S  1 1 Miembros del Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP) y del Sindicato de
Trabajadores de Prensa (SITRAPREN) protestan frente a las oficinas del pro-
pietario del diario Noticias en repudio a su decisión de clausurar el matutino,
dejando en la calle a 246 trabajadores. 

M I É R C O L E S  1 6 La Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC)
realiza una marcha por el microcentro de Asunción y se concentra en la Plaza
Italia. Sus principales líderes se reúnen con los miembros de la Comisión de
Crisis encabezada por el vicepresidente de la República y reclaman la recupe-
ración de las tierras malhabidas, aquellas entregadas a sus actuales dueños de
manera irregular por gobiernos anteriores.

La Federación Nacional Campesina (FNC) se moviliza en 9 departamentos del
país en rechazo a los proyectos de privatización de la banca pública. 

Cecilia Cubas Gusinky, hija del ex presidente Raúl Cubas Grau, secuestrada el
21 de septiembre pasado, es hallada asesinada en una vivienda del barrio
Mbocayaty de Ñemby, Asunción. Miembros del izquierdista Partido Patria
Libre (PPL) son implicados en el caso. 

J U E V E S  1 7 La MCNOC y la FNC levantan sus movilizaciones luego de que la Cámara de
Senadores posterga el tratamiento del proyecto de ley de la banca pública
para el 8 de marzo. 
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D O M I N G O  2 7 Agentes de las Fuerzas Armadas y de la Policía de San Pedro rastrillan los
asentamientos campesinos de Santa Rosa del Aguaray en busca de rastros de
los secuestradores de Cecilia Cubas. Las autoridades afirman que los grupos
campesinos estarían vinculados a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC). 

M A R Z O

M A R T E S  1 La fiscalía que sigue el caso del secuestro y posterior asesinato de Cecilia
Cubas afirma que los cerebros del hecho fueron integrantes de las FARC, y
que los que ejecutaron la operación fueron integrantes del PPL. 

L U N E S  7 El presidente Duarte Frutos se reúne con su par colombiano Álvaro Uribe para
acordar mecanismos de cooperación en el combate de actos criminales. El
gobierno colombiano entrega documentos que confirman el asesoramiento
de las FARC al PPL para el secuestro de Cecilia Cubas. 

M I É R C O L E S  9 Una comitiva fiscal, policial y militar allana varios asentamientos en la zona de
San Pedro en busca de al menos 180 personas con órdenes de captura, varias
de ellas por el secuestro de Cecilia Cubas. Francisca Andino, dirigente del PPL,
se presenta ante la justicia y queda detenida por este caso.

Un grupo de adherentes al intendente de la ciudad de Asunción, Enrique Riera,
ingresa con petardos a la Junta Municipal para impedir que los legisladores
deliberen si se interviene o no la comuna por la responsabilidad que les cabe
a sus funcionarios en torno al caso del supermercado Ycuá Bolaños, en cuyo
incendio murieron más de 400 personas el 1º de agosto de 2004. La sesión se
levanta por falta de garantías. Mientras tanto, familiares de las víctimas del
siniestro se enfrentan con policías que no les permiten ingresar al lugar. 

J U E V E S  1 0 Ciudad del Este permanece paralizada debido a un paro cívico convocado por
trabajadores del volante y de la vía pública en protesta por los controles que
realizan las autoridades brasileñas en la frontera entre ambos países. 

V I E R N E S  1 1 Un grupo de jubilados bancarios realiza una manifestación de protesta frente
al domicilio del presidente del Banco Central del Paraguay (BCP) en repudio
a la posible intervención o liquidación de la caja bancaria. 

L U N E S  1 4 Encabezados por el Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Salud
(SITRAMIS), los trabajadores de la salud pública de hospitales y centros de
salud de San Lorenzo, Ciudad del Este, Encarnación, Santana, Misiones y
Villarrica comienzan un paro indefinido en reclamo de un aumento salarial del
35% y el pago oportuno del seguro médico. 
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M I É R C O L E S  1 6 Unos 10 mil campesinos de la FNC de distintos puntos del país realizan en
Asunción la XII Marcha del Campesinado Pobre para reclamar al gobierno
sacar mayor asistencia y la concreción de la reforma agraria. Sus principales
dirigentes se reúnen con el presidente, a quien presentan un programa de
reforma agraria y desarrollo industrial y expresan su rechazo al proyecto de
reforma de la banca pública. El gobierno promete proporcionar semillas, insu-
mos y créditos. 

Familiares de las víctimas del incendio del supermercado Ycuá Bolaños se reú-
nen frente al Palacio Municipal de la capital para protestar contra los conceja-
les que aprobaran archivar la intervención de la Municipalidad de Asunción. 

M A R T E S  2 9 Los jubilados bancarios se manifiestan, una vez más, frente al domicilio del
presidente del BCP, quien dispara contra el hijo de un jubilado sindicalista. 

A B R I L

L U N E S  1 1 Luego de conocerse la noticia del traslado a su casa, como medida sustitutiva
de prisión, de Pío Paiva –dueño del supermercado Ycuá Bolaños– los familia-
res de las víctimas se dirigen a la residencia de Paiva, donde se comprometen
a realizar una guardia para que el empresario no se escape. Tiran proyectiles
improvisados contra el lugar, hasta que se produce un choque con la policía,
en el que resultan heridas 2 personas.

M A R T E S  1 2 La fuerte reacción de los familiares y víctimas del incendiado supermercado
Ycuá Bolaños obliga al juez de la causa a revocar la orden de reclusión domi-
ciliaria otorgada al acusado Pío Paiva. El magistrado dispone su derivación al
Policlínico Policial por un plazo de 30 días, para luego reingresarlo a la cárcel
de Tacumbú. 

J U E V E S  2 8 Integrantes del Sindicato de Trabajadores Municipales de Asunción
(SITRAMA) y del Sindicato de Obreros y Empleados de la Municipalidad
(SINOEMA) marchan hasta la administración central de la Municipalidad de
Asunción en reclamo de mejoras laborales.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

BCP Banco Central del Paraguay 
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
FNC Federación Nacional Campesina 

MCNOC Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
PPL Partido Patria Libre 

SINOEMA Sindicato de Obreros y Empleados de la Municipalidad 
SITRAMA Sindicato de Trabajadores Municipales de Asunción 
SITRAMIS Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Salud 

SITRAPREN Sindicato de Trabajadores de Prensa 
SPP Sindicato de Periodistas del Paraguay 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Última Hora, ABC Color y Noticias. 
Otras fuentes: Jaku´éke Paraguay, CLAJADEP, Rebelión y ADITAL.



Uruguay

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

J U E V E S  2 7 Se inicia en Montevideo una jornada de encuentros entre una misión del
Banco Mundial (BM), presidida por su director Axel van Trotsenburg, y el futu-
ro gabinete de Tabaré Vázquez. Los funcionarios del organismo internacional
sugieren, entre otras cuestiones, la conveniencia de mantener las coordena-
das del ajuste fiscal realizado por la administración Batlle, aumentar la edad
jubilatoria y disminuir el número de funcionarios públicos. Por su parte, el
futuro ministro de Economía, Danilo Astori, afirma que se va a gobernar con
el programa aprobado por la ciudadanía.

F E B R E R O

L U N E S  1 4 Asume el nuevo Parlamento Nacional con mayoría absoluta de legisladores
del Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría (EP-FA-NM) que
cuenta con 52 diputados sobre un total de 99, y 16 senadores sobre un total
de 30. José Mujica, líder del Movimiento de Participación Popular (MPP),
asume la Presidencia del Senado, donde ejercerá funciones hasta el 1º de
marzo, cuando será reemplazado por el electo vicepresidente de la República,
Rodolfo Nin Novoa. Por su parte, la Cámara de Diputados es presidida por pri-
mera vez en la historia por una mujer, la diputada frenteamplista Nora Castro. 

M I É R C O L E S  1 6 El presidente electo, Tabaré Vázquez, y el electo vicepresidente, Rodolfo Nin
Novoa, junto a los principales líderes políticos de los partidos con representa-
ción parlamentaria, participan de una mesa multipartidaria en el Parlamento
y firman acuerdos generales en materia de educación, política económica y
relaciones internacionales. Concurren al encuentro, entre otros referentes
políticos, el presidente del Directorio del Partido Nacional, Jorge Larrañaga, el
secretario general del Partido Colorado, Julio María Sanguinetti, y el presiden-
te del Partido Independiente, Pablo Mieres. Este acuerdo es considerado por
los sectores participantes como un novedoso acontecimiento histórico.

L U N E S  2 1 La Unión Nacional de Trabajadores del Transporte (UNOTT) realiza un paro
general de 12 hs tras el asesinato de un trabajador del sector. 
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M I É R C O L E S  2 3 El Fondo Monetario Internacional (FMI) aprueba la séptima y última revisión
del programa vigente con Uruguay. En este contexto, el subdirector gerente
del organismo internacional de crédito, Agustín Carsterns, afirma que consi-
dera muy adecuada la decisión del gobierno electo de actuar austeramente
y adecuar el plan de emergencia social a las “restricciones presupuestarias
existentes”.

M A R Z O

M A R T E S  1 En medio de una gran efervescencia popular, asume el nuevo presidente de
la República, el Dr. Tabaré Vázquez. De este modo, el flamante gobierno del
EP-FA-NM quiebra el tradicional bipartidismo que gobernara al país durante
174 años. Tras la ceremonia de nombramiento del gabinete presidencial y
como primeras medidas de gobierno, se firma el Plan Nacional de Emergencia
y se restablecen las relaciones diplomáticas con la República de Cuba, inte-
rrumpidas durante el gobierno de Jorge Batlle. En su discurso inaugural, el
nuevo presidente declara que gobernará para la felicidad de los uruguayos y
uruguayas, que no permitirá intervenciones extranjeras en los asuntos inter-
nos del país, y que se compromete a investigar los casos de violaciones a los
derechos humanos cometidos durante la última dictadura militar así como a
implementar una serie de reformas en el estado para mejorar la dignidad de
vida de todos los uruguayos.

M I É R C O L E S  2 El presidente de la República de Venezuela, Hugo Chávez, quien arribara al
país para participar en el acto de asunción del nuevo gobierno del EP-FA-NM,
preside, ante más de 200 empresarios de pequeñas y medianas empresas, el
encuentro inaugural de la Cámara Empresarial Uruguay-Venezuela. La crea-
ción de esta Cámara Empresarial se enmarca en los acuerdos firmados con el
presidente Tabaré Vázquez en los ámbitos económico, comercial, industrial,
social, comunicacional y energético. 

V I E R N E S  1 8 Un grupo de unos 130 presos del Centro Carcelario N° 1 –ex penal
Libertad– y del penal La Tablada inician una huelga de hambre ante lo que
consideran “una falta de respuesta” por parte del ministro del Interior a sus
demandas de urgentes mejoras en las condiciones de vida infrahumanas de
los presos. El director nacional de Cárceles, Enrique Navas, afirma que un
grupo de familiares con intencionalidades políticas muy concretas intenta
desestabilizar el sistema carcelario a poco más de 2 semanas del comienzo
de su gestión. 

S Á B A D O  1 9 Los reclusos del penal La Tablada abandonan la huelga de hambre iniciada el
día anterior, aunque un grupo de internos del ex penal Libertad continúa con
la medida de fuerza. 



A B R I L

L U N E S  4 Técnicos de la Universidad de la República ingresan al Batallón Nº 13 del ejér-
cito para verificar si en ese predio se realizaron enterramientos humanos
durante la última dictadura militar. 

M I É R C O L E S  2 0 Tres trabajadores de la empresa Gaseba, perteneciente a la multinacional Gaz
de France, inician una huelga de hambre por tiempo indeterminado frente al
local de la empresa ubicado en el centro de Montevideo, para reclamar esta-
bilidad laboral y el reintegro de siete dirigentes gremiales expulsados. 

V I E R N E S  2 2 Trabajadores de la empresa Gaseba realizan un paro de actividades y cortan la
calle frente a las oficinas de la multinacional en 25 de Mayo y Juncal, en apoyo
a los trabajadores que desde hace 2 días realizan una huelga de hambre. 

M A R T E S  2 6 Trabajadores de la empresa Gaseba realizan nuevamente un paro parcial de
actividades y cortan la calle frente a las oficinas de la multinacional en 25 de
Mayo y Juncal, en apoyo a los trabajadores que desde hace casi una semana
realizan una huelga de hambre. 

S Á B A D O 3 0  Bajo las consignas “no a la contaminación”, “no a la lluvia ácida”, “no a las
papeleras”, unas 40 mil personas de Uruguay y Argentina marchan hacia el
puente internacional General San Martín que une Fray Bentos (Uruguay) y
Gualeguaychú (Argentina) y lo cortan durante 6 horas en rechazo a la insta-
lación de 2 plantas de celulosa sobre el río Uruguay por su potencial de con-
taminación. Al encontrarse en el puente, vecinos y ambientalistas argentinos
y uruguayos se confunden en un abrazo solidario, intercambian banderas de
ambos países y entonan los himnos nacionales.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

BM Banco Mundial
EP-FA-NM Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría

FMI Fondo Monetario Internacional
MPP Movimiento de Participación Popular 

UNOTT Unión Nacional de Trabajadores del Transporte 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María José Nacci.
Fuentes: diarios La República, El País y semanario Brecha.
Otras fuentes: Indymedia Uruguay.
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Región Andina

Quito en abril: 

los forajidos derrotan 

al coronel1

Mario Unda*

Los hechos

Ecuador, abril de 2005. La rebelión de los forajidos2.
Lucio Gutiérrez se convierte en el tercer presidente
echado del cargo a raíz de fuertes movilizaciones
sociales. Antes fue Jamil Mahuad, en enero de 2000
(en un hecho en el que, ironías de la historia, el propio
Gutiérrez apareció como protagonista, respaldando en
ese entonces al movimiento indígena). Y antes que él
había sido Abdalá Bucaram, en febrero de 1997.

Quito, abril de 2005. Durante ocho días, desde el miér-
coles 13 hasta el miércoles 20, la democracia bajó a las
calles y a las plazas… y a las ondas de la radio. Fueron
ocho días intensos. Movilizaciones masivas, encuentros
de pequeños grupos, asambleas, cacerolazos, música.
Fueron ocho días en que la gente recuperó la voz y habló
por sí misma. Radio La Luna abrió sus canales para que
cada quien dijera su opinión: llamadas telefónicas, pacien-
tes esperas a las puertas de la radio. Días en los que la
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* S o c i ó l o g o ;

i n v e s t i g a d o r

d e l  C e n t r o  C I U D A D ,

Q u i t o ,  E c u a d o r .  



gente cuestionó a los partidos, a los políticos, a las instituciones. En los que se criticaban
las formas tradicionales de representación. Recuperada la voz, la gente pugnaba por
recuperar también su condición de sujeto decidor y decisor.

Las elecciones, el intento de destitución de Gutiérrez y la ofensiva del
coronel

En octubre de 2004 se realizaron elecciones para renovar los gobiernos municipales y
provinciales. Los partidos tradicionales salieron gananciosos: el Partido Socialcristiano
(PSC, derecha) retuvo la alcaldía de Guayaquil y la prefectura del Guayas, y obtuvo algu-
nos avances en la costa ecuatoriana, a expensas fundamentalmente del Partido Roldosista
Ecuatoriano (PRE). La Izquierda Democrática (ID, socialdemócrata) retuvo la alcaldía de
Quito y la prefectura de Pichincha, y ganó la alcaldía de Cuenca y la prefectura del Azuay.

La izquierda obtuvo algunos éxitos. El Movimiento Popular Democrático, MPD, ganó la
alcaldía y la prefectura de Esmeraldas; Pachakutik retuvo entre otras las alcaldías de
Cotacachi y Otavalo la prefectura de Cotopaxi y ganó la de Chimborazo; incluso el Partido
Socialista, PS-FA, logró un puñado de autoridades electas. Estos resultados le permitían
mantener una presencia nada despreciable en el mapa político electoral; aunque en las
principales plazas de la sierra respaldó las candidaturas del centro.

El Partido Sociedad Patriótica (PSP, de Gutiérrez) logró un magro respaldo, de alrededor
del 5% del electorado, obteniendo algunos triunfos en plazas pequeñas. También magro
fue el respaldo obtenido por el Partido Renovador Institucionalista de Acción Nacional
(PRIAN, de Álvaro Novoa) y el PRE experimentó un retroceso.

Las elecciones, como siempre, son una prueba de fuerza, y el gobierno había perdido la
pulseada. Poco antes Gutiérrez se había reunido en Panamá con Bucaram, y se rumore-
aba que allí se habría pactado el regreso del exiliado ex presidente3. Los partidos tradicio-
nales, el PSC y la ID, secundados por Pachakutik, retomaron entonces el proyecto de des-
tituir a Gutiérrez. Lo curioso es que se lanzaron a la aventura sin contar con los votos sufi-
cientes en el Congreso. Eso fue aprovechado por el gobierno que, juntando fuerzas con
el PRE y con el PRIAN –y obteniendo el “cambio de camisetas” de un grupo de diputa-
dos–, convirtió su minoría parlamentaria en mayoría y pasó a la ofensiva a partir del 8 de
diciembre. Primero, haciendo uso de una sui generis lectura de la Constitución, defenes-
tró a los ministros jueces de la Corte Suprema de Justicia (que tenía una mayoría del PSC
y la ID) y nombró otros provenientes de sus filas. En seguida, hizo lo propio con el Tribunal
Supremo Electoral y con el Tribunal de Garantías Constitucionales. En enero, finalmente,
coronó su esfuerzo obteniendo la presidencia del Congreso. El conflicto expresaba una
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pugna entre dos grupos de poder, una pugna inter-oligárquica entre un sector que había
venido controlando los aparatos de Estado casi desde el inicio del “retorno a la democra-
cia” en 1979 y otro que pugnaba por reemplazarlo, ambos vinculados con poderosos inte-
reses económicos. La izquierda se había dividido, sumándose unos al grupo tradicional
(Pachakutik) y otros al grupo emergente (MPD y PS-FA). 

Los intentos de la oposición institucional y los afanes por recuperar la
independencia

La nueva mayoría gobiernista se motejaba de “institucional”; también institucional era la
oposición. E institucional era asimismo el campo de batalla. Todo se movía en el
Congreso, alrededor de las cortes y de los tribunales. Era un juego dentro del mismo
campo, entre quienes han venido constituyendo el establishment 4, por un lado, y los
advenedizos, por el otro.

Pero la oposición controlaba también los municipios más importantes del país, y, una vez
que los intentos parlamentarios se mostraron vanos, los gobiernos locales se convirtie-
ron en puntales de la ofensiva opositora. En enero, el municipio de Guayaquil encabe-
zó una marcha reclamando “el retorno al estado de derecho” y la destitución de la “corte
espúria”. Un mes después, Quito repitió la historia. Y, al poco tiempo, Cuenca también.
Fue el momento de la “sociedad civil de arriba”5.

Por otra parte Gutiérrez había enlazado su ofensiva con un discurso (tramposamente)
anti-oligárquico. Según él, se trataba de enfrentar al poder de la oligarquía encarnado en
el PSC y en Febres Cordero. De este modo, logró empatar con arraigados sentimientos
populares; no en vano después de su jugada respecto a la Corte subieron significativa-
mente sus índices de aceptación hasta cerca de un 30%. Pero lo que no se decía era
que en la alianza de Gutiérrez no se encontraba “el pueblo” sino otro sector de la oli-
garquía: Álvaro Novoa, el magnate del banano; el entorno de Bucaram, con fuertes vín-
culos con el comercio y la banca; y las nuevas fortunas levantadas de la corrupción6. Así,
pues, una pugna entre dos sectores de la clase dominante, que disputaba el control del
aparato estatal y el acceso a los recursos estatales y los negocios vinculados con el
mismo. Una pugna, en fin, que se asentaba por entero en las rasgaduras de la sociedad
ecuatoriana: la regional, la clasista, la socio-institucional.

Y quizás por todo ello, aparentemente, las cosas continuaban moviéndose de modo
exclusivo por los cauces institucionales. Sin embargo, las marchas de Quito y Cuenca
mostraron dos cambios significativos. En Quito, porque la dirección política de la marcha
fue rebasada por el sentimiento de los participantes donde una parte significativa de
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ellos llenó el aire con los gritos de “Fuera Lucio”. Cuando el alcalde llamó a la gente a
abandonar tranquilamente la plaza, el malestar comenzó a extenderse de un modo que
entonces no alcanzó a comprenderse plenamente. En Cuenca pasó algo similar, pero
por otros motivos. Por iniciativa de organismos de derechos humanos y de monseñor
Luna, se reunió previamente una asamblea que buscaba posicionar un tercer bloque,
opuesto a Gutiérrez pero alejado de la oposición tradicional. Como este sector participó
también en la marcha, esta se convirtió, más que en Quito, en un escenario donde con-
fluían y se enfrentaban sentidos distintos de oposición.

En los días siguientes, estos intentos de recuperar una oposición independiente se tras-
ladarían a Quito. La CONAIE, el Frente Unitario de Trabajadores y otras organizaciones
sociales, sobre todo de jóvenes, darían los primeros pasos para intentar la conformación
de un polo alternativo. Pero los propios movimientos sociales estaban atravesando
momentos de debilidad y de crisis, y no tenían posibilidades de motivar por sí solos una
movilización de masas suficiente como para contraponerse a las de la oposición del
establishment político, o incluso a las contramarchas que el gobierno organizaba recu-
rriendo a los más burdos manejos clientelares. 

Mientras tanto, otros hechos se habían presentado: el presidente de la Corte, un allega-
do a Bucaram, declaró la nulidad de los procesos en su contra, así como de aquellos
que se le seguían a Alberto Dahik, ex vicepresidente (1992-1995) y a Gustavo Noboa,
ex presidente (2000-2002). Los tres, exilados en Panamá, Costa Rica y República
Dominicana, iniciaron su regreso al país. Ello empeoró la imagen de la nueva Corte y
deslegitimó aún más al gobierno, por lo menos en la sierra y particularmente en Quito.
Por todo eso, el viraje que se produce el 13 de abril.

A partir del 13 ya es otra historia

Para el 13 de abril estaba previsto un paro provincial en Pichincha. De hecho, era parte
de un plan que pretendía la simultaneidad de paros locales contra el gobierno central.
Pero a medida que se acercaba el día, se hacía evidente que no había un acuerdo que
permitiera una manifestación realmente fuerte de oposición. Las cámaras empresariales
de Quito estaban divididas, en el PSC se notaron también titubeos y aun al interior de
la ID las fisuras delataban debilidad. 

Así el paro fue un fracaso. Ese miércoles en Quito se reunieron tres grupos relativamente
pequeños, cada cual por su lado. De una parte, quienes se sintieron convocados por el
municipio y el consejo provincial; de otra, quienes se sintieron convocados por el polo
alternativo; y finalmente quienes no se sentían llamados ni por uno ni por otro. Las dos
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o tres pequeñas marchas y protestas no se encontraron
nunca, ni física ni espiritualmente. Durante el día y la tarde
las protestas tuvieron escasa repercusión, casi confinadas
en las pocas cuadras existentes entre los parques de El
Ejido y La Alameda. Frente a ello, en la tarde, Gutiérrez
“agradeció al pueblo de Quito” por desestimar el llamado
al paro, dando a entender que era él quien tenía el res-
paldo popular. Fue una mala apreciación. Había un des-
contento grande, pero sus canales de expresión ya no
podían ser los trabados por la oposición institucional. 

Y ese es tal vez el primer elemento llamativo de estas jorna-
das de abril: la auto-convocatoria. Fracasadas las intermedia-
ciones de los partidos y de las instituciones locales, la convo-
catoria y la dirección fueron articulándose desde abajo,
espontáneamente. Una mujer llamó muy molesta a Radio La
Luna y propuso que la gente manifestara su protesta contra
el gobierno después del trabajo. En seguida llamó otra mujer
y propuso que esa protesta fuera mediante un “cacerolazo”.

Así empezó todo. Fue un movimiento bastante concentrado
en Quito. En otras ciudades se realizaron marchas y mani-
festaciones, pero no tuvieron la misma envergadura. Fue
también un movimiento en el que participaron mayoritaria-
mente las clases medias. La política volvió a las calles, y los
cacerolazos se propagaron por muchos barrios de la ciudad.
La gente salía a protestar ya entrada la tarde y en la noche
–noches de lunas y de hogueras. Después del cacerolazo
vino el tablazo, y vino el reventón, y vino el rollazo, y vino el
pitazo y el mochilazo. Porque las iniciativas de la gente fue-
ron muchas en los ocho días que duró el conflicto.

El viernes 15 apareció un nuevo elemento que caldeó
los ánimos: el gobierno decretó el estado de emergen-
cia exclusivamente para Quito. En el mismo decreto se
tomaba la atribución de cesar a la Corte Suprema de
Justicia (atribución que, de acuerdo con la Constitución,
no le compete). Quizás pretendía con eso calmar los
ánimos en la capital, pero no consiguió su objetivo. El fin
de semana las manifestaciones no se detuvieron.
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Para el martes, una nueva llamada a La Luna propuso realizar una gran marcha desde La
Carolina, el parque más grande de la ciudad, situado en la zona Norte. La movilización fue
multitudinaria. El diario El Comercio consideraba que fue la manifestación más numero-
sa que se haya realizado en Quito en los últimos veinticinco años. La marcha fue repeli-
da con una andanada de gases lacrimógenos, más tóxicos que lo usual. Un periodista chi-
leno, afincado en el Ecuador desde la época pinochetista, perdió la vida. Los ánimos fue-
ron subiendo de tono. Las protestas continuaron hasta altas horas de la madrugada.

Mientras, las fuerzas gobiernistas anunciaron que llegarían a Quito contingentes de la
costa y de la amazonía para “defender la democracia”. Eso comenzó a ocurrir el miér-
coles 20. Nuevamente la gente reaccionó de modo espontáneo para tratar de frenar el
avance de los buses que los trasladaban. 

Los sentidos de la movilización

Entonces, un movimiento se iba construyendo a partir de las iniciativas que la gente
tomaba y compartía. Empezó en las ondas de una radio, pero luego ese método se
extendió y se trasladó a otros lugares: universidades, grupos culturales y artísticos,
barrios. Era encontrarse, dialogar y hacer.

Pero dialogar entre iguales, pues así se hizo también la dirección del movimiento. La
gente llamaba a la radio, se comunicaba a través de la radio. La radio fue un espacio de
encuentro y de debate, de proposiciones y de toma de decisiones. Por fin la gente se
movía sin la tutela del partido o del municipio, sin el liderazgo de los líderes.

Y hubo así un fuerte cuestionamiento a las representaciones. La gente se descubrió no-
representada. No se trataba sólo del presidente y del Ejecutivo. Por eso, después del
“Fuera Lucio” vino el “Fuera todos”. Ese sentimiento acabó arrastrando también a los
representantes recién elegidos o reelegidos apenas en octubre: alcalde, prefecto, con-
cejales… todos perdieron legitimidad, y la ciudadanía se lo hizo saber en la calle.

El rechazo a ser representado se extendió también dentro del propio movimiento. No
se veía con buenos ojos que algún grupo pretendiera aparecer como abanderado de
todos, máxime si en el camino no había estado presente. Tampoco se veía con bene-
plácito que algún sector hablara en las asambleas en nombre de todos. Se trataba de
reclamar, de buscar, de intentar construir auto-representación.

Auto-representación, quizás este haya sido uno de los sentidos más fuertes expresados en
la movilización. Muestra que la gente ya no se siente representada y que detrás de esta
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inconformidad con los representantes (“Fuera todos”)
necesariamente debe venir la inconformidad con las formas
de la representación. No es sólo que los diputados ya no
reflejan las expectativas de la ciudadanía, es el Congreso lo
que no marcha. Por eso se busca pensar en otras formas
de representación: las “asambleas populares”7.

Por esta vía, el cuestionamiento a la representación es
también un cuestionamiento a las instituciones. No es
algo nuevo: las así llamadas “instituciones democráticas”
se encuentran desde hace rato bajo la mirada crítica de la
población. Es que las instituciones se han ido alejando
cada vez más de la gente del común. Por una parte, por-
que son prácticamente asaltadas por quienes hacen del
ejercicio de la política un vulgar asalto del Estado y un
reparto del botín a los ojos de todo el mundo; corrupción,
que le dicen. Pero, por otro lado, porque también ha sido
evidente cómo el Estado se ha convertido en instrumen-
to dócil de los intereses particulares de los grandes capi-
tales... y la política norteamericana en la región. Por una
vía y por otra, las “instituciones democráticas” han deve-
nido ajenas, y la conciencia social ha logrado descubrirlo8.

Así como las instituciones “democráticas” caen en desgra-
cia, también pasa lo mismo con las instituciones de inter-
mediación. Los partidos en primer lugar; los “independien-
tes”, en seguida9. Pero también otras intermediaciones salie-
ron fuertemente golpeadas de esa semana: los medios de
comunicación. La televisión casi no se enteró de lo que iba
ocurriendo hasta los últimos días, y eso parcialmente.
Cuando las cámaras acertaban a pasar por los sitios de la
protesta, eran recibidas al grito de “Prensa corrupta”. La
radio estuvo más en sintonía con la movilización. Pero el
papel importante jugado por Radio La Luna no debe con-
fundirnos: casi puede decirse que fue una excepción.

La representación, las instituciones, por lo tanto, la demo-
cracia. Esta democracia, representativa, es por consiguiente
ajena, es meramente de formas. Los ciudadanos aspiran a
otra cosa, a una democracia que esté más en sintonía con
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el común. Hay que inventarla, y siempre que hay movilización se despierta la inventiva. Por
lo tanto, la gente siente que puede inventar otra democracia y ponerla a funcionar.

Es la política la que está en cuestión. Y está en cuestión de un modo por entero demo-
crático. Ya no es discurso anti-político, ahora la gente puede reivindicar la política para sí.
Decía una señora en Radio La Luna: “Estamos felices porque estamos haciendo política,
y no es la política de los politiqueros”. La gente común se ha descubierto haciendo polí-
tica por sí misma, recreándola desde lo social, rebasando en los hechos la falaz división
entre lo social y lo político.

De un modo no tan extendido, otro aspecto también salió a flote: la soberanía. Un cier-
to sentido antiimperialista se dejó traslucir: “No queremos, y no nos da la gana de ser
una colonia norteamericana”. El fantasma del Plan Colombia, la base norteamericana en
Manta, el Tratado de Libre Comercio, la intromisión evidente de la embajadora estadou-
nidense en cada aspecto medianamente importante de la política nacional.

También en el plano de los actores hay cosas para resaltar: la presencia masiva de las
mujeres, la participación activa de los jóvenes; después de muchos años, pueden verse
ahora claras posibilidades de reconstrucción de movimientos juveniles. Pero también la
participación de las familias, la presencia de niños y de ancianos.
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Julio García, fotoperiodista chileno, con sus dos hijas en la marcha del 19 de abril, horas antes de morir asfixiado a causa de los gases
lacrimógenos. Fotografía tomada por Rosario Parra, esposa de Julio García.
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Ahora bien, estos sentidos ya estaban presentes, de una o de otra manera, en las ante-
riores movilizaciones. En 2001, en 2000, en 1997… y más atrás aún en las huelgas de
1981 a 1983, especialmente en las de 1982. Así, pues, existe una continuidad en las
movilizaciones, aunque distintos sectores sociales las hayan producido o encabezado,
aunque las demandas iniciales hayan sido diferentes en cada caso.

Por supuesto: una movilización así de masiva y espontánea no puede tener un único
sentido, fue un movimiento heterogéneo, variopinto, incluso contradictorio. Hemos resal-
tado estos elementos, que apuntan en un sentido claro de resistencia y de renovación.
Pero también hubieron de los otros, los conservadores, incluso reaccionarios: la con-
ciencia media expresó también cierto racismo, hubieron también discursos antipolíticos,
se reprodujeron comportamientos jerárquicos, se presentaron sentimientos anti-izquier-
distas. Creemos, no obstante, que estos últimos elementos no fueron los que mayorita-
riamente se expresaron en el conjunto de la movilización. Pero muestran con claridad
que los forajidos, así, en bloque, son un espejismo creado por la propia movilización. Lo
real son los sentidos contrapuestos que ellos expresaron.

Soluciones que nada solucionan

Gutiérrez cae por fin el miércoles 20 de abril, tras una semana de intensa movilización
social. Cae a pesar de sus últimos intentos desesperados: cesar a la Corte Suprema de
Justicia, solicitar públicamente a Bucaram que abandone el país, despedir al subsecreta-
rio de Bienestar Social. Cae en medio de un peligroso enfrentamiento civil, generado por
su afán de protegerse del pueblo utilizando como escudo a otro sector de pueblo10.

Pero Gutiérrez cae en el momento en que, hacia el mediodía, el comando conjunto de
las Fuerzas Armadas anuncia que ha decidido “retirarle el apoyo”. Con más de veinticinco
años de democracia, los militares continúan siendo el voto dirimente. Ha sido así en cada
crisis política seria, independientemente de cómo se haya resuelto. No ha de ser casuali-
dad entonces que Alfredo Palacio (hasta recién nomás vicepresidente de Gutiérrez) haya
prestado juramento en el ministerio de Defensa. La otra gran electora ha sido siempre la
embajada norteamericana. Aunque no se sabe bien aún cuál ha sido su papel en esta
ocasión, vale recordar que la embajadora se reunió con Gutiérrez a puertas cerradas en
la mañana del mismo día 20 y que promovió el aislamiento del gobierno de Palacio
(usando a la OEA) hasta que se desdijera de las “apresuradas” declaraciones en torno al
ALCA y al Plan Colombia, lo que ocurrió tras una reunión con la embajadora imperial. 

Ahora bien, los actores que fijaron el libreto de la solución a la crisis política son actores
del establishment. Qué de raro puede tener, entonces, que en los días sucesivos el
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Congreso se dedicara a componer el nuevo reparto de los poderes del Estado devol-
viendo su control a la alianza PSC-ID aunque quizás de un modo un poco más equita-
tivo que el anterior. Para ellos, el único fin era solucionar el conflicto inter-burgués. Sin
embargo no había un solo conflicto, sino dos y diferentes. Uno enfrentaba a dos bloques
distintos de las clases dominantes; el otro, a la mayoría de la sociedad con este sistema
político de dominación. La solución del uno no tiene que ver con la del otro. Eso ha ocu-
rrido en las anteriores crisis. Los dos conflictos pueden expresarse al mismo tiempo, pero
no son iguales. El conflicto entre los sectores dominantes puede resolverse –todavía– en
el ámbito y por las vías de las instituciones ya que solamente dirime el sector que obten-
drá la parte del león en los repartos11. El otro conflicto cuestiona justamente las formas
en que esa dominación política se produce; cuestiona, así sea de modo indirecto, la
hegemonía de la clase dominante. “¡Fuera todos!” puede parecer ambiguo y difuso, pero
es un enorme avance. En sus momentos de mayor expresión (es decir, de mayor movi-
lización social) rebasa por completo los canales institucionales, busca otras construccio-
nes de la política. Esta dualidad se ha instalado para rato. Si bien el empuje social no fue
esta vez tampoco suficiente para limpiar la casa, la resolución institucional no es sufi-
ciente para cerrar el conflicto definitivamente.

Notas

1 Reproducimos aquí una versión abreviada del presente artículo. El texto completo puede
consultarse en la sección debates de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>.

2 “Forajidos” fue el término –él esperaba que demoledor– utilizado por Gutiérrez para refe-
rirse a un pequeño grupo de manifestantes que improvisó un escrache frente a la casa en
que vivían su esposa y sus hijas. A través de la radio, la gente se apropió del término: “Yo
también soy forajido”, “todos somos forajidos”. Gutiérrez, sin saberlo ni quererlo, contribu-
yó a cohesionar la identidad de la movilización.

3 Abdalá Bucaram, elegido presidente en 1996, había sido defenestrado en febrero de
1997 en medio de multitudinarias manifestaciones en todo el país, luego de haber conci-
tado una oposición que abarcaba prácticamente todo el espectro político y social. Las len-
guas memoriosas no dejaban de mencionar que Gutiérrez había sido entonces edecán de
Bucaram.

4 La caracterización de la oposición PSC-ID como la representación del establishment polí-
tico se la escuché a Franklin Ramírez en un conversatorio realizado en Ciudad, pocos días
después de la caída de Gutiérrez.

5 Según la definición de François Houtart (Hacia una sociedad civil globalizada: la de
abajo o la de arriba en <www.lafogata.org/debate/aiz_hacia.htm>). De algún modo en el
mismo sentido Ramírez hablaba de la “alta sociedad civil” (en el evento recién citado).

6 A propósito de esto, Milton Benítez (en una entrevista en Radio La Luna) trajo a colación
el término otrora acuñado por Gunder Frank: la lumpenburguesía.
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7 Pero ocurre que también el presidencialismo es puesto bajo la lupa. ¿Será el parlamen-
tarismo una vía de salida institucional a esta crisis, con la poca o nula legitimidad que tiene
hoy el Congreso?

8 Hace no mucho tiempo hicimos una encuesta en tres cantones, en la costa, en la sierra
y en la Amazonía. Una muy amplia mayoría, entre el 70 y el 80%, consideraba que la
democracia “funciona sólo para los ricos y poderosos” (véase: CIUDAD-EPFL 2003
Interfase urbano-rural en el Ecuador. Hacia un desarrollo territorial integrado, documen-
tos de trabajo Nº 2, 3 y 4, Quito).

9 En el Ecuador, hasta hace unos años, sólo se podía ser candidato si se era auspiciado
por un partido político. El descrédito de los partidos hizo creer que la solución era permi-
tir la participación de los no afiliados a partido alguno, los independientes. Pero los parti-
dos continuaron ganando las elecciones, y los “independientes” en realidad se crearon a
partir de las deserciones interesadas de algunos diputados, que abandonaban sus partidos
para pactar con los gobiernos de turno a cambio de puestos y otras prebendas.

10 Las escaramuzas en los puntos de entrada a la capital se trasladaron, andado el día, a
las inmediaciones del Ministerio de Bienestar Social: la televisión mostró allí imágenes de
personas que disparaban armas de fuego contra los manifestantes tanto desde el edificio
del ministerio como desde la calle; y todo esto bajo la pacífica mirada de la policía.

11 Puede parecer anecdótico, pero Álvaro Noboa, líder del PRIAN, está emparentado con
diputados y dirigentes del PRE, del PSC y de la ID.
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Bolivia

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  4 La Confederación Nacional de Choferes de Bolivia realiza un paro nacional
con bloqueo de caminos por 24 hs para repudiar el incremento de los precios
de los combustibles decretado por el gobierno y exigir el inicio del diálogo con
representantes del Poder Ejecutivo. Hacia el final de la jornada, representan-
tes de los choferes acuerdan con funcionarios del gobierno nacional declarar
un cuarto intermedio en la protesta con el compromiso de estudiar el aumen-
to de las tarifas en todo el país. 

M I É R C O L E S  5 Miles de personas marchan por el centro de Santa Cruz hacia la sede de la pre-
fectura local para repudiar la política del gobierno de Carlos Mesa y protestar por
el aumento del precio de los combustibles; al mismo tiempo la Federación de
Transportistas local inicia, con las mismas reivindicaciones, un paro indefinido de
labores. En horas de la tarde, policías lanzan gases lacrimógenos contra la multi-
tud, lo que obliga a dispersar la movilización por unos instantes. Momentos des-
pués, decenas de personas traspasan las vallas de seguridad y se enfrentan con
los agentes del orden, dejando un saldo de 8 heridos. 

V I E R N E S  7 Cientos de trabajadores sin jubilación, conocidos como generación interme-
dia, marchan por el centro de La Paz para repudiar el aumento de los com-
bustibles. Dirigentes del sector expresan que participarán de la jornada de
protesta convocada por la Central Obrera Boliviana (COB) para el próximo
lunes 10 de enero. 

S Á B A D O  8 La Federación de Transportistas de Santa Cruz levanta el paro departamental
de transporte luego de firmar un acuerdo con el gobierno por medio del cual
se establece en todo el departamento la tarifa de los pasajes en 2 bolivianos.

L U N E S  1 0 Miles de personas se movilizan por la ciudad de El Alto y bloquean calles y
avenidas en la primera jornada del paro cívico por tiempo indefinido declara-
do por la Federación de Juntas Vecinales (FEJUVE) local y un conjunto de
organizaciones sociales –transportistas, comerciantes, jubilados, docentes y
estudiantes, entre otras– en repudio al aumento de los precios del combusti-
ble decretado por el gobierno. Otras demandas giran en torno a la nacionali-
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zación de los hidrocarburos, el inicio del juicio a Sánchez de Lozada y la res-
cisión del contrato con la empresa Aguas del Illimani Sociedad Anónima
(AISA). Al mismo tiempo, integrantes de organizaciones cívicas y sociales de
los departamentos de La Paz, Oruro, Potosí, Sucre y Cochabamba se movili-
zan por sus respectivas ciudades en la jornada de huelga general convocada
por la COB y las diversas centrales departamentales locales en repudio al
aumento de los combustibles. 

M A R T E S  1 1 Se inicia en la ciudad de Santa Cruz la primera jornada del paro cívico por 48 hs
declarada por el Comité Pro Santa Cruz en demanda de la anulación del decre-
to presidencial que establece el incremento en los combustibles. Horas más
tarde, el primer mandatario firma 6 decretos en beneficio del sector productivo
y agropecuario, concentrado en la región cruceña, y expresa la necesidad de
poner fin a la medida de fuerza. 

El presidente Carlos Mesa anuncia la rescisión concertada del contrato con la
empresa francesa AISA, concesionaria del agua potable en la ciudad de El Alto. 

J U E V E S  1 3 Miles de personas se movilizan por la ciudad de El Alto en la denominada Marcha
de Júbilo Patriótico para marcar el fin del paro cívico y celebrar la rescisión del con-
trato con la empresa AISA, concesionaria del agua potable en la región.

L U N E S  1 7 Miles de personas, entre dirigentes de la Central Obrera Regional (COR) y tra-
bajadores pertenecientes a diversos sindicatos, marchan desde la ciudad de El
Alto hacia La Paz para exigir la anulación del decreto que autoriza el incre-
mento en los combustibles, el inicio del juicio a Sánchez de Lozada y la apro-
bación de una nueva ley de hidrocarburos. 

M I É R C O L E S  1 9 El presidente Carlos Mesa firma el Decreto 27.983 por el cual establece una
rebaja del orden del 6% en los precios del combustible diesel, con el objeti-
vo de generar una instancia de diálogo con los dirigentes de diversos secto-
res del departamento de Santa Cruz, que se mantienen en huelga de hambre
en repudio al Decreto 27.959 por el que se aumentan los precios de los com-
bustibles. No obstante la medida gubernamental, las organizaciones santa-
cruceñas y del resto del país continúan con las acciones de protesta.

J U E V E S  2 0 Miles de personas, entre estudiantes, vecinos y representantes de organiza-
ciones cívicas y empresariales marchan por la ciudad de Santa Cruz para exi-
gir la anulación del Decreto 27.959 y la realización de un referéndum por las
autonomías regionales. En los momentos finales de la movilización, cientos de
jóvenes se concentran en las puertas de la Prefectura local y apedrean a los
efectivos policiales allí apostados, quienes con el apoyo del Grupo Especial de
Seguridad (GES) reprimen a los manifestantes con gases lacrimógenos y balas
de goma, y desalojan el lugar. Como consecuencia del enfrentamiento resul-
tan heridos 24 policías y 3 estudiantes. 



V I E R N E S  2 1 Miles de personas marchan por las calles de Santa Cruz y se concentran en la
Plaza 24 de Septiembre para exigir la asunción de un gobierno autónomo depar-
tamental. El presidente del Comité Cívico Pro Santa Cruz pronuncia un discurso
en el que lanza una convocatoria para realizar un Cabildo Abierto el próximo vier-
nes 28 con el objetivo de inaugurar un gobierno departamental provisional. Al
mismo tiempo, un grupo de estudiantes de la Facultad de Derecho de la
Universidad Gabriel René Moreno (UGRM) ocupa las instalaciones de la
Prefectura local con las mismas reivindicaciones enunciadas por el líder cívico. 

J U E V E S  2 7 Miles de personas convocadas por diversas organizaciones cívicas y sociales
marchan por las ciudades de Sucre, Cochabamba y La Paz para rechazar las
pretensiones santacruceñas de declarar en las próximas horas la autonomía
regional, así como para respaldar el sistema democrático y consolidar a la
Asamblea Constituyente como el único medio legítimo para establecer una
nueva estructura orgánico-institucional del estado. 

V I E R N E S  2 8 Alrededor de 200 mil personas participan en la ciudad de Santa Cruz del
Cabildo Abierto convocado por el comité cívico local con el objetivo de decla-
rar la autonomía regional. Durante el acto, los concurrentes otorgan pleno
poder a la asamblea autonómica, la que establece la elección directa del pre-
fecto departamental y la convocatoria a un referéndum nacional vinculante a
realizarse el próximo 10 de abril para decidir sobre la autonomía. Al mismo
tiempo y en diversas ciudades del país, miles de personas marchan en recha-
zo a las exigencias de autonomía expresadas por Santa Cruz. En La Paz, una
multitud conformada por campesinos, estudiantes universitarios y miembros
de organizaciones cívicas y sociales se moviliza en defensa de la democracia
y de la Constitución. En horas de la tarde el presidente Carlos Mesa firma un
decreto supremo por el que convoca a elecciones nacionales para el próximo
12 de junio a fin de elegir prefectos departamentales. 

L U N E S  3 1 Convocados por el Movimiento Al Socialismo (MAS) y las 6 Federaciones de
Productores de Coca de Cochabamba, miles de campesinos, indígenas y coca-
leros del Trópico de Cochabamba marchan por las calles de la ciudad hacia la
Plaza 14 de Septiembre para expresar su rechazo a la elección directa de los
prefectos departamentales y su oposición a que se inicie el proceso de las
autonomías regionales antes de celebrarse la Asamblea Constituyente. 

F E B R E R O

L U N E S  1 4 Con el apoyo del comité cívico local y medio centenar de instituciones, alre-
dedor de 10 mil personas marchan en la localidad de Yapacaní para exigir al
gobierno la inclusión en la nueva ley de hidrocarburos de un artículo que
otorgue un 10% de las regalías petroleras a los departamentos productores y
un 3% a los no productores. 
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M I É R C O L E S  1 6 Alumnos de la Universidad San Francisco Xavier, del departamento de Sucre,
ocupan, con el apoyo de la Federación Universitaria Local (FUL), los edificios
de 9 facultades de esa casa de estudios superiores y se declaran en huelga de
hambre para exigir la aplicación del escalafón docente, la gratuidad del segu-
ro médico estudiantil y el incremento en los montos destinados a becas y ayu-
dantías, entre otras cuestiones. 

L U N E S  2 1 Habitantes de Camiri, junto a organizaciones cívicas locales, bloquean por 24 hs
la ruta que conduce de Santa Cruz a Yacuiba para exigir que el Parlamento deci-
da considerar a su localidad como el centro de operaciones de la refundada
empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB). 

M I É R C O L E S  2 3 Efectivos de la Policía Nacional desalojan, mediante el disparo de gases lacri-
mógenos, a unas 100 familias asentadas ilegalmente en el Parque Nacional
Tunari del departamento de Cochabamba. Como consecuencia del operativo
resultan heridas 6 personas, mientras que otras 4 son detenidas. 

J U E V E S  2 4 El Comité Interinstitucional en defensa de la universidad fiscal, única, libre y
gratuita levanta la toma del edificio de la Universidad San Francisco Xavier de
la ciudad de Sucre, ante la negativa de las autoridades de esa casa de estudios
superiores a establecer acuerdos con los alumnos movilizados. Representantes
de los estudiantes expresan que, una vez reiniciadas las clases, el movimiento
será relanzado con más fuerza.

L U N E S  2 8 Decenas de indígenas, integrantes del Consejo Nacional de Markas y Ayllus
del Qollasuyo (CONAMAQ), inician una marcha desde la localidad de Konani
hacia el centro de La Paz en demanda de que la ley de hidrocarburos garan-
tice los derechos de los pueblos indígenas y que el Congreso avance en la
convocatoria a la Asamblea Constituyente. 

M A R Z O

M A R T E S  1 Cientos de campesinos, pertenecientes a las 6 Federaciones de Productores
de Coca del Trópico de Cochabamba, marchan por el centro cochabambino
para exigir la inmediata aprobación de la ley de hidrocarburos en los térmi-
nos expresados por la población en el referéndum realizado en el mes de
junio de 2004. 

Miles de campesinos y trabajadores pertenecientes a diversos sectores sociales
bloquean la carretera que vincula a Sucre con los departamentos de
Cochabamba, Oruro, Potosí y Santa Cruz, y las localidades de Entre Ríos, Bulo
Bulo y Yapacaní, en demanda de la aprobación de la ley de hidrocarburos y de
la convocatoria a la Asamblea Constituyente. Voceros del gobierno no descartan
el uso de la fuerza para garantizar el libre tránsito por todo el territorio nacional. 
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M I É R C O L E S  2 La FEJUVE de El Alto inicia un paro cívico con bloqueo de calles y avenidas,
por tiempo indefinido, en demanda del inmediato retiro de AISA y la pronta
instalación de una empresa pública bajo control social. 

J U E V E S  3 Efectivos de la policía se enfrentan con vecinos de El Alto en diversos puntos
de la ciudad en el segundo día de paro cívico encabezado por la FEJUVE local
en demanda del retiro inmediato de AISA. El presidente de la organización,
Abel Mamani, expresa que si el gobierno no cumple con su palabra se extre-
marán las medidas de presión con la toma de las instalaciones de la empresa. 

V I E R N E S  4 Alrededor de 15 mil personas marchan por el centro de El Alto y se concen-
tran en la autopista que une a la ciudad con el aeropuerto para exigir la renun-
cia del alcalde José Luis Paredes y el inmediato retiro de la empresa AISA. 

D O M I N G O  6 El primer mandatario Carlos Mesa anuncia, en horas de la noche, por cadena
nacional de radio y televisión que, debido a los múltiples bloqueos de rutas y
caminos existentes en el país y a las presiones de diversos sectores políticos y
sociales en torno a la aprobación parlamentaria de la nueva ley de hidrocar-
buros, presentará al Congreso la renuncia a la presidencia en las primeras
horas del lunes 7. Instantes después, miles de personas se concentran en las
principales plazas de las ciudades de La Paz, Cochabamba, Tarija, Potosí, Oruro
y Sucre para respaldar al presidente Carlos Mesa y rechazar su renuncia.
Representantes del MAS, incluido el líder cocalero Evo Morales, se oponen a la
renuncia y la califican como una maniobra de chantaje destinada a concentrar
poder en el Ejecutivo y derrotar las aspiraciones del pueblo boliviano. 

L U N E S  7 Campesinos del Chapare, pertenecientes a las 6 Federaciones de Productores
de Coca del Trópico de Cochabamba, bloquean por tiempo indefinido las
carreteras que conducen hacia Santa Cruz y Oruro en repudio a las empresas
transnacionales y en demanda de la aprobación parlamentaria de la ley de
hidrocarburos. 

Ante la carta de renuncia presentada por el presidente Carlos Mesa, dirigen-
tes de diversas organizaciones sociales de Santa Cruz, entre ellas colonizado-
res, gremiales, transportistas, juntas vecinales y la COR, deciden la suspensión
por 48 hs de los cortes de rutas realizados en la localidad de Yapacaní, en el
departamento de Santa Cruz, en demanda de la aprobación de la ley de
hidrocarburos. 

M A R T E S  8 El Congreso Nacional rechaza por unanimidad la renuncia presentada por el
presidente de la República, por lo que Carlos Mesa continúa al frente de la
Primera Magistratura. Las condiciones de la negociación se establecen en un
documento firmado en horas de la noche por el Poder Ejecutivo y los legisla-
dores de todos los partidos, con excepción del MAS y del Movimiento
Indígena Pachakuti (MIP). Momentos después, cientos de personas se con-
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centran en la Plaza Murillo, en el centro de La Paz, para celebrar la ratificación
parlamentaria de Carlos Mesa. En las ciudades de Oruro y Cochabamba, alre-
dedor de 5 mil personas se movilizan en apoyo al presidente. 

J U E V E S  1 0 Miles de personas se movilizan, a instancias del presidente Carlos Mesa, en
las ciudades de La Paz y Cochabamba, en repudio a los bloqueos de rutas
organizados y sostenidos por diversas organizaciones sociales. Al mismo tiem-
po, en el centro cochabambino, cientos de personas entre regantes, campesi-
nos y comerciantes bloquean una avenida para exigir la aprobación del pago
del 50% de regalías al estado boliviano por parte de las empresas petroleras. 

M A R T E S  1 5 El presidente Carlos Mesa anuncia por cadena nacional que solicitará al
Congreso Nacional que adelante las elecciones presidenciales para el 28 de
agosto de 2005, las cuales serían coincidentes con la elección de constituyentes
para la reforma de la Carta Magna. En el mismo mensaje acusa al Parlamento
y al líder del MAS, Evo Morales, de bloquear su gobierno. También critica a la
Fiscalía General de la República ya que esta ha determinado que el bloqueo de
rutas no constituye delito, por lo que no corresponde su intervención de oficio.

La Cámara de Diputados aprueba la propuesta realizada por su presidente de
gravar a las empresas petroleras con el 18% de regalías y el 32% de un
Impuesto Directo a la Producción de Hidrocarburos (IDPH). 

Campesinos de Cochabamba bloquean la carretera que conduce hacia el
departamento de Chuquisaca para exigir que el Parlamento apruebe el pro-
yecto de ley de hidrocarburos que establece el 50% de regalías para el esta-
do. Con idénticas reivindicaciones, campesinos de la localidad santacruceña
de San Julián bloquean la ruta que conduce al departamento de Beni. Con
estas protestas ya son más de 70 los puntos bloqueados en 7 de los 9 depar-
tamentos del país. 

M I É R C O L E S  1 6 Campesinos y trabajadores de todo el país declaran un cuarto intermedio en
las medidas de protesta para lograr la aprobación del 50% de regalías en la
nueva ley de hidrocarburos; por tal motivo levantan los bloqueos de rutas y
caminos en todo el territorio nacional. Representantes de diversas organiza-
ciones sociales expresan que la suspensión de las medidas de presión se
mantendrá al menos hasta que la Cámara de Senadores comience a tratar el
cuerpo de la ley. 

M A R T E S  2 2 La Cámara de Senadores comienza el tratamiento de la ley de hidrocarburos
aprobada días atrás por diputados. Así, la normativa es remitida a la Comisión
de Desarrollo Económico para ser analizada en todos sus artículos. Dirigentes
del MAS, del Movimiento de Izquierda Revolucionario (MIR) y de Nueva
Fuerza Republicana (NFR) expresan que no aceptarán modificaciones tanto
en su forma particular como general.
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A B R I L

L U N E S  4 Diversas organizaciones del área andina, entre las que se encuentran la
Coordinadora Latinoamericana de Organizaciones del Campo (CLOC), Vía
Campesina y la Campaña de Lucha contra el Área de Libre Comercio de las
Américas (ALCA) de Bolivia, convocan a través de un documento público al
Foro Andino contra el Tratado de Libre Comercio (TLC) a realizarse en la ciu-
dad peruana de Lima entre el 18 y el 21 de abril próximos.

M I É R C O L E S  6 Un grupo de 20 personas se entierra en el Parque Nacional Tunari, departa-
mento de Cochabamba, mientras que unas 250 familias mantienen una vigi-
lia en el lugar para repudiar la decisión de las autoridades de la Prefectura de
desalojar el campamento denominado Villa Porvenir instalado hace años en
la región. 

S Á B A D O  9 Trabajadores mineros y pobladores de la localidad de Porco, departamento de
Potosí, bloquean la ruta que conduce hacia Uyuni para demandar al gobierno
una reducción en las tarifas de transporte. 

L U N E S  1 1 Alrededor de 700 trabajadores mineros ocupan el Ingenio Molinos en la loca-
lidad de Caracoles, departamento de Oruro, para exigir que la empresa
Corporación Minera de Bolivia (COMIBOL) deje la administración del centro
productivo en el que trabajan unas 60 personas. 

M A R T E S  1 2 Trabajadores de la Radio San Gabriel de La Paz y campesinos de la región de
los Yungas se movilizan por el centro de la ciudad para exigir al Ministerio de
Educación la dotación de asignaciones docentes para las escuelas de la región. 

Un grupo de estudiantes de la carrera de Pedagogía de la Universidad San
Francisco Xavier inicia una huelga de hambre para exigir a las autoridades la
entrega de un nuevo edificio para la casa de estudios superiores. 

M I É R C O L E S  1 3 Trabajadores de la salud de todo el país inician un paro nacional de labores
convocado por la Federación Sindical de Ramas Médicas de Salud Pública
(FESIRMES) y apoyado por el Colegio Médico de Bolivia (CMB), en demanda
del pago del 23% del escalafón médico y la regularización de los salarios en
función de la categoría profesional, entre otras cuestiones. 

L U N E S  1 8 El Poder Ejecutivo envía al Congreso Nacional los 76 contratos que el estado
boliviano tiene con empresas petroleras para su revisión y consideración en
función de la nueva normativa sobre hidrocarburos que está siendo tratada
por el Senado de la Nación.

Pobladores de la localidad de Vinto, departamento de Cochabamba, bloque-
an la carretera que conduce hacia Oruro en demanda de que el Servicio
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Municipal de Agua Potable y Alcantarillado (SEMAPA) local cumpla con los
convenios de dotación de agua potable en la región. Reclaman también la
designación de 16 profesionales para las áreas de salud y educación. 

M A R T E S  1 9 Los pobladores de Vinto, departamento de Cochabamba, levantan el bloqueo
de la carretera que conduce hacia Oruro luego de firmar un acuerdo con los
directivos del SEMAPA por medio del cual este organismo garantiza el sumi-
nistro de agua potable a la región. Asímismo, se firma un documento con las
autoridades de la Prefectura por medio del cual estas se comprometen a
entregar las asignaciones profesionales para las áreas de salud y educación.

Alrededor de 300 mineros contratados por la COMIBOL bloquean la ruta
que une las ciudades de La Paz y Oruro a la altura de la localidad de Conani
para repudiar la toma del Ingenio Molinos por parte de mineros cooperati-
vistas y exigir la intervención de las autoridades para recuperar sus puestos
de trabajo.

J U E V E S  2 1 Los trabajadores mineros levantan el bloqueo de la carretera que conduce
hacia Oruro luego de firmar un acuerdo con representantes del gobierno por
medio del cual estos se comprometen a recuperar el Ingenio Molinos para la
COMIBOL y desalojar a los cooperativistas que ocupan el centro productivo.

V I E R N E S  2 2 Miles de habitantes de Santa Cruz marchan por el centro de la ciudad hacia la
sede de la Prefectura para exigir a las autoridades departamentales mayor
seguridad en las calles. En la ciudad de Copacabana, departamento de La Paz,
cientos de personas marchan con las mismas reivindicaciones. 

M I É R C O L E S  2 7 Alrededor de 50 transportistas bloquean el acceso a la Empresa Boliviana de
Refinación, ubicada en la localidad de Valle Hermoso, departamento de
Cochabamba, en demanda de que el gobierno resuelva la crisis desatada por
la falta de combustible diesel en los surtidores de la región. 

J U E V E S  2 8 En horas de la madrugada, la Cámara de Senadores aprueba, con el apoyo de
los representantes de todos los partidos excepto el MAS, el artículo de la
nueva ley de hidrocarburos por el cual se fija en un 18% de regalías y un 32%
del IDPH la ganancia del estado por la explotación de los hidrocarburos reali-
zada por las empresas transnacionales.

Trabajadores mineros, pertenecientes a la Federación Sindical de Trabajadores
Mineros de Bolivia (FSTMB), bloquean el ingreso a las oficinas de la
COMIBOL, ubicadas en la ciudad de La Paz, en repudio a la destitución de su
presidente y la posterior designación de la nueva autoridad. Este proceso es
apoyado por los cooperativistas mineros, quienes días atrás ocuparan un cen-
tro productivo perteneciente a los trabajadores asalariados del sector. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AISA Aguas del Illimani Sociedad Anónima
ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
CLOC Coordinadora Latinoamericana de Organizaciones del Campo
CMB Colegio Médico de Bolivia
COB Central Obrera Boliviana

COMIBOL Corporación Minera de Bolivia
CONAMAQ Consejo Nacional de Markas y Ayllus del Qollasuyo

COR Central Obrera Regional
FEJUVE Federación de Juntas Vecinales

FESIRMES Federación Sindical de Ramas Médicas de Salud Pública
FSTMB Federación Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia

FUL Federación Universitaria Local
GES Grupo Especial de Seguridad

IDPH Impuesto Directo a la Producción de Hidrocarburos
MAS Movimiento Al Socialismo
MIP Movimiento Indígena Pachakuti
MIR Movimiento de Izquierda Revolucionario
NFR Nueva Fuerza Republicana

SEMAPA Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantarillado
TLC Tratado de Libre Comercio

UGRM Universidad Gabriel René Moreno
YPFB Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Los Tiempos, La Razón, El Diario, Correo del Sur y La Prensa.
Otras fuentes: Indymedia Bolivia y Bolpress.
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Colombia

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  1 1 El alto comisionado de Paz anuncia en Montería el inicio de la fase de con-
centración del Bloque Córdoba de las Autodefensas Unidas de Colombia
(AUC) al mando de Salvatore Mancuso.

V I E R N E S  1 4 El presidente venezolano Hugo Chávez anuncia la suspensión de las relacio-
nes comerciales con Colombia, a raíz de la detención en territorio venezola-
no, por parte de las fuerzas armadas colombianas, del líder de las Fuerzas
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), Rodrigo Granda.

D O M I N G O  1 6 Docentes agremiados a la Federación Colombiana de Educadores (FECODE)
bloquean el acceso a universidades y colegios de Cali, Barranquilla, Medellín,
Sucre y Cartagena, entre otros, en rechazo al examen de concurso docente que
promueve el gobierno. La policía reprime con gases en varias ciudades dejan-
do un saldo de más de 100 detenidos, de los cuales 24 son de Sincelejo, Sucre.

Las FARC y paramilitares se enfrentan en la Sierra Nevada de Santa Marta. 

M A R T E S  1 8 Más de 200 docentes de Sincelejo, Sucre, toman las afueras de la gobernación
para exigir la liberación de sus colegas detenidos el pasado domingo. 

J U E V E S  2 0 Más de 300 miembros de la Organización Nacional Indígena de Colombia
(ONIC) realizan una marcha en Bogotá para protestar por las persecuciones y
asesinatos que sufre el pueblo embera katio por parte de grupos armados y
exigir el cumplimiento de los acuerdos pactados con el gobierno que con-
templan su derecho a la integridad étnica, cultural, social y económica. 

D O M I N G O  2 3 El presidente Chávez acusa a Estados Unidos de ser responsable de la captu-
ra del guerrillero de las FARC en Venezuela.

L U N E S  2 4 Los docentes de Santa Marta, agremiados al Sindicato de Educadores del
Magdalena (EDUMAG), realizan un paro y marchan hasta la Alcaldía para exi-
gir el pago de 9 mil millones de pesos colombianos que se les adeuda en con-
cepto de salarios y retroactivos, entre otros.
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J U E V E S  2 7 Los transportadores indígenas de combustible y alimentos perecederos y no
perecederos bloquean la frontera con Venezuela, en La Guajira, para protes-
tar por la crisis económica y social en que se encuentran debido al conflicto
diplomática entre Colombia y el país vecino. 

D O M I N G O  3 0 El presidente Uribe arriba a La Guajira para dialogar con los indígenas de la
cooperativa Ayatawuacoop quienes mantienen bloqueada la frontera con
Venezuela. Sin embargo, se mantiene la medida de protesta. 

L U N E S  3 1 El Ejército de Liberación Nacional (ELN) y el ejército se enfrentan en la
vereda Sierra Morena, Ciénaga, donde muere un jefe de finanzas de esa
guerrilla. 

F E B R E R O

M A R T E S  1 Unos 200 miembros de las FARC arrasan con el puesto de infantería de
Marina en Iscuandé, Nariño, dejando un saldo de 15 soldados campesinos
muertos y 25 heridos, provocando también un incendio en dicha base. 

M I É R C O L E S  2 Tras el ataque perpetrado por las FARC contra una base militar el día anterior,
el gobierno anuncia que continuará con su política agresiva contra esta gue-
rrilla. Además, en la zona rural de Vistahermosa, al Oriente, se enfrentan las
FARC con el ejército. 

S Á B A D O  5 Paramilitares realizan una incursión armada en la vivienda de una familia cam-
pesina en la vereda El Vergel, San Carlos, y matan a 3 hombres y 4 mujeres,
hiriendo a una señora y a dos bebés.

L U N E S  7 En Cartagena comienza la séptima ronda de negociaciones del Tratado de
Libre Comercio (TLC) entre los países andinos y EE.UU.

Más de 4 mil docentes de Cucutá, agremiados a la Asociación de Institutores
de Norte de Santander (ASINORT), inician un paro para exigir el pago por
parte del municipio del sueldo correspondiente al pasado mes de enero. 

J U E V E S  1 0 En Cartagena, miles de personas convocadas por las principales centrales
obreras y organizaciones campesinas e indígenas, estudiantiles, y de
pequeños y medianos productores agropecuarios, entre otras, realizan
una marcha para repudiar las negociaciones del TLC, exigir que se realice
un referéndum y rechazar la reelección presidencial. También se llevan
adelante manifestaciones en Antioquia, que culminan en enfrentamientos
con la policía, y se produce una explosión dentro la universidad que deja
un saldo de 18 heridos. 
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V I E R N E S  1 1 Culmina la séptima ronda de negociación del TLC entre Colombia, Ecuador y
Perú con EE.UU. sin lograr acuerdos ya que este último país se niega a elimi-
nar los subsidios agrícolas y la protección a las corporaciones farmacéuticas. 

D O M I N G O  1 3 Las FARC y el ejército se enfrentan en una región montañosa del Noroeste de
Colombia. 

D O M I N G O  2 0 El vocero de las FARC, Raúl Reyes, afirma que esa guerrilla ha iniciado una ofen-
siva militar destinada a terminar con la política de “seguridad democrática” del
presidente Uribe. Esta organización realiza una escalada dinamitera que deja sin
energía a 5 municipios de Putumayo, interrumpe el bombeo de gas y combus-
tible de un poliducto y suspende el tránsito entre el Sur y el Centro del país.
Además, realiza 2 atentados con dinamita: uno cerca del municipio de Dadeiba,
al Noroeste de Bogotá, con un saldo de 4 soldados muertos y 5 heridos; y otro
en Puerto Toledo, al Sur de Bogotá, que causa la muerte de 2 policías. Por otra
parte, hace estallar una casa bomba en una zona rural del municipio de Puerto
Lleras, Meta, dejando un saldo de 5 muertos y 20 heridos.

M A R T E S  2 2 El gobierno colombiano sostiene –desestimando la amenaza de las FARC de
derrotar su plan de seguridad– que son exagerados los temores de una ofen-
siva por parte de esa guerrilla y expresa que las acciones de la misma no deben
atemorizar al país. Mientras, las FARC y el ejército combaten en las selvas del
Guaviare y en la parte alta de la Serranía de Perijá, municipio de La Paz. 

M I É R C O L E S  2 3 Más de 5 mil indígenas embera chami de Risaralda marchan desde sus territorios
hasta las cabeceras del municipio de Mistrató y Pueblo Rico, con la participación
de otros indígenas de los municipios de Guática, Quinchía, Marsella y desplaza-
dos de Pereira, por la dignidad del pueblo embera. Exigen al gobierno que inicie
un diálogo con los embera katios del Alto Sinú, quienes desde el 23 de diciembre
están hacinados en las instalaciones de la ONIC en Bogotá y luchan contra las con-
secuencias negativas que causa la represa Urrá en sus comunidades.

J U E V E S  2 4 El presidente Uribe admite que habrá una dosis de impunidad en las conver-
saciones con los paramilitares, en momentos en que estos amenazan con
romper el diálogo si son sometidos a la justicia.

L U N E S  2 8 Las FARC y el ejército se enfrentan en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la
Serranía del Perijá, César, dejando un saldo de 3 muertos. 

M A R Z O

M A R T E S  1 Las FARC afirman que liberarán a todos sus detenidos si el gobierno a su vez
deja en libertad a la totalidad de los guerrilleros presos, incluidos sus líderes
Simón Trinidad y Sonia, que fueran extraditados a EE.UU., y Rodrigo Granda.



Trabajadores del Hospital Central Julio Méndez Barrenche de Santa Marta reali-
zan un paro para exigir mayor presupuesto y rechazar la liquidación del hospital. 

D O M I N G O  6 Los cabildos del Cauca liderados por la ONIC realizan una consulta sobre la
firma del TLC con EE.UU. en los municipios de Caloto, Caldoso, Inzá, Páez,
Jambaló y Toribío. Participa de la misma el 75% del padrón electoral y se con-
tabilizan 68.448 votos, de los cuales el 98% rechaza el tratado. Esta cifra supe-
ra los registros de todas las elecciones municipales realizadas en esa región. 

L U N E S  7 Miles de habitantes de Apartadó, junto al alcalde, el asesor de paz de
Antioquia y el obispo de esa localidad, funcionarios, sindicatos y cooperativas,
marchan por las calles de ese municipio en repudio a la masacre de 8 cam-
pesinos perpetrada el pasado 21 de febrero en esa “comunidad de paz”. 

Los maestros del sector oficial de Santa Marta, agremiados al EDUMAG, ini-
cian un paro de 48 hs para exigir al alcalde el pago de sus sueldos. 

M I É R C O L E S  9 Las FARC y fuerzas militares combaten en la región de Montes de María,
dejando un saldo de varios muertos. 

Más de 200 estudiantes de la Universidad Pedagógica, en Bogotá, realizan una
protesta contra el TLC en la que se producen enfrentamientos con la policía,
que detiene a 6 jóvenes. 

L U N E S  1 4 Los trabajadores de la salud de la Costa Caribe realizan un paro de 24 hs en
rechazo a la política de privatización implementada en ese sector. 

M A R T E S  1 5 Las FARC y el ejército se enfrentan en Florencia, Caquetá, y en Hacarí, Norte
de Santander. 

En Neiva, más de 2 mil campesinos realizan una protesta para repudiar las
fumigaciones con glisofato y las detenciones masivas, y exigir mayor inversión
social, la libertad inmediata de las personas acusadas de auxiliar a la guerrilla
y la erradicación manual de la coca.

V I E R N E S  1 8 Estudiantes y jubilados de la Universidad del Atlántico, en Barranquilla, realizan
una marcha para rechazar la privatización de la institución y exigir el pago de
las mesadas a los pensionados. Se producen enfrentamientos con la policía. 

L U N E S  2 1 El ejército se enfrenta con paramilitares en el casco urbano de Florencia,
Caquetá, y con las FARC en Puerto Inárida, Guanía. 

Culmina en Washington la octava ronda de negociaciones del TLC entre
Colombia, Ecuador y Perú con EE.UU., que comenzara el pasado lunes, sin
que se alcancen acuerdos fundamentalmente en lo que se refiere al tema agrí-
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cola, el área de servicios e inversiones, el tema de la propiedad intelectual,
derechos de autor y marcas registradas, entre otros. 

M A R T E S  2 2 El directorio del Banco Mundial (BM) aprueba 2 créditos para el país por un
monto global de 170 millones de dólares.

M I É R C O L E S  2 3 Las FARC y el ejército se enfrentan en una vía del sureño departamento de
Putumayo, dejando un saldo de más de 10 muertos. 

M A R T E S  2 9 Más de mil estudiantes, profesores y padres de familia del colegio Nuestra
Señora de la Candelaria bloquean la carretera Oriental, en Malambo, para exi-
gir a los funcionarios de la gobernación el pago de las mesadas atrasadas y
mejoras edilicias. La policía se presenta en el lugar pero no se producen dis-
turbios. 

A B R I L

V I E R N E S  1 Los habitantes de la comunidad de Paz San José de Apartadó, situada al
Nordeste de Colombia, quienes se han declarado neutrales frente al conflicto
armado, abandonan esa zona ante la llegada de la policía a su territorio.

D O M I N G O  3 El ejército combate con las FARC en la vereda El Bizcocho, Alejandría, Oriente
antioqueño. 

L U N E S  4 Organizaciones convocadas por la Organización Femenina Popular (OFP) y
Ruta Pacífica, entre otras, inician la Semana de Acción Global por el Comercio
Justo y la Marcha Mundial de Mujeres, en Barrancabermeja, Bogotá,
Cartagena, Barranquilla, Popayán, Cali, Arauca, Bucamaranga y Putumayo, en
rechazo a la guerra y al TLC y en demanda de una solución política al conflic-
to armado. 

M A R T E S  5 El rector de la Universidad Nacional (UN), Marcos Palacios, renuncia a su
puesto aduciendo razones personales.

S Á B A D O  9 Las FARC dejan en libertad a 5 integrantes de la ONG de derechos humanos
Justicia y Paz secuestrados el pasado 1º de abril en el departamento de
Chocó. Además, las FARC y el ejército se enfrentan en la zona rural de Puerto
Rico, Caquetá. 

Los indígenas embera katios instalados en Bogotá desde hace 108 días regre-
san a sus comunidades luego de acordar con la empresa constructora que
esta les girará 2.300 millones de pesos colombianos para completar una par-
tida de 6.800 millones de pesos. La misma aportará también recursos para el
apoyo logístico del proceso de concertación de las medidas que se pondrán



en marcha a fin de resarcir los daños de inundación de tierras causados por
la empresa desde 1994, así como el financiamiento de un estudio que se rea-
lizará entre mayo y septiembre próximos para definir el Plan Integral de Vida
del Pueblo embera del Alto Sinú, con la participación de los indígenas. 

M A R T E S  1 2 Los trabajadores de la salud, agremiados a la Asociación Nacional de
Trabajadores Hospitalarios de Colombia (ANTHOC), realizan una protesta y
toman las gradas de la sala donde sesiona la Asamblea Departamental del
Atlántico en rechazo al cierre del Hospital Universitario de Barranquilla (HUB). 

Cerca de 20 trabajadores temporales de la sede de la Empresa Colombiana
de Petróleos (ECOPETROL) en Barrancabermeja, agremiados a la Unión
Sindical Obrera (USO), inician una huelga de hambre para que la empresa
resuelva la situación de 278 empleados que exigen prestaciones laborales. 

M I É R C O L E S  1 3 Miles de estudiantes, docentes, trabajadores y pensionados de todas las uni-
versidades públicas del país inician el Paro Nacional Universitario de 72 hs
convocado por la Multiestamentaria Universitaria y la Coordinadora Nacional
de Estudiantes Universitarios, en defensa de la educación pública y contra la
política privatista del gobierno de Uribe. 

V I E R N E S  1 5 El líder indígena zanú Hernando Vergara muere a manos de desconocidos en
una zona rural del Norte de Colombia, con lo que asciende a 20 el número
de aborígenes asesinados en lo que va de este año.

S Á B A D O  1 6 Las FARC se enfrentan con las fuerzas de seguridad en San Carlos, Antioquia,
y en los Montes de María, Chocó y Antioquia. 

En Bogotá, se reúne la Coordinadora Multiestamentaria Nacional, el Sindicato
de Trabajadores Unidos de Colombia (SINTRAUNICOL) y la Coordinadora
Nacional de Estudiantes Universitarios, que deciden continuar con el paro hasta
el 19 de abril, realizar una consulta sobre el TLC en el sector universitario, con-
vocar a paros escalonados y participar masivamente en la movilización del 1º de
mayo con los trabajadores de todos los sectores, entre otras cuestiones. 

D O M I N G O  1 7 Cumplen 5 días consecutivos los combates entre las FARC y el gobierno en
Toribío, Suroeste de Colombia.

El ejército y el ELN combaten en la vereda El Molino, Cocorná, en el Oriente
de Antioquia. 

Más de 2 mil campesinos de varias veredas de los Montes de María toman el
parque central de El Carmen y realizan una marcha hasta la Troncal de
Occidente para exigir al gobernador que repare las vías y las escuelas y mejo-
re el sistema de salud. El gobernador afirma que hay indicios de que existen
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grupos armados infiltrados en las protestas y que el problema de las vías debe
resolverlo el Instituto Nacional de las Vías. 

Estudiantes y docentes de la Universidad Tecnológica de Pereira participan de
la jornada nacional de paro, en la que resulta herido un docente al estallar un
artefacto explosivo que produce destrozos en distintas partes de la institución.

L U N E S  1 8 Comienza en Lima, Perú, la novena ronda de negociaciones del TLC entre este
país, Ecuador y Colombia con EE.UU., en medio de anuncios de marchas y
protestas.

El gobierno de México da por terminada su labor de facilitador del diálogo
entre el gobierno colombiano y el ELN, luego de que esta guerrilla rechaza la
mediación del gobierno de Fox por haber votado este último recientemente en
contra de Cuba en la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en Ginebra.

Las FARC señalan que los ataques lanzados en el Suroeste de Colombia desde
el jueves pasado con un saldo de al menos 24 muertos constituyen una bofe-
tada a las políticas de seguridad del presidente Álvaro Uribe.

Habitantes del municipio de Calamar, Cartagena, realizan una protesta contra
las permanentes suspensiones del servicio eléctrico y apedrean el Palacio
Municipal, la Registraduría, las instalaciones de Electrocosta y la casa del alcal-
de. Se producen enfrentamientos con la policía que dejan un saldo de 5 poli-
cías lesionados. 

Los campesinos del municipio de El Carmen de Bolívar, Bolívar, y del munici-
pio de Ovejas, Sucre, con el apoyo de la Federación Nacional Sindical Unitaria
Agropecuaria (FENSUAGRO), inician una movilización para exigir al gobierno
nacional el cese de la violación a los derechos humanos por parte de la fuer-
za pública acantonada en la región. 

M A R T E S  1 9 Unos 2 mil miembros de la llamada Guardia Indígena, un movimiento de
resistencia pacífica de los pueblos autóctonos del Cauca, llegan al poblado de
Toribío, Suroeste de Colombia, para proteger a los civiles de los combates que
las FARC y el ejército sostienen desde el jueves pasado en la zona. La llegada
de la Guardia Indígena coincide con el desplazamiento de al menos 1.200 per-
sonas que abandonan el poblado. 

Culmina la jornada nacional de protesta de toda la comunidad universitaria,
con asambleas en los distintos centros de estudios, en rechazo a las políticas
privatizadoras de la educación pública del gobierno de Uribe. Cientos de estu-
diantes de la Universidad de Cartagena (UNICARTAGENA) realizan una mar-
cha hasta la gobernación de Bolívar. 
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J U E V E S  2 1 Más de mil personas, entre ellas 300 estudiantes, con el apoyo de la USO, rea-
lizan una marcha por las principales calles de Barrancabermeja para rechazar
el traslado de 48 miembros del cuerpo docente y las políticas del Ministerio
de Educación, y exigir la salida de algunos funcionarios. 

En el cuarto día de paro para exigir la reparación de las vías a fin de poder
transportar sus productos, cientos de pobladores, transportistas, comerciantes
y mototaxistas de El Carmen de Bolívar, Cartagena, bloquean la Troncal de
Occidente. La policía reprime con gases lacrimógenos. 

V I E R N E S  2 2 Pobladores, mototaxistas, transportistas y comerciantes de El Carmen de
Bolívar, Cartagena, levantan la protesta que llevan adelante en la vereda de
ese municipio, luego de fuertes enfrentamientos con la fuerza pública y de
acordar con el secretario del Interior de Bolívar la firma de 2 contratos de ade-
cuación de vías. 

M A R T E S  2 6 En Medellín, estudiantes y docentes de la UN y la Universidad de Antioquia
realizan una marcha en defensa de la educación pública. 

M I É R C O L E S  2 7 El ministro de Defensa releva de sus cargos a 4 generales de las fuerzas mili-
tares de Colombia, en momentos en que las FARC realizan una ofensiva en el
Sur del país, por haber rechazado públicamente la creación de comandos
conjuntos de las 3 ramas de las fuerzas armadas en zonas de conflicto.

La secretaria de Estado de EE.UU., Condoleezza Rice, en su visita a Bogotá, rei-
tera que su país mantendrá el apoyo militar a Colombia en la lucha contra el
narcotráfico y los grupos armados ilegales. Asimismo, señala que a pesar de
que están próximos a terminar los 5 años del Plan Colombia, el apoyo de su
país continuará sin modificaciones.

J U E V E S  2 8 Parlamentaristas oficialistas y opositores piden la salida del ministro de
Defensa, Jorge Alberto Uribe, por haber despedido a 4 generales.

Las FARC y el ejército se enfrentan en la vereda El Llanito, en Cali. 

S Á B A D O 3 0 El ejército combate con fuerzas combinadas de las FARC y el ELN en una zona
rural del Noreste de Antioquia.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANTHOC Asociación Nacional de Trabajadores Hospitalarios de Colombia
ASINORT Asociación de Institutores de Norte de Santander

AUC Autodefensas Unidas de Colombia
BM Banco Mundial

ECOPETROL Empresa Colombiana de Petróleos
EDUMAG Sindicato de Educadores del Magdalena

ELN Ejército de Liberación Nacional
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia

FECODE Federación Colombiana de Educadores
FENSUAGRO Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria

HUB Hospital Universitario de Barranquilla
OFP Organización Femenina Popular

ONIC Organización Nacional Indígena de Colombia
ONU Organización de las Naciones Unidas 

SINTRAUNICOL Sindicato de Trabajadores Unidos de Colombia
TLC Tratado de Libre Comercio
UN Universidad Nacional

UNICARTAGENA Universidad de Cartagena
USO Unión Sindical Obrera

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios El Tiempo, El Colombiano y El Heraldo.
Otras fuentes: Indymedia Colombia y Rebelión.
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Ecuador

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M I É R C O L E S  5 Omar Quintana es elegido titular del Congreso Nacional. 

J U E V E S  6 Toman posesión de sus cargos las autoridades locales que triunfaran en las
elecciones de octubre de 2004. Jaime Nebot, del Partido Social Cristiano
(PSC), y Paco Moncayo, de Izquierda Democrática (ID), asumen su segundo
mandato como alcaldes de Guayaquil y Quito, respectivamente. 

V I E R N E S  1 4 Luis Macas asume como presidente de la Confederación de Nacionalidades
Indígenas del Ecuador (CONAIE). 

M I É R C O L E S  1 9 Unos 2 mil alumnos secundarios marchan al Tribunal Constitucional (TC) y al
Congreso Nacional en Quito en reclamo de la entrega de su carné estudiantil
y de un aumento del presupuesto para educación. La policía reprime con
gases lacrimógenos la manifestación y se producen enfrentamientos a lo largo
de 8 cuadras. 

M I É R C O L E S  2 6 Alrededor de 100 mil personas realizan la denominada Marcha Blanca, desde
el Parque Centenario hasta el Malecón, convocada por el alcalde de Guayaquil.
Los manifestantes gritan consignas contra el gobierno de Gutiérrez y su falta de
atención a la ciudad en temas de seguridad ciudadana. El alcalde señala que la
Constitución se volvió incómoda y decidieron matarla, en referencia a la Corte
Suprema de Justicia (CSJ) de facto instalada desde diciembre de 2004. Por la
zona, unos 8 mil simpatizantes del Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE) y de
Sociedad Patriótica (SP) realizan una contramarcha hasta la sede del municipio
donde critican la gestión del alcalde Nebot. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 6 Más de 150 mil personas, entre campesinos, indígenas, jubilados, estudiantes,
miembros de organizaciones sociales, activistas de derechos humanos y polí-
ticos de ID y Pachakutik (PK), entre otros, realizan la Marcha por la
Democracia hasta la Plaza San Francisco. La misma es convocada por la
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Asamblea de Quito. Por su parte, una contramarcha a favor del gobierno con-
centra a unas 20 mil personas de distintas provincias en la Plaza Grande. El
Palacio de Gobierno amanece rodeado de alambres de púa y las calles cus-
todiadas por miles de policías y militares. Se suspenden las clases en la pro-
vincia por orden del ministro de Educación.

L U N E S  2 1 Los médicos integrantes de la Federación Médica Ecuatoriana (FME) inician
un paro indefinido para exigir a los ministerios de Economía y de Trabajo el
pago de sus horas extra pendientes desde 2002. También exigen un aumen-
to salarial del 50%. 

M A R T E S  2 2 El ministro de Gobierno, Jaime Damerval, presenta su renuncia por diferen-
cias políticas con el presidente Gutiérrez. Asume el cargo Xavier Ledesma.

M A R Z O

J U E V E S  3 Unos 6 mil trabajadores judiciales inician un paro en alrededor de 1.100
dependencias del Poder Judicial en rechazo a la reestructuración de las cortes
superiores, establecida en la resolución del Congreso que el 8 de diciembre
pasado designara a los magistrados de la actual CSJ. 

V I E R N E S  4 Se reúne la Asamblea Provincial de Pichincha, liderada por el prefecto provin-
cial, Ramiro González (ID), con presencia de organizaciones sociales y dirigen-
tes de organizaciones ciudadanas, que radicalizan la oposición al gobierno.

S Á B A D O  5 El diputado socialista Enrique Ayala Mora es atacado a balazos desde un auto
por sujetos desconocidos. 

M A R T E S  8 La gobernadora de Esmeraldas, Rosa Cabezas, sufre un atentado cuando su
auto es interceptado por otro y baleado. Un disparo la alcanza en la zona
lumbar. 

M A R T E S  2 2 Trabajadores judiciales realizan una marcha en rechazo a los jueces de la CSJ.
En las afueras del Congreso, miembros de “Cero corrupción”, organización
afín al gobierno, agreden a los principales dirigentes judiciales. Luis Muñoz,
presidente de la Federación Nacional de Judiciales del Ecuador (FENAJE), es
hospitalizado por una herida de arma cortopunzante.

D O M I N G O  2 7 El viceprefecto de Pichincha, Gustavo Borja, sufre un atentado cuando su casa
es tiroteada por desconocidos. 

L U N E S  2 8 Óscar Ayerve asume como ministro de Gobierno, luego de la renuncia de
Ledesma por problemas de salud. Fausto Cobo asume como secretario de la
Administración, en reemplazo de Ayerve.
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M A R T E S  2 9 Más de 1.000 trabajadores judiciales se concentran en las afueras de la CSJ
para exigir la renuncia del presidente de la corte de facto. La policía lanza
gases lacrimógenos. El presidente de la Corte amenaza con sanciones para los
judiciales que no vuelvan a trabajar. 

M I É R C O L E S  3 0 Más de 40 diputados del PSC, ID, PK, Socialistas y otros, se reúnen con el
ministro de Gobierno, Óscar Ayerve, y acuerdan conformar una comisión
para elaborar un nuevo proyecto de reformas de la Ley Orgánica de la
Función Judicial, que reorganice la CSJ, abriendo así una nueva vía para solu-
cionar la crisis.

J U E V E S  3 1 El presidente de la CSJ anula los juicios contra los ex presidentes Abdalá
Bucaram y Gustavo Noboa y el ex vicepresidente Dahik, permitiendo su retor-
no al país. 

A B R I L

V I E R N E S  1 La Asamblea de Quito, integrada por diversas organizaciones sociales y presi-
dida por el alcalde de la ciudad, luego de reunirse con una masiva concu-
rrencia, declara a la capital ecuatoriana en rebeldía frente al gobierno y a la
CSJ de facto. 

S Á B A D O  2 El ex presidente Bucaram se hace presente en el Parque Centenario en
Guayaquil ante una multitud que lo reclama. Agradece a “sus” 3 presidentes,
el del Congreso, Quintana; el de la CSJ, Castro, y el de la República, Gutiérrez. 

D O M I N G O  3 La ID, PK, y el PSC rompen el diálogo con el gobierno luego del regreso al
país del líder roldosista, Bucaram.

El ex presidente Noboa retorna al país, luego de que el presidente de la CSJ
anulara el juicio en su contra.

L U N E S  4 Representantes del Frente Popular, la Coordinadora de Movimientos Sociales
(CMS), dirigentes barriales y misioneras lauritas realizan la Asamblea de los
Pueblos en la sede de la CONAIE para preparar las acciones de oposición al
gobierno de Gutiérrez. Rechazan las decisiones del presidente de la CSJ, el
Tratado de Libre Comercio (TLC), el Plan Colombia y la privatización de
empresas públicas. El presidente de la CONAIE realiza un llamado a las orga-
nizaciones sociales para pedir la nulidad de los procesos que permitieran el
retorno de Bucaram, Dahik y Noboa. 

M A R T E S  5 La oposición quiteña al régimen de Gutiérrez anuncia que prepara un perío-
do indefinido de protestas contra el gobierno y la CSJ que comenzará el pró-
ximo 12 de abril. El prefecto de Pichincha convoca a una paralización total en
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la provincia. El alcalde de Quito anuncia que el ayuntamiento capitalino apo-
yará la protesta.

Más de 5 mil personas, entre ellas representantes de las organizaciones que
integran la Asamblea de Quito, concejales, consejeros, prefectos y los alcaldes
de Ambato y Cotacachi, protestan en rechazo al regreso de Bucaram. La mar-
cha llega a las afueras del Congreso Nacional para exigir a los legisladores que
cesen a la actual CSJ. La fuerza pública lanza una cantidad incalculable de
gases lacrimógenos. Los manifestantes bloquean los accesos al recinto para
impedir la salida de los diputados afines al gobierno hasta tanto no se desti-
tuya a la Corte. Finalmente, los gases impiden permanecer en el lugar. El blo-
que legislativo de la ID toma como rehén a un comandante de la Guardia
Legislativa y realiza un canje con la policía que, a cambio, devuelve a un joven
detenido. Previo a la manifestación, se realizan las asambleas de Quito y de
Pichincha, que resuelven iniciar movilizaciones progresivas con el respaldo de
los alcaldes y prefectos de Azuay, Tungurahua, Cotopaxi, Imbabura, Carchi y
varios cantones de la Sierra. 

El gobierno entrega al Congreso una nueva propuesta de reestructuración de
la CSJ, en un intento de reabrir el diálogo con la oposición.

M I É R C O L E S  6 Miles de personas, entre ellas el alcalde de Quito, el prefecto de Pichincha y
algunos concejales, se concentran frente a la Casa de la Cultura e inician una
marcha. En la avenida Diez de Agosto, miles de estudiantes, empleados, pro-
fesores y autoridades de la Universidad Católica, vestidos de negro y con
leyendas “no corrupción, no impunidad, no dictadura”, se suman a la protes-
ta. La policía lanza gases lacrimógenos. Los manifestantes se dispersan e
intentan reagruparse, pero la policía lo impide. Finalmente, el comandante del
Distrito de Quito permite que la manifestación avance hasta Santa Prisca, a
cambio de que los manifestantes no lancen piedras. 

M I É R C O L E S  1 3 Los indígenas de Cayambe, provincia de Pichincha, obstruyen el ingreso a la
ciudad cortando la carretera para apoyar el paro provincial y recordar a
Gutiérrez que respete el orden constitucional y que cumpla con lo ofrecido.
En Ibarra, Imbabura, empleados municipales de la Empresa Municipal de
Agua Potable, estudiantes de la Universidad Técnica del Norte y médicos rea-
lizan una marcha encabezada por el alcalde. El paro mantiene incomunicado
al Norte del país. En la vía Ambato-Riobamba los trabajadores del Consejo
Provincial de Chimborazo cortan el tránsito. Los habitantes de Azuay, con el
apoyo de la Asociación de Volqueteros, bloquean con más de 180 vehículos
el acceso a Cuenca. Los judiciales y los trabajadores de la Empresa Eléctrica y
del propio Consejo Provincial ocupan los puentes que separan la parte alta de
la ciudad. El comercio y la banca trabajan parcialmente. El transporte urbano
sale de circulación. A media mañana, unas 300 personas marchan hasta la
Gobernación de la provincia. En Orellana, empleados municipales y del
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Consejo Provincial realizan una marcha. La Confederación Nacional del
Seguro Campesino bloquea las vías en el sector de Saraguro y San Lucas, en
Loja. En Quito, los hospitales públicos suspenden la atención de consulta
externa y varias cooperativas de transporte interrumpen sus actividades. Por
orden del presidente de la Corte no trabajan ni magistrados ni empleados.
Policías protegen las inmediaciones de la CSJ. Más de 2 mil personas de diver-
sas organizaciones, entre ellas la CMS, marchan por los alrededores del
Parque Arbolito al grito de “que se vayan todos”. La CONAIE decide unirse a
la manifestación para defender la Constitución. Aseguran que no respaldan las
intenciones particulares del alcalde de Quito. La policía y el ejército reprimen
con gran cantidad de gases lacrimógenos. La marcha no logra llegar al
Congreso ni a la Plaza Grande. Resultan heridas 79 personas. El Palacio de
Carondelet es custodiado por policías y el ejército en 3 cuadras a la redonda.
El gobierno realiza una marcha donde unas 4 mil personas, en su mayoría de
Guayas y Manabí, marchan hasta la Plaza San Francisco para gritar consignas
a favor de Gutiérrez. En la noche, cuando el paro parece llegar a su fin, unas
5 mil personas con cacerolas se concentran en la Av. Shyris autoconvocadas a
través de Radio La Luna y piden la salida del presidente Gutiérrez. No permi-
ten la presencia de ningún político en las manifestaciones. En ello se distin-
guen del paro convocado por la Asamblea de Quito y de Pichincha. Se dirigen
hasta la CSJ; la policía los reprime con gases lacrimógenos. También realizan
un cacerolazo en la casa de Gutiérrez para exigir su renuncia. 

J U E V E S  1 4 Más de 10 mil personas, entre amas de casa, jubilados y niños, se concentran
en la Av. Shyris en Quito, autoconvocadas a través de Radio La Luna, para rea-
lizar “El Reventón”: se hacen estallar globos al unísono. Exigen la salida de
Gutiérrez y marchan a la CSJ. En distintas zonas de la Capital la gente realiza
sentadas en las calles. Gutiérrez minimiza las protestas y llama “forajidos” a
los manifestantes que se concentran en las afueras de su casa.

V I E R N E S  1 5 El presidente Gutiérrez anuncia el cese de los magistrados de la CSJ y decla-
ra el estado de emergencia en el Distrito Metropolitano de Quito. Dispone
que la fuerza pública mantenga el orden y anuncia limitaciones a los derechos
civiles. Luego del anuncio, los manifestantes de Quito intensifican las protes-
tas en repudio al estado de emergencia. Las calles y las líneas telefónicas se
congestionan. La denuncia de que unos 40 hombres intentan incendiar las
instalaciones de Radio La Luna convoca a la gente en el lugar para defender
a la emisora y sus trabajadores. Los pobladores se concentran en las princi-
pales avenidas de la capital llevando banderas de Ecuador y gritando consig-
nas contra el gobierno. En la Av. Shyris más de 5 mil personas portan bande-
ras, globos y pancartas con la consigna “¡Soy forajido y qué!” y “Fuera
Dictador”. Al Sur de Quito, en El Pintado, unas 2 mil personas protestan con-
tra el anuncio. El ejército no sale a las calles a mantener el orden ni a hacer
cumplir el estado de emergencia. También se producen esporádicas protestas
en las capitales de Azuay y Chimborazo. 
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S Á B A D O  1 6 Miles de personas realizan el “rollazo” en Quito. Cuelgan de autos y balcones
rollos de papel higiénico como símbolo de su deseo de limpiar de políticos el
país. Desde la Av. Shyris, al Norte de Quito, y desde el barrio la Villaflora, al Sur,
marchan exigiendo la salida de Gutiérrez. Las marchas se unen y llegan a una
cuadra del Palacio Nacional. La policía reprime con gases lacrimógenos. Más
de 18 personas son detenidas. El presidente Gutiérrez levanta el estado de
emergencia aduciendo que se cumplió con el objetivo previsto: cesar a la CSJ. 

D O M I N G O  1 7 Más de 10 mil personas marchan hacia el Congreso Nacional en Quito.
Rompen el cerco policial y se dirigen al frente del recinto parlamentario. Otro
grupo permanece en las afueras de Radio La Luna, que deja de salir al aire
por varias horas debido a “una guerra electrónica” que interfiere la señal.
Según los manifestantes es un boicot del gobierno. En otras capitales provin-
ciales también se registran protestas. Por su parte, luego de 4 meses de inten-
tos y tras las protestas ciudadanas, los diputados aprueban una resolución
para disolver a la CSJ de facto. 

L U N E S  1 8 Estudiantes secundarios y universitarios de Quito encabezan protestas contra el
gobierno. Uniformados impiden el acceso hasta el Palacio Nacional y se produ-
cen enfrentamientos. Unos 10 jóvenes son detenidos y 5 resultan heridos. En
Guayaquil se realiza una caravana motorizada convocada por el alcalde Nebot.

M A R T E S  1 9 Más de 50 mil personas marchan hacia el Palacio Nacional en Quito para exi-
gir la salida de Gutiérrez. La policía reprime con gases lacrimógenos provo-
cando la muerte del periodista chileno Julio García. A su vez, 17 personas
resultan heridas y más de 80 afectadas por los gases. Al Sur, en la calle Napo,
estudiantes del colegio Montúfar inician una marcha que también es reprimi-
da. Asimismo protestan en Cuenca y Tulcán. Por su parte, unos 1.500 indíge-
nas de la Federación de Indígenas Evangélicos (FEINE) marchan en Quito en
apoyo al gobierno. Renán Borbúa, primo de Gutiérrez, anuncia en Guayaquil
la movilización de unas 5 mil personas desde la costa del país hacia la capital
de la República para defender al régimen contra “los forajidos de Quito”. 

Los trabajadores de los juzgados se reintegran a sus labores, tras 6 semanas
de paro, luego de que el Congreso decide cesar a la CSJ. 

La FME y el gobierno logran un acuerdo y firman un acta transaccional. El
gobierno se compromete, entre otras cosas, a cancelar la deuda que mantie-
ne con los médicos: el 40% hasta el 30 de junio de 2005, el otro 40% hasta
el 31 de marzo de 2006 y el 20% restante hasta el 31 de marzo de 2007. La
FME y la Federación Odontológica se rehúsan a levantar la medida hasta tanto
el documento no sea firmado por el ministro de Economía.

M I É R C O L E S  2 0 El presidente Lucio Gutiérrez abandona en helicóptero el Palacio
Presidencial luego de que una mayoría de 60 diputados lo destituye en sus
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funciones por abandono de cargo, asegurando que esto ocurre cuando
Gutiérrez, desconociendo la Constitución, interviene en los otros poderes
del estado y dispone que la fuerza pública reprima manifestaciones pacífi-
cas. Previo a la destitución de Gutiérrez, miles de quiteños salen a impedir
la llegada de buses que transportan gente de la costa traída por Borbúa para
apoyar al gobierno. Se producen violentos enfrentamientos. Una mujer que
apoya a Gutiérrez muere al caer de una camioneta. Jóvenes armados traídos
por el régimen desde diferentes provincias realizan disparos contra los mani-
festantes de la oposición desde las ventanas del Ministerio de Bienestar
Social (MBS). El comandante general de la policía, Jorge Poveda, presenta su
renuncia afirmando que no puede ser testigo del enfrentamiento del pueblo
y, horas más tarde, las fuerzas armadas retiran el respaldo al presidente
Gutiérrez asegurando que lo hacen por la patria y por la paz. Prosiguiendo
con los pasos constitucionales, asume el cargo de presidente del país el vice-
presidente Alfredo Palacio. Este asegura que ha finalizado la dictadura y que
junto al pueblo refundará la República. Palacio permanece por 6 hs sin pro-
tección policial ni militar frente a millares de manifestantes que le exigen que
disuelva el Congreso y que “se vayan todos”. Varios diputados son agredi-
dos por los manifestantes. La fiscal de la Nación pide prisión preventiva y la
prohibición de salida del país para Gutiérrez, Bucaram, Castro y Bolívar
González (subsecretario de Bienestar Social). Por la tarde, unas mil personas
toman el aeropuerto Mariscal Sucre de Quito e ingresan a la pista para impe-
dir que Gutiérrez abandone el país. Por la noche, la Cancillería de Brasil con-
firma que otorga asilo político al ex presidente Gutiérrez. Durante todo el día
se registran manifestaciones que se multiplican en todo el país. La policía
lanza gases lacrimógenos de manera ininterrumpida. En Cuenca, jóvenes de
La Federación de Estudiantes Secundarios del Ecuador (FESE) y de la
Juventud Revolucionaria Ecuatoriana (JRE) toman la Gobernación. En Loja,
los estudiantes marchan sin registrarse incidentes. 

J U E V E S  2 1 Alfredo Palacio se oficializa como presidente de la República. En el acto en el
Palacio de Carondelet posesiona a 9 funcionarios del gobierno. Luis Herrera
Bonnet asume como secretario de la Administración Pública; Mauricio
Gándara, ministro de Gobierno; Antonio Parra Gil, canciller; Oswaldo
Molestina, ministro de Comercio Exterior; Rafael Correa, ministro de
Economía; Solón Espinosa Ayala, ministro de Defensa; Juan Carlos Guzmán,
subsecretario de Gobierno; y Carlos Muñoz, secretario general de la
Presidencia, entre otros. 

Los funcionarios del TC inician un paro en demanda de que el Congreso des-
tituya a los 7 vocales del organismo que se resisten a renunciar.

Los médicos de los hospitales públicos de Guayas retornan a sus puestos de
trabajo, luego de 2 meses de paro en demanda de que el gobierno cancele
una deuda, como un voto de confianza al nuevo presidente Palacio. 
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V I E R N E S  2 2 El presidente Palacio destituye a toda la cúpula militar y reorganiza la policial. 

D O M I N G O  2 4 El nuevo gobierno otorga el salvoconducto a Gutiérrez, quien se exilia final-
mente en Brasil. 

El ministro de Economía anuncia mayor firmeza en la negociación del TLC y
comunica que una vez firmado irá a consulta popular. Anuncia también la
reestructuración del Fondo de Estabilización, Inversión Social y Productiva y
Reducción del Endeudamiento Público (FEIREP), formado con excedentes
petroleros, para que se destine a la reactivación productiva, y a la inversión
social y en ciencia y tecnología. 

L U N E S  2 5 Cientos de simpatizantes del ex presidente bloquean la vía que une la pro-
vincia de Guayas con Los Ríos y exigen su regreso. 

Alfredo Palacio posesiona a 5 funcionarios más. María Isabel Crespo, ministra
de Turismo; Consuelo Yánez Cossío, ministra de Educación; Roberto González
Torre, subsecretario Jurídico; Elsa de Mena, directora del Servicio de Rentas
Internas (SRI); y Omar Cevallos Patiño, secretario Nacional del Deporte.
Palacio declara que el país respetará todos sus compromisos, acuerdos y tra-
tados suscriptos, lo que entre otras cosas incluye mantener el acuerdo con
EE.UU. sobre la Base de Manta. 

La policía nacional pide disculpas públicas por los excesos en su actuación en
las protestas de Quito.

El jefe del equipo ecuatoriano que negocia el TLC, Cristian Espinoza, es ratifi-
cado en su cargo.

M A R T E S  2 6 Dirigentes indígenas, estudiantes y jubilados se reúnen en las afueras del edificio
del Banco Central donde realizan una Asamblea Popular. Aseguran que seguirán
de cerca las acciones del nuevo gobierno. Unos 600 policías custodian el lugar. 

El Congreso inicia un proceso de depuración con una nueva mayoría legisla-
tiva conformada por los diputados del PSC, la ID y PK, anterior oposición al
gobierno. Wilfrido Lucero, de ID, es elegido presidente del Parlamento. Luego,
se aprueba la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de la Función
Judicial. Así, la CSJ permanecerá con 31 magistrados quienes en un plazo de
3 meses serán designados, “por esta ocasión”, por un comité de calificación.

El presidente Palacio, en su primera sesión de Gabinete, anula todos los con-
tratos laborales suscriptos por el gobierno anterior. 

Unos 600 empleados del Ministerio de Educación toman las instalaciones en pro-
testa por el nombramiento de Consuelo Yánez como ministra de dicha cartera. 

O
SA

L1
65

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]



M I É R C O L E S  2 7 El ex presidente de la CSJ, Guillermo Castro, es detenido en el cantón Santa
Rosa, provincia de El Oro, cuando intenta sobornar a la policía de migración
para que le otorgue una Tarjeta Andina que le permita ingresar a Perú. Luego
de un pedido de Hábeas Corpus es liberado. 

J U E V E S  2 8 La CONAIE realiza una asamblea extraordinaria. Resuelven reconocer a
Palacio como representante de un gobierno de transición que debe convocar
a una consulta popular y a una Asamblea Constituyente. También anuncian
que se mantendrán en asamblea permanente para vigilar la gestión del nuevo
mandatario. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CMS Coordinadora de Movimientos Sociales
CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador

CSJ Corte Suprema de Justicia
FEINE Federación de Indígenas Evangélicos

FEIREP Fondo de Estabilización, Inversión Social y Productiva y Reducción del
Endeudamiento Público

FENAJE Federación Nacional de Judiciales del Ecuador
FESE Federación de Estudiantes Secundarios del Ecuador
FME Federación Médica Ecuatoriana

ID Izquierda Democrática
JRE Juventud Revolucionaria Ecuatoriana

MBS Ministerio de Bienestar Social
PK Pachakutik

PRE Partido Roldosista Ecuatoriano
PSC Partido Social Cristiano

SP Sociedad Patriótica
SRI Servicio de Rentas Internas
TC Tribunal Constitucional

TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Diarios: Hoy, La Hora y El Universo.
Otras fuentes: ALTERCOM, comunicación para la libertad.
Revisión: Lic. Ana María Larrea y Lic. Pablo Ospina, Instituto de Estudios
Ecuatorianos (IEE).
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Perú

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

S Á B A D O  1 Unos 150 integrantes del Movimiento Nacionalista Peruano (MNP), también
conocido como Movimiento Etnocacerista –grupo compuesto casi en su
totalidad por reservistas de las Fuerzas Armadas que se reivindican ultrana-
cionalistas indigenistas–, al mando del ex mayor del ejército Antauro
Humala Tasso, ocupan una comisaría en Andahuaylas, Apurímac, hirien a 5
policías y toman a 17 como rehenes. Exigen la renuncia del presidente
Alejandro Toledo, a quien acusan de corrupto y vendido a los capitales
extranjeros y contra quien protestan por haber pasado a retiro el 31 de
diciembre último a oficiales que se enfrentaran al régimen de Alberto
Fujimori (1990-2000), entre ellos el teniente coronel Ollanta Humala Tasso,
hermano del cabecilla de la rebelión. Cientos de policías y soldados llegan
al lugar y mantienen cercado al grupo, mientras que el Ejecutivo decreta el
estado de emergencia en el departamento. 

Los criadores de ganado de todo el país comienzan un paro en rechazo al
pago adelantado del Impuesto General a las Ventas (IGV). 

D O M I N G O  2 Durante la madrugada, 4 policías llegados de Lima para enfrentar la rebelión
etnocacerista son asesinados, y otros 2 resultan heridos de gravedad, en una
emboscada próxima a los amotinados, en Andahuaylas, Apurímac. Por la
tarde, aproximadamente 200 simpatizantes del MNP se concentran frente al
Hospital Nacional y el penal local para reclamar por los detenidos. Por la
noche, 9 rebeldes son capturados. 

L U N E S  3 El líder de la rebelión etnocacerista, Antauro Humala Tasso, es detenido cuan-
do intenta dialogar con la policía para imponer sus condiciones de rendición. 

M A R T E S  4 Los 150 reservistas que mantienen tomada la comisaría de Andahuaylas se
rinden luego de recibir una carta de su líder Antauro Humala pidiéndoles
que depongan las armas. En Tacna, Puno y Arequipa, los seguidores de
Humala realizan manifestaciones locales, reclamando la renuncia de
Alejandro Toledo.
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En su cuarto día de huelga nacional indefinida, los ganaderos bloquean la
carretera Puno-Juliaca-Arequipa en reclamo de la anulación del pago adelan-
tado del IGV. 

V I E R N E S  7 La Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT) suspen-
de por 6 meses el cobro adelantado del IGV a la comercialización del ganado
vivo en pie. No obstante, el Frente Nacional Ganadero anuncia que continua-
rá con el paro nacional. 

J U E V E S  1 3 Por tercer día consecutivo, los vendedores de carnes rojas de Puno bloquean
las principales vías de ingreso a la ciudad. En Juliaca, cientos de huelguistas
cortan la ruta que une la ciudad con Cusco, Arequipa y Puno. En Tacna, los
comerciantes de todos los centros de abastos cierran sus puestos de venta y
marchan hacia las puertas del ente recaudador. En Ica, 200 ganaderos ocupan
el km 200 de la Panamericana Sur. 

V I E R N E S  1 4 Luego de 14 días de paro ganadero, el gobierno suspende temporalmente el
pago adelantado del IGV a todo el sector pecuario. 

La Justicia dispone la detención definitiva de Antauro Humala Tasso por los
delitos de rebelión, homicidio, lesiones graves y asociación ilícita para delin-
quir. Por los mismos hechos otros 153 etnocaceristas son procesados.

S Á B A D O  1 5 El Frente Nacional Ganadero informa que la huelga nacional iniciada el 1º de
enero queda suspendida hasta el 15 de marzo. 

J U E V E S  2 0 Alrededor de 7 mil personas encabezadas por la Confederación General de
Trabajadores del Perú (CGTP) marchan hasta el Congreso en reclamo de la
aprobación del proyecto de ley de la Carrera Pública y en defensa del derecho
al trabajo. A su vez rechazan el Tratado de Libre Comercio (TLC) con EE.UU. y
el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Los trabajadores de Chiclayo,
Trujillo, Talara, Tumbes, Piura, Cusco y Arequipa también se movilizan. 

V I E R N E S  2 8 Más de 5 mil agricultores de Cajamarca y Lambayeque marchan en la ciudad
de Chiclayo en rechazo a la explotación minera en sus jurisdicciones, que con-
taminará el agua del Río Chancay y sus afluentes.

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 Más de 300 ronderos de la provincia de Hualgayoc, Cajamarca, toman las ins-
talaciones de la mina San Nicolás y bloquean la carretera de acceso a esta,
dando un plazo de 72 hs al gobierno para que obligue a las empresas mine-
ras a descontaminar el Río Tingo-Maygasbamba, principal fuente de agua de
la zona donde viven 12 mil campesinos. 
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S Á B A D O  5 Los ronderos de Hualgayoc, Cajamarca, levantan la toma de la minera San
Nicolás luego de que una comisión de alto nivel del Ministerio de Energía y
Minas (MEM) compromete su participación en el control de las mineras de
la zona.

D O M I N G O  6 La compañía canadiense de exploración minera Manhattan Minerals se retira
del país, argumentando que a causa de las exigencias del estado peruano ha
perdido en Tambogrande, Piura, 60 millones de dólares. Los pobladores del
lugar se han opuesto al proyecto polimetálico durante más de 5 años. 

L U N E S  1 4 Estudiantes de la Universidad Nacional de Ingeniería (UNI) toman el campus
universitario en oposición al rector, quien, a pesar de ser acusado de corrup-
ción, se presenta a elecciones para ser reelegido en su cargo. 

M I É R C O L E S  1 6 Los pobladores de la ciudad de Tocache, departamento de San Martín, comien-
zan un paro en apoyo a los productores cocaleros del Valle del Alto Huallaga,
y bloquean las carreteras en oposición a la fumigación indiscriminada que la
Policía Antidrogas realiza en las plantaciones de hoja de coca. 

Los estudiantes que toman el campus de la UNI desde hace 2 días son desa-
lojados por 400 policías que se llevan detenidos a más de 90 alumnos. Por
otra parte, el rector acusado de corrupción es reelecto en su cargo, pese a la
oposición del tercio estudiantil. 

M I É R C O L E S  2 3 Los campesinos cocaleros de los valles del Mishollo y el distrito de La
Pólvora, quienes responden a la dirigente Nancy Obregón, conocida como
Mamá Coca, comienzan un paro en protesta por la fumigación de cocales.
Unos 2 mil cocaleros bloquean la carretera Federico Basadre, entre Puerto
Pizana y Tocache. Se suman a la protesta los habitantes de Aguaytía, donde
comercios y oficinas públicas permanecen cerrados debido a los piquetes de
cocaleros de la zona. 

Los comuneros de Asillo, Puno, que desde hace 8 días mantienen una huel-
ga indefinida con bloqueo de carreteras en reclamo de la renuncia de su alcal-
de, toman como rehenes a 2 trabajadores municipales señalados de ser agen-
tes de seguridad del burgomaestre. Mientras tanto, la Contraloría halla res-
ponsable del uso irregular de fondos públicos al alcalde cuestionado. 

J U E V E S  2 4 Las principales ciudades del Alto Huallaga rechazan la huelga convocada por
la dirigente Nancy Obregón cuando, luego de 6 hs de asamblea, los alcaldes
distritales de Tocache, Uchiza y Shunte y representantes de diferentes secto-
res productores y otras organizaciones de base resuelven levantar la huelga
que ya lleva 8 días. No obstante, cerca de 1.500 cocaleros bloquean las vías
de acceso a la ciudad de Tocache, como lo vienen haciendo desde hace una
semana, y aseguran que seguirán con la huelga hasta que no se conforme
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una comisión de alto nivel. Mientras tanto, en Tingo María productores agra-
rios marchan por las diferentes calles de la ciudad hasta la Plaza de Armas,
donde realizan un plantón de protesta por las fumigaciones que afectan a
diversos sembríos agrícolas y a la población en general. En Auguaytía los coca-
leros toman algunos accesos a las vías principales de la ciudad. 

V I E R N E S  2 5 Los cocaleros de Tocache, departamento de San Martín, acuerdan con las
autoridades locales suspender por 72 hs la huelga indefinida para que el
gobierno atienda sus demandas. 

M A R Z O

M A R T E S  1 Los 13 mil médicos de los hospitales públicos, nucleados en la Federación
Médica Peruana (FMP) y en la Asociación Nacional de Médicos del Ministerio
de Salud (ANMMS), inician una huelga indefinida en reclamo de la homolo-
gación de sus sueldos con los del Seguro Social de Salud (EsSalud) y en
demanda de mayor presupuesto para el sector.

Los pobladores de Asillo, Puno, levantan el paro que mantienen desde el 17
de febrero, luego de que un fiscal provincial de Azángaro denunciara por
corrupción al alcalde del lugar.

J U E V E S  3 Unas 10 mil personas integrantes de la CGTP, la Central Única de Trabajadores
(CUT), la Confederación Nacional Agraria (CNA), la Confederación Campesina
del Perú (CCP) y el Sindicato Unitario de Trabajadores de la Educación
Peruana (SUTEP), entre otras organizaciones, salen a las calles de Lima en
rechazo al TLC con EE.UU. 

La población de la región de Apurímac comienza un paro de 48 hs en reclamo
de mayores recursos procedentes de la concesión del proyecto Las Bambas, la
reparación de vías y puentes y la declaración del estado de emergencia en el
agro. En Abancay, unas 10 mil personas marchan por las calles de la ciudad. 

M A R T E S  8 Los pobladores de Ancash cumplen su segundo día de paro en reclamo de
que las empresas mineras cumplan con el pago de regalías e inviertan en
obras de desarrollo para la región. Unos 1.500 vecinos de Huaraz intentan lle-
gar a la localidad de Jangas, donde se encuentra el asiento minero de la
empresa Barrick, pero son reprimidos por la policía, que detiene a 40 mani-
festantes. Alrededor de 1.500 huelguistas que planean realizar un mitin en la
Plaza de Armas de Huaraz son reprimidos por la Policía Nacional del Perú
(PNP) con gases lacrimógenos. 

L U N E S  1 4  Alrededor de 2.800 delegados de los productores de las 4 cuencas cocaleras
del país participan en el mercado Santa Anita, Lima, del III Congreso Ordinario
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de la Confederación de Productores Agropecuarios de las Cuencas Cocaleras
del Perú (CONPACCP), que se extiende hasta el próximo viernes. 

M A R T E S  1 5 Unos 11 mil productores cocaleros de los valles de Apurímac y Ene comien-
zan un paro agrario de 72 hs en demanda del cese de la fumigación de sus
cultivos. 

J U E V E S  1 7 Los médicos del Ministerio de Salud (MINSA) ponen fin a la huelga nacio-
nal iniciada 17 días atrás, luego de aceptar un ofrecimiento del gobierno por
el que obtendrán un aumento salarial por etapas: en marzo, octubre y enero
próximos. 

V I E R N E S  1 8 Los delegados cocaleros de la CONPACCP culminan su III Congreso
Ordinario, donde acuerdan postergar sus elecciones hasta septiembre y ratifi-
car a Nancy Obregón como subsecretaria general. En consecuencia, Elsa
Malpartida, dirigente de los cocaleros de Tingo María, renuncia y 6 de los 11
dirigentes de la Confederación ponen sus cargos a disposición. 

M A R T E S  2 2 Productores algodoneros de Pisco y Chincha, en Ica, integrantes de la
Asociación Nacional de Productores de Algodón (ANPAL), inician un paro
indefinido, y unos 4 mil agricultores obstruyen el puente Huamani, km 226 de
la Panamericana Sur, y un sector de la vía Libertadores Wari que conduce a
Ayacucho, en protesta por el incumplimiento del compromiso del Ministerio
de Agricultura (MINAG) de elevar el subsidio de 8 a 14 soles por quintal ven-
dido. Se enfrentan con agentes de la PNP, que hieren a 3 agricultores. Uno de
ellos recibe 3 impactos de bala. 

M I É R C O L E S  2 3 El presidente Alejandro Toledo es interrogado en el Palacio de Gobierno por
la comisión parlamentaria que investiga la falsificación de firmas para País
Posible, hoy Perú Posible (PP). Responde durante 3 hs a más de 70 pregun-
tas, y niega que PP haya falsificado firmas a la vez que deslinda responsabili-
dad por la salida del país de la principal testigo del caso. 

J U E V E S  2 4 Los algodoneros de Chincha y Pisco levantan el paro indefinido y los bloque-
os de carreteras iniciados el pasado martes, luego de que el Ejecutivo acuer-
da aumentarles el precio del quintal de algodón a 115 soles más un reintegro
de 14 soles. 

J U E V E S  3 1 Agricultores de las provincias de Andahuaylas y Chincheros, en Apurímac,
comienzan una huelga indefinida y toman carreteras de ingreso a esta ciu-
dad y la pista de aterrizaje del terminal aéreo José María Arguedas en pro-
testa por la desidia del Ejecutivo para solucionar la crisis agraria de la región.
Exigen que el gobierno les compre 7 mil toneladas de papa, base de su eco-
nomía. 

O
SA

L1
71

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]



A B R I L

D O M I N G O  3 El gobierno declara por 30 días el estado de emergencia en las provincias de
Andahuaylas y Chincheros, en Apurímac. Sin embargo, 7 mil campesinos mar-
chan por el centro de Andahuaylas liderados por el Frente de Defensa
Regional Agrario de Apurímac (FEDRA). 

L U N E S  4 Los más de 6 mil productores de papa de Andahuaylas y Chincheros, en
Apurímac, dan una tregua al gobierno de 48 hs para que una comisión de alto
nivel viaje hasta el lugar del conflicto. Suspenden temporalmente el paro agra-
rio, pero no los bloqueos de carreteras ni del aeropuerto de Andahuaylas. 

M I É R C O L E S  6 Los agricultores de Andahuaylas acuerdan con la delegación del gobierno y el
presidente del FEDRA desbloquear carreteras y levantar la huelga, tras la pro-
mesa de las autoridades de comprarles una sobreproducción de 5 mil tone-
ladas de papa a 0,35 centavos de sol el kg. 

M I É R C O L E S  1 3 Los pobladores de Chimbote, provincia del Santa, región Ancash, inician un paro
de 48 hs, con bloqueo de 3 tramos de la carretera Panamericana Norte y una
marcha de cientos de personas por las calles de la ciudad, en rechazo al presi-
dente Toledo por el incumplimiento de sus promesas, entre ellas, la ejecución del
proyecto especial Chinecas, la carretera de penetración hacia Uchiza y la creación
de la Autoridad Autónoma Portuaria Regional de Ancash. Ocho personas son
detenidas, acusadas de saquear puestos de venta del mercado El Progreso. A su
vez, una persona resulta herida cuando es golpeada con una bomba lacrimóge-
na y 8 dirigentes quedan detenidos, producto de los enfrentamientos. 

S Á B A D O  1 6 Ganaderos de la provincia de Canchis, Cusco, comienzan un paro de 72 hs
y bloquean la carretera Cusco-Puno-Juliaca, entre las localidades de
Combapata y San Pablo, para pedir la eliminación de las detracciones tribu-
tarias al ganado vivo. 

L U N E S  1 8 Representantes de los países andinos y EE.UU. se reúnen hasta el viernes en
Lima en la novena ronda de negociaciones para un TLC. Los agricultores de
la Convención Nacional del Agro (CONVEAGRO) bloquean diversos tramos
de la Panamericana Sur y realizan marchas en algunas localidades, protestan-
do porque el futuro tratado los perjudicará debido a que los agricultores
nacionales no cuentan con los subsidios que tienen sus pares de EE.UU. 

Representantes de diversas instituciones sociales, sindicales, campesinas, estu-
diantiles, de mujeres y pequeña empresa de Perú, Ecuador, Colombia, Bolivia
y Venezuela comienzan en Lima las actividades del Foro Andino, un encuen-
tro alternativo a la IX Ronda de Negociaciones del TLC con EE.UU. El objetivo
es fortalecer las estrategias de lucha frente al TLC y lograr una integración
regional andina y un comercio justo entre las naciones. 
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J U E V E S  2 1 Los gremios agrarios nucleados en CONVEAGRO, junto a la CGTP, la CUT, la
Confederación de Trabajadores del Perú (CTP) y otras asociaciones sindicales,
marchan desde la Plaza 2 de Mayo hasta el Congreso en demanda del estable-
cimiento de medidas de protección antes de firmar el TLC con EE.UU. y la reali-
zación de un referéndum a fin de conocer la opinión de la población. Son repri-
midos por la policía con gases lacrimógenos y 15 estudiantes resultan detenidos. 

V I E R N E S  2 2 Culmina en el Hotel Sheraton de Lima la IX Ronda de Negociaciones del TLC
con EE.UU. Sólo hay acuerdo en 2 de las 21 mesas de negociación, la de for-
talecimiento de la capacidad comercial y la de comercio electrónico. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas 
ANMMS Asociación Nacional de Médicos del Ministerio de Salud 

ANPAL Asociación Nacional de Productores de Algodón 
CCP Confederación Campesina del Perú 

CGTP Confederación General de Trabajadores del Perú 
CNA Confederación Nacional Agraria 

CONPACCP Confederación de Productores Agropecuarios de las Cuencas Cocaleras del Perú 
CONVEAGRO Convención Nacional del Agro 

CTP Confederación de Trabajadores del Perú 
CUT Central Única de Trabajadores 

EsSalud Seguro Social de Salud 
FEDRA Frente de Defensa Regional Agrario de Apurímac 

FMP Federación Médica Peruana 
IGV Impuesto General a las Ventas 

MEM Ministerio de Energía y Minas 
MINAG Ministerio de Agricultura 
MINSA Ministerio de Salud 

MNP Movimiento Nacionalista Peruano 
PNP Policía Nacional del Perú 

PP Perú Posible 
SUNAT Superintendencia Nacional de Administración Tributaria 
SUTEP Sindicato Unitario de Trabajadores de la Educación Peruana 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UNI Universidad Nacional de Ingeniería 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios La República, RPP Noticias y 24 Horas Libre. 
Otras fuentes: Indymedia Perú, CLAJADEP, Rebelión, Comunidad Web de
Movimientos Sociales, ADITAL, Aymara UTA, Contrainformación en Red,
Frente Regional Puno y ALAI.

O
SA

L1
73

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]



Venezuela

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  4 Empleados del sector salud, en su mayoría enfermeros, toman las instalacio-
nes de la Dirección Regional de Salud en Maracaibo, estado Zulia, para exigir
el pago de una serie de compromisos contractuales entre los que se encuen-
tran el aumento salarial que rige desde enero de 2004, el fideicomiso y tres
bonos de 80 mil bolívares, además de la destitución del jefe de recursos
humanos de la institución.

Los trabajadores pertenecientes a la Federación Nacional Bolivariana de
Trabajadores Petroleros, Petroquímicos, del Gas, sus Similares y Conexos de
Venezuela (FENAPETROL), que llevan más de 25 días de huelga frente a las
puertas del Ministerio de Trabajo en Caracas, advierten que no levantarán la
protesta hasta no ser incluidos en la firma del contrato colectivo. Sin embar-
go, aceptan firmar las cláusulas ya aprobadas por la Federación de
Trabajadores Petroleros, Químicos y sus Similares de Venezuela
(FEDEPETROL), la Federación de Trabajadores de la Industria de
Hidrocarburos y sus Derivados de Venezuela (FETRAHIDROCARBUROS), el
Sindicato Nacional Unitario de Trabajadores Petroleros (SINUTRAPETROL),
Petróleos de Venezuela SA (PDVSA) y el Ministerio, aun cuando no están de
acuerdo con la totalidad de las mismas.

M I É R C O L E S  5 Un grupo de trabajadores afiliados a FEDEPETROL, a FETRAHIDROCARBUROS
y al Frente Único de Desempleados Petroleros protesta en las puertas de la
sede de PDVSA La Campiña, Caracas, por la eliminación en el nuevo contrato
colectivo del numeral 3 de la cláusula 69 en la cual se le otorga a los sindica-
tos la administración de 60% de los empleos de la industria. Por su parte,
representantes de 21 frentes y organizaciones civiles de desempleados de
todos los municipios del estado Zulia protestan por el mismo motivo frente a
las instalaciones del edificio Miranda de la estatal petrolera en Maracaibo.

Unos 800 trabajadores de la empresa Fospuca, encargada hasta hace 4 días
de la limpieza de las calles del municipio Libertador de Caracas, realizan una
protesta en la Plaza Bolívar frente a la Alcaldía por el cese sorpresivo de la rela-
ción laboral entre la empresa y la municipalidad.
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Más de mil distribuidores que comercializan productos del programa Mercado
de Alimentos (MERCAL) protestan en las puertas del principal centro de aco-
pio Lago Azul, en Sabaneta, Maracaibo, exigiendo el despacho de sus mer-
cancías que no reciben desde el pasado 21 de diciembre. Además, denuncian
fallas en el sistema computarizado encargado de llevar a cabo las facturacio-
nes mensuales donde constan deudas supuestamente mayores a las registra-
das por los manifestantes.

S Á B A D O  8 Los trabajadores afiliados al Sindicato Único Nacional de Trabajadores de
Mantenimiento y Servicio de la Industria Petrolera (SUNTRAMASIP), en paro
desde hace 39 días, incluyendo varios trabajadores en huelga de hambre,
informan que durante una reunión realizada con representantes de PDVSA, la
Procuraduría General y la Defensoría del Pueblo, entre otros organismos ofi-
ciales, las partes en conflicto han logrado 5 preacuerdos que establecen incluir
a FENAPETROL dentro de la discusión del contrato colectivo petrolero, parti-
cipar en los procesos de afiliación y unificación sindical, realizar las afiliaciones
de este sindicato no procesadas y retirar las sanciones legales administrativas
de parte y parte. De todos modos, los trabajadores en huelga anuncian que
la medida no será levantada hasta tanto no se verifique su participación en la
discusión de la contratación colectiva.

L U N E S  1 0 En una ceremonia desarrollada en el Poliedro de Caracas, en el marco del
relanzamiento de la Misión Zamora, y ante una multitud entre la que se
encuentran alcaldes, diputados y ministros del gobierno nacional, el presi-
dente Hugo Chávez firma junto con los gobernadores oficialistas un decreto
contra el latifundio que habilita al gobierno a intervenir legalmente las tierras
de uso agrícola, públicas o privadas, para realizar un diagnóstico sobre su
legalidad y su productividad, y determinar si están o no ociosas. El decreto
establece, además, la creación de la Comisión Nacional Agrícola, que se encar-
gará de fiscalizar y coordinar acciones con gobernadores y alcaldes para la
posterior entrega de tierras.

V I E R N E S  1 4 En su mensaje anual ante la Asamblea Nacional (AN), el presidente Hugo
Chávez anuncia la paralización de todo acuerdo y negocio con Colombia,
incluido el gasoducto transcaribeño, hasta que el gobierno del vecino país se
disculpe por la violación de la soberanía venezolana al secuestrar en Caracas,
en diciembre pasado, al guerrillero de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC) Rodrigo Granda.

S Á B A D O  1 5 Más de 200 familias ocupan un terreno supuestamente abandonado desde
hace más de 50 años en el municipio Carrizal, estado Miranda, que reclaman
para construir sus viviendas.

L U N E S  1 7 Los reclusos de 9 cárceles de todo el país, entre ellas Los Teques, La Pica,
Mérida, Yare II y Tocuyito, se suman a la huelga de hambre iniciada el día ante-

O
SA

L1
75

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]



rior por los presos del penal de Yare I en protesta por los retardos procesales
y por el incumplimiento del acuerdo firmado el pasado 16 de diciembre entre
familiares de los internos y el gobierno. Dicho acuerdo estable, en sus puntos
fundamentales, la anulación o modificación de los artículos 493, 502 y 508 del
Código Orgánico Procesal Penal (COPP), los cuales se contradicen en relación
a la reducción de penas.

Unos 300 jóvenes convocados por la Juventud Comunista y el Frente
Francisco de Miranda del estado Zulia se concentran frente al Consulado de
Colombia en Maracaibo y entregan un documento en respaldo a la posición
del presidente Chávez, y en repudio a la acción de la policía colombiana de
violentar la soberanía nacional y a la actuación del presidente colombiano
Uribe Vélez en la conducción de la actual crisis entre ambos países.

J U E V E S  2 0 Más de 300 vecinos de diferentes urbanizaciones de Paraparal de Los Guayos,
entre ellas Parque Midev, Orizábar, Quintas 2001 y Malabar, cierran las vías
principales del sector en protesta por la ola de ocupaciones de terrenos regis-
trada en los últimos días en esa zona del municipio. Los manifestantes exigen
al gobernador de Carabobo, Luis Felipe Acosta Carlez, una salida inmediata
de esta situación.

V I E R N E S  2 1 Más de 300 personas ocupan un lote de terrenos privados pertenecientes a la
empresa Vibriasca en el sector El Venado, parroquia Güigüe del municipio
Carlos Arvelo, estado Carabobo.

D O M I N G O  2 3 Simpatizantes oficialistas realizan junto a gobernadores, ministros, diputados,
líderes sociales, responsables de empresas del Estado, universidades y sindi-
catos, una multitudinaria marcha por las calles de la capital hasta el Palacio de
Miraflores para respaldar al presidente Hugo Chávez y exigir respeto a la sobe-
ranía venezolana. Chávez sostiene que el secuestro de Rodrigo Granda es una
nueva arremetida del imperialismo norteamericano. Por su parte, sectores
opuestos al gobierno realizan, con muy poca asistencia, una marcha desde
Parque Cristal hasta la Plaza Alfredo Sadel en Las Mercedes, Caracas, para
celebrar los 47 años del inicio de la era democrática.

M A R T E S  2 5 Los presos de las cárceles de Cumaná, Tocuyito, Yaracuy, Carúpano y Yare I,
en huelga desde hace 10 días, levantan la protesta y, a continuación, se con-
forman las comisiones técnicas encargadas de tomar las medidas para suplan-
tar el actual régimen penitenciario.

J U E V E S  2 7 Miembros de las diferentes cooperativas wayúu que venden y transportan com-
bustibles desde Venezuela hacia Colombia para abastecer la planta Ayatawa
Coop del departamento de La Guajira bloquean durante más de 12 hs el paso
fronterizo de Paraguachón en rechazo a la suspensión del expendio de gasolina
hacia territorio colombiano como consecuencia del actual conflicto diplomático.
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V I E R N E S  2 8 Un nutrido grupo de trabajadores de la gobernación del estado Cojedes mar-
cha desde la sede del Ejecutivo regional hasta el Palacio Legislativo, en la ciu-
dad de San Carlos, para exigir el cumplimiento de la Ley de Presupuesto 2005
que establece, entre otras cosas, el pago de cestatíckets.

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 Unos 4.500 trabajadores de PDVSA cesanteados recientemente tras haber
cumplido el plazo establecido en el Programa Organizacional Rotativo (POR)
se concentran en las instalaciones de la petrolera en La Salina, Cabimas, esta-
do Zulia, para exigir su recontratación.

V I E R N E S  4 Varios miles de manifestantes oficialistas realizan 2 marchas y una concentra-
ción en el centro de Caracas para conmemorar el fallido golpe de estado del
4 de febrero de 1992 que encabezara el actual presidente Hugo Chávez.

M A R T E S  1 5 Luego de casi 6 hs de reunión, los presidentes de Venezuela y Colombia,
Hugo Chávez y Álvaro Uribe, dan por finalizado el incidente diplomático gene-
rado a raíz de la detención en Caracas del guerrillero Rodrigo Granda en
diciembre pasado. De esta manera, se reanudan todos los proyectos conjun-
tos de desarrollo económico y cooperación social, y se reactivan los acuerdos
paralizados por el impasse.

V I E R N E S  1 8 Por tercer día consecutivo, alrededor de 4 mil obreros que trabajaran hasta
diciembre en el Plan Artesanal en Operaciones Petroleras del municipio
Cabimas, estado Zulia, toman la entrada de Talleres Industriales y del muelle
de PDVSA en La Salina en reclamo de una reasignación de sus plazas.

L U N E S  2 1 Más de 300 personas protestan frente a la sede de la Dirección de Desarrollo
Social de la Alcaldía de Naguanagua, estado Carabobo, por la suspensión de
un operativo de emisión de cédulas a cargo de la Oficina Nacional de
Identificación.

M I É R C O L E S  2 3 Cerca de 700 empleados y vigilantes de la empresa de seguridad Rex realizan
una protesta en Caracas en reclamo del pago de más de 2 meses de sueldos
atrasados.

Vecinos de 6 barrios del estado Vargas protestan con cortes de calles y mani-
festaciones en reclamo de camiones cisterna para resolver, al menos momen-
táneamente, la falta de suministro de agua potable.

J U E V E S  2 4 Más de 500 indígenas de la etnia Barí que habitan en la sierra de Perijá, esta-
do Zulia, toman las principales carreteras del municipio Jesús María Semprúm
y las instalaciones de la empresa Carbones de Perijá en protesta por las tare-



as de extracción que esta corporación lleva adelante desde hace varios días en
la zona, lugar histórico de asentamiento de sus comunidades.

L U N E S  2 8 Integrantes de 13 asociaciones civiles de desempleados protestan en la entrada del
patio de tanques Lagunillas Sur, municipio Lagunillas, estado Zulia, ya que no fue-
ron tomados en cuenta en la distribución de 66 nuevos puestos de trabajo para las
tareas de perforación en campos petroleros de Tía Juana, Bachaquero y Lagunillas.

M A R Z O

J U E V E S  3 Los empleados de los 14 hospitales y 83 ambulatorios dependientes de la
Secretaría de Salud de la Alcaldía Metropolitana de Caracas protestan frente a
esa dependencia para exigir el pago de deudas pendientes que ascienden a
450 mil millones de bolívares.

D O M I N G O  6 Por cuarto día consecutivo, los vecinos de distintos barrios y urbanizaciones
del Oeste del Estado Vargas protestan contra la empresa Hidrocapital ya que
esta no les suministra agua potable desde hace más de 15 días. Exigen el
envío de camiones cisterna para paliar la crisis.

L U N E S  7 Un numeroso grupo de estudiantes, junto con habitantes de Los Teques, esta-
do Miranda, cortan el tránsito durante más de 4 hs en el centro de la ciudad
para exigirle al Fondo Nacional de Transporte Urbano (FONTUR) que norma-
lice la venta del boleto estudiantil que desde hace 2 semanas ha sido inte-
rrumpida por falta de material. Por otra parte, en la población de La Victoria,
estado Aragua, estudiantes pertenecientes a diversas instituciones de educa-
ción media y universitaria protestan en las calles contra el alza del pasaje estu-
diantil. Un agente de seguridad de un centro comercial dispara contra los
manifestantes resultando uno de ellos muerto y otros 3 heridos.

M A R T E S  8 Unos 300 empleados de la gobernación del estado Zulia protestan frente al
Palacio de los Cóndores, sede del Ejecutivo regional en Maracaibo, por la falta
de mejoras laborales y la demora en la renovación de su contrato colectivo.

M I É R C O L E S  9 En horas del mediodía, más de 1.000 trabajadores de la estatal Compañía
Anónima de Administración y Fomento Eléctrico (CADAFE) marchan hasta la
sede de la AN en Caracas para solicitar el apoyo del Parlamento al proceso de
cogestión que se lleva adelante en la empresa desde hace más de 18 meses
y la elaboración de un proyecto de ley sobre el tema.

J U E V E S  1 0 Unos 600 vecinos de la urbanización Brisas II de El Rodeo, Zamora, cierran
durante 2 hs el paso por la carretera a Araira, en reclamo de agua potable, fal-
tante desde hace 9 días. La protesta finaliza cuando la empresa proveedora,
Hidrocapital, restablece el servicio.
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M A R T E S  1 5 Más de mil reclusos de la cárcel de Uribana, en el estado Lara, inician una
huelga de hambre para exigir a las autoridades que finalicen los tratos inhu-
manos y se mejoren los servicios.

V I E R N E S  1 8 Cerca de 3 mil personas pertenecientes a distintos grupos de indígenas,
miembros de la comunidad y grupos ecologistas, protestan en las inme-
diaciones de Cerro Alto, municipio Machiques de Perijá, estado Zulia, y
marchan hasta la sede de la Corporación de Desarrollo de la Región
Zuliana (CORPOZULIA) en ese municipio en rechazo a la presencia de
empresas carboníferas en la Sierra de Perijá. Al llegar los manifestantes a la
Alcaldía, se registran incidentes que dejan como saldo la destrucción de
parte del mobiliario.

L U N E S  2 1 Las 4 mil unidades de transporte público que funcionan en Iribarren y
Cabudare, estado Lara, paralizan su servicio en protesta por la negativa de la
Alcaldía de Barquisimeto a facilitarles información sobre el nuevo Sistema de
Transporte Masivo para el municipio.

J U E V E S  3 1 Más de 600 indígenas de las etnias Wayú, Barí y Yukpa del estado Zulia mar-
chan desde la Plaza Morelos hasta el Palacio de Miraflores y entregan un
documento en el cual exigen al presidente Chávez la anulación de las conce-
siones carboníferas de la Sierra de Perijá, desde Río de Oro hasta Socuy; la
demarcación de los territorios indígenas de Perijá y La Guajira; la entrega de
cartas agrarias a campesinos indígenas de Mara; la indemnización de trabaja-
dores y habitantes cercanos a las minas y de los enfermos de neumoconiosis,
y la paralización inmediata de los trabajos de exploración de las transnacio-
nales, entre otras cuestiones.

A B R I L

M A R T E S  5 Unos 500 estudiantes cierran la principal avenida de La Concepción, estado
Zulia, en protesta por el incremento del pasaje estudiantil en las unidades que
cubren la ruta que une a esa población con la ciudad de Maracaibo.

J U E V E S  7 En el segundo día de protestas, los estudiantes de la Universidad de Carabobo
(UC) incendian un camión de una empresa de refrescos en el puente de
Bárbula, Valencia, estado Carabobo, para repudiar la postura de los choferes
del transporte público que se niegan a aceptar el boleto estudiantil los fines
de semana y los días feriados, y en rechazo a las agresiones cometidas por los
cuerpos de seguridad el día anterior. Cuatro estudiantes resultan detenidos.

L U N E S  1 1 Más de 400 desempleados del sector petrolero protestan frente al edificio
Miranda de PDVSA en Maracaibo, estado Zulia, exigiendo unos 800 puestos
de trabajo aparentemente ofrecidos desde hace varios meses por la directiva
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de la estatal petrolera. Algunos de los manifestantes inician una huelga de
hambre frente a las puertas del estacionamiento principal.

M A R T E S  1 2 Más de 500 campesinos pertenecientes a 10 cooperativas del Sur del lago de
Maracaibo de los estados Zulia y Mérida cortan la carretera Panamericana en
protesta por el desalojo de 3 cooperativas el pasado 2 de abril, en el que la
Guardia Nacional (GN) destruyera sembradíos y ranchos y decomisara los
enseres domésticos. Además, denuncian las permanentes amenazas de los
paramilitares contratados por los hacendados en toda la región y la corrup-
ción y el boicot de los funcionarios del Instituto Nacional de Tierras (INTI) y
del Ministerio de Agricultura y Tierras (MAT), quienes frenan todo tipo de
desarrollo de las cooperativas. Por último, exigen la incorporación del campe-
sinado a la discusión y planificación del Plan de Siembra 2005.

Finaliza la huelga de hambre iniciada el día anterior por unos 70 desemple-
ados frente a las puertas del estacionamiento principal del edificio Miranda
de la empresa PDVSA en Maracaibo, estado Zulia, luego de que el subge-
rente de Recursos Humanos de PDVSA Occidente se compromete a asig-
narles unos empleos vacantes. Por su parte, frente a la sede de La Salina, en
Cabimas, estado Zulia, otras 150 personas provenientes de diferentes muni-
cipios de la Costa Oriental del Lago (COL) y San Francisco reclaman pues-
tos de trabajo.

M I É R C O L E S  1 3 En las instalaciones del Patio de Honor de la Academia Militar de Venezuela,
Fuerte Tiuna, Caracas, el presidente Hugo Chávez juramenta al Comando de
la Reserva Militar, integrado por aproximadamente 29 mil hombres y mujeres,
como el quinto componente de la Fuerza Armada Nacional (FAN). El nuevo
cuerpo es creado como blindaje contra cualquier intento de ruptura del orden
constitucional. Al finalizar la ceremonia, miles de simpatizantes chavistas mar-
chan hasta el Palacio de Miraflores en conmemoración de las jornadas del 12
y 13 de abril de 2002, cuando lograran, junto a la acción de algunos mandos
militares, la retoma del poder para el gobierno elegido democráticamente.

Los maestros del estado Lara paralizan sus labores en protesta por la falta de
interés del Ejecutivo regional para firmar la IV Contratación Colectiva y por la
negativa a pagar los cestatíckets.

J U E V E S  1 4 La AN aprueba la reforma parcial de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, que
define como latifundio toda aquella tenencia de tierras ociosas o incultas en
extensiones mayores al promedio de ocupación de la región en que se
encuentran ubicadas, y determina que la ociosidad se evidenciará cuando el
rendimiento idóneo sea menor a 80%. Además, se establece que la ocupa-
ción ilegal de tierras con vocación de uso agrario no genera ningún derecho
y por lo tanto el INTI no está obligado a indemnizar a los ocupantes ilegales
o ilícitos de dichas tierras que sean susceptibles de rescate.
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M I É R C O L E S  2 0 Estudiantes de varios liceos de Puerto Cabello, estado Carabobo, realizan por
segunda vez en la semana una protesta por las calles de la ciudad contra el
aumento del pasaje y la disminución de la cantidad de tíckets estudiantiles.
Durante la manifestación vuelven a enfrentarse con efectivos de la Policía de
Carabobo y de la GN, con un saldo de 18 adolescentes detenidos.

V I E R N E S  2 2 Más de 300 taxis y 300 busetas del municipio Alberto Adriani, estado Mérida,
realizan una caravana que recorre durante 6 hs las principales calles y avenidas
de la ciudad en reclamo de mayor seguridad y del asfaltado de las vías, y en
rechazo al otorgamiento de avales y concesiones de rutas a personas jurídicas.

D O M I N G O  2 4 Durante la emisión del programa Aló Presidente, el primer mandatario vene-
zolano ratifica la suspensión del programa de intercambio militar con Estados
Unidos, argumentando que algunos oficiales de ese país hacen campaña den-
tro de la FAN.

M I É R C O L E S  2 7 Más de 1.500 transportistas pertenecientes a 9 líneas cierran el sector Curva
de Molina de Maracaibo, estado Zulia, en demanda del asfaltado de varias
carreteras de los barrios 12 de Marzo, El Modelo, José Félix Ribas y Mi
Esperanza. Además, exigen a la directiva del Instituto Municipal de Transporte
Colectivo de Maracaibo (IMTCUMA) la aplicación de sanciones más drásticas
contra los vehículos piratas.

La Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de Venezuela
(FAPUV) realiza un paro de 48 hs en reclamo del pago de deudas salariales
entre las que se encuentran el 25% de las normas de homologación
2002/2003 y el 8,5% de interés sobre el fideicomiso. Reclaman además que
se inicie la discusión de la homologación 2004/2005. La medida tiene un bajo
acatamiento en todo el país.

V I E R N E S  2 9 Más de 1.000 trabajadores del sector educación dependientes de la goberna-
ción del estado Miranda bloquean durante varias horas el acceso a la sede
administrativa del gobierno regional en Los Cerritos en demanda del pago de
los cestatíckets que les adeudan desde diciembre de 2004. Además, un
importante número de docentes del mismo estado protesta frente a la
Prefectura del municipio agregando al reclamo la exigencia de cumplimiento
de otros beneficios contractuales.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AN Asamblea Nacional
CADAFE Compañía Anónima de Administración y Fomento Eléctrico

COL Costa Oriental del Lago
COPP Código Orgánico Procesal Penal

CORPOZULIA Corporación de Desarrollo de la Región Zuliana
FAN Fuerza Armada Nacional

FAPUV Federación de Asociaciones de Profesores Universitarios de Venezuela
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia

FEDEPETROL Federación de Trabajadores Petroleros, Químicos y sus Similares de
Venezuela

FENAPETROL Federación Nacional Bolivariana de Trabajadores Petroleros, Petroquímicos,
del Gas, sus Similares y Conexos de Venezuela

FETRAHIDROCARBUROS Federación de Trabajadores de la Industria de Hidrocarburos y sus Derivados
de Venezuela

FONTUR Fondo Nacional de Transporte Urbano
GN Guardia Nacional

IMTCUMA Instituto Municipal de Transporte Colectivo de Maracaibo
INTI Instituto Nacional de Tierras
MAT Ministerio de Agricultura y Tierras

MERCAL Mercado de Alimentos
PDVSA Petróleos de Venezuela SA

POR Programa Organizacional Rotativo
SINUTRAPETROL Sindicato Nacional Unitario de Trabajadores Petroleros

SUNTRAMASIP Sindicato Único Nacional de Trabajadores de Mantenimiento y Servicio de la
Industria Petrolera

UC Universidad de Carabobo

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios Últimas Noticias, El Universal, Panorama Digital y Notitarde.
Otras fuentes: Agencia Bolivariana de Noticias, Aporrea y Centro de Medios
Independientes Chiapas.
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Región Norte

La Guatemala de la resistencia

y de la esperanza: las jornadas

de lucha contra el CAFTA1

Simona Violetta Yagenova*

Del “tiempo de la paz” a un nuevo ciclo de lucha

La renovada beligerancia del movimiento social gua-
temalteco se inscribe dentro del marco de una cre-
ciente oposición mundial a las políticas neoliberales y
la estrategia de intervención del imperialismo esta-
dounidense. Es síntoma de la crisis y agotamiento de
la hegemonía neoliberal, cuyas manifestaciones más
visibles son la emergencia de un nuevo ciclo de lucha
de clases y un despliegue de conflictos y protestas de
los movimientos sociales en América Latina. 

Con la firma de los “Acuerdos de Paz”2, en diciembre de
1996, se abrieron muchas expectativas en la sociedad
guatemalteca respecto de que estos podrían constituirse
en un nuevo pacto social que abriera el camino a la refun-
dación del estado-nación y sentara las bases para conso-
lidar el incipiente y débil proceso de democratización ini-
ciado a mediados de la década de los ochenta. Hoy se
tiene una percepción más bien escéptica sobre el proce-
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so de democratización y son muchas las voces que afir-
man que “el tiempo de la paz” ha concluido, sin haberse
resuelto ni las demandas históricas ni las partes más sus-
tantivas de los acuerdos de 1996.

La incapacidad y falta de voluntad política de las elites ha
sido la causante principal de que se perdiera la oportuni-
dad para refundar el país y construir un estado-nación
más democrático. Hoy por hoy, estas elites se demues-
tran ciegas y sordas ante las demandas del pueblo.
Tienen la mirada puesta en sus socios del capital trans-
nacional, con quienes aspiran a poder compartir las
ganancias. Haciendo uso de las reglas del juego de la
democracia formal, neoliberal, imponen sus intereses a
costa de lo que sea. 

Frente a ello, el palpable incremento de las protestas
populares en el último año es indicio de una crisis en el
modelo de dominación. Evidencia un resquebrajamiento
de la legitimidad y confianza en un sistema político y eco-
nómico que defiende a ultranza los intereses de las eli-
tes, castiga a la clase trabajadora y margina aún más a los
empobrecidos y discriminados históricamente. Las
expectativas generadas en el tiempo de la paz se han
desvanecido. 

Durante el período de 1995 a 2003, el accionar de la
sociedad civil y de los movimientos sociales estuvo
enmarcado en gran medida por la exigencia de que se
cumplieran los “Acuerdos de Paz”. Podría decirse, sin lugar
a equivocación, que el principal peso del cumplimiento de
estos acuerdos recayó sobre las organizaciones de la
sociedad civil que diseñaron para ello estrategias de las
más diversas: elaboraron propuestas de contenidos sobre
las políticas, programas, proyectos y acciones tanto del
estado como de la sociedad civil; prepararon anteproyec-
tos de leyes; impulsaron actividades de cabildeo, de inci-
dencia política y de sensibilización para que sus iniciativas
tuvieran eco en un estado que finalmente demostró esca-
sa voluntad política para cumplir con dichos acuerdos.
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Desde principios de la década del noventa la fragmentación y sectorialización de las dis-
tintas expresiones organizadas de la sociedad civil comenzó a imponerse. Cada uno de
los movimientos sociales –de mujeres, sindical, campesino, indígena y de derechos
humanos– negoció por separado con el estado. La aceptación tácita de las reglas del
juego de la democracia formal, sumada a la carencia de una visión estratégica a largo
plazo y de alianzas, no permitió que –durante el período de posguerra– los movimien-
tos lograran acumular un poder social contestatario, cuestionador del orden social exis-
tente, que diera sustento a las negociaciones políticas con el estado.

Las organizaciones integrantes de la sociedad civil partieron de la premisa de que
mediante la negociación y la búsqueda de acuerdos políticos se podría avanzar en la
transformación del estado y el cumplimiento de sus demandas históricas. Tras siete años
de enormes esfuerzos, el desbalance entre las energías invertidas y los resultados con-
cretos obtenidos comenzó a saltar a la vista y desencadenó un cuestionamiento más a
fondo de las estrategias implementadas durante este período por parte de los movi-
mientos sociales.

La paulatina rearticulación del movimiento social 

El año 2003 constituye un parteaguas para la lucha de los movimientos sociales en la
época de posguerra. Se inició con una huelga magisterial, primera manifestación pro-
longada de protesta social desde la década del noventa, que duró cincuenta y tres días.
Lo novedoso de esta huelga residió en que los trabajadores de la educación volvieron a
tomar las calles e implementaron las más diversas medidas de protesta contando con el
apoyo de amplios sectores de la sociedad civil. Bloqueos de carreteras, concentraciones
masivas, toma de edificios públicos, fronteras y aeropuertos, así como la implementa-
ción de marchas simbólicas, imprimieron un carácter particular a esta huelga, que cons-
tituyó una ruptura con la manera en que los movimientos sociales habían planteado sus
demandas después de la firma de la paz.

El éxito de esta prolongada jornada de protesta –cuyas demandas principales giraron
alrededor de la defensa de la educación pública, aumentos salariales y un rechazo a las
políticas neoliberales– no puede medirse solamente en términos de los compromisos
que el gobierno del Frente Republicano Guatemalteco (FRG) tuvo que adquirir ante el
gremio magisterial, sino que evidenció también la simpatía de la población hacia las
luchas justas y la necesidad de fortalecer la política de alianzas entre los diferentes movi-
mientos sociales y, sobre todo, permitió romper el “mito” de que las luchas “callejeras”
ya no tenían cabida en la época de posguerra.
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Durante este año, los distintos movimientos sociales ahondaron en el proceso de refle-
xión sobre la utilidad y viabilidad de las estrategias implementadas desde la firma de la
paz. El fracaso de transformar el estado desde adentro mediante el diálogo y la nego-
ciación se había evidenciado. 

La toma de posesión de un gobierno de tendencia de derecha neoliberal con estrechos
vínculos con el sector empresarial del país a inicios de 2004 constituyó un cambio en la
coyuntura política. El control de la administración del gobierno retornó a manos de la oli-
garquía que, dentro del marco del proyecto neocolonialista del ALCA3-CAFTA-Plan Puebla
Panamá, busca asegurar una debida repartición de las ganancias mediante la apertura
incondicional del mercado a las empresas transnacionales y completando el ciclo de pri-
vatizaciones iniciado ya en la década del ochenta.

Este gobierno no tardó en dar señales de su poca apertura hacia las demandas sociales
y populares, y de su desinterés por dar continuidad a los compromisos adquiridos den-
tro del marco de los “Acuerdos de Paz”. Así, a sesenta días de haber asumido el nuevo
gobierno, la Coordinadora Nacional Indígena y Campesina (CONIC) denunció desalojos
violentos de más de doscientas familias en la parte Norte del país y la existencia de cin-
cuenta órdenes de captura contra líderes campesinos e indígenas (CONIC, 2004). 

El 30 de marzo la Coordinación y Convergencia Nacional Maya Waquib’ Kej realizó su
segunda Marcha por La dignidad, identidad y derechos del Pueblo Maya para exigir al
gobierno el cumplimiento de las demandas del pueblo maya entregadas a los candidatos
presidenciales en noviembre de 2004. Como parte de las demandas se destacaban la
exigencia de una mayor inversión pública en las comunidades indígenas y la instalación
de una comisión de alto nivel para discutir la agenda maya, detener y cancelar todas las
licencias para las exploraciones y extracciones mineras de metales, y definir mecanismos
de consulta y coordinación con los pueblos indígenas previo a la ratificación del CAFTA.

El estancamiento de las múltiples reivindicaciones del movimiento campesino, sindical,
indígena, de derechos humanos y de mujeres, junto con la naturaleza pro-empresarial
de las medidas gubernamentales y la intención de elevar el IVA del 12 al 15%, motivó
a las distintas organizaciones a convocar a una huelga general el 8 de junio de 2004.
Esta se constituyó en la primera huelga respaldada intersectorialmente desde principios
de la década del noventa.

Durante esta jornada de lucha se realizaron manifestaciones, bloqueos de carreteras y tomas
de edificios públicos con la finalidad de presionar al gobierno a sentarse a la mesa de nego-
ciación y acceder a un largo pliego de peticiones que abarcaban demandas vinculadas a la
problemática agraria, laboral, salarial y fiscal. De cara al CAFTA, se exigió al gobierno de la
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República que llevara a cabo una campaña nacional de divulgación masiva hacia toda la
población para que esta pudiera tener la posibilidad de conocer el contenido de ese tratado. 

A pesar de que el gobierno se comprometió a dar cumplimiento a estas demandas, las
únicas resueltas favorablemente fueron el no incremento del IVA y la decisión de no gra-
var los ingresos mayores a 36.000 quetzales, el aguinaldo, indemnización y bonificación
anual de la clase trabajadora.

El 31 de agosto de 2004 fueron desalojados de forma violenta campesinos que ocupa-
ban desde septiembre de 2003 la finca Nueva Linda, ubicada en el municipio de
Champerico, Retalhuleu. La ocupación se produjo como medida de presión para que las
autoridades aclararan el paradero de Héctor René Reyes, líder comunitario y administra-
dor de dicha finca, desaparecido el 5 de septiembre de 2003. El saldo del desalojo vio-
lento fue la muerte de ocho campesinos y tres agentes de la Policía Nacional Civil (PNC);
trece personas detenidas; cosechas destruidas; viviendas, animales y enseres domésti-
cos quemados. De acuerdo con la Procuraduría de los Derechos Humanos de
Guatemala (PDH) existen indicios suficientes como para afirmar que algunas de las
muertes constituyen ejecuciones extrajudiciales4.

El 12 de octubre de 2004, Día Internacional de la Resistencia Indígena, salió a la luz
pública la conformación de la Coordinadora Intersectorial del Movimiento Indígena,
Campesino, Sindical y Popular (MICSP) que aglutinó en su seno a organizaciones cam-
pesinas, indígenas, sindicales, pobladores, magisteriales y ONGs. Esta Coordinadora
constituye el primer intento desde la firma de la paz de construir una amplia unidad de
acción entre diferentes movimientos sociales. El MICSP exigió el cumplimiento de las
demandas planteadas el 8 de junio de 2004 e incluyó otras nuevas, tales como el recha-
zo de los proyectos de minería a cielo abierto y la investigación exhaustiva de los hechos
sucedidos en la finca Nueva Linda. 

En cuanto al CAFTA, se exigía al gobierno la no ratificación del mismo, la institucionali-
zación de las audiencias públicas para que las diferentes organizaciones y sectores socia-
les se manifestaran al respecto y la creación una comisión con participación de diputa-
dos del Congreso de la República y delegados del MICSP para analizar su impacto real.

Los pueblos indígenas en resistencia frente a los proyectos de minería a
cielo abierto 

Mientras a nivel nacional se fueron creando las condiciones para una mayor articulación
entre los distintos movimientos sociales, en el interior de la República, sobre todo en la
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zona Occidente del país, el movimiento indígena de base
(autoridades y comunidades) comenzó a posicionarse crí-
ticamente frente a los proyectos mineros, el CAFTA y el
Plan Puebla Panamá; proyectos que considera una ame-
naza para la sobrevivencia material y espiritual de los pue-
blos indígenas guatemaltecos.

El primer enfrentamiento entre los pueblos indígenas, el
gobierno y la compañía Montana Exploradora a cargo del
proyecto Marlin –que implementa proyectos de minería de
oro y plata en el municipio de Sipacapa, San Marcos– se
produjo en diciembre de 2004. Los habitantes de la aldea
Los Encuentros, situados en el departamento de Sololá, en
el Occidente del país, impidieron el paso de un cilindro de
grandes dimensiones destinado a la empresa minera en el
departamento de San Marcos. Las autoridades indígenas
trataron de negociar con el gobierno de la República el
paso del cilindro condicionándolo a que se suspendieran
las licencias de exploración y explotación de metales a
cielo abierto en el departamento de Sololá pues tenían
información –desde el mes de febrero de 2004– de la
existencia de licencias para tres proyectos mineros que no
habían sido llevados a consulta con las autoridades indíge-
nas del departamento. Uno de estos proyectos se ubica en
la cuenca principal del lago, con lo que, en opinión del líder
indígena integrante del Movimiento Sololateco contra la
Minería, Carlos Guárquez5, se contaminarían los nacimien-
tos de agua más importantes de la región.

Este cilindro estuvo varado en la carretera interamericana
por más de treinta días, vigilado por los pobladores y las
autoridades indígenas del municipio mientras estas inten-
taban negociar con el gobierno su pliego de peticiones
que finalmente no fue atendido.

El 11 de enero de 2005 el gobierno envió miles de
efectivos de las fuerzas policíacas y el ejército para
garantizar el paso del cilindro por la carretera interame-
ricana. Se desencadenó un enfrentamiento entre pobla-
dores y fuerzas de seguridad que tuvo como saldo un
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“En el interior 

de la República,

sobre todo 

en la zona

Occidente del país, 

el movimiento

indígena de base

(autoridades 

y comunidades)

comenzó 

a posicionarse

críticamente 

frente a los

proyectos mineros, 

el CAFTA

y el Plan Puebla

Panamá”



campesino muerto y dieciséis personas gravemente heridas. Debido a la resistencia
que la población indígena sololateca libró en contra de las fuerzas de seguridad, el
gobierno ha iniciado un proceso judicial contra las autoridades indígenas, a las que se
les acusa de terrorismo y sedición. 

Los pobladores de Sololá recibieron la solidaridad de las autoridades indígenas de otros
departamentos del Occidente del país, con quienes han conformado el Consejo
Regional de Pueblos Indígenas de los departamentos de Huehuetenango, El Quiché, San
Marcos, Quetzaltenango, Totonicapán y Sololá. A pesar de que las autoridades de Sololá
han exigido que se anule cualquier licencia de exploración y explotación minera y que
se dejen sin efecto las órdenes de captura, estas demandas no se han cumplido.

Las jornadas de marzo y la lucha contra el CAFTA

El 28 de enero ingresó al Legislativo la iniciativa de ley con la cual se pretendía aprobar el
CAFTA. Se esperaba que fuera conocida por el pleno durante la semana del 31 de dicho
mes al 4 de febrero. Las organizaciones integrantes del MICSP intensificaron sus esfuerzos
por impedir que el Congreso de la República ratificara el CAFTA. Se hizo entrega de más
de 25 mil firmas pidiendo retirar el CAFTA de la agenda del Legislativo y se realizaron foros
públicos y actividades de cabildeo con los diputados de las distintas bancadas. A partir de
febrero, se combinaron estas acciones con distintas actividades de protesta social, la mayo-
ría de las cuales se concentraron en la ciudad capital, en los alrededores del Congreso de
la República. Durante marzo el rechazo y las medidas de lucha para impedir la ratificación
parlamentaria del acuerdo se amplían e intensifican así como la represión a los manifes-
tantes. Frente a la sanción parlamentaria, con carácter urgente, del Decreto 31-2005 el 10
de marzo –que ratificaba dicho tratado– surge la convocatoria al paro nacional6.

El paro nacional del 14 de marzo 

Desde tempranas horas de la mañana se iniciaron manifestaciones y bloqueos de carre-
teras en la mayoría de los veintidós departamentos del país. En la ciudad de Guatemala
miles de manifestantes se concentraron en tres puntos distintos en las afueras para ini-
ciar una marcha que, en repudio a la ratificación del CAFTA, iba a confluir en el centro
histórico alrededor de la una de la tarde. Una de las tres columnas salió de la Universidad
Nacional y fue encabezada por el rector y el Consejo Superior Universitario. 

Alrededor de las 13:40 horas, mientras todos los manifestantes ya se habían reunido en la
Plaza Central frente a la Catedral Metropolitana, esperando el inicio de un acto político cul-
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tural, las fuerzas policíacas –supuestamente en respuesta a un pequeño grupo que estaba
arrojándoles piedras– comenzaron a lanzar más de 150 bombas lacrimógenas y balas de
caucho sobre las personas que se habían concentrado pacíficamente. Tras el desalojo vio-
lento de la plaza, en el parque central se iniciaron enfrentamientos entre los manifestantes
y las fuerzas de seguridad. Aproximadamente a las tres de la tarde, los dirigentes del movi-
miento hacían un llamado a sus bases a replegarse, debido a que la policía intentaba cap-
turar a quienes habían participado en las actividades de la huelga. A las cuatro, las fuerzas
de seguridad rodearon la sede de la Unidad de Acción Sindical y Popular (UASP) con la
aparente intención de efectuar la captura de la dirigencia del movimiento. Otras sedes del
movimiento campesino y sindical se encontraban también bajo vigilancia. Frente a ello la
PDH trasladó a la dirigencia del MICSP a su oficina central con el fin de evitar su captura. 

Esa misma tarde se realizó una reunión en las oficinas de la PDH con el procurador, el car-
denal Quezada Toruño, el rector de la Universidad de San Carlos y la dirigencia del MICSP
para mediar y establecer un canal de comunicación con el gobierno de la República. Luego
de varias horas de deliberaciones, se pudo arribar a compromisos mínimos que implicaban
la garantía de que los dirigentes del movimiento podrían retirarse sin problemas para su segu-
ridad, y se fijó una reunión de seguimiento para el día después en las oficinas del Arzobispado
para establecer una mesa de diálogo que trabajara en la búsqueda de una salida a la crisis7.

La valoración del presidente de la República, Oscar Berger, sobre las actividades de pro-
testa acaecidas durante el día se resume en la siguiente declaración dada a los medios
de comunicación: “El paro convocado por los detractores del TLC fue un fracaso, porque
los buenos guatemaltecos continuaron con sus actividades normalmente. Cuando
empiecen a entrar los dólares como respuesta al TLC, los guatemaltecos que ayer se
opusieron serán los que más se alegrarán” (Al Día, 2005: 3).

Mientras los integrantes de los movimientos sociales todavía no habían salido del asom-
bro e indignación por la desmedida fuerza que el gobierno había utilizado, al día siguien-
te fueron sorprendidos por la noticia de que el ejército había disparado indiscriminada-
mente contra quienes continuaban con las actividades de protesta en el municipio de
Colotenango, Huehuetenango. Un maestro asesinado y diez personas heridas con armas
de fuego fue el saldo de esta acción represiva.

Después de los sucesos del 14 y 15 de marzo, las organizaciones integrantes del MICSP
han sido renuentes a reiniciar el diálogo con el gobierno, porque consideran que no exis-
ten condiciones políticas para que este atienda con seriedad las múltiples demandas que
han planteado. La presentación de un anteproyecto de ley que castiga la protesta social
con penas de cárcel ha incrementado aún más la desconfianza y polarización entre el
gobierno y los movimientos sociales. 
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Las jornadas de marzo y los retos del movimiento social guatemalteco

Por segunda vez en menos de un año se logró movilizar alrededor de un objetivo común
a una amplia gama de organizaciones y movimientos sociales, que se vieron respalda-
dos políticamente por el posicionamiento de la Iglesia Católica, la Universidad Nacional
y la Procuraduría de Derechos Humanos. 

Si bien esta unidad de acción todavía es endeble, parte de una comprensión común de
que solamente la unidad de las fuerzas sociales puede detener las políticas neoliberales
y neocoloniales que están en marcha. La construcción de esta unidad, sin embargo,
requiere más que buenas intenciones. Implica dejar de lado divergencias históricas y dar
pasos hacia la construcción de una agenda programática en la cual los distintos sectores
se sientan representados y reflejados. 

Las jornadas de lucha en contra del tratado de libre comercio tuvieron un alto valor sim-
bólico y político. Las demandas del movimiento tuvieron un contenido antiimperialista y
reflejan un alto grado de criticidad frente al capitalismo existente. La respuesta que el
gobierno dio a las protestas sociales desnudó su verdadero carácter y confirmó lo que
ya todos sabían: el tiempo de la paz se había desvanecido. 

El carácter autoritario del gobierno actual tiene implicaciones directas sobre el repertorio
de la protesta que estos movimientos han implementado a lo largo de los últimos años.
La pregunta sobre la forma de enfrentar la criminalización de la protesta social –en un
contexto de cierre de espacios para el diálogo y la negociación, y con una correlación de
fuerzas en términos políticos desfavorable para detener los planes de este gobierno–
constituye una de las interrogantes clave en este momento. 

El poder consolidar su base organizativa y avanzar en la construcción de una fuerza social
crítica al sistema dentro del marco de una estrategia de lucha a corto y mediano plazo
en la cual tengan cabida los pueblos indígenas, maestros, mujeres, campesinos, sindi-
calistas, pobladores, jóvenes y estudiantes, constituye quizás uno de los principales retos
que enfrentan los diferentes movimientos sociales guatemaltecos. Es el desafío de pasar
del movimiento social sectorializado a la construcción de un movimiento popular que se
reafirma en la utopía de lo posible, la lucha por la construcción de una verdadera demo-
cracia que tenga un alto contenido social y popular.

Bibliografía

Al Día 2005 (Guatemala) 15 de marzo.

Conferencia Episcopal de Guatemala 2004 Servicio Informativo (Guatemala) 4 de septiembre.
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Conferencia Episcopal de Guatemala 2005 Solicitada (Guatemala) 6 de marzo.

Coordinación y Convergencia Nacional Maya Waquib’ Kej 2004 Comunicado público
(Guatemala) 30 de marzo.

Coordinadora Nacional Indígena Campesina (CONIC) 2004 Comunicado público (Guatemala)
16 de marzo.

Fundación Rigoberta Menchú Tum 2004 Comunicado de Prensa, 8 de septiembre. En
<http://www.nodo50.org/pchiapas/guate/noticias/nlinda6.htm>. 

Movimiento Indígena, Campesino, Sindical y Popular (MICSP) 2004 Propuestas a los
Representantes de los Organismos del Estado (Guatemala) 12 de octubre.

Movimiento Indígena, Campesino, Sindical y Popular (MICSP) 2005 Solicitada (Guatemala)
8 de marzo.

Movimiento Indígena, Campesino, Sindical y Popular (MICSP) 2005 Solicitada (Guatemala)
11 de marzo.

Procuraduría de los Derechos Humanos 2005 Informe preliminar del Procurador de
Derechos Humanos (Guatemala). Informe preliminar sobre los hechos ocurridos este 14 de
marzo de 2005 durante las manifestaciones en contra de la aprobación del Tratado de Libre
Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Los Estados Unidos de América.

Universidad de San Carlos, Consejo Superior Universitario 2005 Solicitada (Guatemala) 1º
de marzo.

Notas

1 Central America Free Trade Agreement, nombre en inglés del Tratado de Libre Comercio
acordado entre los gobiernos de Estados Unidos y cinco países centroamericanos (Costa
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua) al que se incorporó el tratado nego-
ciado entre EE.UU. y República Dominicana (CAFTA-RD).

2 Guatemala vivió por un período de treinta y seis años una guerra interna que oficial-
mente concluyó con la firma de la paz el 29 de diciembre de 1996.

3 Área de Libre Comercio de las Américas.

4 Ver el Comunicado de Prensa del 8 de septiembre de la Fundación Rigoberta Menchú
Tum (2004). En el mismo sentido, puede consultarse el Servicio Informativo del 4 de sep-
tiembre de la Conferencia Episcopal de Guatemala (2004).

5 Entrevista realizada con Carlos Guárquez por parte del Observatorio de movimientos,
demandas y acción colectiva, del Programa de la Sociedad Civil y Movimientos Sociales,
FLACSO-Guatemala, en febrero de 2005.

6 Puede consultarse una cronología detallada de lo acontecido durante la primera quince-
na de marzo en la sección debates de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>.

7 Ver el informe preliminar de la Procuraduría de Derechos Humanos del 15 de marzo de
2005.
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Costa Rica

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

L U N E S  3 Cientos de vendedores ambulantes protestan en las calles de San José en
rechazo a los desalojos realizados en horas de la mañana por parte de más
de 300 policías.

M A R T E S  4 Los 138 ex oreros desalojados del Parque Nacional Corcovado, provincia de
Punta Arenas, que desde hace 4 meses se encuentran apostados en ranchos
frente a la casa presidencial, en San José, rechazan la propuesta de indemni-
zación del gobierno, que les ofrece un monto menor al exigido, y deciden
mantener la protesta.

M I É R C O L E S  5 Dirigentes de las 6 organizaciones de vendedores ambulantes llegan a un
acuerdo con la municipalidad de San José que contempla la creación de 5
ferias en las afueras de la ciudad y de un mercado en el edificio del antiguo
registro civil, por lo que se comprometen a no realizar más medidas de pro-
testa. También establecen que 50 vendedores mayores de 60 años reciban
una patente que los habilite a comerciar en distintos puntos de la ciudad y
que 30 de ellos, que enfrentan una situación económica crítica, reciban per-
misos para vender en el mercado del Mayoreo y en el Paso de la Vaca.

V I E R N E S  7 La directora de negociaciones comerciales internacionales del Ministerio de
Comercio Exterior (COMEX) es separada de su cargo por el titular de dicha
cartera. En una entrevista concedida a la prensa nacional denuncia la existen-
cia de una crisis en el seno del ministerio. 

L U N E S  1 0 Renuncia a su cargo el director del COMEX y negociador del Tratado de Libre
Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos (DR-
CAFTA, por sus siglas en inglés) aduciendo diferencias con el ministro de dicha
cartera, a quien acusa de inacción para ratificar la firma de dicho tratado. 

M I É R C O L E S  1 2 Se inicia el procedimiento administrativo acordado entre el gobierno y el
Movimiento Cívico Nacional (MCN) contra la empresa española Riteve SyC
por incumplimiento en los servicios que esta presta, con el objetivo de poner
fin a las manifestaciones que mantuvieran paralizado al país en agosto pasa-
do. El Frente de Taxistas del MCN, que agrupa a 15 organizaciones, protesta
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en las calles aledañas al Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) y
realiza “marchas tortuga” en los alrededores de las estaciones de Riteve SyC,
ubicadas en las distintas provincias del país, para manifestar su descontento
con la extensión en el tiempo del proceso administrativo, mientras las autori-
dades continúan sin cumplir con las 7 leyes acordadas. 

V I E R N E S  1 4 El embajador especial adjunto del COMEX para asuntos comerciales con
EE.UU. renuncia a su cargo. Es el tercer negociador del Tratado de Libre
Comercio (TLC) con EE.UU. que deja su puesto en las últimas semanas como
medida de presión para que el ministro de Comercio Exterior entregue a la
Asamblea Legislativa el proyecto de ley para la ratificación de dicho tratado.
Con esta renuncia, sólo queda en su cargo un funcionario del equipo nego-
ciador del TLC.

M I É R C O L E S  1 9 A través de una carta pública, los ex funcionarios del COMEX que dimitieran
la semana anterior acusan al Poder Ejecutivo de falta de interés para impulsar
el TLC con EE.UU. y advierten que el titular del COMEX carece del liderazgo
necesario para esa tarea. 

Jubilados agrupados en la Asociación de Pensionados de Hacienda y del
Poder Legislativo (ASPHAL) toman las instalaciones del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social (MTSS) exigiendo el pago de la deuda que el estado man-
tienecon más de 8 mil jubilados en materia de revalorizaciones. 

F E B R E R O

J U E V E S  3 La fracción parlamentaria del Movimiento Libertario (ML) presenta a la
Asamblea Legislativa el TLC con EE.UU. 

J U E V E S  1 0 La Coordinadora Nacional contra la Flexibilidad Laboral lanza una campaña
por los derechos laborales que cuenta con el apoyo de aproximadamente 25
organizaciones, entre las que se incluye la Asociación de Servicios de
Promoción Laboral (ASEPROLA), el Sindicato de Empleados de Hacienda
(SINDHAC), la Coordinadora de Sindicatos Bananeros y la Asociación de
Profesores de Segunda Enseñanza (APSE). 

M A R T E S  1 5 Padres de familia, junto a estudiantes de una escuela en Jericó de
Desamparados, protestan frente al centro educativo por la falta de nombra-
mientos de directores y docentes. 

Diversas organizaciones de Costa Rica informan en conferencia de prensa su
unificación en la Comisión Nacional de Enlace (CNE) para coordinar acciones
contra el TLC, que incluirán reuniones y manifestaciones callejeras.
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M I É R C O L E S  1 6 Vecinos de Santa Clara, San Carlos, bloquean durante 10 hs la carretera que
une a esa población con Bajo Los Rodríguez, en el vecino cantón de San
Ramón, en protesta por el pésimo estado de los puentes sobre los ríos Santa
Clara y La Balsa.

J U E V E S  1 7 Organizaciones sindicales y sociales se concentran frente a la Embajada de
EE.UU., en San José, donde entregan una carta a sus funcionarios en la que
expresan su oposición al TLC entre Centroamérica y EE.UU. Desde allí se diri-
gen hacia la casa del ex presidente de la República y precandidato a la presi-
dencia por el Partido de Liberación Nacional (PLN), Oscar Arias Sánchez,
donde gritan consignas contra el TLC. Luego, marchan hasta la Contraloría
General de la República (CGR) y se reúnen con su titular, al que le manifies-
tan la preocupación de que Riteve SyC continúe siendo un monopolio.

V I E R N E S  1 8 Casi 200 estudiantes de la escuela Kilómetro 7 de Golfito bloquean la vía que
comunica esta ciudad con Río Claro de Guaycará en reclamo de una solución
a los problemas de infraestructura y falta de personal en la escuela. 

L U N E S  2 1 Médicos, enfermeros y auxiliares de la Clínica de Buenos Aires, Punta Arenas,
inician una huelga por tiempo indeterminado para reclamar que se retome la
atención en las comunidades de Biolley, Colorado, El Carmen, Bajo Coto, San
Carlos, Jabillos y Las Vueltas, que, según los médicos, están desatendidas como
consecuencia del modelo de sectorización implementado en la zona Sur.
También exigen a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) la apertura
del servicio de maternidad, laboratorio las 24 hs del día y servicio de farmacia.

M A R T E S  2 2 Más de 40 médicos ortopedistas, neurocirujanos y anestesiólogos suspenden
sus servicios y rescinden su contrato con el Instituto Nacional de Seguros
(INS) para rechazar el proceso licitatorio que emprende dicho instituto, el cual
establece límites a la cantidad de exámenes, medicamentos e incapacidades
que los médicos pueden prescribir. 

L U N E S  2 8 La Procuraduría General de la República (PGR) determina que ni los dipu-
tados del ML ni los de ningún otro partido pueden presentar a la Asamblea
Legislativa el TLC con EE.UU., ya que esto es competencia exclusiva del
Poder Ejecutivo. Con esta determinación, la presentación hecha por el ML
queda sin efecto.

Más de 1.300 estudiantes del Colegio de Rincón Grande de Pavas se declaran
en huelga exigiendo la destitución de la directora, a quien estudiantes, padres
de familia y profesores agremiados en APSE cuestionan por el manejo irregu-
lar de recursos. Denuncian que en la escuela faltan docentes de matemáticas
y de otras áreas. También se declaran en huelga los estudiantes de los liceos
de San Sebastián y Rincón Grande de Pavas, San José, y los de la escuela Las
Delicias de San Carlos, en protesta por la falta de profesores. 



M A R Z O

M I É R C O L E S  2 Más de 90 familias del proyecto de vivienda Jorge Brenes, de Kilómetro 7, blo-
quean la vía que comunica Río Claro con la ciudad de Golfito, Punta Arenas,
en protesta por la falta de agua potable en su vecindario desde hace más de
6 meses. 

Diputados del ML presentan 2 proyectos para convocar a los ciudadanos a un
referéndum con el fin de aprobar o rechazar el TLC con EE.UU. 

Estudiantes del colegio técnico profesional San Juan de Tobosi, en Cartago, se
declaran en huelga ante la ausencia de director y de algunos profesores.
Asimismo, 125 alumnos del colegio El Guarco y del colegio Santa Mónica, en
Batan, Matina, protestan en reclamo del nombramiento de profesores. 

J U E V E S  3 Familias de la finca Jeannette Pacheco, en Ciudad Cortés, se manifiestan fren-
te a las instalaciones del Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI) y del
Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos (MIVAH) para exigir una
pronta y efectiva solución al problema de vivienda que padecen desde hace
más de 10 años. Ciudad Cortés ha sufrido los embates de los huracanes
Juana en 1988, César en 1996 y Match en 1998, que la golpearan muy fuer-
temente.

Un diputado del Partido de Acción Democrática (PAC) denuncia que la
Agencia Estadounidense de Cooperación (AID) ha girado fondos por alre-
dedor de 700 mil dólares a las cúpulas empresariales de Costa Rica con el
objetivo de “intentar influir en la toma de decisiones” para favorecer el TLC
con EE.UU. 

V I E R N E S  4 Estudiantes del colegio Hernán Zamora, en Coronado, suspenden las clases y
se declaran en huelga en protesta por la falta de profesores. 

D O M I N G O  6 Campesinos de la finca Bambuzal permanecen desde hace 42 días en las
escalinatas de los tribunales de Goicochea, en reclamo del sobreseimiento
definitivo de la causa que los imputa por el delito de usurpación en una acu-
sación de la transnacional bananera Standard Fruit Company.

M A R T E S  8 Estudiantes toman la rectoría de la Universidad de Costa Rica (UCR) en pro-
testa por la falta de cupos para ingresar a varios cursos. Denuncian que están
siendo violados sus derechos como estudiantes ya que hay unos 2 mil alum-
nos que se encuentran en riesgo de perder el ciclo por no haber sido inscrip-
tos en los cursos de los primeros años. 

M I É R C O L E S  9 Consultado por la prensa sobre la propuesta del ML de llevar la ratificación
del TLC con EE.UU. a consulta en un referéndum, un dirigente de la
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Coordinadora Unitaria Sindical y Magisterial (CUSIMA) declara que su orga-
nización no avalará la consulta y que desde hace más de 2 años los partida-
rios del TLC vienen haciendo propaganda a favor del convenio internacional
porque es imposible garantizar un acceso equitativo a los medios de comu-
nicación y a la publicidad. Por su parte, el secretario general de la Asociación
Nacional de Empleados Públicos (ANEP) también afirma la necesidad de ser
cautelosos ante esta propuesta. 

V I E R N E S  1 1 Mediante una comunicación simultánea con todos los países de Centroamérica,
organizada por la embajada de EE.UU., el asistente del representante comercial
norteamericano, Christopher Padilla, afirma que si Costa Rica decide no ratificar
el DR-CAFTA en un período no menor a los 2 años, eliminarán todos los bene-
ficios contemplados en la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICCA), que permi-
ten a miles de empresas exportar sin tener que pagar impuestos o cancelar
montos muy bajos.

M I É R C O L E S  1 6 Unos 600 alumnos del Liceo de Heredia suspenden las clases y bloquean la
entrada al colegio para demandar que el Ministerio de Educación separe de
su cargo al director de la escuela. Los estudiantes denuncian falta de pupitres,
mal estado del colegio y desinterés del director para atender sus demandas y
las de sus padres. 

A B R I L

J U E V E S  1 4 Organizaciones sociales, populares, campesinas, estudiantiles, comunales
indígenas, ambientalistas, sindicales y de mujeres, agrupadas en el MCN, la
CNE y la CUSIMA, entre otras, realizan una Cumbre Social contra el TLC que
tiene lugar en el Teatro Popular Melico Salazar, en San José. Al culminar la
cumbre, dan a conocer el documento final Declaración Política de la Cumbre
Social por Costa Rica y contra el TLC, en el que se ratifica la total y férrea opo-
sición al tratado, y anuncian el calendario de protestas para el mes de mayo.
En las afueras del teatro, estudiantes, sindicatos y otras agrupaciones protes-
tan contra el libre comercio.

V I E R N E S  1 5 Trabajadores de los muelles de Limón y Moín retardan las labores de carga y
descarga de los barcos como medida de presión –que denominan “tortu-
guismo”– en reclamo de que el gobierno les pague un conjunto de beneficios
laborales que suman 785 millones de colones.

L U N E S  1 8 Gerardo Porras, de la junta directiva de la Promotora de Comercio Exterior
(PROCOMER), presenta su renuncia a esa entidad argumentando que deja
ese puesto por falta de definición del ministro de Comercio Exterior en temas
centrales para el país, tales como la atracción de inversión extranjera directa y
la necesidad de tomar decisiones importantes en lo relativo al DR-CAFTA.
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J U E V E S  2 1 Un grupo de indígenas de Salamanca protesta pacíficamente frente a las ofi-
cinas del Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI) en Zapote para reclamar el
mantenimiento de las vías que los comunican con otras comunidades, que
tienen tramos destruidos como consecuencia de las intensas lluvias que pro-
vocaran inundaciones en el pasado mes de enero.

L U N E S  2 5 Una delegación de congresistas de EE.UU. llega al país para reunirse con
representantes de las principales empresas nacionales y multinacionales, así
como con miembros del gabinete y algunos dirigentes de las principales frac-
ciones legislativas. En este contexto presionan por la ratificación del DR-CAFTA
al enunciar los problemas económicos en los que se verá implicada Costa Rica
en caso de no ratificar dicho tratado. 

J U E V E S  2 8 Empresarios, ex funcionarios que participaran de la negociación del TLC
con EE.UU. –como el ex ministro de Comercio Exterior, Alberto Trejos– y
miembros del Movimiento Solidarista forman un grupo de apoyo al TLC
con EE.UU., denominado Grupo Por Costa Rica, para lanzar una campaña
publicitaria y otras acciones encaminadas a impulsar la aprobación del
acuerdo comercial.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AID Agencia Estadounidense de Cooperación 
ANEP Asociación Nacional de Empleados Públicos 
APSE Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza 

ASEPROLA Asociación de Servicios de Promoción Laboral 
ASPHAL Asociación de Pensionados de Hacienda y del Poder Legislativo
BANHVI Banco Hipotecario de la Vivienda 

CCSS Caja Costarricense del Seguro Social 
CGR Contraloría General de la República 
CNE Comisión Nacional de Enlace 

COMEX Ministerio de Comercio Exterior
CONAVI Consejo Nacional de Vialidad 
CUSIMA Coordinadora Unitaria Sindical y Magisterial 

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y
Estados Unidos

ICCA Iniciativa de la Cuenca del Caribe 
INS Instituto Nacional de Seguros 

MCN Movimiento Cívico Nacional 
MIVAH Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos 

ML Movimiento Libertario 
MOPT Ministerio de Obras Públicas y Transportes
MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
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PAC Partido de Acción Democrática
PGR Procuraduría General de la República
PLN Partido de Liberación Nacional

PROCOMER Promotora de Comercio Exterior
SINDHAC Sindicato de Empleados de Hacienda 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UCR Universidad de Costa Rica 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Sol Denot.
Fuentes: diarios La Prensa Libre y La Nación.
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El Salvador 

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  1 1 Choferes y cobradores de la Asociación Cooperativa de Microbuses de
Transportistas de San Bartola paralizan sus actividades en horas de la mañana
para exigir el respeto a sus derechos laborales y repudiar la posibilidad de que
se efectúen despidos masivos en la compañía. 

D O M I N G O  1 6 Habitantes del barrio Los Chorros, de la localidad de Colón, bloquean el acce-
so a la comunidad y la carretera que conduce hacia la ciudad de Santa Ana
para exigir que la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados
(ANDA) garantice la conexión del servicio de agua potable del que carecen
desde hace 4 años. 

L U N E S  2 4 En el sótano del Mercado Central de la ciudad de San Salvador, representan-
tes de la Coordinadora Nacional de Vendedores (CNV), usuarios de los mer-
cados capitalinos, trabajadores informales y dirigentes de la Asociación
Salvadoreña de Trabajadores Municipales (ASTRAM) y de la Asociación
General de Empleados Públicos y Municipales (AGEPYM), entre otros, con-
forman la Unidad Contra la Privatización de los Servicios Municipales. La agru-
pación pretende resistir las políticas de desalojo de los mercados existentes en
la ciudad, a la vez que busca rechazar la privatización de los espacios y servi-
cios públicos dependientes de la Alcaldía Municipal.

M A R T E S  2 5 El presidente Elías Antonio Saca sanciona el decreto de ratificación del Tratado de
Libre Comercio (TLC) con EE.UU., con lo que el acuerdo comercial se convierte
en ley nacional. Para que el tratado comercial entre en vigencia debe ser ratifica-
do por el Congreso norteamericano y por el resto de los países de Centroamérica. 

M I É R C O L E S  2 6 Cientos de personas, integrantes de la CNV, de ASTRAM y de AGEPYM, mar-
chan por el centro de San Salvador hacia la Alcaldía Municipal para expresar
su oposición al desalojo de puestos en los mercados capitalinos y a la privati-
zación de los servicios públicos brindados por la municipalidad. 

J U E V E S  2 7 El Sindicato de Trabajadores y Estudiantes de la Universidad de El Salvador
(UES) (SETEUES) inicia un paro de labores por 48 hs para exigir al Consejo
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Superior Universitario (CSU) la asignación de un mayor presupuesto para el
sector, la revisión de aspectos administrativos internos y la mejora tecnológi-
ca del sistema bibliotecario de la casa de altos estudios.

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 Unas 50 personas, entre vendedores ambulantes de la ciudad de San
Salvador y afiliados a ASTRAM, se manifiestan en las puertas de la Alcaldía
para rechazar el desalojo de los puestos de venta ubicados en los mercados
públicos, la privatización de los servicios municipales y el despido de trabaja-
dores. La Policía Nacional Civil (PNC) responsabiliza a los manifestantes por
los destrozos ocurridos en el edificio municipal. 

L U N E S  7 Integrantes de ASTRAM bloquean la ruta que conduce al relleno sanitario de
Nejapa para expresar su rechazo a la posible privatización del servicio de reco-
lección de residuos por parte de las autoridades municipales. Al mismo tiem-
po, decenas de vendedores ambulantes clausuran por una hora el ingreso a
la Alcaldía de San Salvador en repudio a los constantes desalojos de sus pues-
tos de venta ubicados en los mercados de la ciudad. 

D O M I N G O  1 3 Cientos de vecinos del barrio Los Chorros de la ciudad de Santa Ana bloque-
an la autopista de acceso a esa localidad para exigir al gobierno el restableci-
miento del servicio de agua potable en la zona. En horas del mediodía, agen-
tes de la Unidad de Mantenimiento del Orden (UMO) intentan desalojar el
lugar lanzando gases lacrimógenos y balas de goma. El accionar de la fuerza
pública es resistido momentáneamente por los manifestantes, quienes luego
del enfrentamiento se retiran del lugar. 

L U N E S  1 4 Habitantes del barrio residencial Los Chorros de la ciudad de San Salvador
bloquean la ruta que conduce hacia Santa Ana en protesta por la falta del ser-
vicio de agua potable. En horas de la tarde, efectivos de la UMO se hacen pre-
sentes en el lugar y desalojan a los manifestantes luego de ser enfrentados
con piedras y palos por los pobladores. 

M A R T E S  1 5 Padres de familia de la ciudad de Apopa bloquean la Carretera Troncal del
Norte para exigir al Ministerio de Educación (MINED) el nombramiento de
una mayor cantidad de maestros para las escuelas de la zona. 

Decenas de personas pertenecientes a ASTRAM, AGEPYM y CNV se mani-
fiestan y lanzan piedras contra las puertas de la Alcaldía de San Salvador y
la sede del Cuerpo de Agentes Metropolitanos (CAM) en repudio a las polí-
ticas seguidas por las autoridades ediles en lo referente a servicios públicos
y mercados municipales. Luego, las tropas de la UMO intervienen y detie-
nen a 14 manifestantes. 



J U E V E S  1 7 Un grupo de 25 dirigentes de ASTRAM y AGEPYM bloquea el ingreso al relle-
no sanitario de la ciudad de San Salvador para exigir al alcalde, Carlos Rivas
Zamora, la conformación de una mesa de diálogo tendiente a resolver los
conflictos originados por supuestas acciones privatizadoras por parte de la
Alcaldía Municipal. 

V I E R N E S  2 5 Alrededor de 880 internos del penal de San Vicente inician una huelga de
hambre en repudio al nuevo régimen de visitas instaurado por las autorida-
des carcelarias. Según el nuevo reglamento, los familiares deberán completar
un formulario y sólo tendrán derecho a una visita de 2 hs por semana. 

S Á B A D O  2 6 Los reclusos de los penales de Santa Ana, San Francisco Gotera y La Esperanza
se suman a la huelga de hambre iniciada por los internos del penal de San
Vicente en repudio al nuevo sistema de visitas implementado por las autori-
dades penitenciarias. 

M A R Z O

V I E R N E S  4 Los internos de los penales de San Vicente y Santa Ana levantan la huelga de
hambre tras alcanzar un acuerdo con las autoridades penitenciarias por medio
del cual se amplía el horario de visitas a 4 hs semanales.

D O M I N G O  6 Alrededor de 100 integrantes de la Asociación de Comunidades Afectadas
por el Anillo Periférico (ACAP) se manifiestan en la Ruta 22 a la altura de la
colonia Santa Clara para protestar por las obras de construcción de los tra-
mos Oriental y Occidental de la autopista. El trabajo de la empresa cons-
tructora implica la tala de miles de árboles y la destrucción del ecosistema
de la región. 

L U N E S  7 Autoridades del servicio penitenciario anuncian la ampliación del régimen de
visitas a 6 hs semanales en 18 penales de todo el país. El único centro carce-
lario que no gozará de tal beneficio es el de La Esperanza, debido a las medi-
das de presión adoptadas por los reclusos allí detenidos.

J U E V E S  1 0 Estudiantes de la UES bloquean los portones de la unidad académica de la
ciudad de San Miguel para exigir la asignación de docentes para todas las
carreras dictadas por la institución. 

L U N E S  1 4 Los docentes del campus principal de la UES, en San Salvador, inician un paro
por tiempo indefinido en demanda de un aumento salarial cercano a los 400
dólares. Representantes de los huelguistas expresan que la unidad académica
puede solventar la demanda puesto que el Poder Ejecutivo ha aumentado
considerablemente su presupuesto.
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V I E R N E S  1 8 Integrantes del SETEUES se manifiestan en la sesión de la Asamblea General
Universitaria en demanda de aumento salarial y exigen ser incorporados en
un posible acuerdo entre las autoridades universitarias y el gremio docente. 

S Á B A D O  1 9 Cientos de integrantes de diversas agrupaciones pertenecientes a la
Coordinadora del Movimiento Social de Santa Ana marchan por el centro de
la ciudad para denunciar el agravamiento de la crisis socioeconómica nacio-
nal y exigir la puesta en marcha de políticas gubernamentales que favorezcan
a las mayorías y generen empleos genuinos. 

M I É R C O L E S  3 0 Los empleados administrativos de la UES inician un paro de labores por tiem-
po indefinido para exigir aumento salarial. La medida se suma a la protagoni-
zada por los docentes de la casa de estudios superiores, quienes se encuen-
tran en huelga desde el pasado 14 de marzo. 

A B R I L

D O M I N G O  3 Luego de 3 semanas de huelga, los docentes de la UES levantan la medida de
fuerza tras firmar un acuerdo con las autoridades de la institución por medio
del cual se establece una bonificación salarial de 203 dólares mensuales. La
misma resolución, aprobada por el CSU, estipula un aumento para los traba-
jadores administrativos de 125 dólares mensuales.

M I É R C O L E S  1 3 Unos 60 habitantes de 10 comunidades de la zona Sur de San Salvador blo-
quean la autopista que conduce hacia Comalapa para exigir que la ANDA
reconozca la propiedad comunal del terreno en el que se encuentra uno de
los pozos de agua de la región. Autoridades de este organismo expresan que
un empresario privado utiliza el pozo para su beneficio propio. 

V I E R N E S  1 5 Cientos de personas pertenecientes a diversas organizaciones sociales mar-
chan por el centro de San Salvador hacia la Casa Presidencial en repudio a la
política económica gubernamental y a la intención de avanzar en la puesta en
marcha de un TLC con EE.UU. Al promediar la movilización, que forma parte
de la Semana de Acción Global Contra el Comercio Injusto, efectivos de la
UMO se enfrentan con estudiantes de la Brigada Revolucionaria de
Estudiantes Salvadoreños (BRES) y los obligan a dispersarse. La represión
policial deja un saldo de 12 personas heridas. 

V I E R N E S  2 9 Unos 50 habitantes de 11 colonias del municipio de San Marcos, San
Salvador, bloquean la carretera que conduce hacia Comalapa para exigir a la
ANDA la reconexión del servicio de agua potable del que carecen desde hace
18 meses, a pesar de que pagan puntualmente sus boletas. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACAP Asociación de Comunidades Afectadas por el Anillo Periférico
AGEPYM Asociación General de Empleados Públicos y Municipales

ANDA Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados 
ASTRAM Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales

BRES Brigada Revolucionaria de Estudiantes Salvadoreños
CAM Cuerpo de Agentes Metropolitanos
CNV Coordinadora Nacional de Vendedores 
CSU Consejo Superior Universitario

MINED Ministerio de Educación
PNC Policía Nacional Civil

SETEUES Sindicato de Trabajadores y Estudiantes de la Universidad de El Salvador
TLC Tratado de Libre Comercio
UES Universidad de El Salvador

UMO Unidad de Mantenimiento del Orden

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Prensa, Colatino y El Diario de Hoy.
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Guatemala

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M A R T E S  1 1 Miles de campesinos de Sololá, Totonicapán y San Marcos que bloquean el
paso vehicular en el km 124 de la Ruta Interamericana, a la altura de la aldea
Los Encuentros, para evitar que se desmonte una pasarela donde circulará la
maquinaria a utilizarse en una explotación minera de San Marcos son ataca-
dos con bombas lacrimógenas y armas de fuego por aproximadamente 1.500
miembros de las Fuerzas Especiales de la Policía (FEP) y 300 integrantes del
ejército. Dos campesinos mueren, 20 resultan heridos e intoxicados, y 10 poli-
cías acaban heridos. 

V I E R N E S  1 4 Centenares de campesinos, sindicalistas y otros activistas sociales marchan
hasta el Congreso para entregar un documento que analiza el primer año de
gobierno y la Agenda de Lucha del Movimiento Indígena, Campesino, Sindical
y Popular (MICSP). Entre sus principales demandas se destacan la puesta en
vigencia de una Política Nacional de Desarrollo Rural y el acceso, uso y tenen-
cia de la tierra; la no ratificación del Tratado de Libre Comercio (TLC) entre
República Dominicana, Centroamérica y EE.UU. (DR-CAFTA, por sus siglas en
inglés); y la promoción y respeto de los derechos humanos. 

L U N E S  2 4 Un grupo de campesinos se enfrenta a la seguridad privada de la hacienda El
Corozo, de Samayac, Suchitepéquez, cuando busca en el lugar, junto a per-
sonal judicial, a un joven que desapareciera de la finca el pasado viernes.
Resultan muertos 3 campesinos y un policía del inmueble. Varias personas
son detenidas. 

J U E V E S  2 7 Más de 10 mil personas de diversos sectores y organizaciones campesinas de
Quetzaltenango, Totonicapán, Huehuetenango, Sololá, Quiché, Zacapa,
Chiquimula y Alta Verapaz marchan por las calles de San Marcos hasta el
Palacio Maya en reclamo de reformas a la Ley de Minería. 

L U N E S  3 1 Cientos de personas marchan hasta la Plaza de la Constitución para exigir jus-
ticia al conmemorarse 25 años de la quema de la Embajada de España en
Guatemala, donde murieran calcinadas 37 personas que se habían refugiado
allí para denunciar las violaciones a los derechos humanos en el país. 
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F E B R E R O

M A R T E S  1 Tres concesiones para explotación de metales –Piedra Pesada, en Baja
Verapaz; Yolcutac y Azucenas, en Huehuetenango– son suspendidas por
orden presidencial hasta que el gobierno y la sociedad civil lleguen a un
acuerdo en torno a esta actividad. 

D O M I N G O  6 Miles de pobladores de Sololá marchan desde distintos puntos del departa-
mento hasta el estadio municipal local, donde los 19 alcaldes municipales fir-
man un documento en el cual exigen al presidente Berger que anule de inme-
diato los contratos mineros otorgados. Reclaman también que se modifique
la Ley de Minería y que no se otorguen más exploraciones sin antes consul-
tar a las poblaciones afectadas. 

L U N E S  7 La Corte de Constitucionalidad (CC) se declara en contra del pago indemni-
zatorio a los ex integrantes de las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC). 

M A R T E S  1 5 Cientos de hombres y mujeres se concentran en los puntos importantes
de las principales carreteras del país donde, debido a la movilización de
fuerzas policiales y militares, no pueden efectuar bloqueos como forma de
presión para que el gobierno haga efectivo el pago a los ex integrantes de
las PAC. 

M A R T E S  2 2 Más de un millar de familias campesinas invaden los terrenos de la finca Santa
Clara, en Ciudad Flores, Petén, argumentando que los terrenos no son de pro-
piedad privada sino comunal. 

M A R Z O

M A R T E S  1 Ante el anuncio sorpresivo de la Junta Directiva del Congreso sobre la inme-
diata ratificación del DR-CAFTA, así como la aceleración del proceso de apro-
bación con carácter de urgencia nacional de la iniciativa de la Ley General de
Concesiones del Estado, miles de sindicalistas, campesinos, indígenas y sim-
patizantes de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) se
manifiestan frente al Congreso y cientos de campesinos bloquean vías en el
interior del país. Exigen al gobierno la no aprobación de estas leyes y presen-
tan al Congreso 25 mil firmas en rechazo al TLC y en reclamo de que se haga
una consulta popular en lo referente al tema. 

L U N E S  7 El MICSP –integrado por el Comité de Unidad Campesina (CUC), la
Coordinadora Guatemalteca de Trabajadores de Guatemala (CGTG), la
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (CNOC), el Colectivo
de Organizaciones Sociales (COS) y la Unión Sindical de Trabajadores de
Guatemala (UNSITRAGUA), entre otros– inicia el primer día de protestas
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sociales previstas para esta semana para presionar a los diputados a fin de que
no ratifiquen el TLC entre Guatemala y EE.UU. 

M A R T E S  8 Con motivo de la conmemoración del Día Internacional de la Mujer, mujeres
de organismos de derechos humanos, trabajadoras, indígenas y amas de casa
integradas en la Coordinadora 8 de Marzo marchan hasta el Instituto
Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS), la Municipalidad de Guatemala, la
Corte Suprema de Justicia (CSJ) y la Casa Presidencial, en reclamo de que no
exista más violencia de género, y en oposición al TLC, las concesiones y los
proyectos mineros. 

J U E V E S  1 0 Cientos de sindicalistas, campesinos, indígenas y estudiantes universitarios se
enfrentan con más de 1.500 agentes antidisturbios de la Policía Nacional Civil
(PNC) que impiden el paso de los manifestantes hacia el Congreso; 8 perso-
nas resultan lesionadas y un activista de la URNG es detenido. Con el apoyo
de 126 de los 158 diputados, el Parlamento ratifica el DR-CAFTA. También rati-
fica la reforma a la Ley de Propiedad Industrial, referida a la comercialización
de productos farmacéuticos y químicos agrícolas, intentando resolver las obje-
ciones presentadas por EE.UU. ante la falta de protección para las fórmulas de
los productos. 

L U N E S  1 4 Como parte del llamado paro nacional en contra de la ratificación del DR-
CAFTA, miles de integrantes de organizaciones que participan del MICSP reali-
zan varias marchas de protesta desde distintos puntos de la capital, confluyen-
do en la Plaza de la Constitución. Son reprimidos por alrededor de 1.500 agen-
tes antidisturbios con gases lacrimógenos, chorros de agua a presión y dispa-
ros al aire. Grupos de campesinos e indígenas realizan bloqueos de carreteras,
ocupaciones de edificios públicos y concentraciones en el interior del país. En
la aldea Los Naranjales, localidad de Colotenango, Huehuetenango, una per-
sona muere, 10 resultan heridas (6 de ellas de bala) y 16 son detenidas al
enfrentarse con agentes de la PNC y el ejército. Por la noche, dirigentes sindi-
cales y campesinos se reúnen con el vicepresidente Eduardo Stein en la sede
de la Procuraduría de Derechos Humanos (PDH), donde el funcionario se
compromete a acudir a una nueva reunión para definir una agenda de discu-
sión tendiente a reducir la tensión social. 

M A R T E S  1 5 El presidente Oscar Berger sanciona el decreto del DR-CAFTA. 

M I É R C O L E S  1 6 Mientras continúan las protestas contra el TLC y tras 12 hs de conversaciones
entre 15 dirigentes de organizaciones sociales y el vicepresidente Eduardo Stein,
el gobierno no acepta ninguna de las demandas planteadas, entre ellas, la con-
formación de una comisión de alto nivel para investigar las muertes de 2 mani-
festantes en Huehuetenango y las renuncias del ministro de la Gobernación y
del director de la policía. En conferencia de prensa, el MICSP denuncia al gobier-
no por haber roto el diálogo y anuncia que volverá a las protestas. 



V I E R N E S  1 8 En oposición al DR-CAFTA, más de 5 mil campesinos y maestros marchan
pacíficamente por calles y avenidas de la cabecera departamental de
Huehuetenango. En Quiché, docentes y miembros de organizaciones sociales
e indígenas marchan por las distintas vías de Santa Cruz del Quiché. En Petén,
la Asociación de Vendedores del Mercado de Santa Elena Petén se une a
maestros y obreros agrícolas para efectuar protestas en el aeropuerto. En
Guastatoya, El Progreso, maestros, estudiantes y padres de familia se concen-
tran frente a la municipalidad local y la Gobernación Departamental. En la
capital, líderes sociales y familiares de los atacados en Colotenango realizan
una manifestación frente al Ministerio Público (MP). 

A B R I L

V I E R N E S  1 Miles de personas se manifiestan por las calles de la capital en reclamo de que
la CC declare inconstitucional el DR-CAFTA. El rector de la Universidad de San
Carlos (USAC) y dirigentes del MICSP interponen una acción de inconstitu-
cionalidad ante la CC por considerar que el Congreso ratificó el acuerdo vio-
lando normas nacionales y el Convenio 169 de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT). 

M I É R C O L E S  6 Convocadas por el MICSP, miles de personas participan de una protesta con-
tra el DR-CAFTA desde El Trébol hasta el centro de la capital, donde agentes
de las FEP impiden que la marcha llegue al Congreso. Representantes del
MICSP ingresan al Congreso para entregar a los jefes de bloque las deman-
das del movimiento popular. En el interior del país, campesinos y maestros
bloquean importantes carreteras para rechazar la aprobación de la Ley de
Concesiones y la vigencia del DR-CAFTA. 

J U E V E S  7 La CC determina que no procede suspender en forma provisional el decreto
legislativo que aprueba la ratificación del DR-CAFTA. 

J U E V E S  2 8 Varias familias campesinas de la aldea Xacalaté, en Purulhá, Baja Verapaz, de la
comunidad colonia Maya, en Fray Bartolomé de las Casas, Alta Verapaz, son
desalojadas por cientos de agentes de las FEB y de la PNC. Según denuncian la
CNOC, la PDH y la Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH),
las órdenes judiciales de desalojo son falsas. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CC Corte de Constitucionalidad 
CGTG Coordinadora Guatemalteca de Trabajadores de Guatemala 
CNOC Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 

COPREDEH Comisión Presidencial de Derechos Humanos 
COS Colectivo de Organizaciones Sociales 
CSJ Corte Suprema de Justicia 

CUC Comité de Unidad Campesina 
DR-CAFTA TLC entre República Dominicana, Centroamérica y EE.UU.

FEP Fuerzas Especiales de la Policía
IGSS Instituto Guatemalteco de Seguridad Social 

MICSP Movimiento Indígena, Campesino, Sindical y Popular 
MP Ministerio Público 
OIT Organización Internacional del Trabajo 
PAC Patrullas de Autodefensa Civil 

PDH Procuraduría de Derechos Humanos 
PNC Policía Nacional Civil 
TLC Tratado de Libre Comercio 

UNSITRAGUA Unión Sindical de Trabajadores de Guatemala 
URNG Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
USAC Universidad de San Carlos

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: Servicio Informativo del Centro de Estudios Guatemala (CEG), dia-
rios Prensa Libre y La Hora.
Otras fuentes: IMC Chiapas, CLAJADEP, Rebelión, ALAI y ADITAL.
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Honduras

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M I É R C O L E S  1 2 Centenares de campesinos, obreros, terratenientes, empresarios, comercian-
tes, patronatos, personal del hospital público y locatarios de los mercados
marchan por las calles de El Progreso, departamento de Yoro, hasta el Palacio
Municipal para exigir a las autoridades que desistan de privatizar ciertas áreas
especiales de atención en el hospital estatal, que no se cobre estacionamien-
to con tarjeta en las calles del centro, que no se entregue la cordillera Mico
Quemado a transnacionales mineras y que no se destruya la fachada del his-
tórico edificio municipal.

V I E R N E S  1 4 Luego de 5 días desde su inicio en Trujillo, departamento de Colón, y ante la
presencia de miles de seguidores y todos los dirigentes del movimiento
Nuevo Tiempo del Partido Nacional (PN) del departamento de Francisco
Morazán, finaliza en la ciudad de Tegucigalpa la Caravana de la Victoria en
apoyo al alcalde capitalino y precandidato presidencial por dicho movimien-
to, Miguel Pastor.

M I É R C O L E S  1 9 El Congreso Nacional aprueba la reforma de los artículos 24 y 332 del Código
Penal, conocido como Ley Antimaras, y del artículo 184 del Código Procesal
Penal. Los mismos establecen, entre otras cosas, la elevación de penas para
los jefes de pandillas o maras y la eliminación de las medidas sustitutivas de
prisión para los pandilleros mientras se les sigue el proceso judicial.

D O M I N G O  2 3 Miles de simpatizantes del Partido Liberal (PL) realizan una caravana y una
concentración en la terraza municipal de la ciudad de Villanueva, departa-
mento de Cortés, en apoyo al líder del Movimiento Liberal Jaimista, Jaime
Rosenthal Oliva, con vistas a las elecciones internas del próximo 20 de febre-
ro. Por su parte, los seguidores del candidato del movimiento Trabajo y
Seguridad del PN, Porfirio Lobo Sosa, se concentran en la ciudad de
Comayagua, donde el dirigente manifiesta que sus principales objetivos son
la lucha contra la delincuencia y la generación de más empleo.
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F E B R E R O

M A R T E S  1 Centenares de afiliados a la Asociación Nacional de Empleados Públicos de
Honduras (ANDEPH) realizan una movilización frente al Ministerio de
Finanzas en Tegucigalpa para exigir al gobierno que cumpla con el decreto
180/2000, por medio del cual se hace efectivo el pago retroactivo desde
abril de 2001 de un aumento salarial de 350 lempiras mensuales para cada
empleado.

D O M I N G O  1 3 Con marchas, caravanas y concentraciones cierran sus campañas políticas
para las elecciones internas del próximo domingo los principales precandida-
tos presidenciales de los partidos Nacional y Liberal. El precandidato por el
Movimiento Unión Liberal del PL, Hugo Noé Pino, realiza una caravana por
Tegucigalpa; por su parte, 2 de sus contrincantes, Jaime Rosenthal Oliva y
Gabriela Núñez, líderes de los movimientos Liberal Jaimista y Nueva Mayoría
respectivamente, realizan una gran concentración en El Progreso, departa-
mento de Yoro, el primero; y una caravana por 7 municipios del departa-
mento de Cortés, la segunda. El líder del Movimiento Nuevo Tiempo del PN,
Miguel Pastor, organiza 2 grandes actos en la costa Norte del país ante miles
de simpatizantes en las ciudades de La Ceiba y San Pedro Sula; mientras que
el precandidato por el Movimiento Trabajo y Seguridad, Porfirio Lobo Sosa,
hace lo propio en la segunda de las ciudades. También en San Pedro Sula, el
partido Unificación Democrática (UD) cierra su campaña para instalar como
candidato presidencial a Juan Almendares Bonilla, con un evento político cul-
tural en el cual participan más de 2 mil personas.

L U N E S  1 4 Miles de seguidores del Movimiento Nuevo Tiempo del PN se concentran en
el estacionamiento del Estadio Nacional de Tegucigalpa, donde el precandi-
dato presidencial Miguel Pastor cierra su campaña con vistas a las elecciones
del próximo domingo 20.

En horas de la tarde, campesinos pertenecientes a varios movimientos y
asociaciones, entre las que se destaca el Movimiento Campesino del Aguán
(MCA), toman la carretera que comunica las ciudades de Tocoa y Trujillo en
demanda de saneamiento y titulación de las 5.700 ha de tierra donde fun-
cionara el Centro Regional de Entrenamiento Militar (CREM), la indemni-
zación por 74 millones de lempiras a los ganaderos que ocupan dichas tie-
rras, el no cierre de la regional del Instituto Nacional Agrario (INA) en el
Bajo Aguán, la aprobación por parte del Congreso Nacional de una asigna-
ción de 100 millones de lempiras al INA y el sobreseimiento definitivo de
120 campesinos acusados por la recuperación de tierras en los juzgados de
Trujillo y Tocoa.

M A R T E S  1 5 Centenares de empleados afiliados a la ANDEPH provenientes de varias ciu-
dades del país se manifiestan en los bajos del Congreso Nacional exigiendo la
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aplicación del decreto 180/2000 que contiene un aumento salarial de 350
lempiras mensuales para cada empleado. Exigen también la creación de una
comisión del Poder Legislativo para que trate el tema.

V I E R N E S  1 8 Los campesinos del MCA que mantienen cortada la carretera de Occidente
desde el pasado lunes dan una tregua al gobierno y levantan la medida, tras
lograr un acuerdo con representantes de la Policía Preventiva y el 15 Batallón
de Infantería.

D O M I N G O  2 0 Las elecciones internas de los partidos Nacional y Liberal para definir los nom-
bres de los próximos candidatos presidenciales de dichos partidos se desa-
rrollan con normalidad, salvo hechos aislados, y con una participación cerca-
na al 40%; resultan electos Porfirio Lobo Sosa y Manuel Zelaya respectiva-
mente.

L U N E S  2 8 Cerca de 500 campesinos de los departamentos de Santa Bárbara, Yoro y
Cortés toman durante la madrugada las instalaciones del INA en la ciudad de
San Pedro Sula para exigir al gobierno que otorgue la legalización de unas 3
mil manzanas de tierra a 25 empresas campesinas. Además, reclaman que se
pongan en marcha unos 15 proyectos de irrigación ya aprobados.

M A R Z O

J U E V E S  3 En horas de la mañana y con el voto unánime de las bancadas liberal, nacio-
nalista, democristiana y del Partido Innovación y Unidad (PINU), el Congreso
Nacional ratifica el dictamen del texto del Tratado de Libre Comercio (TLC)
entre los países centroamericanos, República Dominicana y Estados Unidos.
Por su parte, los tres diputados de UD repudian el acuerdo y votan en contra,
al tiempo que un importante número de miembros del Bloque Popular junto
con un grupo de empleados públicos aglutinados en la ANDEPH invaden el
salón de sesiones para exigir que no se ratifique dicho tratado.

V I E R N E S  4 Más de 200 marinos de EE.UU., Belice, Guatemala, Nicaragua y Honduras
finalizan, luego de 8 días, las maniobras conjuntas de preparación contra el
terrorismo y el narcotráfico en la región, llevadas adelante en el Caribe hon-
dureño. Las mismas incluyen maniobras de combate, intercepción, infiltración
y extracción de personas con unidades de superficie rápidas.

M A R T E S  8 Miles de indígenas lencas afiliados al Consejo Cívico de Organizaciones
Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), junto con campesinos y
obreros afiliados al Bloque Popular y a la Coordinadora Nacional de
Resistencia Popular (CNRP), toman la carretera Panamericana a la altura de
Las Mercedes, Comayagua, y en las cercanías de La Entrada, Copán, en repu-
dio a la acción del Congreso nacional de ratificar el TLC con EE.UU. Las tomas
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de carreteras se repiten en varias partes del país, en tanto que en la capital
las organizaciones populares realizan una marcha de protesta hasta la sede
del Poder Legislativo.

M I É R C O L E S  1 6 Alrededor de 37 mil empleados públicos inician un paro nacional de 48 hs en
protesta por el incumplimiento por parte del gobierno del decreto 180/2000
que establece un aumento salarial de 350 lempiras para todos los empleados,
retroactivo a abril de 2001. Además, los empleados de las secretarías de
Finanzas, Educación y Relaciones Exteriores toman los edificios de esas insti-
tuciones para aumentar las medidas de presión. La Asociación Nacional de
Enfermeras Auxiliares de Honduras (ANEAH) también se adhiere al paro.

Unos 700 conductores de taxis de la ciudad de La Ceiba, departamento de
Atlántida, interrumpen el tránsito vehicular en las principales avenidas de la
ciudad durante más de una hora en protesta por el alto incremento en el pre-
cio de los combustibles. A la protesta se suman representantes de patronatos,
sindicatos obreros y dirigentes comunales.

M I É R C O L E S  3 0 Trabajadores de la Dirección Ejecutiva de Ingresos (DEI) y de la Secretaría de
Recursos Naturales, junto con los empleados de la Dirección General de
Aeronáutica Civil (DGAC), encargados de las 14 estaciones meteorológicas del
país, se suman a la huelga de brazos caídos que lleva adelante la mayoría de
los empleados públicos en demanda del cumplimiento del decreto 180/2000.

A B R I L

L U N E S  4 Funcionarios y empleados del Poder Judicial inician una huelga de brazos caí-
dos y toman los edificios de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y de todos los
tribunales del país para exigir a la presidenta de dicho poder del estado, Vilma
Cecilia Morales, un aumento de salarios de entre un 20 y un 30%, según el
cargo desempeñado. La medida de fuerza sólo dura 2 hs debido a que la
Dirección de la Carrera Judicial advierte a los huelguistas que están come-
tiendo un delito porque este tipo de acciones están prohibidas por el artículo
319 de la Constitución Nacional para aquellas personas que trabajan en el
ámbito de la justicia.

M I É R C O L E S  6 Casi la totalidad de los 1.400 empleados del Registro Nacional de las Personas
(RNP) realizan un paro nacional aduciendo que desde hace 4 años no reci-
ben ningún tipo de incremento salarial y exigen que los aumentos sean de
entre un 20 y un 40%.

Los empleados públicos de la capital marchan hasta las cercanías del
Congreso nacional realizando una nueva protesta en reclamo del aumento
adeudado por el gobierno desde el mes de abril de 2001 tras la sanción del
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decreto 180/2000. También en San Pedro Sula, departamento de Cortés, las
enfermeras de los hospitales Mario Catarino Rivas y Leonardo Martínez pro-
testan contra el incumplimiento del mismo decreto que establece el aumen-
to de 350 lempiras mensuales. Por su parte, el Poder Ejecutivo emplaza a los
trabajadores que se mantienen en paro a que se reintegren a sus puestos de
trabajo. De lo contrario se procederá a declarar ilegal la huelga.

J U E V E S  7 Unos 1.200 ex empleados temporales del Tribunal Supremo Electoral (TSE)
nombrados para el proceso de elecciones primarias de febrero pasado toman
la calle principal de la colonia El Prado de la capital y la entrada a esa institu-
ción, en protesta porque no les han terminado de cancelar el pago conveni-
do por el trabajo de conteo de votos que realizaran, que oscila entre 200 y
1.200 lempiras por persona.

Miles de estudiantes toman durante varias horas las principales calles y bule-
vares de Tegucigalpa y marchan desde la colonia Kennedy hasta los bajos del
Congreso Nacional en demanda de un incremento al bono estudiantil, control
en el precio de los combustibles, rebaja de la tarifa del transporte y mayor aten-
ción por parte de la Secretaría de Educación en los centros de enseñanza. 

L U N E S  1 1 Más de 2.500 campesinos y trabajadores afiliados a la Confederación de
Trabajadores de Honduras (CTH), la Confederación Unitaria de Trabajadores
de Honduras (CUTH), la Central General de Trabajadores (CGT) y la
Confederación Nacional de Federaciones de Patronatos (CONAFEP), prove-
nientes de distintos lugares del país, cortan durante más de 3 hs la carretera
que une San Pedro Sula con Puerto Cortés, departamento de Cortés, para
protestar contra las políticas del gobierno y exigir, entre otras cosas, el cese del
alza en el precio de los combustibles y productos de la canasta básica, y el fin
de las violaciones a las leyes laborales; aumento general de salario, aproba-
ción de créditos para campesinos y creación de cajas rurales para reactivar la
agricultura en las zonas pobres; la no concesión del servicio de agua potable
y la destitución del ministro de Trabajo, Germán Leitzelar. La protesta finaliza
con la intervención de la Policía Nacional y el ejército, quienes dispersan la
manifestación con bombas lacrimógenas y chorros de agua.

Representantes de los empleados públicos y del estado se reúnen en la
Secretaría del Trabajo durante casi 6 hs sin lograr ningún acuerdo definitivo
ni llegar a una solución del problema que los mantiene enfrentados. Al
mismo tiempo, frente a la Casa Presidencial, centenares de empleados públi-
cos protestan en demanda del cumplimiento de los beneficios económicos
del decreto 180/2000, a los cuales el gobierno asegura que no tienen dere-
cho. Por su parte, los empleados de los centros hospitalarios reducen su
capacidad de cobertura atendiendo únicamente las emergencias, en tanto
que las enfermeras auxiliares aumentan la presión incrementando de 4 a 8
hs la paralización de tareas.
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M I É R C O L E S  1 3 Luego de intensas negociaciones en las que se resuelve un aumento salarial
de 175,8 millones de lempiras a todo el sector público, en lugar de los 622
millones que reclama la dirigencia sindical, la suspensión de medidas discipli-
narias por parte del gobierno y la revisión del decreto 180/2000 por parte del
Congreso Nacional para su interpretación definitiva, la ANDEPH finaliza el
paro y llama a retornar a las labores a partir del jueves 14.

L U N E S  1 8 Más de 4 mil maestros de preescolar, primaria y secundaria de colegios públi-
cos del departamento de Francisco Morazán paralizan sus labores y marchan
hasta la dirección departamental en Tegucigalpa en demanda de más de mil
nombramientos docentes, material educativo y la destitución de la directora
departamental, Margarita Hernández de Rovelo, entre otras exigencias.

M A R T E S  1 9 La Federación Nacional de Estudiantes de Secundaria de Honduras
(FENAESH) y el secretario de Educación, Roberto Martínez Lozano, firman
un acta de entendimiento que pone fin a la problemática estudiantil de los
últimos días, en la cual los estudiantes aceptan las propuestas de solución
planteadas por el titular de Educación, entre las que sobresalen el incre-
mento de un 100% al bono de transporte, la dotación de pupitres a los cen-
tros educativos de Francisco Morazán y la aplicación por parte del ministe-
rio de los controles administrativos necesarios para que las autoridades de
los colegios mensualmente presenten los estados financieros. Además, el
gobierno asigna 80 millones de lempiras, manejados a través de la
Secretaría de Educación y el Servicio Autónomo Nacional de Acueductos y
Alcantarillados (SANAA), a fin de resolver el problema de abastecimiento de
agua en los colegios de la capital.

J U E V E S  2 1 Tras varios días de negociaciones, los empleados del RNP aceptan la pro-
puesta del gobierno y firman, junto con los directores del Registro, un Acta de
Conciliación que contiene 14 puntos entre los cuales se establece un aumen-
to salarial que oscila entre un 3 y un 18% según el caso, siendo el incremen-
to individual de por lo menos 600 lempiras, y que beneficia al 90% de los tra-
bajadores de un total de 1.400 que perciben menos de 10 mil lempiras. Por
otra parte, se asegura que no se tomarán represalias con los empleados que
llevaran adelante la huelga.

S Á B A D O  2 3 En el Día Mundial de la Tierra, miles de pobladores de 18 comunidades de
El Corpus, departamento de Choluteca, realizan una protesta por las calles
de la capital departamental en oposición al otorgamiento por parte del
gobierno central de varias concesiones de explotación minera a cielo abier-
to en la región.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANDEPH Asociación Nacional de Empleados Públicos de Honduras
ANEAH Asociación Nacional de Enfermeras Auxiliares de Honduras

CGT Central General de Trabajadores
CNRP Coordinadora Nacional de Resistencia Popular

CONAFEP Confederación Nacional de Federaciones de Patronatos
COPINH Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras

CREM Centro Regional de Entrenamiento Militar
CSJ Corte Suprema de Justicia

CTH Confederación de Trabajadores de Honduras
CUTH Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras

DEI Dirección Ejecutiva de Ingresos
DGAC Dirección General de Aeronáutica Civil

FENAESH Federación Nacional de Estudiantes de Secundaria de Honduras
INA Instituto Nacional Agrario

MCA Movimiento Campesino del Aguán
PINU Partido Innovación y Unidad

PL Partido Liberal
PN Partido Nacional

RNP Registro Nacional de las Personas
SANAA Servicio Autónomo Nacional de Acueductos y Alcantarillados

TLC Tratado de Libre Comercio
TSE Tribunal Supremo Electoral
UD Unificación Democrática

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios La Prensa, La Tribuna, Tiempo y El Heraldo.
Otras fuentes: Centros de Medios Independientes Chiapas.
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México

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

S Á B A D O  1 Indígenas tzeltales, tzotziles, tojobales, choles, zoques, mame y campesi-
nos mestizos realizan festejos por el undécimo aniversario de la insurrec-
ción de 1994 en los caracoles, municipios autónomos y campamentos
insurgentes de La Realidad. Allí asisten caravanas de la sociedad civil pro-
venientes de Europa continental, América del Norte y América del Sur. Las
celebraciones incluyen festivales de teatro, música, recitaciones, torneos
deportivos y bailes. En el caracol Resistencia y Rebeldía por la Humanidad,
en Oventic, la mandataria Leticia, en lenguas indígenas tzotzil y tzeltal,
habla en nombre de la Junta de Buen Gobierno (JBG) Corazón Céntrico de
los Zapatistas delante del Mundo proclamando la capacidad indígena para
dirigir su propio destino, que en la última década tuvo que hacer frente a
la guerra contra los malos gobernantes, la injusticia, el hambre, la miseria,
el olvido y la muerte. Fueron 11 años de vida y trabajo entre cercos milita-
res, amenazas y agresiones, durante los cuales los zapatistas supieron cons-
truir y fortalecer su autonomía como pueblos originarios además de recibir
la simpatía y solidaridad de millones de hermanos y hermanas de muchos
países del mundo.

S Á B A D O  1 5 Indígenas oaxaqueños del municipio de Santiago Xanica emboscan a un
contingente de la policía preventiva y matan a uno de ellos. Unos 250 efec-
tivos de las policías ministerial y del estado sitian al pueblo zapoteca y lo ata-
can provocando varios heridos. Los indígenas de la comunidad acusan al
gobernador de estar persiguiendo a los miembros de la Coordinadora
Oaxaqueña Magonista Popular Antineoliberal (COMPA).

L U N E S  1 7 Alrededor de 2 mil estudiantes de normales federales del estado de
Michoacán marchan en Morelia hacia el palacio de gobierno para exigir pla-
zas de empleo para egresados. Los manifestantes son reprimidos.

M I É R C O L E S  1 9 Alrededor de 4 mil normalistas michoacanos, que mantienen ocupadas las
escuelas de los municipios de Arteaga y Morelia, extienden las tomas a los dis-
tritos de Cherán y Tepito, mientras que medio millar se manifiesta frente al
palacio de gobierno del estado. 
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Seiscientos productores agrícolas de los municipios hidalguenses que com-
ponen el Valle del Mezquital acuden a la ciudad de Pachuca, donde ocu-
pan momentáneamente la sede estatal de la Comisión Nacional del Agua
(CONAGUA) a fin de obtener fuentes del gobierno para los sistemas de
riego.

V I E R N E S  2 1 Cultivadores de caña de Veracruz afiliados a la Confederación Nacional
Campesina (CNC) bloquean los ingresos a las bodegas que hay en el estado
para reclamar un aumento en su precio y repudiar la derogación del decreto
cañero efectuada por iniciativa de la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), medida que permite que
sean los industriales quienes decidan al respecto. 

S Á B A D O  2 2 Medio millar de estudiantes de la Escuela Normal Rural Luis Villarreal de El
Mexe marcha en la ciudad de Pachuca hacia el palacio de gobierno de Hidalgo
para demandar la reapertura del internado de la institución.

L U N E S  2 4 Llega al país el vicepresidente de la República Popular China, Zen Qinghong,
y se reúne con autoridades de la Asociación de Banqueros de México (ABM)
y del Senado de la Nación así como con miembros del gabinete, entre quie-
nes se haya el presidente Fox, con quien suscribe acuerdos en materia fitosa-
nitaria, turística, marítima y de asistencia jurídica mutua. Además, resuelven
implementar líneas de crédito recíprocas entre el Banco de Comercio Exterior
y el Banco de China de Exportación e Importación.

Cultivadores de caña de la Confederación Nacional de Propietarios Rurales
(CNPR) extienden los bloqueos iniciados por la CNC a bodegas de municipios
jaliscienses.

M I É R C O L E S  2 6 El secretario de Agricultura expresa haber acordado con los cañeros un
aumento en el precio de la tonelada de caña para el año en curso.

Indígenas de la comunidad zapoteca de Santiago Xanica arriban al Distrito
Federal (DF) e instalan un plantón exigiendo el levantamiento del estado de
sitio que pesa sobre su pueblo además de la liberación de 3 integrantes de la
COMPA detenidos en el penal de Ixcotel.

El gobierno de Michoacán acuerda con los estudiantes en lucha la creación de
las plazas de trabajo requeridas para los egresados.

Un centenar de miembros del Ejército de Mujeres Zapatistas por la Defensa
del Agua acude desde el municipio mexiquense de Villa de Allende hacia la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) en el DF
para exigir al despacho y a la CONAGUA el cumplimiento de los acuerdos sus-
criptos el 6 de octubre. Otro grupo de indígenas mazahua se presenta ante la
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planta potabilizadora de Los Berros denunciando el abuso de los mantos acuí-
feros y la falta de abastecimiento en Villa de Allende.

L U N E S  3 1 La Secretaría de Gobernación (SG) expide un decreto por el cual entran en
vigencia la Ley de Seguridad Nacional y unas reformas a la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación, lo que permite que el Centro de Investigación
y Seguridad Nacional (CISEN), siempre que cuente con permiso del Poder
Judicial de la Federación, intervenga comunicaciones privadas en caso de
suponer un riesgo a la seguridad nacional. La normativa también establece la
designación de una partida presupuestal específica para solventar las acciones
de inteligencia que requieran confidencialidad y reserva.

El Grupo Minero México entrega 55 millones de dólares al Sindicato Nacional de
Trabajadores Mineros y Metalúrgicos (SNTMM), a cuyos afiliados prometiera una
mínima parte del capital total de la empresa al momento de su privatización. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 Las secciones de Mezcala, Guerrero, y de Tlalnepantla, estado de México, ini-
cian dos paros en reclamo de un aumento salarial mayor al propuesto por sus
patrones, en oposición a la prórroga que alienta el sindicato nacional de los
trabajadores mineros.

Catorce indígenas mazahua inician una huelga de hambre dentro de las ins-
talaciones de la SEMARNAT.

J U E V E S  3 Doscientos indígenas encabezados por comandantas del Ejército de Mujeres
Zapatistas en Defensa del Agua toman la SEMARNAT en disconformidad con
la manera en que el organismo está cumpliendo con los compromisos sus-
criptos en octubre pasado. Cinco indígenas se suman a la huelga de hambre
que reclama la intervención de Fox para destrabar el conflicto.

Entre el miércoles 2 y el día de la fecha la Procuraduría General de Justicia del
Estado (PGJE) de Oaxaca detiene a 4 dirigentes sociales: Juan Alavez Méndez,
indígena defensor de los bosques de San Isidro Aloapam; Alejandro Eleazar
Cruz López, de la COMPA; y Jacqueline López Almazán y Samuel Hernández,
del Consejo Indígena Popular de Oaxaca Ricardo Flores Magón (CIPO-RFM).
Estos 3 últimos son encarcelados en el penal de Santa María Ixcotel. Por su
parte, dos dirigentes de la coordinadora magonista presentes en el DF desde
el 26 de febrero son detenidos por policías de civil luego de que el goberna-
dor de Oaxaca suspende una reunión prometida. 

V I E R N E S  4 Unas 160 familias asentadas en los poblados El Ocotal, El Suspiro, Nuevo
Tumbalá, Sol Paraíso, Las Ruinas y Nuevo Petalcingo, de los Montes Azules, se
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trasladan a 11 de Julio, los Nuevos Montes Azules, luego de 20 años de resi-
dencia en la región. Los indígenas acceden a la reubicación luego de que la
Secretaría de Reforma Agraria (SRA), la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas, la SG y autoridades locales prometen la entrega de casas, un terre-
no y un solar para cada familia en dicho poblado del municipio de Palenque.
Los terrenos recuperados por el gobierno son entregados a indígenas lacan-
dones que los reclamaban.

S Á B A D O  5 Miles de campesinos de las organizaciones que permanecen en El Campo No
Aguanta Más inician una medida de fuerza junto al Consejo Agrario
Permanente (CAP) y El Barzón para reclamar el cumplimiento del Acuerdo
Nacional para el Campo, la liberación de las partidas presupuestarias de 2005,
y la revisión del capítulo agropecuario del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN) y del artículo 27 de la Constitución. Los agriculto-
res inician movilizaciones hacia el DF desde las ciudades de Toluca, Puebla,
Querétaro, Pachuca y Cuernavaca. La Central Independiente de Obreros
Agrícolas y Campesinos (CIOAC) inicia en Chiapas una caravana de miles de
personas hacia la ciudad de Tuxtla Gutiérrez que suma a las anteriores deman-
das la puesta en práctica de los acuerdos de San Andrés.

D O M I N G O  6 Los indígenas mazahuas trasladan su plantón a la CONAGUA y amenazan con
obstruir el traspaso de líquido hacia Toluca y la ciudad de México.

L U N E S  7 Unos 20 mil campesinos participan de la Jornada Nacional por la Justicia, la
Soberanía y el Rescate del Campo al marchar en el DF hacia la sede de la SG,
donde encuentran un vallado de la Policía Federal Preventiva (PFP), que
intentan traspasar. Luego de las escaramuzas, los líderes de la protesta acu-
den a una reunión con el secretario, quien les hace una proposición que des-
dice horas después. En Chiapas, unos 15 mil campesinos arriban a Tuxtla
Gutiérrez para exigir al gobernador un mayor apoyo al sector rural. Otras
movilizaciones campesinas tienen lugar en las ciudades de Tapachula,
Tamaulipas y Aguascalientes.

M I É R C O L E S  9 Manuel Hidalgo Espinosa, luchador social tzotzil de la organización campesi-
na Casa del Pueblo, es asesinado a balazos en el municipio chiapaneco
Venustiano Carranza. El dirigente indígena había recibido amenazas del grupo
paramilitar Alianza San Bartolomé y de seguidores del diputado local priísta
Jesús Orantes Ruiz.

V I E R N E S  1 1 Organizaciones no gubernamentales de Sonora, entre las que se cuenta a
Nosotras las Ciudadanas por la No Violencia, inician en Hermosillo una
campaña de Nueve Días por la Justicia para las Mujeres. Reclaman el
esclarecimiento de más de 70 asesinatos cometidos en el estado en los
últimos años.
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M A R T E S  1 5 El Senado de la República aprueba la Ley de Bioseguridad y Organismos
Genéticamente Modificados con la condescendencia de la mayoría de los
representantes del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el Partido
Acción Nacional (PAN), ante la desazón de los ecologistas de Greenpeace. La
legislación aprobada designa a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente (PROFEPA) como órgano encargado de vigilar el uso de transgéni-
cos, todo ello luego de que en enero la empresa transnacional Monsanto
adquiriera la compañía mexicana Seminis, que opera en la selva Lacandona.

M I É R C O L E S  1 6 Trescientos estudiantes de El Mexe secuestran 50 vehículos, entre ellos 6 pipas
de Petróleos Mexicanos (PEMEX). 

V I E R N E S  1 8 En el poblado Nuevo Francisco León, en Ocosingo, Chiapas, tiene lugar el
Segundo Encuentro Nacional de Comunidades en la Reserva de la Biosfera
Montes Azules por la Defensa de Nuestros Territorios y sus Recursos
Naturales. Los participantes critican la ley Monsanto y la creación de reservas
de la biosfera que promueve el gobierno nacional. También debaten acerca
del corredor biológico mesoamericano, el derecho al territorio y la lucha con-
tra el Programa de Certificación de Derechos Parcelarios y Titulación de
Solares Urbanos (PROCEDE). Veintinueve comunidades y 42 organizaciones
de los estados de Oaxaca, Chiapas, Veracruz, Tabasco, Guerrero y Baja
California se cuentan entre los concurrentes.

Cerca de 40 mil personas marchan en la ciudad de Oaxaca por la liberación
de una veintena de presos políticos entre quienes se encuentran los maestros,
los magonistas y los indígenas de Santiago Xanica. Habitantes de dicho pobla-
do realizan una concentración frente a la sede capitalina de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos (CNDH) exigiéndole un pronunciamiento
sobre las condiciones de persecución, violencia y represión que el gobierno
de Oaxaca mantiene en el lugar. 

Líderes campesinos concluyen los diálogos con la Secretaría de Economía
(SE) llevados a cabo en el DF, luego de que este despacho decide dilatar hasta
el martes próximo la respuesta respecto de los pedidos para dejar impagas
algunas de sus deudas. 

L U N E S  2 1 Más de 2.500 cultivadores de manzanas y trabajadores agrícolas del Noroeste
de Chihuahua protestan en la capital contra la eliminación de los aranceles a
la importación de fruta desde EE.UU, bajo una convocatoria de la Unión de
Fruticultores.

M I É R C O L E S  2 3 La Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve prescribir el delito de
genocidio e impedir la aplicación retroactiva para quienes lo hayan cometido
antes de 1982, lo que dificulta la condena del ex presidente Luis Echeverría y
de quienes lo secundaran en la masacre de Tlatelolco.
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J U E V E S  2 4 Las 7 organizaciones campesinas presentes en el DF anuncian en conjunto
la suspensión del diálogo con la SG y el gabinete agropecuario por consi-
derar que no hay consenso en temas clave como las deudas vencidas y la
revisión del artículo 27 de la Constitución, la ley agraria y el marco jurídico
secundario. 

M A R Z O

M A R T E S  1 El subcomandante Marcos da a conocer un documento titulado “Abajo, a la
Izquierda” con el cual cierra las emisiones del Sistema Zapatista de
Televisión Intergaláctica en el que enarbola la debilidad, la lentitud y lo que
ocurre en lo bajo de la sociedad mexicana. El comunicado cuenta que la
velocidad, el mareo y el vértigo que se suceden incesantemente en la agen-
da televisiva pretenden ocultar en su frenesí superficial la destrucción de lo
que hace que México sea una nación. Los zapatistas se muestran proclives
a las movilizaciones pacíficas para contrarrestar el desafuero de Andrés
Manuel López Obrador, aunque lo conciban como parte de la casta políti-
ca que causa rencor entre los débiles junto al PAN, el PRI y parte del Partido
de la Revolución Democrática (PRD). Entre ellos, los desdeñados, enume-
ran a las organizaciones políticas que no forman parte de la clase política
ni de la sociedad civil, quienes no se rigen por modas y sí por compromi-
sos, los despreciados por los intelectuales, los medios de comunicación, los
gobiernos, los políticos profesionales, quienes son carne de presidio y de
cementerio, los desaparecidos.

M I É R C O L E S  2 Medio centenar de miembros de la COMPA ocupa las oficinas capitalinas de
la CNDH exigiendo la renuncia del ombudsman, a quien acusan de no inter-
venir ante la represión política perpetrada por el gobierno de Oaxaca.

L U N E S  7 Policías de Oaxaca detienen a 14 jóvenes del CIPO-RFM que realizaban pin-
tadas en la capital estatal frente al PAN y la Comisión Estatal de Derechos
Humanos en demanda de la liberación de presos políticos. 

Los miembros de la COMPA levantan la toma de la CNDH tras lograr la acep-
tación de sus denuncias.

M A R T E S  8 Medio centenar de prostitutas marcha en el DF desde la estación de metro
Revolución hasta el Palacio de Bellas Artes, donde se encuentra con anarkis-
tas, punkis, darketas, amas de casa y madres de familia. Ellas conmemoran el
Día Internacional de la Mujer y denuncian violaciones y abusos machistas,
además de condenar la Ley de Cultura Cívica.

M I É R C O L E S  9 Las organizaciones campesinas que protagonizaran las manifestaciones
multitudinarias en el DF a principios de febrero anuncian la ruptura del diá-
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logo con la SG por considerar que esta no posee la voluntad política nece-
saria para cumplir los compromisos suscriptos en el Acuerdo Nacional para
el Campo.

L U N E S  1 4 La Comisión de Pueblos y Barrios de Tlalnepantla devuelve las instalaciones
del municipio que ocupara hace ocho meses luego de que el cabildo desiste
de las denuncias penales contra dicha comisión. 

M I É R C O L E S  1 6 Un centenar de estudiantes de El Mexe que se dirigen a la capital del estado
de Hidalgo son interceptados por la policía sobre la ruta Pachuca-Actopan, lo
que les impide continuar. Los estudiantes que consiguen llegar al palacio de
gobierno y al Congreso estatal también son atacados y detenidos. 

V I E R N E S  1 8 Alrededor de 40 mil docentes e integrantes de organizaciones sociales y cam-
pesinas marchan en la ciudad de Oaxaca exigiendo el cese de la represión en
el estado y la liberación de una veintena de presos políticos. También recha-
zan la privatización de la electricidad y el petróleo. El Frente de Sindicatos y
Organizaciones Democráticas de Oaxaca, la COMPA, la Organización India por
la Defensa de los Derechos Humanos de Oaxaca y el CIPO-RFM participan de
la medida. Miembros de la sección 22 del Sindicato Nacional de Trabajadores
de la Educación (SNTE) se movilizan en varias regiones del estado.

A B R I L

V I E R N E S  1 La sección instructora de la Cámara de Diputados decide dar cabida al desa-
fuero del jefe de gobierno capitalino, Andrés Manuel López Obrador, lo que
motiva que una multitud se haga presente en la Plaza de la Constitución para
expresar su repudio. 

L U N E S  4 Campesinos de varias zonas rurales de Comacalco, Tabasco, acuden a la ciu-
dad de Villahermosa para bloquear oficinas administrativas, talleres y labora-
torios de PEMEX, a fin de obtener el pago de indemnizaciones por los distin-
tos perjuicios causados por la compañía.

M A R T E S  5 Campesinos de las comunidades de Cunducán y Cárdenas se suman al plan-
tón frente a dependencias de PEMEX, mientras que las medidas de fuerza se
extienden a un centenar de pozos, plantas de separación de gas y crudo, y ofi-
cinas administrativas en 4 municipios del estado.

J U E V E S  7 Una multitud de 400 mil personas desborda el zócalo del DF en repudio al
desafuero del alcalde perredista Aprobado por la Cámara de Diputados con el
aval de los legisladores del PAN y el PRI. La decisión parlamentaria es prece-
dida de un discurso del precandidato presidencial perredista en el que este
pide un minuto de silencio por la muerte de Juan Pablo II y expresa que el
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desafuero obedece a una maniobra política destinada a quitarlo de la carrera
hacia 2006. También convoca a sus adherentes a evitar demostraciones vio-
lentas en el marco de un movimiento de resistencia civil pacífica que se habrá
de iniciar el 24 de abril con la llamada Marcha del Silencio. La policía capitali-
na orienta a los manifestantes en el zócalo mientras que la PFP resguarda los
ingresos al Palacio Legislativo de San Lázaro. La Asamblea Legislativa del DF
(ALDF), de mayoría perredista, desconoce el desafuero y proclama la perpe-
tuación de Andrés Manuel López Obrador como alcalde capitalino. Otras
movilizaciones en su apoyo se suceden en Oaxaca, Jalapa, el puerto de
Veracruz, Chihuahua, Ciudad Juárez, Tlaxcala, Tuxtla Gutiérrez, San Cristóbal
de las Casas y Chilpancingo, entre otras ciudades.

S Á B A D O  1 6 El aspirante presidencial perredista inicia una gira de protesta contra su desa-
fuero en la localidad mexiquense de Ecatepec de Morelos, que habrá de con-
tinuar hasta el 24 de abril en el municipio de Chalco y las ciudades de
Villahermosa, Guadalajara, Tepic y Acapulco, ante la asistencia de decenas de
miles de personas.

D O M I N G O  2 4 López Obrador concluye en el DF su gira de resistencia pacífica con la Marcha
del Silencio y un acto en el zócalo capitalino al que concurren cientos de miles
de personas. Militantes perredistas y simpatizantes del candidato participan en
manifestaciones en las ciudades de Jalapa, Tuxtla Gutiérrez, San Cristóbal de
las Casas, Tijuana, Ciudad Obregón, Hermosillo, Culiacán, Yucatán, Ciudad
Juárez, Torreón y Monterrey, entre otras.

L U N E S  2 5 El jefe de gobierno del DF retorna a sus funciones en la alcaldía capitalina. 

Medio millar de indígenas del Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y
la Coordinadora de la Sociedad Civil en Resistencia marcha en Oxchuc,
Chiapas, y bloquea la ruta que comunica San Cristóbal de las Casas con
Palenque exigiendo la destitución de su alcaldesa priísta, a quien acusan de
actos represivos.

M I É R C O L E S  2 7 El Senado aprueba un nuevo régimen fiscal para PEMEX que permite a las
transnacionales que operan en el sector de hidrocarburos aumentar su parti-
cipación y compartir las ganancias de la compañía paraestatal. 

Fernando Gómez Santís, indígena opositor a la alcaldesa priísta de Oxchuc, es
baleado y muerto en la comunidad Lejlenchij.

J U E V E S  2 8 Unos 250 policías del estado de Chiapas arriban a la comunidad oxchuquen-
se de Lejlenchij para intervenir en los enfrentamientos entre los partidarios y
los opositores de la alcaldesa del municipio. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ABM Asociación de Banqueros de México
ALDF Asamblea Legislativa del Distrito Federal
CAP Consejo Agrario Permanente

CIOAC Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos
CIPO-RFM Consejo Indígena Popular de Oaxaca Ricardo Flores Magón 

CISEN Centro de Investigación y Seguridad Nacional
CNC Confederación Nacional Campesina

CNDH Comisión Nacional de Derechos Humanos
CNPR Confederación Nacional de Propietarios Rurales

COMPA Coordinadora Oaxaqueña Magonista Popular Antineoliberal
CONAGUA Comisión Nacional del Agua

DF Distrito Federal
JBG Junta de Buen Gobierno
PAN Partido Acción Nacional 

PEMEX Petróleos Mexicanos
PFP Policía Federal Preventiva

PGJE Procuraduría General de Justicia del Estado
PRD Partido de la Revolución Democrática
PRI Partido Revolucionario Institucional

PROCEDE Programa de Certificación de Derechos Parcelarios y Titulación de Solares
Urbanos

PROFEPA Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
PVEM Partido Verde Ecologista de México

SAGARPA Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
SE Secretaría de Economía

SEMARNAT Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
SG Secretaría de Gobernación

SNTE Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación
SNTMM Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros y Metalúrgicos

SRA Secretaría de Reforma Agraria
TLCAN Tratado de Libre Comercio de América del Norte

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves.
Fuentes: diarios La Jornada y El Universal.
Otra fuente: Indymedia - Chiapas.
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Nicaragua

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

J U E V E S  1 3 El Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) y el Partido Liberal
Constitucionalista (PLC) aprueban unas reformas constitucionales que le qui-
tan atribuciones al Ejecutivo y se las confieren a la Asamblea Nacional (AN),
contradiciendo el acuerdo suscripto entre el presidente Enrique Bolaños y el
líder sandinista, Daniel Ortega, el día anterior, según el cual dichas reformas
serían consensuadas. 

M A R T E S  1 8 La Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua (ANDEN) inicia un paro
nacional en reclamo de aumento salarial.

M I É R C O L E S  1 9 El FSLN, el PLC y el Ejecutivo acuerdan un documento que contempla 5 pun-
tos relacionados a temas legislativos, además de la publicación por parte del
gobierno de las reformas parciales a la Constitución que regirán en el próxi-
mo período presidencial. Se establece la creación de 4 comisiones de trabajo
que analizarán aspectos que puedan ser incluidos en leyes aprobadas, como
la Ley de Superintendencia de Servicios Públicos, la Ley Creadora del Instituto
de Propiedad, el Presupuesto General de la República de 2005 y las reformas
al Seguro Social, que todavía están pendiente de aprobación.

M I É R C O L E S  2 6 Decenas de personas convocadas por la Red de Defensa Nacional del
Consumidor realizan un plantón frente a la Empresa Nicaragüense de
Acueductos y Alcantarillados (ENACAL) contra su privatización. 

V I E R N E S  2 8 El gobierno de Italia condona 91 millones de dólares a Nicaragua en concep-
to de deuda externa. 

Más de 200 maestros realizan un plantón en Managua, frente al despacho del
ministro de Educación, para exigir la incorporación al salario básico del bono
de 433 córdobas que perciben. 

S Á B A D O  2 9 El gobierno de Estados Unidos renueva su presión para conseguir la destruc-
ción total de los misiles SAM-7 en poder del ejército, tras el reciente decomi-
so en Managua de un cohete que estaba en manos de particulares. 
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L U N E S  3 1 Los docentes agremiados a la ANDEN realizan un paro nacional para exigir un
aumento salarial. La Federación de Estudiantes de Secundaria (FES) apoya la
huelga. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  2 La Federación de Trabajadores de la Salud (FETSALUD) realiza un paro par-
cial en los hospitales y demás centros asistenciales del departamento de
Managua para exigir al gobierno el cumplimiento de la Ley de Presupuesto
General de la República de 2005, aprobada en diciembre pasado por la AN,
que contempla un incremento salarial para ese sector. 

El gobierno y las bancadas de los sandinistas y los liberales llegan a un acuer-
do sobre la Ley de Presupuesto y la posición que asumirán ante el Fondo
Monetario Internacional (FMI). Deciden aprobar una reforma tributaria para
cubrir el déficit originado por el gasto social.

J U E V E S  3 Los trabajadores de la salud de Chontales y Las Minas se suman a la huelga
nacional de los maestros para exigir al gobierno que cumpla con el reajuste
salarial que aprobara la AN. 

V I E R N E S  4 La FETSALUD levanta el paro después de que en el diario oficial se publica
la Ley General del Presupuesto de la República que consigna 300 millones
de córdobas para mejorar los salarios de los médicos y los trabajadores de
la salud. 

S Á B A D O  5 El ministro de Educación afirma que mantendrá la retención de salarios a los
maestros y confirma que solicitó al Ministerio de Trabajo (MITRAB) que decla-
re ilegal la huelga.

M A R T E S  8 En Managua, más de 20 mil maestros convocados por la ANDEN, con el
apoyo de la FES, el Frente Nacional de Trabajadores (FNT) y el FSLN, reali-
zan una marcha para exigir al gobierno el cumplimiento de la Ley de
Presupuesto General de la República de 2005 que contempla un incremen-
to salarial para ese sector.

M A R T E S  1 5 Las bancadas mayoritarias en la AN rechazan el veto parcial del presidente a
la Ley General de Armas, dejando sin efecto las pretensiones de EE.UU. y del
gobierno de Nicaragua de destruir la totalidad de misiles tierra-aire SAM-7. 

M I É R C O L E S  1 6 Docentes agremiados a la ANDEN de Masaya, Pueblo Nuevo, Estelí y
Palacagüina, en Madriz, realizan tranques sobre la carretera Panamericana y
plantones en Managua y Matagalpa, en el marco de la huelga que llevan ade-
lante. Durante un bloqueo en Nindirí, Masaya, la policía golpea fuertemente
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a una manifestante embarazada. También se realizan tranques en el empalme
de Las Flores y El Coyotepe, en Masaya. Maestros de Honduras llegan a
Nicaragua para solidarizarse con la huelga. 

V I E R N E S  1 8 La FETSALUD realiza un paro parcial de labores en solidaridad con la huelga
docente. Por la noche, los docentes llegan a un acuerdo con el gobierno que
contempla la incorporación al salario básico, a partir de diciembre próximo,
de los 706 córdobas que reciben en concepto de bono. 

D O M I N G O  2 0 Cerca de 3 mil ex trabajadores de bananeras afectados por el químico
Nemagón inician una marcha hacia Managua desde Chinandega y León para
exigir al gobierno que cumpla con las promesas hechas en marzo del año
pasado y les brinde atención social, 4 denuncian a las compañías norteame-
ricanas de haberlos expuesto a los efectos del pesticida. 

M I É R C O L E S  2 3 La policía, bajo la orden del ministro de Gobernación, desaloja a decenas de
personas que se encuentran ocupando tierras privadas de la finca Pan Brand,
situadas en Chinandega, dejando un saldo de 3 muertos. El presidente
Bolaños acusa al FSLN de estar promoviendo la toma de tierras. 

M A R Z O

M A R T E S  1 Los trabajadores de los centros de salud de León convocados por la
FETSALUD inician un paro hasta el viernes próximo para exigir al gobierno
que cumpla con el incremento salarial previsto. 

V I E R N E S  4 El gobierno se compromete ante EE.UU. a destruir alrededor de 600 misiles
SAM-7.

M A R T E S  8  Integrantes del Movimiento de Mujeres 8 de Marzo realizan un plantón frente
a la Corte Suprema de Justicia (CSJ) en protesta por la demora por parte de la
AN en la aprobación del proyecto de Ley de Igualdad de Oportunidades,, a raíz
de que sectores religiosos y ultra conservadores sostienen que la misma pro-
mueve el aborto, el lesbianismo y la homosexualidad. 

V I E R N E S  1 8 El gobierno y representantes de los afectados por el Nemagón firman un
acuerdo donde el primero se compromete a facilitar ayuda médica, alimenti-
cia y económica, y respaldo legal para que los ex trabajadores tengan acceso
a un juicio justo frente a las transnacionales norteamericanas. 

D O M I N G O  2 0 El Movimiento Comunal Nicaragüense realiza protestas en los diferentes dis-
tritos de la capital en rechazo al alza del transporte y a la firma del Tratado de
Libre Comercio (TLC) con EE.UU. 
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L U N E S  2 1 El secretario de Defensa estadounidense presiona a Nicaragua para que inves-
tigue el paradero de cientos de misiles SAM-7 al amenazar con la suspensión
de 2 millones de dólares en concepto de ayuda militar para el país. 

En la finca La Argentina, ubicada en la comarca Salto de La Hoya, municipio
de Matiguás, se producen enfrentamientos entre ocupantes de tierras –que se
asientan en el lugar con un título que les diera el viceministro Alfonso
Sandino– y la policía nacional, que dejan un saldo de 2 personas muertas.
Además, en Chinandega, se producen enfrentamientos entre ocupantes de
tierras y efectivos policiales con un saldo de 11 detenidos.

M A R T E S  2 9 Transportistas de Managua realizan un paro para exigir al gobierno que les
permita aumentar el costo del pasaje a 3 córdobas. Se reúnen con autorida-
des del gobierno y la Alcaldía pero no logran llegar a un acuerdo.

A B R I L

M A R T E S  5 En Managua, miles de estudiantes convocados por la Unión Nacional de
Estudiantes de Nicaragua (UNEN) y el Consejo Nacional Universitario (CNU),
con el apoyo del FNT, el Movimiento Comunal Nicaragüense y la Red de
Defensa del Consumidor, realizan una movilización que denominan “Marcha
Universitaria ante la Crisis Nacional” y bloquean la carretera Norte frente a la
Universidad Agraria (UNA) quemando una camioneta del Fondo de Inversión
Social de Emergencia (FISE) en la Avenida Universitaria. Exigen al gobierno
que busque una salida al incremento en el precio del combustible, la energía
y los productos básicos de alimentación. 

El gobierno anuncia un incremento al salario mínimo del 13% para los traba-
jadores estatales.

M I É R C O L E S  6 Taxistas convocados por la Unión de Transportistas Adelante Nicaragua
(UNICOOTRANIC), entre otras, realizan un paro y se concentran frente al
Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI) y en las inmediaciones de la
rotonda del Periodista para exigir al alcalde de Managua y al ministro de
Transporte que resuelvan el problema del incremento del combustible, y para
reclamar un retraso en el proceso de cambio de placas y un veto a la Ley de
Transporte Terrestre y a la Ley General de Cooperativas. Se producen enfren-
tamientos con la policía que dejan un saldo de varios heridos y 23 detenidos. 

Cientos de estudiantes de todas las universidades del país, convocados por la
UNEN y el CNU, se concentran en la Avenida Universitaria, frente a la Universidad
Centroamericana (UCA), e inician una marcha hacia la AN y la presidencia de la
República en protesta por el incremento en el precio del pasaje del transporte
urbano e interurbano y el alza en la tarifa de los servicios públicos. 
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V I E R N E S  8 Los buseros agremiados a la Unión Regional de Cooperativas de Transporte
Colectivo (URECOOTRACO) desconocen la decisión del concejo municipal de
Managua de anular el incremento del pasaje que pretende el sector. 

J U E V E S  1 4 En Managua, miles de trabajadores, campesinos, estudiantes, gremios agríco-
las, mujeres, afectados por el Nemagón y miembros de ONGs de diferentes
departamentos del país, convocados por el Movimiento Social Nicaragüense,
entre otras organizaciones, realizan una masiva movilización contra la firma
del TLC entre Centroamérica, EE.UU. y República Dominicana (DR-CAFTA por
sus siglas en inglés), en el marco de la Semana de Acción Global, y contra el
alza en el pasaje del transporte urbano. 

L U N E S  1 8 Cientos de estudiantes universitarios realizan protestas en distintos puntos de la
capital contra el alza ilegal del pasaje del transporte público. Queman 3 buses,
uno frente a la UNA, otro frente a la Universidad Nacional de Nicaragua (UNAN)
sede Managua y otro frente al Recinto Universitario Carlos Fonseca Amador
(RUCFA). El presidente de la UNEN afirma que los universitarios no tienen nada
que ver con la quema de buses y que es la población la que está actuando con-
tra los atropellos que se están haciendo con el incremento del pasaje. Más tarde,
los transportistas colectivos de Managua, convocados por la URECOOTRACO,
inician un paro en repudio a la quema de sus unidades por parte de los jóvenes. 

M A R T E S  1 9 En el marco de un paro total de los transportistas de Managua, varios de
estos se concentran frente a la Universidad Politécnica (UNIPOLI), en la
capital, y frente a la entrada principal de la UCA, sobre la Pista Juan Pablo II,
armados con pistolas, morteros, machetes y piedras. Atacan a los estudian-
tes de esos centros de estudio para repudiar la quema de 3 de sus unida-
des el día anterior. 

M I É R C O L E S  2 0 El ejército de Nicaragua moviliza sus tropas en lugares estratégicos de
Managua, como las inmediaciones del aeropuerto, el Banco Central y distin-
tos edificios públicos, en el marco de lo que el Ejecutivo denomina un “plan
de entrenamiento regular” que les permita estar listos para cumplir cualquier
misión asignada. 

Personas agremiadas al FNT realizan una protesta en el MITRAB, en Managua,
para exigir al gobierno un incremento salarial del 30% para todos los trabaja-
dores del país. Rechazan el acuerdo realizado por Bolaños con un sector de
los sindicatos el pasado 8 de abril, que contempla un aumento del salario del
15 y 16,5%. 

Los transportistas deciden mantener el paro hasta que el gobierno y el alcal-
de de Managua encuentren una solución al problema del transporte. Los estu-
diantes afirman que continuarán con sus protestas hasta que se baje el precio
del transporte a 2,5 córdobas. 
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J U E V E S  2 1 La alcaldía de Managua emite un comunicado en el que aclara que el costo
del pasaje es de 2,5 córdobas y solicita el apoyo del Ministerio de
Gobernación para que se haga cumplir esta tarifa oficial. El comunicado es fir-
mado por el alcalde de Managua y el secretario del Concejo Municipal.

V I E R N E S  2 2 Estudiantes realizan protestas y queman 4 vehículos en la UNAN de Managua
y en la UNA para exigir al gobierno que subsidie al transporte y que man-
tenga la tarifa del mismo en 2,5 córdobas. La policía reprime las protestas
mediante un sistema que consiste en bajar de vehículos particulares y dispa-
rar a mansalva gases lacrimógenos y balas de goma. Cinco personas. son
detenidas 

L U N E S  2 5 Miles de estudiantes convocados por la UNEN, junto con trabajadores y
pobladores de las barriadas pobres de la capital, salen a protestar por las calles
de Managua contra el alza en los pasajes del transporte urbano, tras el incre-
mento del precio del combustible. Se producen enfrentamientos que comien-
zan en la UNA, donde los grupos antimotines de la policía reprimen con gases
lacrimógenos y balas de goma a fin de desalojar la vía bloqueada por los uni-
versitarios. Estos últimos responden lanzando explosivos caseros contra los
agentes. Por otra parte, más de mil estudiantes de la UCA y de la Universidad
Nacional de Ingeniería (UNI) toman el centro de la capital y combaten con las
fuerzas represivas que intentan desalojarlos, dejando un saldo de un agente
gravemente herido. Asimismo, más de 300 jóvenes de la UNAN tratan de
resistir a las brigadas antimotines que cercan y abren fuego contra el recinto
académico, mientras que cientos de estudiantes de la Facultad de Economía
hacen barricadas sobre una avenida al Este de la capital, cerca del mercado
principal. La policía ingresa en los barrios de los alrededores de Managua y
detiene a varias personas. El FSLN y el PLC difunden un manifiesto firmado
por 96 de los 152 alcaldes del país, que conforman la Asociación de
Municipios de Nicaragua (AMUNIC), que exige la renuncia de Bolaños. La jor-
nada deja un saldo de más de 50 heridos entre manifestantes y policías, y
varias decenas de detenidos. Los propietarios de autobuses, luego de mante-
ner una reunión con rectores universitarios y la dirigencia estudiantil, se decla-
ran en paro por tiempo indefinido. 

M A R T E S  2 6 Miles de estudiantes, trabajadores, transportistas y pobladores, convocados
por el FNT, la UNEN, el CNU y la URECOOTRACO, entre otros, se concentran
frente a la casa de gobierno en Managua contra el alza en las tarifas del trans-
porte público y para exigir la renuncia del presidente Bolaños. El primer man-
datario sale de la presidencia y es apedreado por los manifestantes, que hie-
ren al hijo mayor de este y a varios miembros de su gabinete. Un canal de
televisión afirma que Bolaños abandona la Casa Presidencial en un helicópte-
ro. Más tarde, el gobierno y el CNU acuerdan convocar a una multisectorial
para lograr una salida negociada al conflicto. En Estelí se realizan protestas
lideradas por los estudiantes de la Universidad Nacional Autónoma de esa ciu-
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dad. Los manifestantes pintan graffitis contra el TLC y por la renuncia de
Bolaños. En Matagalpa, León, Carazo y Chinandega, entre otros lugares, estu-
diantes, trabajadores, vecinos y el FSLN se manifiestan con bloqueos de vías
en consonancia con las protestas de Managua. 

M I É R C O L E S  2 7 El gobierno, los transportistas de la URECOOTRACO y la Alcaldía de
Managua, junto con representantes de los sindicatos, el CNU y la UNEN, y
los taxistas, inician un diálogo para enfrentar la crisis que atraviesa el país
pero no logran llegar a un acuerdo. Los transportistas afirman que continua-
rán con el paro al día siguiente, mientras que en las universidades las clases
continúan suspendidas. 

Presidentes de Centroamérica se declaran en “máxima alerta” y reiteran su
respaldo al mandatario nicaragüense.

Personas de distintos gremios y estudiantes realizan tranques en varios puntos
de Matagalpa para exigir la renuncia del presidente Bolaños y repudiar el incre-
mento en la tarifa del transporte. El secretario de Organización del Comité
Municipal del FSLN es detenido por la policía junto con otras 13 personas en la
entrada a la ciudadela Sabadell, sobre la ruta a Jinotega; horas más tarde son libe-
rados. Los estudiantes de la UNAN filial Matagalpa mantienen tranques escalo-
nados. En Estelí, se realizan tranques en la carretera Panamericana, en la salida
Sur de esa ciudad, mientras que en León los estudiantes de la UNAN mantienen
el tranque en la carretera hacia Managua. Asimismo, estudiantes del Centro
Universitario Regional (CUR), Chontales, de la UNAN y pobladores de Juigalpa
realizan un tranque en la salida a El Rama contra el DR-CAFTA.

Se instala en Managua la XV Reunión Ordinaria del Consejo Superior de las
Fuerzas Armadas Centroamericanas (CFAC) con el propósito de “revisar acuer-
dos de cooperación militar, entre ellos los avances de un plan integral para pre-
venir y combatir el terrorismo, el crimen organizado y actividades conexas”. 

J U E V E S  2 8 Representantes del gobierno, la Alcaldía de Managua, las universidades y los
transportistas acuerdan establecer un subsidio para estos últimos compartido
entre el gobierno nacional y la Alcaldía capitalina de 30 millones de córdobas
en los próximos 3 meses. Asimismo, deciden constituir una mesa de trabajo
multisectorial para encontrar, en un período no mayor a 2 meses, una salida
integral al problema del transporte colectivo en la ciudad. Los buseros se com-
prometen a levantar el paro y a cobrar 2,5 córdobas el pasaje del transporte,
mientras que los universitarios retoman las clases. Por su parte, los estudian-
tes de la UNAN de Managua convocados por la UNEN bloquean el paso vehi-
cular por 3 hs para exigir al presidente Bolaños que resuelva la problemática
del precio del pasaje, mientras que frente a la UCA los jóvenes mantienen blo-
queada la calle principal y las aledañas. También protestan los estudiantes y
docentes de la UNAN de Estelí que se concentran frente al destacamento poli-
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cial para exigir la libertad de 4 jóvenes detenidos como sospechosos de cau-
sar daños en ventanales de 3 oficinas públicas. En León, transportistas y repre-
sentantes de distintos sectores sociales y políticos marchan por las principales
calles de la ciudad exigiendo al gobierno soluciones inmediatas al alza del
combustible. Asimismo, estudiantes del RUCFA instalan tranques en sus inme-
diaciones y se enfrentan con las fuerzas antidisturbios cuando estas intentan
desalojarlos con gases lacrimógenos y balas de goma. Los jóvenes se replie-
gan al interior del centro de estudios y tiran morteros y gases lacrimógenos
de colores contra los antimotines. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AMUNIC Asociación de Municipios de Nicaragua 
AN Asamblea Nacional 

ANDEN Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua 
CFAC Consejo Superior de las Fuerzas Armadas Centroamericanas 
CNU Consejo Nacional Universitario

CSJ Corte Suprema de Justicia
CUR Centro Universitario Regional 

DR- CAFTA TLC entre República Dominicana, Centroamérica y EE.UU.
ENACAL Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados 

FES Federación de Estudiantes de Secundaria 
FETSALUD Federación de Trabajadores de la Salud 

FISE Fondo de Inversión Social de Emergencia 
FMI Fondo Monetario Internacional
FNT Frente Nacional de Trabajadores

FSLN Frente Sandinista de Liberación Nacional 
MITRAB Ministerio de Trabajo

MTI Ministerio de Transporte e Infraestructura 
PLC Partido Liberal Constitucionalista 

RUCFA Recinto Universitario Carlos Fonseca Amador 
TLC Tratado de Libre Comercio

UCA Universidad Centroamericana 
UNA Universidad Agraria 

UNAN Universidad Nacional de Nicaragua 
UNEN Unión Nacional de Estudiantes de Nicaragua

UNI Universidad Nacional de Ingeniería
UNICOOTRANIC Unión de Transportistas Adelante Nicaragua 

UNIPOLI Universidad Politécnica 
URECOOTRACO Unión Regional de Cooperativas de Transporte Colectivo 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios La Prensa y El Nuevo Diario.
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Panamá

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

L U N E S  1 0 Se inicia la 7ª ronda de negociaciones del Tratado de Libre Comercio (TLC)
con Estado Unidos en la ciudad norteamericana de Washington. Los temas
centrales a tratarse son las negociaciones de los rubros agrícolas más sensi-
bles y las inversiones norteamericanas en el Canal de Panamá (CP).

M I É R C O L E S  1 2 La Corte Suprema de Justicia no admite el recurso de amparo de garantías
constitucionales que interpusiera la Central Nacional de Trabajadores de
Panamá (CNTP) contra los indultos otorgados por la ex presidenta Mireya
Moscoso antes de su salida del poder, y ratifica los indultos a los anticastristas.

Varios gremios de productores agropecuarios, sindicatos, docentes y estu-
diantes realizan una movilización en la ciudad de Santiago, en Veraguas, para
repudiar el TLC que se está negociando con EE.UU. 

S Á B A D O 1 5 Concluye la 7ª ronda de negociaciones del TLC con EE.UU. en la ciudad nor-
teamericana de Washington. Las negociaciones permanecen abiertas debido
a las diferencias existentes en el sector agropecuario y el debate generado en
torno al capítulo sobre procedimientos aduaneros, ante la intención de EE.UU.
de realizar monitoreos en los puertos panameños y en la Zona Libre de Colón,
que los negociadores panameños consideran como un intento de injerencia
en el territorio nacional que implicaría volver a perder la soberanía nacional.

V I E R N E S  2 1 Miembros de diferentes asociaciones profesionales se concentran en la calle
50 en la ciudad de Panamá para realizar una manifestación de repudio a las
reformas fiscales progresivas impulsadas por el presidente Martín Torrijos, que
incrementarán sus cargas impositivas. La Federación Nacional de Servidores y
Empleados Públicos (FENASEP), por el contrario, expresa su apoyo al nuevo
plan de reformas fiscales, aunque advierte que rechazará cualquier intento de
reducción en la plantilla de personal estatal. 

J U E V E S  2 7 Pese al clima de tensión existente entre los diputados oficialistas y de la oposi-
ción, la Asamblea Nacional aprueba, en el primer debate, el proyecto de refor-
ma fiscal que contiene 25 modificaciones, entre ellas la creación del Cálculo
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Alternativo del Impuesto sobre la Renta (CAIS) que suplirá al Impuesto sobre
la Renta Mínima Alternativa (IRMA). En repudio a la aprobación de las refor-
mas fiscales, miembros de la Cámara de Comercio e Industrias de la Chorrera
realizan una manifestación frente a la Cámara de Comercio local, alegando que
estas reformas aumentarán los índices de desempleo. 

V I E R N E S  2 8 Un grupo de obreros, encabezado por el Sindicato Único de Trabajadores de
la Construcción (SUNTRACS), marcha por la ciudad de Panamá hacia la
Asamblea Nacional, donde es recibido por el presidente de la Asamblea, Jerry
Wilson Navarro. Los obreros exponen sus propuestas sobre las reformas fis-
cales y plantean la necesidad de que se aumente el IRMA de un 1,4% a un 5
o 10% para evitar la evasión impositiva empresarial. Por su parte, un grupo de
productores agropecuarios pertenecientes a la Organización Nacional de
Productores Agropecuarios (ONAGRO) y miembros del SUNTRACS realizan
una manifestación y queman un muñeco que simboliza al IRMA frente a las
instalaciones de la gobernación de la provincia de Chiriquí. 

L U N E S  3 1 Se inicia la 8ª ronda de negociaciones del TLC con EE. UU. en la ciudad nor-
teamericana de Washington. Las negociaciones más complejas se realizan
en los rubros sensibles del sector agropecuario; sin embargo, el jefe nego-
ciador panameño afirma que su equipo se encuentra preparado para con-
cluir el TLC.

El pleno de la Asamblea Legislativa aprueba en tercer debate el paquete de
reformas fiscales impulsadas por el presidente Martín Torrijos. En repudio a
las reformas aprobadas, integrantes de la Federación Nacional de Cámaras de
Comercio, Industrias y Agricultura (FEDECAMARAS) de Panamá y comercian-
tes de las provincias de Los Santos, Chiriquí, Veraguas y Coclé inician medidas
de fuerza, realizando cortes de calles en varias ciudades. 

F E B R E R O

D O M I N G O  6 Concluye la 8ª ronda de negociaciones del TLC con EE.UU. sin que se arribe
a acuerdos en varios rubros del sector agropecuario. Según lo afirmado por
el ministro de Agricultura panameño, Alejandro Ferrer, pese a que avanzan
las negociaciones, las propuestas norteamericanas perjudican a los produc-
tores panameños, por lo que se prevé la realización de una nueva ronda de
negociaciones.

S Á B A D O 1 9 Productores agropecuarios de todo el país se reúnen en la provincia de
Chiriquí y cortan varias calles de la ciudad de David para exigir al gobierno
nacional que no ceda ante las presiones norteamericanas que pretenden
imponer condiciones desfavorables para los agro productores locales en el
TLC que se está negociando con EE.UU. 



M A R Z O

L U N E S  7 El Frente por la Defensa de la Caja de Seguro Social (CSS), compuesto entre
otros por el SUNTRACS, la Coordinadora de Unidad Sindical, la Asociación de
Empleados de la CSS y la Asociación de Profesores de la República de
Panamá, inicia una serie de movilizaciones y realiza piquetes en varios puntos
de la ciudad de Panamá para repudiar la propuesta gubernamental de refor-
mar la ley de la CSS. 

M A R T E S  8 En el marco de la celebración del Día Internacional de la Mujer, trabajado-
ras y trabajadores, estudiantes e integrantes de la Coordinadora Campesina
contra los Embalses (CCCE), el Frente Unidos por la Defensa de la Ecología
y la Coordinadora Nacional de Mujeres de la Pastoral Social-Cáritas se con-
gregan en el Parque Porras y marchan hacia la Asamblea Nacional para
manifestar su rechazo a la ampliación del CP y a la reforma de la CSS. Por
otra parte, en la Plaza 5 de Mayo, otro colectivo de manifestantes que inte-
gran la Coordinadora de Organización para el Desarrollo Integral de la
Mujer y un grupo de mujeres kunas de Colón marchan hacia la Presidencia
para expresarse en defensa de la CSS y en contra del aumento de la edad
de jubilación. 

M I É R C O L E S  9 Mientras la Orquesta Sinfónica de Panamá ofrece un concierto frente a las
escalinatas del edificio de la Autoridad del Canal de Panamá (ACP), un cente-
nar de campesinos de 5 provincias arriba al edificio para protestar por la posi-
ble construcción de embalses en la cuenca del Canal.

S Á B A D O 1 2 Arriba al país el presidente de la República de Colombia, Álvaro Uribe, y pro-
pone que se construya una carretera por el tramo selvático fronterizo lla-
mado Tapón del Darién. Gran parte de los panameños se opone a la reali-
zación de esta obra, por lo que el presidente Martín Torrijos propone que se
postergue esta decisión. Asimismo, en una declaración conjunta, el manda-
tario panameño insta a Colombia a incorporarse a otros proyectos del Plan
Puebla-Panamá (PPP) en materia de telecomunicaciones, transporte y pre-
vención de desastres. 

J U E V E S  1 7 El Frente pro Defensa de la CSS, que aglutina a la Confederación Nacional de
Unidad Sindical (CONUSI) y al SUNTRACS, realiza una marcha desde el
Parque Porras hasta la Presidencia para repudiar la reforma de la CSS. Al lle-
gar, una comisión es atendida por el ministro de Salud, Camilo Alleyne, quien
anuncia que en abril próximo el gobierno presentará la reforma a la ley orgá-
nica de la CSS. 
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A B R I L

L U N E S  4 El general Bants J. Craddok, del Comando Sur del ejército de EE.UU., arriba al
país y se reúne con el presidente de la República, Martín Torrijos Espino, y con
varios ministros, entre ellos, el ministro de la Presidencia y el ministro de
Gobierno y Justicia, con quienes trata temáticas referentes a la seguridad del
CP, la lucha antiterrorista y el narcotráfico. Luego, visita la zona de Maracas
para supervisar el desarrollo del programa Nuevos Horizontes.

La Alianza Nacional por la Vida (ANAVI) inicia una recolección de firmas para
exigir al gobierno la realización de un referéndum que permita a la ciudada-
nía decidir si desea que se firme el TLC que se negocia con EE.UU.

M A R T E S  5 La República de Panamá y la República de Singapur firman un TLC. Para que
entre en vigencia, resta la revisión legal por parte de ambos países y la ratifi-
cación de ambas Asambleas Legislativas. Es el primer TLC firmado entre
Singapur y un país latinoamericano. 

J U E V E S  1 4 Docentes, estudiantes y padres de alumnos del colegio José Bonifacio de
Alvarado, de Veraguas, realizan una manifestación por las calles de Soná para
exigir una respuesta por parte de las autoridades del Ministerio de Educación
a la crisis que atraviesa su plantel docente. Mientras, estudiantes del Instituto
Nacional de la ciudad de Panamá cierran la Av. de los Mártires y marchan
hacia la Presidencia de la Nación en rechazo al aumento del transporte públi-
co y la posible privatización de la CSS. 

M I É R C O L E S  2 7 El presidente panameño Martín Torrijos Espino arriba a Washington y se
entrevista con su par norteamericano George W. Bush, con quien trata temá-
ticas referentes al TLC que se negocia con dicho país y a las condiciones de
ampliación del CP. Tras la entrevista, el presidente panameño declara que se
mantiene una excelente relación con el gobierno de EE.UU. 

S Á B A D O 3 0 El secretario de finanzas del SUNTRACS, Carlos Obadía, es arrestado por efec-
tivos de la Policía Nacional (PN), acusado de daños a la propiedad. El dirigente
sindical afirma que no hay motivos para su detención más que la persecución
a su militancia gremial.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACP Autoridad del Canal de Panamá 
ANAVI Alianza Nacional por la Vida

CAIS Cálculo Alternativo del Impuesto sobre la Renta 
CCCE Coordinadora Campesina Contra los Embalses
CNTP Central Nacional de Trabajadores de Panamá

CONUSI Confederación Nacional de Unidad Sindical
CP Canal de Panamá

CSS Caja de Seguro Social
FEDECAMARAS Federación Nacional de Cámaras de Comercio, Industrias y Agricultura

FENASEP Federación Nacional de Servidores y Empleados Públicos
IRMA Impuesto sobre la Renta Mínima Alternativa

ONAGRO Organización Nacional de Productores Agropecuarios
PN Policía Nacional

PPP Plan Puebla-Panamá
SUNTRACS Sindicato Único de Trabajadores de la Construcción

TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María José Nacci.
Fuentes: diarios Crítica y La Prensa. 
Otras fuentes: Caritas Panamá.
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su parte, los huelguistas coordinados en CUCA marchan frente al portón prin-
cipal de la UPR cantando consignas contra el alza de la matrícula. En el recin-
to de Carey también se decreta un paro de 72 hs uniéndose así a los recintos
de Río Piedras, Utuado, Bayamón y Carolina que siguen en huelga por tiem-
po indeterminado.

M I É R C O L E S  2 0 Estudiantes del recinto de Humacao decretan una huelga indefinida en pro-
testa por el alza de la matrícula. Mientras tanto, el recinto de Utuado determi-
na finalizar la huelga el próximo viernes. 

D O M I N G O  2 4 Representantes de 9 de los 11 recintos universitarios de la UPR acuerdan for-
mar un movimiento que podría terminar convocando a una huelga general
que paralice el sistema. Además, estudiantes del recinto de Arecibo resuelven
decretar una huelga indefinida. 

M A R T E S  2 6 Unos 3 mil estudiantes del recinto de Río Piedras de la UPR se reúnen en
asamblea para discutir sobre el futuro de la huelga, ante la presión de estu-
diantes y docentes que reclaman poner punto final a la medida de fuerza. La
asamblea transcurre en un clima tenso, con agresiones verbales entre quienes
están a favor y en contra del paro, que se incrementa cuando comienzan a
lanzarse sillas, botellas de agua y otros objetos entre las gradas de los distin-
tos sectores. La presidenta del CGE sale del recinto escoltada luego de que le
lanzan un soporte de micrófono cuando intenta presentar una moción en la
asamblea. Asume la coordinación de la misma la secretaria ejecutiva, Marlene
Reyes, quien le da la palabra a un estudiante que reclama levantar la huelga.
En medio de la conmoción y el griterío, la moción es aprobada por la mayo-
ría de los estudiantes. 

S Á B A D O 3 0  La administración universitaria y los estudiantes del recinto de Río Piedras de
la UPR alcanzan un acuerdo que establece una prórroga en el pago del alza
de la matrícula y se pone así fin a la huelga que paralizara el recinto por 24
días. El acuerdo también crea un comité compuesto por representantes de los
distintos sectores universitarios a fin de evaluar la situación fiscal de la institu-
ción y proponer formas alternativas de generar ingresos que hagan innecesa-
rio el aumento.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ARPE Administración de Reglamentos y Permisos 
CGE Consejo General de Estudiantes 

CUCA Comité Universitario Contra el Alza 
DRNA Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 

DV Departamento de la Vivienda
JP Junta de Planificación

JUE Juventud Universitaria Estadista 
JUP Juventud Universitaria Popular 
PPD Partido Popular Democrático
UPR Universidad de Puerto Rico 

UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Sol Denot.
Fuentes: diarios El Nuevo Día Interactivo y El Vocero.
Otras fuentes: Indymedia Puerto Rico.
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Puerto Rico

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

D O M I N G O  2 Aníbal Acevedo Vilá, del Partido Popular Democrático (PPD), asume como
gobernador de Puerto Rico. 

J U E V E S  2 0 Vecinos del barrio San Mateo, en Santurce, junto a la agrupación Santurce No
Se Vende y la Junta de Acción Comunitaria San Mateo, marchan hacia la Junta
de Planificación (JP) en protesta por el desalojo de aproximadamente 400
residentes del lugar para la construcción de un barrio residencial. Dicho pro-
yecto es promovido por el Departamento de la Vivienda (DV). 

En el marco de una jornada mundial, cientos de personas convocadas por el
Frente Socialista y por organizaciones juveniles y sociales realizan una protes-
ta frente al edificio federal de los Estados Unidos, en San Juan, para rechazar
la ocupación de Irak y la guerra contra su pueblo. 

J U E V E S  2 7 El gobernador Acevedo Vilá envía su primer paquete de medidas a la
Legislatura, que en su mayoría responden al tema de la seguridad, incluyen-
do la propuesta de imponer un toque de queda a menores de 15 años entre
las 23 hs y las 5 de la mañana.

F E B R E R O

J U E V E S  2 4 En San Juan, la organización Madres, Familiares y Amigos Contra la Guerra,
junto al Comité de Trabajo y Apoyo a Vieques, realiza una protesta frente al
Capitolio en repudio a la resolución aprobada por la Legislatura, por medio de
la cual se le pide perdón a Washington por la lucha de distintos sectores del
país a favor de la paz en Vieques y el cierre de las bases navales. Exigen tam-
bién el regreso de los soldados puertorriqueños que se encuentran en Irak. 

M A R Z O

V I E R N E S  4 Bajo la consigna “las playas son nuestras”, un centenar de personas invaden
el terreno donde se está construyendo el hotel Marriott, de la cadena hotele-
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ra transnacional, en el balneario de Carolina, Isla Verde, y plantan banderas de
Puerto Rico en defensa de las playas públicas.

M I É R C O L E S  9 El gobernador Acevedo Vilá da su primer mensaje de estado de situación del
país y anuncia que para salir de la crisis económica y social que atraviesa
Puerto Rico tendrán que tomarse “determinaciones difíciles” como la reorga-
nización de las estructuras gubernamentales. 

J U E V E S  1 0 El gobernador Acevedo Vilá admite que la reducción de la nómina estatal
podría resultar en despidos de trabajadores temporales y por contrato en el
estado.

D O M I N G O  1 3 Cientos de manifestantes bajo la consigna “las playas son nuestras” llegan
–por tierra y por mar– hasta el hotel Marriott, en el balneario de Carolina, Isla
Verde, para exigir que se anulen los planes de desarrollo de dicho complejo,
que los terrenos públicos sean restituidos a su estado original y que se reco-
nozca a todos los residentes del país el derecho al libre disfrute de las playas
y recursos naturales. El portavoz del grupo Amigos del Mar, Tito Kayak, advier-
te que de ser necesario utilizarán estrategias similares a las llevadas adelante
para sacar a la marina en Vieques.

M A R T E S  1 5 La Administración de Reglamentos y Permisos (ARPE) paraliza temporalmen-
te los trabajos de construcción del hotel Marriott tras una inspección del área
decidida por funcionarios de esa empresa y el municipio de Carolina como
consecuencia de las manifestaciones y denuncias de grupos ambientalistas.
Durante la misma, confirman que se está construyendo más allá del períme-
tro permitido y que se están realizando labores de movimiento del terreno, tal
como denuncian los manifestantes. 

M I É R C O L E S  1 6 La Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego (UTIER), junto a
otros sindicatos, realiza una vigilia en la parte posterior del Capitolio en repu-
dio a la propuesta de reestructuración del estado del gobernador Acevedo
Vilá. Dicha propuesta contempla la eliminación de 5.100 trabajadores transi-
torios y por contrato de la nómina gubernamental. 

D O M I N G O  2 0 A 2 años del inicio de la guerra imperialista en Irak, la organización de Madres,
Familiares y Amigos Contra la Guerra, el Frente Socialista y otras organizacio-
nes protestan frente a los predios de la Guardia Nacional, en San Juan, para
exigir el regreso de los soldados puertorriqueños que se encuentran comba-
tiendo en aquel país. 

M A R T E S  2 2 En reunión extraordinaria, la junta de síndicos de la Universidad de Puerto Rico
(UPR) aprueba un 33% de aumento en el costo de la matrícula para todos los
estudiantes de las 11 unidades del sistema universitario público. El mismo entra-
rá en vigor a partir del mes de agosto, cuando se inicie el próximo ciclo lectivo.
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M I É R C O L E S  2 3 Cientos de jóvenes de varias organizaciones ecologistas y de la sociedad civil,
disfrazados de tortugas, aves, coquíes, peces y árboles, invaden los recintos de
la Fortaleza, el Capitolio y el Departamento de Recursos Naturales y
Ambientales (DRNA) en protesta por la destrucción de la periferia de El
Yunque la privatización del Balneario de Carolina, y en defensa de las playas
puertorriqueñas. 

A B R I L

M I É R C O L E S  6 Unos 2 mil estudiantes de la UPR se reúnen en asamblea en el recinto de Río
Piedras y resuelven iniciar en forma inmediata una huelga por tiempo inde-
terminado en repudio al alza del 33% en la matrícula impuesta por la junta
de síndicos. 

J U E V E S  7 Los estudiantes de los recintos de Bayamón y Ponce decretan una huelga de
5 días en protesta por el alza del costo de la matrícula. También en Mayagüez
llaman a un paro de 24 hs. En Aguadilla, por su parte, los jóvenes realizan una
manifestación pacífica que culmina frente a la oficina del rector. 

D O M I N G O  1 0 El Comité Universitario Contra el Alza (CUCA), que incluye representantes de
cada facultad de la UPR, la residencia, la escuela superior de la universidad y
los graduados, realiza una vigilia frente a los portones de la misma, en la
Avenida Ponce de León, Río Piedras, contra el aumento de la matrícula. 

L U N E S  1 1 Bajo la consigna “ante un alza abusiva, una lucha combativa”, unos mil estu-
diantes, profesores y trabajadores de la UPR marchan hasta la presidencia de
la institución para protestar contra el alza de la matrícula. 

M A R T E S  1 2 Estudiantes del recinto de Bayamón de la UPR incian una huelga por tiempo
indeterminado contra el incremento en la matrícula. En los recintos de
Carolina y Aguadilla decretan paros por 5 días, mientras que en Mayagüez
suspenden las clases por 48 hs. En Ponce, en cambio, levantan el paro.

M I É R C O L E S  1 3 Estudiantes del recinto de Río Piedras ratifican en asamblea extraordinaria la
huelga indefinida decretada hace 8 días. La asamblea general es convocada
por el Consejo General de Estudiantes (CGE) ante la presión de un sector que
busca levantar la huelga, propuesta que es rechazada por una amplia mayo-
ría de votos. Al mismo tiempo, los estudiantes del recinto de Utuado decretan
en asamblea el comienzo de una huelga indefinida. 

M A R T E S  1 9 Unos 200 estudiantes y profesores convocados por organizaciones encolum-
nadas en los principales partidos políticos de Puerto Rico, la Juventud
Universitaria Popular (JUP) y la Juventud Universitaria Estadista (JUE), protes-
tan contra la huelga iniciada hace 13 días y reclaman el regreso a clases. Por
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su parte, los huelguistas coordinados en CUCA marchan frente al portón prin-
cipal de la UPR cantando consignas contra el alza de la matrícula. En el recin-
to de Carey también se decreta un paro de 72 hs uniéndose así a los recintos
de Río Piedras, Utuado, Bayamón y Carolina que siguen en huelga por tiem-
po indeterminado.

M I É R C O L E S  2 0 Estudiantes del recinto de Humacao decretan una huelga indefinida en pro-
testa por el alza de la matrícula. Mientras tanto, el recinto de Utuado determi-
na finalizar la huelga el próximo viernes. 

D O M I N G O  2 4 Representantes de 9 de los 11 recintos universitarios de la UPR acuerdan for-
mar un movimiento que podría terminar convocando a una huelga general
que paralice el sistema. Además, estudiantes del recinto de Arecibo resuelven
decretar una huelga indefinida. 

M A R T E S  2 6 Unos 3 mil estudiantes del recinto de Río Piedras de la UPR se reúnen en
asamblea para discutir sobre el futuro de la huelga, ante la presión de estu-
diantes y docentes que reclaman poner punto final a la medida de fuerza. La
asamblea transcurre en un clima tenso, con agresiones verbales entre quienes
están a favor y en contra del paro, que se incrementa cuando comienzan a
lanzarse sillas, botellas de agua y otros objetos entre las gradas de los distin-
tos sectores. La presidenta del CGE sale del recinto escoltada luego de que le
lanzan un soporte de micrófono cuando intenta presentar una moción en la
asamblea. Asume la coordinación de la misma la secretaria ejecutiva, Marlene
Reyes, quien le da la palabra a un estudiante que reclama levantar la huelga.
En medio de la conmoción y el griterío, la moción es aprobada por la mayo-
ría de los estudiantes. 

S Á B A D O 3 0  La administración universitaria y los estudiantes del recinto de Río Piedras de
la UPR alcanzan un acuerdo que establece una prórroga en el pago del alza
de la matrícula y se pone así fin a la huelga que paralizara el recinto por 24
días. El acuerdo también crea un comité compuesto por representantes de los
distintos sectores universitarios a fin de evaluar la situación fiscal de la institu-
ción y proponer formas alternativas de generar ingresos que hagan innecesa-
rio el aumento.
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ARPE Administración de Reglamentos y Permisos 
CGE Consejo General de Estudiantes 

CUCA Comité Universitario Contra el Alza 
DRNA Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 

DV Departamento de la Vivienda
JP Junta de Planificación

JUE Juventud Universitaria Estadista 
JUP Juventud Universitaria Popular 
PPD Partido Popular Democrático
UPR Universidad de Puerto Rico 

UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Sol Denot.
Fuentes: diarios El Nuevo Día Interactivo y El Vocero.
Otras fuentes: Indymedia Puerto Rico.
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República Dominicana

[cronología enero-abril 2005]

E N E R O

M I É R C O L E S  1 2 El gobierno recibe 100 mil millones de dólares otorgados por un pool de ban-
cos dominicanos, logrando así la garantía exigida por el Fondo Monetario
Internacional (FMI) para cubrir cualquier eventualidad fiscal que se presente
durante la vigencia del Acuerdo Stand By, a firmarse en las próximas semanas. 

V I E R N E S  1 4 El gobierno firma un Acuerdo Stand By con el FMI. 

D O M I N G O  3 0 El Directorio Ejecutivo del FMI aprueba el Acuerdo Stand By con República Domi-
nicana por un monto de 670 millones de dólares y una duración de 28 meses. 

F E B R E R O

L U N E S  7 Habitantes de Comendador, provincia Elías Piña, realizan movilizaciones y
quemas de neumáticos en rechazo al regreso del ex capitán del ejército
Quirino Ernesto Paulino Castillo, acusado de narcotráfico, a la Dirección
Nacional de Control de Drogas (DNCD). La ex gobernadora, un ex síndico y
decenas de personas son detenidos y la provincia es militarizada.

M I É R C O L E S  9 El presidente Fernández se reúne con el jefe del Comando Sur de Estados
Unidos para realizar un intercambio sobre la lucha contra el narcotráfico y la
seguridad regional. 

El Colegio Médico Dominicano (CMD) realiza una huelga de 24 hs en los 173
hospitales de Salud Pública y del Instituto Dominicano de Seguros Sociales
(IDSS) en reclamo de un aumento salarial, la reposición de médicos cancela-
dos y el equipamiento de los centros de salud. 

M I É R C O L E S  1 6 Los estudiantes del Liceo Ercilia Pepín incendian neumáticos en la Avenida
Libertad, frente a la institución, en demanda de la reparación de los baños y
la ampliación de la biblioteca, entre otros reclamos. La policía ingresa dispa-
rando perdigones y realiza destrozos, resultando 2 jóvenes heridos y 3 dete-
nidos, que luego son liberados. 
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S Á B A D O  1 9 El gobierno dominicano extradita a EE.UU. al ex capitán del ejército nacional,
Quirino Ernesto Paulino Castillo, quien deberá enfrentar 5 cargos por conspi-
ración y narcotráfico internacional ante una Corte en Nueva York. 

L U N E S  2 1 Doce médicos cancelados de diferentes centros de salud del país inician
una huelga de hambre reclamando que los reintegren a sus puestos de
trabajo.

M A R T E S  2 2 La Comisión de Salud del Senado solicita al presidente Fernández que cesen
las cancelaciones de médicos, quienes reciben frecuentes maltratos por parte
de las autoridades de Salud Pública. 

V I E R N E S  2 5 Los médicos en huelga de hambre levantan la medida tras una reunión de
más de 2 hs entre los dirigentes del CMD, la Comisión de Salud del Senado
y la Secretaría de Salud Pública, en la que se resuelve el reintegro inmediato
de 60 profesionales y la reincorporación de entre 30 y 60 médicos por mes
hasta alcanzar la totalidad de los cesanteados.

M A R Z O

V I E R N E S  4 La Asociación Dominicana de Profesores (ADP) inicia un paro por 48 hs en las
escuelas y liceos de Barahona en protesta por cancelaciones, degradaciones y
traslados de educadores en esa provincia. 

L U N E S  7 Un grupo de personas realiza un piquete frente a las oficinas de la
Gobernación de Santiago en rechazo al cierre de una planta de gas. La poli-
cía lanza gases lacrimógenos y detiene a 12 personas, 10 de las cuales quedan
en libertad sin acusaciones. Las 2 restantes, sacerdotes, son fuertemente gol-
peadas. Finalmente, la Secretaría de Estado de Industria y Comercio ordena la
reapertura de la planta que originara la protesta. 

M A R T E S  8 Habitantes del municipio de Navarrete salen a las calles e incendian neumáti-
cos en rechazo a los apagones. La policía reprime con disparos y se enfrenta
a pedradas, quedando cortado el tránsito en el tramo Navarrete-Santiago de
la autopista Duarte. Varios jóvenes son detenidos, aunque esto no es confir-
mado oficialmente. 

M I É R C O L E S  1 6 Quince comunidades de San Francisco de Macorís (SFM) y de Tenares para-
lizan todas las actividades comerciales y estudiantiles y el tránsito, atendiendo
la convocatoria de 35 organizaciones populares, religiosas y comunitarias en
demanda de la construcción definitiva de la carretera Macorís-Tenares. La
medida recibe el respaldo del Frente Amplio de Lucha Popular (FALPO) y de
la Coordinadora de Organizaciones Populares. 



J U E V E S  1 7 Agentes policiales realizan un operativo en los barrios de SFM que apoyan la
huelga de las 15 comunidades que demandan la terminación de la carretera
Macorís-Tenares. Se registran incidentes resultando 10 personas detenidas, y 2
policías y 2 manifestantes heridos.

M I É R C O L E S  2 3 Los presos de la cárcel de San Felipe realizan un motín en demanda de que
el alcalde del recinto sea trasladado. Los reclusos incendian colchones y sába-
nas. Agentes policiales, del ejército y de la marina de guerra lanzan gases lacri-
mógenos. El director general de Prisiones dispone la destitución del encarga-
do del penal. Luego de una negociación, es levantado el motín. 

L U N E S  2 8 El gobierno recibe 50 millones de dólares de un monto total de 200 millones
como préstamo de emergencia concedido por el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID). 

A B R I L

V I E R N E S  1 Decenas de vecinos del barrio Villa Duarte, en Santo Domingo Este, enfren-
tan a pedradas a las brigadas de la Empresa Distribuidora de Electricidad del
Este (EDE-ESTE) y a los policías que las acompañan durante el corte de los
cables que abastecen de energía al sector y que los moradores, cansados de
los apagones, conectaran días atrás. 

M A R T E S  5 Los médicos de los hospitales públicos y del IDSS, pertenecientes al CMD, ini-
cian un paro de 48 hs en reclamo de un aumento salarial y equipamiento de
los centros de salud, entre otras demandas.

Más de 30 asociaciones empresariales, encabezadas por la Asociación de
Industrias de la República Dominicana (AIRD), realizan una rueda de prensa
en la cual anuncian que se oponen a que el Congreso ratifique el Tratado de
Libre Comercio (TLC) con EE.UU. si no se concretan una serie de cambios ins-
titucionales y fiscales.

M I É R C O L E S  6 Los municipios de Licey al Medio y Navarrete inician un paro de 48 hs con-
vocados por la Coordinadora de Organizaciones Populares en contra de la
eliminación del subsidio al gas propano y en demanda de la rehabilitación
de carreteras. El tránsito queda paralizado en la carretera Moca-Santiago y la
zona es militarizada. 

V I E R N E S  8 Grupos de organizaciones sindicales, de choferes y de profesionales, entre
las que se encuentran el CMD, la ADP, el FALPO, la Central Nacional de
Transportistas Unificados (CNTU) y la Asociación Nacional de Profesionales
Agropecuarios (ANPA), entre otros, que conforman el Foro Social
Alternativo, realizan una vigilia en el Parque Independencia demandando al
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gobierno que baje el precio de los alimentos, aumente los sueldos de
médicos y profesores y mejore el servicio de electricidad. En los alrededo-
res del parque, son apostados agentes de la policía con armas largas y
gases lacrimógenos. 

D O M I N G O  1 0 El CMD acepta que el Senado medie para gestionar con el presidente
Fernández un diálogo que ponga fin a las huelgas en los hospitales y respon-
da a las demandas de los médicos.

L U N E S  1 1 Los moradores de los barrios Savica y Camboya, en Barahona, protestan en
las calles en rechazo a los prolongados apagones. Se producen enfrenta-
mientos entre las tropas policiales que reprimen con tiros y gases lacrimóge-
nos y los manifestantes que responden con piedras y bombas molotov. Un
manifestante resulta herido de un balazo. 

L U N E S  1 8 Las actividades productivas, educativas, industriales y comerciales se paralizan
en Navarrete en demanda de la finalización de las obras de un hospital y un
acueducto, y en reclamo de energía eléctrica permanente. Por la mañana, en
la autopista Duarte tramo Navarrete-Esperanza se producen enfrentamientos
entre jóvenes y agentes policiales. En varias calles queda obstruido el tránsito.
Las principales organizaciones populares del lugar se desligan de la autoría de
la protesta, pese a la “justeza de los reclamos”. Las autoridades responden
con un fuerte patrullaje policíaco militar en la zona. 

M I É R C O L E S  2 0 Médicos, maestros, dirigentes de organizaciones sociales y políticas, entre
ellas el CMD, la ADP, la Asociación Dominicana de Ingenieros Agrónomos
(ADIA), la CNTU, el FALPO, el Consejo de Unidad Popular (CUP), la
Coordinadora de Mujeres del Cibao, la Federación de Trabajadores de la
Construcción y el Comité para la Defensa Barrial (COPADEBA), marchan hasta
el Palacio Nacional en demanda de que el gobierno mejore las condiciones
de vida, ponga fin a los apagones, no elimine el subsidio al Gas Licuado de
Petróleo (GLP) y conceda un aumento salarial para los médicos, entre otros
reclamos. La manifestación es vigilada por un cordón policíaco militar sin pre-
cedentes. El Palacio es protegido por policías con chalecos antibalas, escope-
tas y gases lacrimógenos. 

D O M I N G O  2 4 El gobierno dominicano inicia una ofensiva diplomática para integrar a su
comunidad en Nueva York a la lucha por la aprobación del TLC con EE.UU.,
considerando de “vida o muerte” para el país la ratificación de dicho convenio. 

J U E V E S  2 8 Los maestros, integrantes de la ADP, de las escuelas públicas de la provincia
de Puerto Plata suspenden las clases en protesta por cancelaciones de docen-
tes. Entre los lugares donde dicha actividad es suspendida se encuentran
Sosúa, Imbert, Alta Mira, Guananico, El Memey, La Isabela y Luperón. 
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V I E R N E S  2 9 La Agrupación Médica del IDSS (AMIDSS) llega a un acuerdo con las autori-
dades de la institución para detener las cancelaciones de médicos y reintegrar
al personal que ha sido separado de su puesto. El presidente de la AMIDSS
establece un plazo de 30 días para revisar las cancelaciones de más de cien
trabajadores. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADIA Asociación Dominicana de Ingenieros Agrónomos
ADP Asociación Dominicana de Profesores

AIRD Asociación de Industrias de la República Dominicana
AMIDSS Agrupación Médica del IDSS

ANPA Asociación Nacional de Profesionales Agropecuarios
BID Banco Interamericano de Desarrollo

CMD Colegio Médico Dominicano
CNTU Central Nacional de Transportistas Unificados

COPADEBA Comité para la Defensa Barrial
CUP Consejo de Unidad Popular

DNCD Dirección Nacional de Control de Drogas
EDE-ESTE Empresa Distribuidora de Electricidad del Este

FALPO Frente Amplio de Lucha Popular
FMI Fondo Monetario Internacional
GLP Gas Licuado de Petróleo

IDSS Instituto Dominicano de Seguros Sociales
SFM San Francisco de Macorís
TLC Tratado de Libre Comercio

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, Listín y El Nacional.
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O retorno do território1

Milton Santos*2

Apresentação
Milton Santos, um revolucionário
por Maria Adélia Aparecida de Souza

Milton presenteou a América Latina, o Brasil especial-
mente e o mundo, com uma obra fundamental, revolu-
cionária e generosa. Para apreendê-la é necessário
compreender a sua visão de mundo, sua absoluta
confiança na humanidade e, muito especialmente, nos
homens pobres e lentos do planeta como costumava
dizer e escrever.

Para explicitar tamanha generosidade ele fez da Geografia
sua poderosa arma, refundando esta disciplina, renovando
sua epistemologia num esforço intelectual invejável. Milton
teve a ousadia de propor que a Geografia é uma filosofia
das técnicas.

O
SA

L 2
51

[A
ÑO

VI
Nº

16
EN

ER
O

-A
BR

IL
20

05
]

* I n t e l e c t u a l

e i n c a n s á v e l  m i l i t a n t e

n a s c i d o  n a  B a h í a  ( B r a s i l ) ,

o n d e  s e  f o r m o u

c o m o  a d v o g a d o

e g e ó g r a f o

n a  U n i v e r s i d a d e

F e d e r a l  ( U F B A )

( 19 9 6 - 2 0 01 ) .  



Elaborando sobre o espaço geográfico, objeto da
geografia, propondo que ele seja considerado uma
instância social, como a economia, a cultura e a política
ele vai revolucionar nossa disciplina. Vai dar ao espaço
geográfico um estatuto teórico e, com isso, uma
possibilidade até então inexistente de aprofundamento
do diálogo entre a Geografia e as demais disciplinas do
conhecimento. Vai propor que o espaço geográfico,
sinônimo de território usado seja assumido como um
conceito indispensável para a compreensão do
funcionamento do mundo do presente, este mundo
dominado pela globalização, esta metáfora que
incansavelmente torna míope a realidade da maioria dos
habitantes da Terra.

Milton Santos foi um crítico severo da globalização
chegando a refletir sobre uma outra globalização,
denunciando aquilo que denominava de globalitarismo.
Mas foi através da retomada de dois conceitos caros a
Geografia que ele vai elaborar suas críticas aos processos
que atuam no mundo acentuando e aprofundando
desigualdades sócio-espaciais: o conceito de território e o
conceito de lugar.

Partindo da compreensão do mundo como sendo um
conjunto de possibilidades e, sugerindo que o espaço
geográfico seja assumido como uma categoria de análise
social, sinônimo de território usado, território abrigo de
todos os homens de todas as instituições e de todas as
organizações, ele recupera o sentido do “espaço banal”
proposto pelo economista François Perroux. Porém,
chama a atenção para a necessidade de hoje refinarmos
o conceito de território de modo a distinguir aquele
território de todos, abrigo de todos, daquele de interesse
das empresas. O primeiro ele conceituará como território
normado e o segundo como território como recurso,
território como norma ou território das empresas. O
primeiro é o território nacional e o segundo é o espaço
internacional, de interesse das empresas.

O
SA

L2
52

D
EB

AT
ES

[O
RE

TO
RN

O
D

O
TE

RR
IT

Ó
RI

O
]

Milton Santos



Milton Santos vai elaborar insistentemente sobre esta
categoria de análise social, propondo ainda que o território
usado seja compreendido como uma mediação entre o
mundo e a sociedade nacional e local. O território usado é
uma categoria integradora por excelência e que, especial-
mente no planejamento, vem definitivamente terminar
com as falsas premisas da possibilidade da gestão
intersetorial à partir da justaposição do setorial na
elaboração dos planos. O território usado vem, na pers-
pectiva miltoniana exatamente evidenciar esta impos-
sibilidade teórica, técnica e política da intersetorialidade. A
resposta está exatamente em assumir o território como a
única possibilidade de lida com a unidade. Para ele o
espaço geográfico é uma totalidade dinâmica, produto das
múltiplas totalizações a que está submetido o processo da
história, à cada instante.

Para Milton Santos o território usado se constitui em uma
categoria essencial para a elaboração sobre o futuro. O
uso do território se dá pela dinâmica dos lugares. O lugar
é proposto por ele como sendo o espaço do acontecer
solidário. Estas solidariedades definem usos e geram
valores de múltiplas naturezas: culturais, antropológicos,
econômicos, sociais, financeiros, para citar alguns. Mas as
solidariedades pressupõem coexistências, logo pressu-
põem o espaço geográfico.

Partindo da sua interessante reflexão que neste período
histórico que ele denominou de técnico, científico e
informacional, mundo e lugar se constituem num par
indissociável, tornando, no entanto, o lugar como a
categoria real, concreta. O lugar é também, segundo
inspiração sartreana, o espaço da existência e da
coexistência. O lugar é o papável, que recebe os impactos
do mundo. O lugar é controlado remotamente pelo
mundo. No lugar, portanto, reside a única possibilidade de
resistência aos processos perversos do mundo, dada a
possibilidade real e efetiva da comunicação, logo da troca
de informação, logo da construção política. 
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Trata-se, portanto, de pensar sobre uma nova ordem
mundial que relaciona o global e o local. A ordem global
serve-se de uma população esparsa de objetos regidos por
essa lei única que os constitui em sistema, característica
essencial do período técnico científico e informacional,
produtor de verticalidades. Já a ordem local diz respeito a
uma população contígua de objetos, reunidos pelo território
e, como território, regidos pela interação, pela contigüidade,
que Milton vai também denominar de horizontalidades.

O Grito do Território emerge deste tipo de reflexão que
Milton faz, elaborando sobre o território usado e o lugar
insistindo na possibilidade de, à partir do território e dos
lugares, estar sendo gestado um novo tempo que ele
chegou a denominar de período popular da história.

Este período se caracteriza pelo processo de resistência
dos lugares às perversidades impostas a ele pelo mundo.
O território, portanto, pode ser formado como nos ensina
o mestre, por lugares contíguos e lugares em rede. Mas
importante ressaltar que são os mesmos lugares que se
constituem em contigüidades ou em redes. É portanto,
dentro deles que se estabelece uma contradição vivida
entre o mundo e o lugar.

É dessa contradição vivida que nasce o grito do território,
que Milton vai alertar como sendo seu retorno, como
metáfora: o papel ativo do território acaba sempre por
impor ao mundo uma revanche, a idéia de percepção
efetiva da história como movimento. 

Retorno do território e globalização, metáforas acolhidas
por Milton Santos numa perspectiva dialética de
compreensão do mundo do presente e de construção de
uma geografia generosa para a humanidade.

2005
Maria Adélia Aparecida de Souza é Professora Titular de Geografia
Humana da Faculdade de Filosofia, Letras e Ciências Humanas
(Unviversidade de São Paulo, USP) e integrante do Grupo de Trabalho
do Desenvolvimento Urbano do CLACSO.
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O retorno do território
Milton Santos

Vivemos com uma noção de território herdada da Modernidade incompleta e do seu
legado de conceitos puros, tantas vezes atravessando os séculos praticamente intocados.
É o uso do território, e não o território em si mesmo, que faz dele objeto da análise
social. Trata-se de uma forma impura, um híbrido, uma noção que, por isso mesmo,
carece de constante revisão histórica. O que ele tem de permanente é ser nosso quadro
de vida. Seu entendimento é, pois, fundamental para afastar o risco de alienação, o risco
da perda do sentido da existência individual e coletiva, o risco de renúncia ao futuro.

Em uma palavra: caminhamos, ao longo dos séculos, da antiga comunhão individual dos
lugares com o Universo à comunhão hoje global: a interdependência universal dos
lugares é a nova realidade do território. Nesse longo caminho, o Estado-Nação foi um
marco, um divisor de águas, entronizando uma noção jurídico-política do território,
derivada do conhecimento e da conquista do mundo, desde o Estado Moderno e do
Século das Luzes à era da valorização dos recursos chamados naturais.

Hoje, a natureza é histórica… inclusive o chamado “meio ambiente”. Seu valor “local” é
relativo, ou, em todo caso, relativizado.

Antes, era o Estado, afinal, que definia os lugares –de Colbert a Golbery– dois nomes
paradigmáticos da subordinação eficaz do Território ao Estado. O Território era a base, o
fundamento do Estado-Nação que, ao mesmo tempo, o moldava. Hoje, quando vivemos
uma dialética do mundo concreto, evoluímos da noção, tornada antiga, de Estado
Territorial para a noção pós-moderna de transnacionalização do território.

Mas, assim como antes tudo não era, digamos assim, território “estatizado”, hoje tudo
não é estritamente “transnacionalizado”. Mesmo nos lugares onde os vetores da
mundialização são mais operantes e eficazes, o território habitado cria novas sinergias e
acaba por impor, ao mundo, uma revanche. Seu papel ativo faz-nos pensar no início da
História, ainda que nada seja como antes. Daí essa metáfora do retorno.

Mais uma vez, devemos insistir na relevância, hoje, do papel da ciência, da tecnologia e
da informação. Tratando de território, não basta falar de mundialização ou globalização,
se desejamos aprofundar o processo de conhecimento desse aspecto da realidade total.
O território são formas, mas o território usado são objetos e ações, sinônimo de espaço
humano, espaço habitado. Mesmo a análise da fluidez posta ao serviço da
competitividade, que hoje rege as relações econômicas, passa por aí. De um lado, temos
suma fluidez virtual, oferecida por objetos criados para facilitar essa fluidez e que são,
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cada vez mais, objetos técnicos. Mas os objetos não nos
dão senão uma fluidez virtual, porque a real vem das
ações humanas, que são cada vez mais ações informadas,
ações normatizadas.

É a partir dessa realidade que encontramos no território,
hoje novos recortes, além da velha categoria região; e isso
é um resultado da nova construção do espaço e do novo
funcionamento do território, através daquilo que estou
chamando de horizontalidades e verticalidades. As
horizontalidades serão os domínios da contigüidade,
daqueles lugares vizinhos reunidos por uma continuidade
territorial, enquanto as verticalidades seriam formadas por
pontos distantes uns dos outros, ligados por todas as
formas e processos sociais. A partir disso, devemos
retomar de François Perroux a idéia, que ele legou aos
geógrafos e solicitou que fosse testada no Brasil por um
dos seus discípulos, Jacques Boudeville, de espaço banal.
A idéia de espaço banal, mais do que nunca, deve ser
levantada em oposição à noção que atualmente ganha
terreno nas disciplinas territoriais: a noção de rede.

As redes constituem uma realidade nova que, de alguma
maneira, justifica a expressão verticalidade. Mas além das
redes, antes das redes, apesar das redes, depois das
redes, com as redes, há o espaço banal, o espaço de
todos, todo o espaço, porque as redes constituem apenas
uma parte do espaço e o espaço de alguns.

O território, hoje, pode ser formado de lugares contíguos
e de lugares em rede: São, todavia, os mesmos lugares
que formam redes e que formam o espaço banal. São os
mesmos lugares, os mesmos pontos, mas contendo
simultaneamente funcionalidades diferentes, quiçá
divergentes ou opostas.

Esse acontecer simultâneo, tornado possível graças aos
milagres da ciência, cria novas solidariedades: a
possibilidade de um acontecer solidário, malgrado todas
as formas de diferença, entre pessoas, entre lugares.
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“Hoje, 

quando vivemos 

uma dialética 

do mundo concreto,

evoluímos da noção,

tornada antiga, 

de Estado Territorial

para a noção 

pós-moderna de

transnacionalização

do território”



Na realidade, esse acontecer solidário apresenta-se sob três formas no território atual:
um acontecer homólogo, um acontecer complementar e um acontecer hierárquico.

O acontecer homólogo é aquele das áreas de produção agrícola ou urbana, que se
modernizam mediante uma informação especializada e levam os comportamentos a
uma racionalidade presidida por essa mesma informação que cria uma similitude de
atividades, gerando contigüidades funcionais que dão os contornos da área assim
definido. O acontecer complementar é aquele das relações entre cidade e campo e das
relações entre cidades, conseqüência igualmente de necessidades modernas da
produção e do intercâmbio geograficamente próximo. Finalmente, o acontecer
hierárquico é um dos resultados da tendência à racionalização das atividades e se faz
sob um comando, uma organização, que tendem a ser concentrados e nos obrigam a
pensar na produção desse comando, dessa direção, que também contribuem à
produção de um sentido, impresso na vida dos homens e na vida do espaço.

Em todos os casos, a informação tem um papel parecido àquele que no passado remoto
era destinado à energia. Antigamente, sobretudo antes da existência humana, o que
reunia as diferentes porções de um território era a energia, oriunda dos próprios
processos naturais. Ao longo da história é a informação que vai ganhando essa função,
para ser hoje o verdadeiro instrumento de união entre as diversas partes de um território.

No caso do acontecer homólogo e do acontecer complementar, isto é, nas áreas de
produção homóloga no campo ou de produção homóloga na cidade, o território atual é
marcado por um cotidiano compartilhado mediante regras que são formuladas ou
reformuladas localmente. Trata-se, nesse caso, do uso de informação que tende a se
generalizar. Quanto ao acontecer hierárquico trata-se, ao contrário, de um cotidiano
imposto de fora, comandado por uma informação privilegiada, uma informação que é
segredo e é poder. No acontecer homólogo e no acontecer complementar, temos o
domínio de forças que são localmente centrípetas, enquanto no acontecer hierárquico o
domínio é de forças centrífugas. Há, sem dúvida, um centripetismo, neste último caso,
mas é um centripetismo do outro.

Na primeira e na segunda hipótese, temos a primazia das formas com a relevância das
técnicas, já que estas ademais produzem as formas utilizadas. No caso do acontecer
hierárquico, temos a primazia das normas, não mais com relevância da técnica, mas da
política.

Afirma-se, ainda mais, a dialética no território e, ousaria dizer, a dialética do território já
que usado o território é humano, podendo, desse modo, comportar uma dialética. Essa
dialética afirma-se mediante um controle “local” da parcela “técnica” da produção e um
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controle remoto da parcela “técnica” da produção e um controle remoto da parcela polí-
tica da produção. A parcela técnica da produção permite que as cidades locais ou regio-
nais tenham um certo controle sobre a porção de território que as rodeia. Este coman-
do baseia-se na configuração técnica do território, em sua densidade técnica e, também,
de alguma forma na sua densidade funcional a que podemos igualmente chamar den-
sidade informacional. Já o controle distante, localmente realizado sobre a parcela políti-
ca da produção, é feito por cidades mundiais e o seus “relais” nos territórios diversos. O
resultado é a aceleração do processo de alienação dos espaços e dos homens do qual
um componente é a enorme mobilidade atual das pessoas: aquela máxima do direito
romano, ubis pedis ibi patria (onde estão os pés aí está a pátria), hoje perde ou muda
seu significado. Por isso também o direito local e o direito internacional estão se trans-
formando, para reconhecer naqueles que não nasceram num lugar o direito de também
intervir na vida política desse lugar.

Há que refletir sobre conflito entre, de um lado, o ato de produzir e de viver, função do
processo direto da produção e as formas de regulação ligadas às outras instâncias da
produção. Por isso, em nosso tempo, renovase a importância do fator trabalho,
condicionado pela configuração técnica do território no campo e na cidade, e que está
ligado ao processo imediato da produção e os resultados auferidos desse trabalho é um
dado importante no entendimento da sociedade atual.
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Há um conflito que se agrava entre um espaço local, espaço vivido por todos os vizinhos, e
um espaço global, habitado por um processo racionalizador e um conteúdo ideológico de
origem distante e que chegam a cada lugar com os objetos e as normas estabelecidos para
servi-los. Daí o interesse de retomar a noção de espaço banal, isto é, o território de todos,
freqüentemente contido nos limites do trabalho de todos; e de contrapor essa noção à
noção de redes, isto é, o território daquelas formas e normas ao serviço de alguns.
Contrapõem-se, assim, o território todo e algumas de suas partes, ou pontos, isto é, as redes.
Mas, quem produz, quem comanda, quem disciplina, quem normaliza, quem impõe uma
racionalidade às redes é o Mundo. Esse mundo é o do mercado universal e dos governos
mundiais. O FMI, o Banco Mundial, o GATT, as organizações internacionais, as Universidades
mundiais, as Fundações que estimulam com dinheiro forte a pesquisa, fazem parte do
governo mundial, que pretendem implantar, dando fundamento à globalização perversa e
aos ataques que hoje se fazem, na prática e na ideologia, ao Estado Territorial.

Quando se fala em Mundo, está se falando, sobretudo, em Mercado que hoje, ao
contrário de ontem, atravessa tudo, inclusive a consciência das pessoas. Mercado das
coisas, inclusive a natureza; mercado das ideais, inclusive a ciência e a informação;
mercado político. Justamente, a versão política dessa globalização perversa é a
democracia de mercado. O neoliberalismo é o outro braço dessa globalização perversa,
e ambos esses braços –democracia de mercado e neoliberalismo– são necessários para
reduzir as possibilidades de afirmação das formas de viver cuja solidariedade é baseada
na contigüidade, na vizinhança solidária, isto é, no território compartilhado. Se essa
convivência conhece uma regulação exterior, esta se combina com formas nacionais e
locais de regulação. O conflito entre essas normas deve, hoje, ser um dado fundamental
de análise geográfica.

Antes do enfraquecimento atual do Estado Territorial, a escala da técnica e a escala da
política se confundiam. Hoje essas duas escalas se distinguem e se distanciam. Por isso
mesmo, as grandes contradições do nosso tempo passam pelo uso do território.

Na democracia de mercado, o território é o suporte de redes que transportam regras e
normas utilitárias, parciais, parcializadas, egoístas (do ponto de vista dos atores
hegemônicos), as verticalidades, enquanto as horizontalidades hoje enfraquecidas são
obrigadas, com suas forças limitadas, a levar em conta a totalidade dos atores.

A arena da oposição entre o mercado –que singulariza– e a sociedade civil –que
generaliza– é o território, em suas diversas dimensões e escalas.

Por enquanto, o lugar –não importa sua dimensão– é a sede dessa resistência da
sociedade civil, mas nada impede que aprendamos as formas de estender essa
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resistência às escalas mais altas. Para isso, é indispensável insistir na necessidade de
conhecimento sistemático da realidade, mediante o tratamento analítico desse seu
aspecto fundamental que é o território (o território usado, o uso do território). Antes, é
essencial rever a realidade de dentro, isto é, interrogar a sua própria constituição neste
momento histórico. O discurso e a metáfora, isto é, a literaturização do conhecimento,
podem vir depois, devem vir depois.

O território (transnacionalizado) se reafirma pelo lugar e não só pelo novo fundamento
do espaço e mesmo pelos novos fundamentalismos do território fragmentado, na forma
de novos nacionalismos e novos localismos.

Cabe, todavia, lembrar que, graças aos milagres permitidos pela ciência, pela tecnologia
e pela informação, as forças que criam a fragmentação podem, em outras circunstâncias,
servir ao seu oposto.

A tendência atual é que os lugares se unam verticalmente e tudo é feito para isso, em
toda parte. Créditos internacionais são postos a disposição dos países mais pobres para
permitir que as redes se estabeleçam ao serviço do grande capital. Mas os lugares
também se podem unir horizontalmente, reconstruindo aquela base de vida comum
susceptível de criar normas locais, normas regionais…

Na união vertical, os vetores de modernização são entrópicos. Eles trazem desordem às
regiões onde se instalam porque a ordem que criam é em seu próprio, exclusivo e egoístico
benefício. Se aumentam a coesão horizontal isso se da ao serviço do mercado, mas tende
a corroer a coesão horizontal que está a serviço da sociedade civil como um todo.

Mas a eficácia dessa união vertical está sempre sendo posta em jogo e não sobrevive
senão a custas de normas rígidas –ainda que se fale em neoliberalismo. No caso brasileiro,
essas normas rígidas a que estamos sendo submetidos há dez anos vêm com o sacrifício
da nação.

Enquanto isso, as uniões horizontais podem ser ampliadas, mediante as próprias formas
novas de produção e de consumo. Um exemplo é a maneira como produtores rurais se
reúnem para defender os seus interesses, o que lhes permitiu passar de um consumo
puramente econômico, necessário às respectivas produções, a um consumo político
localmente definido e que também distingue as regiões brasileiras umas das outras.
Devemos ter isso em mente, ao pensar na construção de novas horizontalidades que
permitirão, a partir da base da sociedade territorial, encontrar um caminho que nos libere da
maldição da globalização perversa que estamos vivendo e nos aproxime da possibilidade de
construir uma outra globalização, capaz de restaurar o homem na sua dignidade.
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Notas

1 Texto publicado no livro Territorio, Globalização e Fragmentação (São Paulo: Hucitec,
1994) compilado por Milton Santos, Maria Adélia de Souza e Maria Laura Silveira.
Agradecemos à Prof. María Adélia A. de Souza e especialmente a Marie-Helene Santos
–esposa do falhecido Prof. Milton Santos– a autorização para a reprodução do presente
artigo na nossa publicação.

2 Intelectual e incansável militante nascido na Bahía (Brasil), onde se formou como advo-
gado e geógrafo na Universidade Federal (UFBA). Logo se doutorou no Instituto de
Geografía da Universidade de Strasbourg (França). A partir da década de ‘60 forma o
renombrado laboratorio de Gemorfología e Estudos Regionais da UFBA. Em 1964 foi preso
e exilado na França. De volta ao Brasil, em 1984, asume como profesor titular da USP e
coordena uma equipe de pesquisa que continua até hoje. Recebeu 20 títulos de Dr.
Honoris Causa de Universidades de varias partes do mundo e publicou alredor de cin-
quenta livros em diversas línguas. Sua obra é uma referência para todos aqueles que pre-
tendem compreender de maneira crítica o mundo atual.
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Outros territórios,

outros mapas
“Era a voz antiga das mulheres, no tempo da minha infância.

Chamavam-me para acender o lume. Cumpriam um preceito de
antigamente: apenas um homem podia iniciar o fogo. As mulhe-
res tinham a tarefa da água. E se refazia o eterno: na cozinha se
afeiçoavam, sob o gesto da mulher, o fogo e a água. Como nos

céus, os deuses moldavam a chuva e o relâmpago”
Um rio chamado tempo, uma casa chamada terra

Mia Couto

Ana Clara Torres Ribeiro*

Insustentável abstração

A hegemonia do capital financeiro apoia-se na crença
de que a rapidez, o consumo personalizado, o acesso
a objetos sofisticados, o usufruto de corpos hiper
produzidos e o conforto das grandes redes hoteleiras
constituem metas potencialmente compartilhadas por
todos os povos e culturas. Afinal, na atual fase do
capitalismo, foram abandonados intuitos civilizatórios
mais largos, em decorrência da falta de instituições e
mecanismos de convencimento que garantam
legitimidade ao exercício do poder. Neste contexto,
imperam a violência, o militarismo, a cultura transfor-
mada em mercadoria, a imagem produzida pelo
marketing, a manipulação do desejo e a veiculação de
pseudo consensos.

A saturação imagética e o controle territorial, permitidos
pelas redes técnicas, sustentam a garantia do lucro e,
logo, da acumulação. Mas, também expressam a busca
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pela sacralização do poder. Porém, com estes instrumentos, tem sido alcançada, no
máximo, a sacralização transitória de alguns poderosos, que simbolizam a concentração
do poder econômico decorrente da reorganização do capitalismo na escala mundial.
Transformados em mitos, através de estratégias comunicacionais orientadas por mínimas
pautas políticas, os atuais donos do poder personificam interesses corporativos que
enfraquecem referências culturais indispensáveis à própria estabilidade da esfera política.

A precária legitimidade do poder explica a difusão de leituras maniqueistas das relações
internacionais e das relações governo-sociedade. Através de uma simplória divisão entre
bem e mal, procura-se eternizar o presente, com espetáculos midiáticos que reúnem
segmentos sociais sem diálogo e, portanto, sem valores comuns. Estes espetáculos
permitem a costura passageira de um tecido social frágil, desenraizado, expressivo da
superficialização das relações sociais. Este tecido, submetido a contraditórios impulsos,
não substitui a densidade das relações face-a-face, a pedagogia da co-presença e os laços
sociais criados por experiências compartilhadas e, assim, nem os sabores e nem os gestos
que estimulam a memória coletiva. São estas experiências que criam a unidade básica da
vida social. Esta unidade, segundo Norbert Elias (1994), não é constituída por indivíduos,
como crêem os que aderem à atual modernização do mundo, mas, sim, por um duplo,
isto é, por uma unidade que só pode ser nomeada como “nós-eu”.

A expansão transnacional do capitalismo ignora a delicadeza desse duplo, ora
exacerbando o “eu”, ora criando “nós” circunstanciais, o que indica a carência de cultura
e de sabedoria políticas que tem acompanhado a reorganização da economia. As
relações societárias –responsáveis pela preservação de totalidades sociais– não podem
ser mantidas, apenas, com os códigos da competitividade, do consumismo e do
individualismo. Por esta razão, fracassam as políticas sociais que pretendem acionar
acervos culturais –comunidade, solidariedade espontânea, identidade cultural, rede
familiar– em conjugação com as políticas econômicas neoliberais, que agridem estes
acervos de tão lenta decantação. Por este mesmo motivo, também fracassam os
governos que não reúnem as duas pontas do transparente enigma da crise do modelo
(formal) de democracia na América Latina: economia e sociedade. De fato, a
autonomização da economia, através da desregulamentação das atividades produtivas e
da flexibilização dos direitos sociais, tem sido acompanhada, na região, pela eclosão de
movimentos sociais territorializados.

Há limites na abstração socialmente suportável e, assim, para a adesão social às
promessas trazidas pela globalização. Um futuro constituído por fluxos ininterruptos de
informação, por doses crescentes de design, por esforços de exportação, pela
obsolescência planejada dos produtos e pela automação encontra a resistência do senso
comum, de valores culturais, das táticas de sobrevivência e da experiência popular. Por
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outro lado, o excesso de artificialismo, o pensamento
operacional e a ação instrumental encontram a oposição
tanto de práticas sociais enraizadas nos lugares como dos
conhecimentos acumulados pelo denominado, por Milton
Santos (1994), homem lento. Para este autor, este é o
homem que conhece os lugares, que necessita deste
conhecimento para a sua sobrevivência e que, portanto,
constrói, em meio a todos os desafios, o período histórico
que sucederá o que atualmente vivemos. De forma lúcida
e insurgente, Milton Santos (2000) nomeou este período,
de período popular da História.

Alienação do território, alienação territorial e
território alienado

As condições gerais da produção capitalista, sob a
hegemonia do capital financeiro, exigem a mais brutal
alienação do território. Numa de suas faces, o mapa do
mundo tem sido reconstruído, com apoio em novos pontos
de observação da Terra, como um único território aberto à
ação hegemônica, sem fronteiras e sem barreiras. Trata-se
de um extraordinário alargamento do tabuleiro da política,
simultâneo à ampliação da arena da produção. Noutra face,
a acumulação exige a descoberta de nichos de inovação e
sobrelucro, que transmitam permanente estímulo aos
investimentos. Nesta segunda face, o mapa do mundo
adquire uma fisionomia fractal, aparecendo segmentado,
recortado, marcado por mínimas e significativas diferenças.
Este é um mapa feito de encraves, da privatização de
recursos naturais e por regionalizações que correspondem
aos interesses das grandes corporações e à geopolítica dos
Estados centrais. Nesta segunda face, a alienação do
território apresenta uma substância composta pela
desapropriação de recursos essenciais à vida e, ainda, por
dependência técnico-científica.

Entre esses dois mapas, as sociedades periféricas têm sido
atualizadas por processos geradores de fragmentação
territorial, incoerência institucional crescente e exclusão
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social. Na atual modernização, não se promete mais a integração social, a equalização da
capacidade (individual e familiar) de consumo e nem a redução das desigualdades
regionais. Ao contrário, estimula-se a competição entre localidades por investimentos
externos e, a oferta do território e da cultura como moedas de troca na atração do olhar
estrangeiro. Neste contexto, a única estratégia efetivamente veiculada é a estratégia dos
negócios e, especialmente, de venda. Por este caminho, a alienação difundida pelas
ideologias do capitalismo adquire uma dimensão material coerente com a natureza, a
escala e a intensidade da globalização da economia. Estas ideologias, que apoiam a
multiplicação ininterrupta dos objetos, transformam os lugares em alvos de investimentos
voláteis e, a cultura em alavanca do lucro.

A alienação do território, envolvendo a venda do patrimônio natural e cultural, articula-
se à alienação territorial, que atinge, com especial intensidade, as classes médias e altas.
São estas classes que tecem, de forma eficiente, os elos externo-internos e, que
envolvem-se na defesa política dos novos impulsos globais (Ribeiro e Silva, 2004).
Assim, as críticas ao neoliberalismo demandam o seu complemento pela análise da
estruturação das relações de classe (Oliveira, 1976) e interétnicas que explicam a
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aceitação ideológica do apartheid e do darwinismo social. Propomos que a alienação
territorial, racionalizadora do corte excludente entre estratos sociais, corresponde à
influência do economicismo e do pragmatismo na interpretação da experiência social. A
alienação territorial é formada, portanto, por uma construção ideológica tecnicamente
sofisticada, que abstrai a co-presença e conduz à acomodação incondicional aos
objetivos da ação hegemônica, a única considerada racional.

As formas assumidas pela alienação territorial são múltiplas e heterogêneas, incluindo desde
a adesão entusiasta a projetos de renovação urbana que ampliam as desigualdades sociais
(Ciccolella, 2004) até a justificativa da construção, com recursos públicos, de ambientes
socialmente exclusivos. A cristalização destas tendências origina o que denominamos, neste
texto, de território alienado. Com esta noção, destacamos efeitos, de longo prazo, da
articulação entre alienação do território e alienação territorial. Os ajustes do espaço herdado
às novas condições gerais da produção, juntamente com a adesão ideológica ao mercado,
geram estruturas espaciais que impedem conquistas sociais. É a compreensão da gravidade
destes processos que transparece em tantas lutas de resistência ao ordenamento
dominante do espaço; lutas travadas por sujeitos sociais conscientes dos encadeamentos
(estruturais e estruturantes) entre: apropriação do território, oportunidades de conquista da
soberania e reinvenção da democracia (Sousa Santos, 2002).

Territorialidades e espaço herdado

Sinalizando o esgotamento dos projetos da modernidade, as lutas territorializadas
indicam que a representação e o planejamento do território deixaram de ser
instrumentos, por excelência, de afirmação dos Estados nacionais (Raffestin, 1993). Este
apagamento do Estado –que traduz contradições abertas pela globalização da economia
e pela agenda neoliberal– transformou o território numa dimensão essencial da praxis,
o que, sem dúvida, desafia tanto as teorias políticas clássicas quanto os programas dos
partidos políticos. Ocorre, agora, uma crescente aproximação entre política e território
usado (Santos, 1999); entre práticas sociais e praxis; entre cultura e cultura política;
entre saberes tradicionais e educação política. Nesta aproximação, pode ser reconhecida
a força daqueles que resistem, no limiar da luta pela vida, à naturalização das relações
sociais imposta pela ideologia dominante. 

É como se, da resistência à esta ideologia, que dissolve direitos e desconhece memórias,
surgisse um pólo antagônico, constituído por um movimento social mais profundo e de
fronteiras indefinidas. Este movimento encontra o seu âmbito de atuação no próprio
cerne das relações sociedade-natureza (primeira e segunda). Atualmente, defende-se
recursos naturais e investimentos pretéritos (por exemplo: plantas fabris) como direitos
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à vida, à soberania e à dignidade. Com a mesma
intensidade, luta-se pela preservação de identidades
culturais, que são também territoriais. Aliás, o apagamento
do Estado transparece nestas duas frentes, já que
constata-se o seu recuo na defesa do domínio público
sobre recursos naturais e, também, o seu descaso com
relação a formas de convencimento apoiadas em
identidades nacionais, fortes e ativas. Por outro lado, a
colagem de forças sociais ao território expressa uma das
características essenciais do espaço: a sua capacidade de
conservar orientações culturais e, desta maneira, fatores
indispensáveis à reprodução social. 

Essa capacidade, antes considerada retrógrada, adquire
relevância estratégica numa conjuntura marcada por
exigências, realizadas pelos atores hegemônicos, de que as
sociedades periféricas aceitem a destruição das suas regras
de convívio. Concretamente, estes atores impõem a
violenta ruptura de pactos sociais, o que faz com que
bandeiras políticas troquem rapidamente de mãos. Se,
antes, os apelos à defesa do território muitas vezes
corresponderam a projetos das classes dominantes
(Raffestin, 1993), esta mesma defesa, frente aos
compromissos destas classes com a produção do território
alienado, assume, atualmente, um teor progressista e
inovador, permitindo que se afirmem, na cena política,
sujeitos sociais antes desconsiderados e, até mesmo,
submetidos a todo tipo de estereótipo e preconceito. 

Os sujeitos sociais e a ação política apresentam, agora,
maior complexidade, confrontando paradigmas que
orientaram, até há pouco tempo, os projetos de
transformação social. Estes sujeitos propõem novos
híbridos institucionais, atuam em várias escalas, exigem a
releitura do Estado, defendem diferentes sentidos de
nação, rejuvenescem tradições e impedem a sua
completa absorção em instituições da modernidade. Nas
palavras de Milton Santos: “A partir dessas metamorfoses,
pode-se pensar na produção local de um entendimento
progressivo do mundo e do lugar, com a produção
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indígena de imagens, discursos, filosofias junto à elaboração de um novo ethos e de
novas ideologias e novas crenças políticas, amparadas na ressurreição da idéia e da
prática da solidariedade” (2000: 167 e 168).

É neste contexto que pode ser compreendido, em plenitude, o conceito de espaço
herdado proposto por Milton Santos (1996). O espaço não é formado, somente, pela
superfície construída pela últimas trocas intergeracionais e, muito menos, pela última
modernização. Ao contrário, o espaço herdado é formado por um contínuo intercâmbio
entre mortos e vivos, em que as normas e as regras inscrevem-se na materialidade,
orientando a cultura imaterial. Os objetos contém a ação (possível e necessária), da
mesma maneira que a ação refaz os usos dos objetos, atribuindo-lhes sistematicidade e
atualizando-os. Ao propor a reflexão do espaço herdado, este autor aciona a categoria
sartreana de prático inerte, o que permite que o espaço seja compreendido em sintonia
com o senso prático dos homens lentos. 

O espaço perde, com esta orientação teórica, a sua aliança com o racionalismo abstrato
e com a matematização do mundo. Adquire novas conotações e espessura simbólica,
possibilitando a afirmação tendencial de um outro mapa, elaborado por geo-grafias,
como propõe Carlos Walter Porto-Gonçalves (2002), das resistências culturais e das
lutas políticas que marcam trajetos, criam caminhos, interrompem fluxos desejados pelas
classes dominantes e elaboram novas territorialidades. Desta maneira, se antes
denunciamos a produção do território alienado, valorizamos, neste momento, as
territorialidades não-alienadas, que constituem um dos fundamentos essenciais do “nós-
eu”. É neste sentido que podemos apreender a distinção entre espaço e território
proposta por Félix Guattari: “Os territórios estariam ligados a uma ordem de subjetivação
individual e coletiva e o espaço estando ligado mais às relações funcionais de toda
espécie. O espaço funciona como uma referência extrínseca em relação aos objetos que
ele contém. Ao passo que o território funciona em uma relação intrínseca com a
subjetividade que o delimita” (1985: 110).

Nesta proposta, pode ser reconhecida a intensa busca, das duas últimas décadas, por
uma teoria mais rica da transformação social. Este autor critica o alisamento do espaço
que resulta da ação hegemônica e assinala a cotidiana construção social de territórios
em espaços complexos, como as metrópoles. Propõe, assim, uma outra leitura do
espaço, sensível às práticas sociais. Pensamos que esta leitura exige que seja superada
a cisão analítica entre forma e conteúdo (Santos, 1996) e, entre aparência e essência
(Kosik, 1976). A paisagem não é apenas uma aparência a ser rompida pelo
desvendamento da essência da realidade social. A paisagem também reúne recursos e
símbolos, pequenas e grandes marcas das experiências vividas, tramas sociais (Villoria,
1999). Daí a violência inerente aos projetos que, sem a participação dos muitos “outros”,
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interrompem sentidos da existência, através de técnicas que se apropriam de segmentos
do tecido social e manipulam heranças culturais.

A inclusão teórica do espaço em um número crescente de disciplinas; o destaque do
território na teoria crítica do espaço e a relevância atribuída à territorialidade –através
da articulação entre identidades sociais e espaço– indicam a emergência de um
período em que o pensamento crítico assume compromisso com o pensar complexo
(Pena-Veiga e Nascimento, 1999) e com o aprendizado com o senso comum (Sousa
Santos, 1988). Por outro lado, para além da crise paradigmática, as ciências sociais já
experimentam os desafios trazidos pelos sujeitos sociais que hoje refazem a
experiência política da América Latina. O aprendizado dos caminhos, das estradas, das
ruas e os novos imaginários políticos expõem o fato de que a urgência social também
é portadora de projetos, de utopias, de exigências de conhecimento.

De fato, as ciências sociais estão instadas a aprender, também, a caminhar na incerteza,
a inventar métodos de pesquisa e a dialogar com as denominadas ciências exatas e da
vida. A dimensão espacial da ação, ao transformar os parâmetros de observação da
realidade social, exige ousadia na proposição de novas teorias e conceitos a partir da
experiência das sociedades periféricas. Contra os espaços alisados, é necessário afirmar
as rugosidades, como disse Milton Santos (1996), e ver as rugas que se acumulam nos
rostos das sucessivas gerações de marginalizados e espoliados. Assim, a praxis e as
utopias necessárias são aquelas que, contraditoriamente, têm topos e que, por
conseguinte, possibilitam apreender –na política, nas artes e nas ciências– a cronotopia
latino-americana, tão ricamente refletida por Carlos Fuentes (1994).

Últimas palavras, uma advertência

A análise do espaço, do território, impõe, como afirma Milton Santos (1996), a
compreensão da indissociabilidade entre espaço e tempo, que inclui a indissociabilidade
entre forma e conteúdo (processos). Apenas assim, são reduzidos os riscos de
objetivação da ação, associados ao atual resgate do passado e da natureza. Afinal, a ação
acontece no espaço-tempo e segundo as oportunidades abertas a cada momento. A
ação dos homens lentos envolve, portanto, intervenções táticas em conjunturas ainda
em aberto. Sem esta inclusão do tempo, a naturalização das relações sociais, imposta
pela ideologia dominante, pode ser substituída por outro tipo de naturalização, orientada
pelo sensibilismo ou por noções do culturalismo.

Ao contrário do proposto por essas correntes, acreditamos que existe uma outra razão,
em elaboração, nos interstícios das territorialidades e dos novos rumos tomados pela
praxis. Esta razão tem sido formada pelas contribuições trazidas por racionalidades
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alternativas à cena política latino-americana. Ainda tênue, esta razão reconhece os seus
próprios limites e a fragilidade dos conhecimentos que sustentam os seus conceitos e
métodos. É esta clareza com relação a limites que permite distingui-la da lógica que
sustentou (e sustenta) tantos projetos de modernização desenhados para a região. Esta
razão, que ora começa a reconhecer os seus contornos, inclui os muitos “outros”, já que
estes também participam da sua construção.

Da mesma maneira, esta razão, ainda que apenas com a ajuda da intuição, é capaz de
reconhecer as espertas tentativas de reificação de identidades sócio-territoriais realizada,
tantas vezes, por agentes da ordem dominante. Resistindo à reificação, o “outro”, para
esta razão ainda incipiente, não é somente o diferente, aquele que é reconhecido como,
quando e da forma que convém. Ao contrário, para esta razão, o “outro” é parte
intrínseca do “nós-eu”. É esta a aliança que constrói novas territorialidades e que conduz
a ação solidária espontânea, resistindo aos comandos da globalização. Esta aliança
encontra abrigo no espaço herdado e, também, no espaço banal, aquele que, como
também disse Milton Santos (1996), é de todos.
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Movimentos socioterritoriais 

e movimentos socioespaciais

Contribuição teórica para uma
leitura geográfica dos movimentos
sociais1

Bernardo Mançano Fernandes*

Espaço e território

O espaço social é a materialização da existência
humana. Esta definição extremamente ampla de espaço
foi elaborada por Henry Lefebvre (Lefebvre, 1991: 102).
O espaço assim compreendido é uma dimensão da
realidade. Esta amplitude, de fato, oferece diferentes
desafios para a Geografia que tem o espaço como
categoria de análise e necessita estudá-lo para contribuir
com sua compreensão e transformação. Dentre os
maiores desafios, com certeza, estão os trabalhos de
elaboração do pensamento geográfico para a produção
de um corpo conceitual, a partir da Geografia em um
diálogo permanente com as outras ciências.

Por sua amplitude, o conceito de espaço pode ser utilizado
de modos distintos. Todavia, muitas vezes a sua utilização
não é compreensível, porque não se define o espaço do
qual está se falando. É assim que o espaço vira uma
panacéia. Para evitar equívocos, é preciso esclarecer que o
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espaço social está contido no espaço geográfico, criado
originalmente pela natureza e transformado continuamente
pelas relações sociais, que produzem diversos outros tipos
de espaços materiais e imateriais, como por exemplo:
políticos, culturais, econômicos e ciberespaços.

O espaço é parte da realidade, portanto, multidimensional.
Para uma eficaz análise conceitual é necessário definir o
espaço como composicionalidade, ou seja, compreende e
só pode ser compreendido em todas as dimensões que o
compõem. Essa simultaneidade em movimento manifesta
as propriedades do espaço em ser produto e produção,
movimento e fixidez, processo e resultado, lugar de onde se
parte e aonde se chega. Por conseguinte, o espaço é uma
completitude, ou seja, possui a qualidade de ser um todo,
mesmo sendo parte. Desse modo, o espaço geográfico é
formado pelos elementos da natureza também e pelas
dimensões sociais, produzidas pelas relações entre as
pessoas, como a cultura, política e a economia. As pessoas
produzem espaços ao se relacionarem diversamente e são
frutos dessa multidimensionalidade.

O Espaço geográfico contém todos os tipos espaços
sociais produzidos pelas relações entre as pessoas, e entre
estas e a natureza, que transformam o espaço geográfico,
modificando a paisagem e construindo territórios, regiões
e lugares. Portanto, a produção do espaço acontece por
intermédio das relações sociais, no movimento da vida, da
natureza e da artificialidade, principalmente no processo
de construção do conhecimento. O espaço social é uma
dimensão do espaço geográfico e contém a qualidade da
completividade. Por causa dessa qualidade, o espaço
social complementa o espaço geográfico. O mesmo
acontece com todos os outros tipos de espaços. Esse é o
caráter da composicionalidade, em que as dimensões são
igualmente espaços completos e completivos.

Essas qualidades dos espaços desafiam os sujeitos que
neles vivem e pretendem compreendê-los. O espaço é
multidimensional, pluriescalar ou multiescalar, em intenso
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processo de completibilidade, conflitualidade e interação. As relações sociais, muitas vezes,
realizam leituras e ações que fragmentam o espaço. São análises parciais, unidimensionais,
setoriais, lineares, uniescalar, incompletas e, portanto, limitadas, porque necessitam delimitar.
Essas leituras espaciais fragmentárias promovem desigualdades e diferentes formas de
exclusão. A superação dessa visão de mundo exige ponderabilidade na criação de métodos
que desfragmentem o espaço e que não restrinjam as qualidades composicionais e
completivas dos espaços. Essa é a identidade do espaço, sua plenitude, como demonstra
Milton Santos (1996: 50) na elaboração de uma definição plena de espaço. 

As relações sociais são predominantemente produtoras de espaços fragmentados,
divididos, singulares, dicotomizados, fracionados, portanto, também conflititivos. A
produção de fragmentos ou frações de espaços é resultado de intencionalidades das
relações sociais, que determinam as leituras e ações propositivas que projetam a
totalidade como parte, o seja, o espaço em sua qualidade completiva é apresentado
somente como uma fração ou um fragmento.

Essa determinação é uma ação propositiva que interage com uma ação receptiva e a
representação do espaço como fração ou fragmento se realiza. Assim, a intencionalidade
determina a representação do espaço. Constitui-se, portanto, numa forma de poder,
que mantém a representação materializada e ou imaterializada do espaço, determinada
pela intencionalidade e sustentada pela receptividade. Sem essa relação social o espaço
como fração não se sustenta.

É importante reforçar que o espaço como fragmento ou fração é uma representação,
construída a partir de uma determinação interagida pela receptividade, constituída por
uma relação social. Desse modo, apresentam o espaço político somente como político,
o espaço econômico somente como econômico e o espaço cultural somente como
cultural. Essa compreensão se efetiva, ainda que os espaços políticos, econômicos e
culturais sejam multidimensionais e completivos do espaço geográfico.

A intencionalidade é um modo de compreensão que um grupo, uma nação, uma classe
social ou até mesmo uma pessoa utiliza para poder se realizar, ou seja, se materializar
no espaço, como bem definiu Lefebvre. A intencionalidade é uma visão de mundo,
ampla, todavia una, é sempre uma forma, um modo de ser, de existir. Constitui-se em
uma identidade. Por esta condição, precisa delimitar para poder se diferenciar e ser
identificada. E assim, constrói uma leitura parcial de espaço que é apresentada como
totalidade. Afinal, todos os povos se sentem o centro do universo.

Desse modo, a multidimensionalidade do espaço é restringida ao ser delimitada pela
determinação da intencionalidade. Em outras palavras: a parte é transformada em
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todo e o todo é transformado em parte. Isso significa que o espaço agora passa a ser
compreendido segundo a intencionalidade da relação social que o criou. É, então,
reduzido a uma representação unidimensional e a visão que o criou, embora parcial,
é expandida como representação da multidimensionalidade. A relação social em sua
intencionalidade cria uma determinada leitura do espaço, que conforme o campo de
forças em disputa pode ser dominante ou não. E assim, criam-se diferentes leituras
socioespaciais.

Dessa forma é produzido um espaço geográfico e ou social específico: o território. O
território é o espaço apropriado por uma determinada relação social que o produz e o
mantém a partir de uma forma de poder. Esse poder, como afirmado anteriormente, é
concedido pela receptividade. O território é, ao mesmo tempo, uma convenção e uma
confrontação. Exatamente porque o território possui limites, possui fronteiras, é um
espaço de conflitualidades.

Os territórios são formados no espaço geográfico a partir de diferentes relações sociais.
Entretanto é importante lembrar que o território é um espaço geográfico, assim como a
região e o lugar, e possui as qualidades composicionais e completivas dos espaços. A
partir desse princípio, é essencial enfatizar que o território imaterial é também um
espaço político, abstrato. Sua configuração como território refere-se às dimensões de
poder e controle social que lhes são inerentes. Desde essa compreensão, o território
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mesmo sendo uma fração do espaço também é multidimensional. Essas qualidades dos
espaços evidenciam nas partes as mesmas características da totalidade.

São as relações sociais que transformam o espaço em território e vice e versa, sendo o
espaço um a priori e o território um a posteriori. O espaço é perene e o território é
intermitente. Da mesma forma que o espaço e o território são fundamentais para a
realização das relações sociais, estas produzem continuamente espaços e territórios de
formas contraditórias, solidárias e conflitivas. Esses vínculos são indissociáveis.

A contradição, a solidariedade e a conflitividade são relações explicitadas quando
compreendemos o território em sua multidimensionalidade. O território como espaço
geográfico contém os elementos da natureza e os espaços produzidos pelas relações
sociais. É, portanto, uma totalidade restringida pela intencionalidade que o criou. A sua
existência assim como a sua destruição serão determinadas pelas relações sociais que
dão movimento ao espaço. Assim, o território é espaço de liberdade e dominação, de
expropriação e resistência.

As relações sociais, por sua diversidade, criam vários tipos de territórios, que são
contínuos em áreas extensas e ou são descontínuos em pontos e redes, formados por
diferentes escalas e dimensões. Os territórios são países, estados, regiões, municípios,
departamentos, bairros, fábricas, vilas, propriedades, moradias, salas, corpo, mente,
pensamento, conhecimento.

Os territórios são, portanto, concretos e imateriais. O espaço geográfico de uma nação
forma um território concreto, assim como um paradigma forma um território imaterial. O
conhecimento é um importante tipo de território, daí a essencialidade do método. Para a
construção de leituras da realidade é fundamental criar métodos de análise, que são
espaços mentais (imateriais) onde os pensamentos são elaborados. Para um uso não
servil dos territórios dos paradigmas é necessário utilizar-se da propriedade do método.
Para a Geografia o território é uma totalidade, portanto é multidimensional. Para outras
ciências o território pode ser compreendido apenas como uma dimensão. Assim como o
desenvolvimento, o território é multidimensional, portanto não existe uma dimensão
territorial do desenvolvimento. A compreensão do território como espaço unidimensional
trata-o como um setor, chamando-o equivocadamente de território. Essa é uma prática
muito comum na implantação dos denominados projetos de “desenvolvimento territorial”.

No espaço as relações sociais se materializam e se reproduzem, produzindo espaços e
territórios em movimentos desiguais, contraditórios e conflitivos. Denominamos esses
movimentos de processos geográficos, que são também processos sociais. As relações
sociais a partir de suas intencionalidades produzem espaços, lugares, territórios, regiões
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e paisagens. Ao produzirem seus espaços e neles se realizarem as relações sociais,
também produzidas pelos espaços. Essa indissociabilidade promove os movimentos dos
espaços sociais e dos territórios nos espaços geográficos. Nesses movimentos as
propriedades dos espaços e dos territórios são manifestadas em ações, relações e
expressões, materiais e imateriais.

Movimentos socioterritoriais e movimentos socioespaciais

As reflexões teóricas apresentadas neste artigo possibilitam aprofundar as leituras
geográficas a partir das ações dos movimentos sociais. As primeiras reflexões a respeito
do conceito de movimentos socioterritoriais datam da segunda metade da década de
1990 e resultaram na publicação do artigo “Movimento Social como Categoria
Geográfica” (Fernandes, 2000b). Essas reflexões continuaram no debate com o
geógrafo francês Jean Yves Martin (2001) e resultaram na publicação do texto
“Movimento socioterritorial e globalização: algumas reflexões a partir do caso do MST”
(Fernandes e Martin, 2004).

Estes trabalhos resultam de um desafio e esforço no sentido de superar os conteúdos
sociológicos do conceito de movimento social, muito utilizado nos trabalhos de
geógrafos, mas que pouco contribui para um estudo geográfico dos processos
desenvolvidos pelos movimentos produtores e construtores de espaços sociais e
transformadores de espaços em territórios. 

Da mesma forma como alguns movimentos produzem e constroem espaços, também
se espacializam e possuem espacialidades. A produção ou a construção do espaço
acontece pela ação política, pela intencionalidade dos sujeitos para transformação de
suas realidades. Os espaços políticos são reproduzidos pelo movimento da ação,
constituindo a espacialização. Os conteúdos desses espaços são manifestados por
suas inerências: a espacialidade e a espacialização são propriedades do espaço em
seu movimento.

Do mesmo modo que alguns movimentos transformam espaços em territórios, também
se territorializam e são desterritorializados e se reterritorializam e carregam consigo suas
territorialidades, suas identidades territoriais constituindo uma pluriterritorialidade. A
transformação do espaço em território acontece por meio da conflitualidade, definida pelo
estado permanente de conflitos no enfretamento entre as forças políticas que procuram
criar, conquistar e controlar seus territórios. Os territórios se movimentam também pela
conflitualidade. O território é espaço de vida e morte, de liberdade e de resistência. Por
essa razão, carrega em si sua identidade, que expressa sua territorialidade.
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Os sociólogos, na construção do conceito de movimento
social, preocupam-se predominantemente com as formas
de organização e com as relações sociais para explicar as
ações dos movimentos. Essa é uma possibilidade, que
contribui parcialmente para a compreensão dos espaços
e dos territórios produzidos/construídos pelos
movimentos. Mas não é satisfatória.

As formas de organização, as relações e as ações
acontecem no espaço. Elas se realizam no espaço
geográfico e em todas as suas dimensões: social, político,
econômico, ambiental, cultural, etcetera. Portanto, a partir
do momento que nos propomos a realizar uma análise
geográfica dos movimentos, além da preocupação com
as formas, ações e relações, é fundamental compreender
os espaços e territórios produzidos ou construídos pelos
movimentos.

Esses espaços são materializações, se concretizam na
realidade, em lugares diversos, espaços múltiplos, e é
possível mapeá-los de diferentes modos, contribuindo
com leituras geográficas. Neste sentido, todos os
movimentos são socioespaciais, inclusive os
socioterritoriais, pois o território é construído a partir do
espaço (Lefebvre, 1991). Os movimentos socioterritoriais
para atingirem seus objetivos constroem espaços
políticos, espacializam-se e promovem espacialidades. A
construção de um tipo de território significa, quase
sempre, a destruição de um outro tipo de território, de
modo que a maior parte dos movimentos socioterritoriais
forma-se a partir dos processos de territorialização e
desterritorialização.

Para evitar mal-entendidos com relação a nosso
pensamento, enfatizamos que movimento social e
movimento socioterritorial são um mesmo sujeito coletivo
ou grupo social que se organiza para desenvolver uma
determinada ação em defesa de seus interesses, em
possíveis enfrentamentos e conflitos, com objetivo de
transformação da realidade. Portanto, não existem “um e
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outro”. Existem movimentos sociais desde uma perspectiva sociológica e movimentos
socioterritoriais ou movimentos socioespaciais desde uma perspectiva geográfica.

É com essa preocupação que apresentamos esse ensaio teórico, ou seja, construir um
referencial que nos permita compreender como as formas de organização e as relações
sociais definem e delimitam os espaços e os territórios de ação dos movimentos. Não nos
interessa o espaço em si, mas o movimento do espaço e sua transformação em território.
Não nos interessa somente o espaço físico em si, mas o espaço geográfico em sua
totalidade. Estudamos o espaço em movimentos e o movimento no espaço e no território.

Com essa preocupação cunhamos os conceitos que nos possibilitam compreender as
ações dos movimentos socioespaciais e dos socioterritoriais, a partir dos espaços e dos
territórios construídos pelas relações sociais, materiais e imateriais.

Os movimentos socioterritoriais têm o território não só como trunfo, mas este é essencial
para sua existência. Os movimentos camponeses, os indígenas, as empresas, os
sindicatos e os estados podem se constituir em movimentos socioterritoriais e
socioespaciais. Porque criam relações sociais para tratarem diretamente de seus
interesses e assim produzem seus próprios espaços e seus territórios.

As organizações não governamentais se constituem apenas como movimentos
socioespaciais. Estas são agências de mediação, uma vez que as ONGs são sempre
representações da reivindicação, de espaços e ou de territórios. Não são sujeitos
reivindicando um território. Não existem a partir de um território. São sujeitos
reivindicando espaços, são entidades de apoio ou contrárias aos movimentos
socioterritoriais e socioespaciais, são agências intermediárias, que produzem espaços
políticos e se espacializam.

As igrejas podem ser movimentos socioespaciais e ou movimentos socioterritoriais,
dependendo das relações sociais com as quais trabalham, podem ser agências de
mediação ou defender seus próprios interesses. De acordo com as pesquisas da
Comissão Pastoral da Terra (CPT, 2005: 219-224), existiam, até 31 de dezembro de
2004, em torno de 240 movimentos socioespaciais e socioterritoriais atuando em todo
o território brasileiro. Desses a maior parte é de movimentos socioterritoriais isolados e
respondiam por um número menor de ações, enquanto os movimentos territorializados
executaram um número maior de ações, enquanto os movimentos socioespaciais
aparecem com agências de mediação.

Movimentos (socioterritoriais) isolados são aqueles que atuam em uma determinada
microrregião ou num espaço geográfico equivalente. Consideramos esses movimentos
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como isolados não por estarem sem
contato com outras instituições, mas
sim por atuarem um espaço geográfico
restrito. 

Os movimentos (socioterritoriais)
territorializados são aqueles que atuam
em diversas macrorregiões e formam
uma rede de relações com estratégias
políticas que promovem e fomentam a
sua territorialização. Todos os movi-
mentos territorializados começam
como movimentos isolados. Estes ao se
territorializarem e romperem com a
escala local, se organizam em redes e
ampliam suas ações e dimensionam
seus espaços. A construção desses espaços e seus dimensionamentos são essenciais
para as ações dos sujeitos que procuram transformar a realidade. Não existe transfor-
mação da realidade sem a criação de espaços.

No campo e na floresta, os movimentos socioterritoriais são predominantemente
movimentos camponeses, movimentos componeses-indígenas e movimentos indígenas
em luta pela terra e pelo território. Na cidade, os movimentos socioterritoriais são
predominantemente os movimentos de sem-teto. Constroem seus espaços e
espacializam-se para conquistar o território, promovendo assim a territorialização da luta
pela terra e pela moradia.

Os movimentos socioespaciais e os socioterritoriais enfrentam contra-espaços (Moreira,
2002), com exemplos das medidas políticas do Estado constituídas como barreiras
espaciais para impedir a espacialização e territorialização dos movimentos camponeses.
O conflito é fato presente nas ações dos movimentos socioterritoriais e são promotores
de desenvolvimento e refluxo das políticas das instituições. A exclusão, a negociação e
a ressocialização são condições que se realizam e se superam por meio das ações dos
movimentos na construção de espaços e conquista de territórios.

Considerações finais

A construção dos conceitos aqui apresentados é um processo amplo e de debate
permanente. Compreender esses processos é importante para a superação de pré-
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conceitos contra os sujeitos que lutam por suas existências na conquista de seus territórios.
Muitas vezes são denominados baderneiros porque mexeram, entraram, penetraram em
espaços-territórios de onde foram excluídos e que, por causa da desigualdade econômica
e do controle social, não poderiam entrar, permanecer em seus territórios.

Também é possível mapear os
movimentos das forças políticas sobre o
espaço geográfico, transformando as
paisagens, criando e destruindo terri-
tórios. A leitura geográfica é estratégica
e fundamental para o desenvolvimento
das intencionalidades que nascem e
fazem nascer relações socioespaciais e
socioterritoriais. 

Igualmente, nos ajuda a compreender
como a Geografia pode utilizar uma
leitura autônoma, para compreender
melhor a realidade dos movimentos e
contribuir com outras áreas do conhe-
cimento. Os conceitos de movimento
socioespacial e socioterritorial são ten-

tativas de desfragmentação do espaço e do território. Pode-se fazer uma leitura mais
ampla a partir do conceito de movimento socioterritorial, mas esta sempre será uma
leitura parcial, porque a totalidade da realidade é um processo coletivo que só pode ser
compreendida no movimento de todos.
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Notas

1 Este artigo é um novo ensaio de uma reflexão maior em realização no Núcleo de
Estudos, Pesquisas e Projetos de Reforma Agrária (NERA) do Departamento de Geografia
da Unesp, campus de Presidente Prudente (São Paulo, Brasil). Nossas primeiras reflexões
a respeito do conceito de movimento socioterritorial surgiram em Fernandes (2000a) na
realização da tese de doutorado sobre as ações do Movimento dos Trabalhadores Rurais
Sem Terra em todo o território brasileiro. Neste texto, procuramos aprofundar essa dis-
cussão a partir de Santos (1988; 1996), Lefebvre (1991), Raffestin (1993), Oliveira
(1991), Gonçalves (2001) e Fernandes e Martin (2004). Para tanto, revisitamos os con-
ceitos de espaço e território e apresentamos o conceito de processos geográficos à luz de
nossa reflexão com base nas leituras e a partir dos diversos projetos de pesquisa em rea-
lização no NERA. Reforçamos nossos argumentos sobre a importância dos conceitos de
movimentos socioterritorial e socioespacial para estudar as realidades contemporâneas
frente às mudanças paradigmáticas. Essa é a contribuição contida na parte referente aos
movimentos socioterritoriais e socioespaciais. (N. del E.: publicamos nesta ocasião uma
versão resumida do presente artigo, o texto completo pode consultar-se na sessão deba-
tes do web site do OSAL <http://osal.clacso.org>).
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Territorios en disputa: 

iniciativas productivas 

y acción política 

en Mosconi, Argentina1

Norma Giarracca*
y Juan Wahren**

“Bueno, creo que nadie se olvida, o, todos decimos siem-
pre el pasado siempre es mejor que el presente y nuestro
pasado estuvo ligado a la empresa del Estado. Las políti-

cas de las empresas del Estado también tenían su lado
positivo; prácticamente eran como que el Estado se

encargaba de civilizar lugares deshabitados, porque este
era un lugar deshabitado. Entonces a través de YPF y el

petróleo llegó el ferrocarril, llegaron las rutas, llegó la
gente que pobló estos lugares, y después, aparte de eso,

vino la educación, se crearon escuelas, hospitales, se
cumplían las leyes laborales” 

Rodolfo “Chiqui” Peralta
UTD, Mosconi

Introducción

Transitar Mosconi es un extraño recorrido por diferen-
tes tiempos y espacios, donde los sistemas de desi-
gualdad y exclusión (Sousa Santos, 2003)2 se imbri-
can. Las rutas provinciales sólo pueden ser transitadas
hasta una barrera que advierte que son las empresas
petroleras las que deciden hasta qué punto son públi-
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cas las carreteras. Los barrios de altos funcionarios y técnicos de la desaparecida empre-
sa estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) se han convertido en espacios casi
abandonados y reemplazados en sus funciones por faraónicos hoteles al costado de la
Ruta 34. En efecto, en esa carretera, entre las entradas a Mosconi y Tartagal, ciudades
intermedias no turísticas del interior salteño, se erige un enorme edificio hotelero desti-
nado a los nuevos jerarcas de las transnacionales petroleras, que lo habitan temporal-
mente sin familias ni arraigos lugareños. Pero Mosconi también es el lugar donde los vie-
jos logos de YPF fueron reemplazados en diversos espacios por un nuevo símbolo, sos-
tenido y legitimado en la lucha y el esfuerzo colectivo desde 1997: Unión de
Trabajadores Desocupados (UTD).

La localidad de General Mosconi, en la norteña provincia de Salta, cercana a la frontera
con Bolivia, alcanza según el último censo poblacional 16.267 habitantes y abarca la ciu-
dad que lleva ese nombre, las localidades de Campamento Vespucio y Coronel Cornejo,
y una zona aledaña habitada por las comunidades indígenas wichíes, mocovíes, churupí-
es y guaraníes. Está administrada formalmente por una estructura municipal y es la sede
de la UTD, organización generada al calor de los cortes de rutas, movilizaciones y luchas
iniciadas en 1997 (véase Barbetta y Lapegna, 2001; Svampa y Pereyra, 2003).

Hasta la instalación de la Standard Oil fue un espacio destinado a la explotación made-
rera, y luego fue adquiriendo el perfil de las denominadas “economías de enclave” alre-
dedor de empresas extranjeras de carácter extractivo. Con la creación de YPF y los cos-
tosos logros de llevar a manos públicas no sólo la exploración y explotación sino tam-
bién la comercialización del hidrocarburo, el Estado se afianzó como organizador y bene-
ficiario de la actividad. Comenzaba de este modo en Mosconi la producción social del
territorio que hoy sus habitantes recuerdan como los orígenes del lugar. Según las pala-
bras del referente de la UTD con las que comenzamos este artículo, YPF habita el terri-
torio, lo convierte en lugar, es decir, en espacio marcado por los sujetos.

De las narrativas de los actores podemos interpretar que mientras los pozos petroleros, el
ferrocarril, las escuelas, los hospitales y las rutas fueron del Estado-nación a través de su
empresa, el territorio que los contenía era considerado “de todos”: no había nada que dis-
putar más allá de los beneficios que YPF podía otorgar dentro de un claro sistema de desi-
gualdades. Tal sistema, plasmado sobre el espacio a través de barrios (para técnicos y
gerentes, para empleados y obreros, para las comunidades indígenas, etc.), estuvo fuer-
temente jerarquizado, y los indígenas fueron los que, quedando afuera, recibieron algu-
nos beneficios indirectos por la vecindad con poblaciones que gozaban de altos ingresos. 

No obstante este desigualitario mundo “ypefeano” (creado por YPF), ese pasado se añora,
pues el presente es para la mayoría devastador: tanto el espacio social como el territorial

O
SA

L2
86

D
EB

AT
ES

[T
ER

RI
TO

RI
O

S
EN

D
IS

PU
TA

]



están configurados por la exclusión, y la situación general
está agravada por las condiciones laborales e instituciona-
les que ofrece el Estado provincial. Por tales razones, quie-
nes lucharon y generaron la UTD se proponen no sólo la
construcción de un espacio social digno para los desocu-
pados y el resto de la población, sino muchas cosas más:
una nueva institucionalización (lo que el referente Juan C.
Fernández denomina recuperación de Estado) y una recu-
peración territorial. Una reapropiación de sus territorios en
el más amplio significado del concepto. 

Esta complejidad de espacios, tiempos, sujetos, actores
sociales, agentes económicos, y funcionarios políticos
municipales, provinciales y nacionales conforma una de
las experiencias más ricas de la Argentina post noventa.
En este trabajo tomaremos sólo uno de los aspectos cen-
trales, orientado a la recuperación del territorio a través de
emprendimientos generados por la UTD.

De territorios, espacios y lugares

La modernidad fragmentó y nominó los territorios tanto
política como económicamente. El Estado-nación fue la
unidad política privilegiada, que fijó los límites nacionales
–proceso no exento de serios conflictos entre países–
como antes lo habían hecho reyes, emperadores, iglesia,
etc. La pretensión estatal fue homogeneizar espacios y
poblaciones bajo las categorías “territorio nacional” y “ciu-
dadanos estatales”. Por otro lado, el capitalismo “moder-
nizante” jerarquiza y segrega el espacio; dividido, enfrenta
unos a otros (campo-ciudad, por ejemplo); los vuelve
antagónicos; avanza, desgarrando el espacio geográfico
(Zibechi, 2003).

Pero el territorio es mucho más que todo esto. El territo-
rio contiene procesos. Son los hombres/mujeres quienes
fijan territorialidades, marcan, transforman esos espacios
en lugares (Tuan, 1997). Para los sociólogos, entre el terri-
torio y el sujeto está el lugar, marcado por el
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hombre/mujer pero que, a su vez, les deja a estos marcas primordiales. Por eso, a pesar
de los intentos homogeneizadores de la modernidad, los territorios y lugares expresan
múltiples marcas que también pueden leerse en clave de desigualdades y exclusiones.
El territorio, muchas veces identificado como “naturaleza”, en nuestra concepción inclu-
ye de entrada al hombre/mujer, pero, como sostiene Morin (2003), de un modo que
lo distingue del resto de sus componentes: puede reflexionar acerca de esta relación,
genera una cultura, y actúa en consecuencia. El “territorio-naturaleza” dentro del capita-
lismo se convierte en “recursos naturales” y pasa a ser expropiable, degradable, mer-
cantilizable. Transformado en “recursos”, nos dice Sousa Santos (2003), puede ser explo-
tado hasta la extenuación. El hombre y la sociedad quedan separados de la naturaleza,
y esta segregación no permite formular ni equilibrios ni límites.

En este escenario conceptual, Mosconi es un lugar conectado profundamente con la
experiencia, marcado por los mundos de vidas de quienes lo habitaron y habitan.
Podemos decir que es un lugar practicado (de Certeau, 1979) que habilita para la com-
prensión de los diversos sentidos que los sujetos generan sobre el territorio. Permite
reconstruir procesos de apropiación y desapropiación, de integración y exclusión. Las
narrativas de los sujetos son insumos privilegiados que muestran los entrecruzamientos
de culturas, de paradigmas, de tiempos y de modos de percibir el entorno, la relación
con los otros y la relación con el territorio.

Como muchas ciudades intermedias del interior del país, Mosconi se generó alrede-
dor de actividades económicas primarias, en este caso extractivas: primero la madera
y luego el petróleo, teniendo como encuadre departamental a General San Martín,
actualmente tercer productor provincial de soja3. La importancia del rico subsuelo
habilitó tempranamente una conciencia territorial en los habitantes, la experiencia
práctica de conocer acerca de los pozos petrolíferos. A diferencia de otras ciudades
intermedias del interior, la actividad agrícola no formó parte del acervo cultural o labo-
ral de la región (véase Giarracca et al., 2003). Los habitantes de Mosconi, Vespucio y
Cornejo buscaron siempre salidas laborales alrededor de la actividad petrolera y los
servicios ligados a ella, mientras que las poblaciones aborígenes, como todas las del
Gran Chaco, han tenido tradición de pescadores y recolectores y desarrollaron una rica
actividad artesanal textil.

Hoy, cuando la mayoría de los habitantes siente arrebatado su territorio, la UTD aborda
desde actividades productivas y culturales su recuperación. Y paradójicamente la agríco-
la se convirtió en una herramienta de primer nivel, no sólo por el asentamiento que pro-
duce sobre las tierras (municipales u otorgadas en comodato por algún privado) sino
por representar una herramienta de primer nivel en la estrategia de la autogestión, de la
reproducción material de la vida. 
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De las rutas a los emprendimientos

Con el primer corte de ruta en 1997 comienzan a aparecer los primeros “Planes
Trabajar”4, gestionados por el municipio y con una duración de entre tres y seis meses.
En los sucesivos cortes realizados los pobladores de Gral. Mosconi fueron consiguiendo
más subsidios, hasta que en 1999 es la organización de los desocupados la que comien-
za a gestionar una porción considerable de ellos. De este modo, por un lado se rompe
el manejo “clientelar” de la
municipalidad y los parti-
dos políticos tradicionales,
y por otro se habilita para
que sea la propia organiza-
ción la que decida qué tra-
bajos realizar a partir de
esos ingresos. Se comien-
zan a sumar a los trabajos
comunitarios (limpieza de
plazas, barridos de calles,
asistencia en comedores,
etc.) proyectos de amplia-
ción y refacción de escue-
las y centros de salud,
construcción de paradas de
ómnibus, salones para las
sociedades de fomento de
los distintos barrios5. Y se inicia también el armado de otro tipo de emprendimientos
comunitarios de carácter productivo: las huertas y las ladrilleras. Se produce de este
modo el pasaje de la etapa de trabajo de servicios comunitarios al productivo. La pro-
ducción de las huertas siempre se destinó al consumo de los integrantes del equipo de
trabajo, y en muchos casos también a comedores, escuelas u hospitales. Lo mismo ocu-
rre con las ladrilleras: lo producido se utiliza para las necesidades de quienes allí traba-
jan y para los trabajos comunitarios de la UTD, y sólo esporádicamente se vende en el
mercado local. En la actualidad se intenta ampliar la producción para poder comerciali-
zar en los mercados de la zona. 

En los comienzos, los insumos y herramientas necesarios para el trabajo comunitario y
para los incipientes proyectos productivos fueron obtenidos por medio de lo que los
pobladores de Mosconi denominan “cortes de acceso” (bloqueos a las entradas de las
empresas petroleras multinacionales) para demandar dichos materiales y puestos de tra-
bajo “genuino” (es decir, la restitución de relación salarial). En la actualidad, también reci-
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ben subsidios del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación y han conseguido maqui-
narias y vehículos para contar con un equipamiento adecuado para el desarrollo de los
proyectos productivos6.

De este modo se entrelazan las metodologías de lucha y el desarrollo de proyectos pro-
ductivos y comunitarios. Este tipo de construcción organizativa les dio una gran legitimi-
dad en el seno de la localidad: los vecinos de Mosconi ven los resultados de los cortes
de ruta y de acceso, y se benefician con ellos. Las “marcas” del trabajo de la UTD son
estas tres letras, como YPF, y en un formato que rememora la vieja empresa. Ese logo
se puede observar en todo Mosconi: paradas de ómnibus, salas de salud municipales,
sociedades de fomento, comunidades aborígenes, e incluso en la sede de una universi-
dad generada por propia iniciativa. A partir de estos proyectos, la UTD recupera aquellos
espacios abandonados por el Estado y el trabajo se torna “social” más allá de las fami-
lias que integran la organización. Sus emprendimientos están expandidos, son para
todos, y van convirtiendo el espacio en un lugar practicado.

En efecto, el trabajo cotidiano, el cuidado de los lugares públicos y el armado de los pro-
yectos comunitarios reconfiguran el espacio y las asimétricas relaciones sociales que la
privatización y el resto de las políticas neoliberales acentuaron. Hoy, en el seno de la
UTD, conviven y se articulan desocupados estructurales, ex “ypefeanos”, aborígenes,
estudiantes universitarios y terciarios, jóvenes desocupados sin trayectorias laborales for-
males, mujeres (que hoy son quienes –con el plan y el proyecto productivo– sostienen
el hogar): todos en la búsqueda colectiva de salidas dignas para la reproducción mate-
rial de la vida. 

Se recupera, en palabras de ellos, la cultura del trabajo, y a través de la actividad huma-
na (productiva o de servicios para todos) se propone reconfigurar espacios físicos, socia-
les y culturales. El modelo organizativo a veces es propio, creado e imaginado por ellos
para estos nuevos tiempos, pero en otros momentos se lo piensa dentro del paradigma
de la ex YPF. Juan Carlos “Gipi” Fernández, responsable de la Oficina Técnica y referen-
te de la UTD, nos decía: “yo pienso que lo que se está formando acá es lo de las fábri-
cas de antes. Entonces yo a esto lo llamo ‘recuperación de Estado’, porque estás recu-
perando la familia, estás recuperando lo que es una fábrica de antes. Recuperar las per-
sonas que están fuera del sistema”.

Pero estos principales referentes saben que la vuelta a la época de YPF es imposible y
plantean otras formas de organización y trabajo. Continúa Fernández: “[pensamos] que
no sea lo clásico de una empresa, sino que sea bien regional y que pueda ser bien regio-
nal con una capitalización hacia fuera, que sea decidido por todos los actores que com-
ponen cada emprendimiento, para que no sea una persona que decida y los joda [per-
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judique] a ellos. [...] Este trabajo es más genuino que el de las empresas [...], con un suel-
do que ganás menos, pero que no define nadie por vos, que lo define la misma gente...
ellos mismos piensan, o sea el grupo de gente que trabaja en el emprendimiento, que
piense por sí mismo y sepa desarrollarse”. 

En esta segunda parte de la entrevista se expresa una modalidad de recuperación dife-
rente a la de los viejos tiempos: ya no es la organización fabril vertical y desigual, sino
modos donde el trabajo es más igualitario y con un fuerte componente autogestivo de
la producción y de la organización social.

Las marcas territoriales de los proyectos

“Ahora con los proyectos que salen, pensamos que se van a armar con
una parte administrativa fuerte, donde la gente sepa lo que tiene, que lo

decidan ellos también, y que no decida uno en cierta forma por ellos,
sino que también decidan en el armado de todo esto, donde va a haber
una supervisión, donde el desarrollo de cada uno sea acompañado con
cada emprendimiento, como se dice, uno enganchado con el otro, ¿no?

Y hay cosas de no creer, pero es casi seguro que lo que es la parte
maderera va a articularse con la parte agrícola-ganadera, la parte agrí-

cola-ganadera se va a fortalecer con lo que es la parte de fábrica de
ropa, lo que es fábrica de ropa se va a fortalecer con lo que es el basu-

rero ecológico. Entonces hemos sacado maquinarias básicas para que el
desarrollo general sea potenciado para la gente” 

Juan Carlos “Gipi” Fernández
UTD, Mosconi

En la actualidad la UTD presenta una gama muy variada de proyectos productivos. A las
huertas comunitarias, un gran emprendimiento agrícola, y las ladrilleras, se suman: un
basurero ecológico donde se recicla vidrio, plástico y se planea generar abono orgánico
para las huertas; un taller de herrería y soldadura (donde además se realizan cursos de
capacitación); una clasificadora de porotos que hace el trabajo para una empresa de la
zona; un aserradero portátil que aprovecha la madera que se genera con los desmontes
(que de no ser utilizada por la UTD sería quemada por los dueños de los campos); y varios
talleres de costura artesanal que, con las nuevas maquinarias recibidas, se articularán con
las necesidades del resto de los emprendimientos y fabricarán ropa para el mercado.

Un párrafo aparte amerita el proyecto de las 350 ha a pocos kilómetros de Mosconi. Son
tierras otorgadas por el municipio a la organización en comodato (contrato de utilización
por un tiempo determinado), donde actualmente los “emprendedores” están llevando a
cabo trabajos de cercado y limpieza. Es un proyecto agrícolo-ganadero muy ambicioso:
alrededor de treinta pequeños productores están iniciando diferentes producciones
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como la horticultura, frutales, criadero de chanchos, galli-
nas y gansos. Asimismo se destina un espacio común
para la siembra de porotos, soja y maíz orgánicos, orien-
tados al mercado externo.

En la articulación de estos emprendimientos se ponen
en acto estos nuevos modos de organizar las actividades
económicas, de plasmarlas sobre el territorio, de gene-
rarlas desde creativas relaciones sociales u otras más
conocidas, como las cooperativas. Las iniciativas se entre-
lazan por dos instancias: la coordinación técnica y admi-
nistrativa, y otra logística, ambas a cargo de la organiza-
ción. En el primer nivel, la administración de los empren-
dimientos está centralizada por las oficinas de gestión de
la UTD y supervisada por los propios integrantes de los
distintos proyectos. En el segundo nivel, la organización
propone un uso coordinado y cooperativo del equipa-
miento7. Esta articulación logística se complementa con
los procesos de trabajo: el abono orgánico del basurero
se destina a las huertas; las reparaciones de herramien-
tas se realizan desde el taller de herrería y soldadura;
etcétera. La comercialización en estos complejos econó-
micos regionales se planea también en forma coordina-
da, ya sea en el nivel de los mercados locales, regiona-
les, nacionales o internacionales.

En relación con la recuperación territorial, un reciente
emprendimiento de construcción cooperativa de vivienda
se muestra en sus narrativas como una herramienta de
primer nivel. En efecto, se está planificando la construc-
ción de 320 viviendas que se distribuyen entre las locali-
dades de Mosconi, Vespucio y Cornejo, pero también
incluyen a comunidades aborígenes y pueblos alejados
ubicados en las montañas y yungas lindantes con Bolivia.
El referente de la UTD lo articula de este modo con el
complejo regional: “Yo pienso que la vivienda, la obra
pública, va a ayudar en ese sistema [...]. Estamos hablan-
do que no es sólo la UTD. O sea que estamos hablando
de quién se va a beneficiar con viviendas, quién se va a
beneficiar con 320 puestos de trabajo. Y en todo lo que
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estoy diciendo está incluida la gente, [en la] frontera con Bolivia... son lugares de arriba
de la frontera... ¿Quiénes se van a favorecer?: la comunidad indígena que nunca tuvo
vivienda. ¿Quién se va a favorecer?: el barrio Milagro, el barrio Cruces, en donde hay una
petrolera y en donde están tapados con lonas, con carpas. Entonces el tener mejor hábi-
tat nos va a ir cambiando y nos va a dar la posibilidad a nosotros que les otorguemos
fortalecimiento” (Juan Carlos “Gipi” Fernández, UTD, Mosconi, entrevista).

Además de una reconfiguración de la vida, estos proyectos expresan una apuesta terri-
torial de la UTD. Las marcas de la organización reorganizan el territorio a partir de la pro-
ducción autogestionada. Se recuperan espacios abandonados por YPF y el Estado, y se
ocupan otros más allá de donde se encuentran las empresas petroleras que rodean
Mosconi: fuertes agentes económicos que también disputan la apropiación del territorio
público a través de barreras, seguridad privada, control policíaco. Es otro modo de dis-
putarlo, violentando la cotidianeidad de la región. En los lejanos espacios, la UTD cons-
truye escuelas y viviendas al viejo estilo de habitar los territorios de frontera. 

Reflexiones finales

La territorialidad en Mosconi se va fijando a partir de múltiples intervenciones de la UTD:
en el terreno comunitario y cultural, en áreas productivas, en áreas de servicios. Pero
también está la ruta como un lugar simbólico y a la vez concreto desde donde la orga-
nización comenzó estos procesos. Como vimos en este trabajo, esta recuperación abar-
ca más allá de la ciudad de Mosconi: incluye pueblos aledaños, comunidades aboríge-
nes alejadas, campos y poblados; territorios recuperados por sus propios habitantes
mediante el trabajo autogestionario, pero también en la disputa cotidiana con las gran-
des empresas petroleras y sojeras.

Los proyectos productivos pueden ser comprendidos como meras estrategias de sobre-
vivencia, ya que muchas organizaciones de desocupados otorgan señales para pensar-
los así: el objetivo final es volver a la fábrica y poner nuevamente el capitalismo indus-
trial en funcionamiento. No es un pensamiento ajeno a la UTD; la búsqueda de “traba-
jo genuino” se basa en esta concepción. Después de todo, las empresas petroleras no
cerraron (como las fábricas en el Gran Buenos Aires), y sus ganancias se saben extraor-
dinarias por los precios internacionales del petróleo; trabajar para ellas soluciona la vida
(por lo menos unas pocas vidas). Pero en Mosconi esta posibilidad coexiste en tensión
con otra que a nuestro entender pretende ligar con mayor creatividad la práctica política
cotidiana de la organización con un nuevo modo de pensar la economía. Liga, como en
los viejos tiempos de pensamientos emancipadores, política y economía. Intenta, desde
los mismos sujetos, generar una economía como “si la gente importara” (Schumacher,
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1974). Y esta nueva prácti-
ca “político-económica” te-
rritorializa, apropia territorio,
lo marca y desencadena
procesos autonómicos. 

Los principales referentes
de la UTD problematizan
las consecuencias del siste-
ma de explotación petrole-
ra en el medio ambiente y
en la salud. Tienen una
actitud crítica frente a los
desmontes8 (aunque con
un agudo sentido pragmáti-
co hagan uso de las made-
ras), y conocen perfecta-

mente las consecuencias del modelo productivista sojero que sus “vecinos”, los grandes
inversores, ponen en funcionamiento a su alrededor. Estas nuevas reflexiones les per-
miten encuentros con otras organizaciones ligadas al medio ambiente, a los mundos
campesinos que sufren el modelo sojero, a las organizaciones bolivianas portadoras de
cosmovisiones indígenas integradoras de la naturaleza.

Los avances en sus proyectos productivos los orientan a imaginar una serie de activida-
des articuladas y capaces de generar ingresos. No escatiman integrarse a mercados loca-
les, nacionales e internacionales. Por lo menos en el nivel de los principales referentes,
todos esos espacios comerciales se hacen presentes a través de los mercados del sofis-
ticado complejo económico en gestación. Pero esos espacios, marcados por la econo-
mía de mercado, llegarán tan lejos como las iniciativas permitan9 en tanto el proceso pro-
ductivo de ejecución cotidiana los remite a un territorio delimitado. Allí es donde se les
presenta el desafío de articular las actividades económicas con la acción política. Los
principales referentes descartan, por ahora, asumir funciones de gobierno municipal, y
tampoco toman la política partidaria como una posibilidad. En tal sentido, la UTD es una
organización flexible que acoge a peronistas, radicales, gente de partidos de izquierda y
apartidarios. No es por esos meandros donde intentan encontrar el sentido político de
sus luchas. No obstante, hay un claro sentido político que se expresa desde aquellos ini-
cios en la ruta, y que coexiste en tensión con la necesidad de resolver los problemas de
reproducción inmediatos de la población. Entendemos por sentido político la voluntad
de intervenir en disrupción en lazos que generan opresión, desigualdades, miseria y
depredación del medio ambiente. Y orillando estos significados, la UTD otorga un pro-
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fundo sentido transformador a su presencia en estos territorios y lugares. Está constru-
yendo, en las peores condiciones estructurales e institucionales10, un campo de experi-
mentación (Sousa Santos, 2000) donde se entrecruzan las rupturas con viejos discur-
sos en relación con los modos de organización11, con las formas de producción y con las
jerarquizaciones de género, étnicas y sociales. Y, a nuestro juicio, por estos senderos el
campo de experimentación se fortifica y nos sorprende. 

Bibliografía

Barbetta, P. y Lapegna, P. 2001 “Cuando la protesta toma forma: los cortes de ruta en el
norte salteño” en Giarracca, N. y colaboradores La protesta social en la Argentina (Buenos
Aires: Alianza).

De Certeau, Michel 1979 La invención de lo cotidiano (México: Universidad
Iberoamericana).

Giarracca, N. et al. 2003 Territorios y lugares (Buenos Aires: La Colmena).

Morin Edgar 2003 El Método: la humanidad de la humanidad, la identidad humana
(Madrid: Cátedra). 

Schumacher, E. F. 1974 Small is beautiful (Londres: Abacus).

Sousa Santos, Boaventura de 2000 A crítica da razao indolente: contra o desperdício da
experiêmcia. Para un novo senso comun. A ciência, o dereito e a política na transiçao
paradigmática (São Paulo: Cortez).

Sousa Santos, Boaventura de 2003 La caída del angelus novus: ensayos para una nueva
teoría social y una nueva práctica política (Bogotá: ILSA).

Svampa, M. y Pereyra, S. 2003 Entre la ruta y el barrio. La experiencia de las organiza-
ciones piqueteras (Buenos Aires: Biblos).

Tuan, Yi-Fu 1997 Space and place (Minneapolis: University of Minnesota Press).

Zibechi, Raúl 2003 Genealogía de la revuelta (Buenos Aires: Nordan Comunidad/Letra Libre).

Otras fuentes

Censo Nacional Agropecuario (CNA) INDEC 2002.

Censo Nacional de Población (CNA) INDEC 2001.

Entrevistas de campo, agosto de 2004 y marzo de 2005.

Notas

1 Este artículo se basa en investigaciones desarrolladas con financiación de FONCYT y UBA.
Los autores agradecen a la UTD y a los pobladores de Mosconi la predisposición para que
este trabajo se lleve a cabo.
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2 Dice Santos: “La desigualdad y la exclusión son dos sistemas de pertenencia jerarquiza-
da. En el sistema de desigualdad la pertenencia se da por integración subordinada, mien-
tras que en el de exclusión la pertinencia se da por exclusión… se pertenece por la forma
como se es excluido. Quien está abajo está afuera” (2003: 125).

3 De las 90.602 ha implantadas del Dto. General San Martín, 30.380 corresponden a ole-
aginosas, es decir, soja. Se convierte así en el tercer departamento sojero de la provincia
de Salta (CNA, 2002).

4 Los “Planes Trabajar” fueron una herramienta de las políticas sociales neoliberales para
paliar el creciente proceso de desocupación desde mediados de los noventa. Ahora pre-
dominan los denominados “Planes Jefas y Jefes de Hogar Desocupados” con un subsidio
de 150 pesos (alrededor de 50 dólares).

5 De hecho, los trabajos comunitarios se ampliaron de múltiples formas en beneficio de
la comunidad de Mosconi y fueron una gran marca de legitimidad de la UTD, frente a la
casi inactiva municipalidad local. Además de lo detallado, la UTD también pintaba y refac-
cionaba casas, cambiaba ranchos por casas de material, desmalezaba terrenos, e incluso
mantenía en buen estado el cementerio.

6 Nos parece importante resaltar que la UTD fue una de las primeras organizaciones de
desocupados en plantearse la realización de proyectos productivos propios, autogestiona-
dos, como una salida “digna” al problema de la desocupación, bastante antes de que estos
proyectos fueran asimilados por políticas de asistencia gubernamental. Esta puesta en prác-
tica de proyectos productivos tuvo, a partir de esta experiencia, una notoria influencia en
distintas organizaciones de desocupados del resto del país.

7 Se trata de un tractor de 120 HP, una rastra, un camión, aserraderos portátiles y diver-
sas herramientas para huertas, conseguidos a través de subsidios nacionales.

8 Greenpeace viene denunciando el proceso de desmontes de la provincia de Salta, cuyo
propósito último es la expansión de la frontera agrícola para aprovechar los precios inter-
nacionales de la soja.

9 Es interesante en este punto recordar que otra organización de desocupados, el MTD-
La Matanza, por medio de un acuerdo con un exitoso empresario del diseño, coloca guar-
dapolvos de trabajo en el exterior: Nueva York, Tokio, etcétera.

10 Los principales referentes, y muchos jóvenes y mujeres, están con procesos judiciales
que los limitan, por ejemplo, en la movilidad, en cualquier transacción comercial, etcétera.

11 Es interesante observar que en Mosconi sólo se llevan a cabo asambleas cuando están
en cortes de rutas, es decir, en el momento de la acción directa. Tampoco se decide ver-
ticalmente, y allí es donde radica la novedad: existen fuertes consensos generados, más
que en reuniones, en la cotidianidad. En esos “espacios-tiempos” difíciles de registrar para
los que no pertenecemos a la organización.
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Sarjam
[Vocablo en lengua aymara 
que significa ándate]

Jorge A. Sainz Cardona*

Hoy más que nunca asistimos a la práctica de la ciudad
como socio-espacio, es decir, al reconocimiento del ser
humano como un ser espacial; o, como lo plantea José
Luis Cuervo, “a la espacialidad como una categoría
esencial del ser” (Cuervo y González, 1997: 85).

En la actualidad es necesario introducirnos en la estructu-
ra elemental del espacio avanzando más allá de la repre-
sentación euclidiana, en la que priman la neutralidad y
homogeneidad del mismo. Es en esta perspectiva que
planteamos analizar la múltiple configuración espacial que
sucede en El Alto de La Paz. La representación de la orga-
nización territorial del espacio en El Alto se mantiene en
base a conceptos del modernismo y se superpone con la
configuración imaginaria del espacio andino a través de
los siguientes cuatro conceptos. 

El Jatha, unidad tetraléctica andina que dinamiza cuatro
ordenamientos: territorial, producción-económica, cultu-
ral-ritual y socio-político. El Ayllu, comunidad o sistema
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organizativo multisectorial y multifacético, que siendo un espacio territorial unitario se
desdobla en dos parcialidades. El Marka, o territorio del pueblo. Y el Suyu, región andi-
na o forma de organización territorial a través de espacio cordillerano. “La falta de uno o
más de estos elementos es la desarmonía de los factores del ayllu o el vivir mal en sufri-
miento y pobreza como está ocurriendo actualmente” (Yampara, 2001: 72).

Asimismo, esta configuración espacial contiene también una cultura que se reclama
“estado” y que resistió por siglos a ser dominada. Como lo señala Xavier Albo, “el ayma-
ra es un pueblo que no acepta ser reducido a una simple categoría socio económica
como campesino, ni socio étnica como indio. Un pueblo que se esfuerza para reencon-
trar su propia identidad, su propia expresión cultural, su profundidad histórica. Un pue-
blo que es testimonio privilegiado de la originalidad con que en los andes el hombre se
organizó y aprendió a convivir con la naturaleza y de que los andes esperan aportar aún
sus experiencias únicas a nuestro continente” (Albo, 1988: 34).

Esta realidad exige que nos apropiemos de categorías de análisis como la que plantea
Henri Lefebvre cuando considera “el espacio como un elemento esencial de la vida
social” (Lefebvre, 1981). Asimismo participamos de las contradicciones que se produ-
cen en este espacio o, para decirlo más claramente, de la expresión espacial de las con-
tradicciones sociales. En este sentido es que podemos afirmar que el espacio deja de
ser un “lugar de libre mercado” para ser un “lugar de luchas sociales”. 

El reconocimiento del otro y su otredad

En Bolivia, y en la ciudad de El Alto en particular, la relación con el “otro”, distinto de sí
mismo, ha sido una relación histórica de constante negación. Este hecho nació con la
conquista, mutó y se prolongó de distinta manera con la República y con las distintas
fases históricas que vivieron las sociedades latinoamericanas.

“La negación del otro tiene varias facetas. Por un lado las élites diferencian al otro

de sí mismas y, en seguida, lo desvalorizan; proyectándolo como inferior: mujer,

indio, negro, mestizo, marginal, urbano, campesino, etcétera. Por otro lado, el otro

puede ser también el extranjero, percibido como amenazador de la propia identi-

dad `desde afuera´. Paradójicamente, las élites, si bien han negado al otro, también

se han identificado con él de manera acrítica y emuladora, especialmente si ese

otro es europeo o norteamericano” (Calderón y Lechner, 1998: 72).

El habitante de la ciudad de El Alto sufre una pérdida de su identidad; sin embargo lucha
con una visión crítica apoyado en los distintos movimientos culturales que se manifies-
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tan en su socio-espacio. La cultura de la negación de la diferencia se constituye en un
límite a la otredad y por ende a la democracia en América Latina y en Bolivia en parti-
cular, pues impide el reconocimiento de otros sujetos, sus comunidades y consecuen-
tes reivindicaciones. Es en este sentido que se producen enfrentamientos totales y
genuinos a la razón modernizante vigente.

En este contexto, la población de El Alto enfrenta las imposiciones del pensamiento de
la modernidad, hoy en crisis, reclamando la identidad cultural propios de la región de La
Paz y El Alto, como condición básica para superar la cultura de la negación del otro.

Nuevas orientaciones colectivas

Las nuevas prácticas colectivas en las ciudades de Bolivia vienen de la capacidad de los
actores políticos y socio-culturales para impulsar críticamente una transformación que
vincule democracia con modernización, que es crucial, como lo es también la fuerza de
la cultura y la subjetividad que pueda movilizar a las comunidades que viven en El Alto. 
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En este sentido, conjuntamente con los procesos de dife-
renciación y transformación del perfil económico y políti-
co de la región, se vienen operando una serie de cambios
en el comportamiento de los actores y en la subjetividad
de las sociedades. Así es posible visualizar la gestación de
una nueva subjetividad vinculada a nuevos comporta-
mientos socio-culturales emergentes.

Se trata de nuevas prácticas colectivas asociadas tanto con
los procesos de descomposición y segmentación social
producidos por la crisis económica y la fase histórica ante-
rior, como con los cambios suscitados por la moderniza-
ción a escala nacional, regional e internacional. Se trata de
movimientos con una fuerte carga monádica, cuyos prin-
cipales rasgos están fuertemente asociados a la produc-
ción de nuevos valores e identidades culturales, centrados
más en la sociabilidad y en la cotidianeidad que en el
acceso al poder político, y a menudo vinculados a la resis-
tencia a los procesos de empobrecimiento social pero
también a los cambios de la sociedad moderna.

Sin embargo es fundamental reconocer que son prácticas
y valores por lo general restringidos, que no alcanzan a
oponerse a la lógica del poder y de la modernización, qui-
zás tan sólo logran convivir con ella.

Pero lo paradójico y paradigmático en la actualidad es que
los movimientos socio-espaciales que se producen en El
Alto, con una fuerte reivindicación socioeconómica, han
gestado y logrado un control popular centrado en la lucha
por los recursos naturales, focalizándose particularmente
en la “Guerra del Gas” que se expresa en el debate nacio-
nal actual.

Transformaciones socio-político-espaciales

La representación de los fenómenos socio-político-espa-
ciales se manifiesta de manera genuina en los mapas. “Un
mapa cumple no sólo funciones de representación de la
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realidad, sino también de orientación. Usamos los mapas como ‘guía de viaje’: ¿dónde
estamos?, ¿adónde vamos? El trayecto nos remite a la noción de tiempo. Podemos acer-
carnos a la dimensión temporal de la socio-política mediante dos tensiones. Por un lado,
el tiempo socio-político se mueve en la tensión entre cambio y continuidad. En la socie-
dad moderna, volcada al futuro, la política representa la construcción del mañana. Hacer
el futuro es hacer algo nuevo; en consecuencia, la política tiende a ser identificada con
la innovación. Simultáneamente empero, la política ha de crear continuidad. Sólo la dura-
ción garantiza en definitiva la fuerza normativa del orden. Mientras que la política se
apoya en relaciones livianas y volátiles (reconocimiento, lealtad, confianza), se espera de
ella una constancia sólida. Ella ha de asegurar la persistencia y proyección de la comu-
nidad más allá del aquí y el ahora. El difícil equilibrio entre innovación y duración se
muestra en las incertidumbres de la democracia” (Calderón y Lechner, 1998: 59).

Por otro lado, la política se encuentra tensionada por la formulación de objetivos socia-
les y la situación de contingencia en que se toman las decisiones. De hecho, un aspec-
to sobresaliente de la política es la elaboración de metas que se fija una sociedad.

Sobre este trasfondo resalta el actual redimensionamiento del tiempo y su manejo polí-
tico-socio-espacial. Un rasgo sobresaliente es la aceleración del tiempo. Basta pensar
en la nueva revolución tecnológica, especialmente de la informática, para advertir el
trastocamiento de nuestra dimensión temporal. La vida social adquiere una velocidad
cada vez mayor, que descompone la estructura temporal que nos era familiar. Se debi-
lita el concatenamiento del pasado, presente y futuro mediante el cual estructuramos
el tiempo. Se va perdiendo la perspectiva histórica. Tanto el pasado como el futuro se
desvanecen. El pasado retrocede a visiones míticas, citas lúdicas y evocaciones emo-
cionales; sigue teniendo efectos de actualidad, pero ya no está disponible como expe-
riencia práctica. La memoria todavía nutre a las identidades colectivas, pero no logra
otorgarles un sentido actualizado. Paralelamente, también el futuro se diluye. Simple
proyección del estado de cosas, el devenir pierde relieve y profundidad; es un aconte-
cer plano. Sigue habiendo “tiempos nuevos”, por supuesto, pero la dificultad para pen-
sar lo nuevo, el rumbo y el sentido de los cambios en curso, parece poner en duda la
noción misma de futuro. Cuando el pasado y el futuro se volatilizan, no queda sino el
presente; un presente omnipresente.

Las dificultades que enfrenta el manejo socio-político-espacial del tiempo nos remiten a
un desafío mayor: el problema de la conducción política. En la medida en que la políti-
ca ya no elabora un horizonte de futuro capaz de encauzar la aceleración y diferencia-
ción de la temporalidad, ¿cuál es la capacidad de conducir los procesos socio-espacia-
les? Aquí radica, a mi entender, un aspecto decisivo de la erosión de los códigos inter-
pretativos. La conducción política consiste, en buena parte, precisamente en ofrecer
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“mapas” que permitan orientarse de cara a las encrucijadas y elecciones que plantea el
desarrollo social. El debilitamiento de la conducción política equivale a una pérdida de
perspectiva. Sin perspectiva se pierden las proporciones y prioridades. El orden se con-
trae al aquí y al ahora. Quizás el pragmatismo actual, por meritorio que sea, no sería sino
la cara oculta del deterioro de la conducción política.

La reconstitución de los mapas

Los fenómenos y procesos antes mencionados plantean observar una superposición
que llamamos confin multiplicitas homotópica para poder realizar una correcta lectura
socio-político-espacial tomando en cuenta las características del mundo andino, que van
más allá de los conceptos euclidianos y político-cartesianos. Al mismo tiempo detecta-
mos una superposición no sólo en las autoridades departamentales, urbanas y provin-
ciales, sino también en las comunidades “ayllus”, que en algunos casos ni siquiera están
registradas en la cartografía de nuestro país.

Estamos ante una organización general del espacio. Por un lado, los procesos de mun-
dialización socavan el ordenamiento tradicional del espacio geográfico. Por el otro, tam-

O
SA

L3
02

D
EB

AT
ES

[S
AR

JA
M

]

© Sebastián Hacher



bién cambia el espacio social a raíz de los procesos de diferenciación funcional que, den-
tro de cada sociedad, provocan una mayor atomización de los distintos “subsistemas”.

Se hace entonces necesario revisar los efectos que tiene el rendimiento del territorio
geográfico y del campo social y político para una reconstitución del espacio.

En primer lugar, la redefinición de las escalas. Hasta ahora, la política operaba primor-
dialmente en escala nacional. En años recientes el doble proceso de globalización y de
descentralización ha ido conformando un entramado global-local que desgarra el marco
nacional de la política. En segundo lugar, llama la atención la reestructuración de los lími-
tes. Por un lado, las fronteras se vuelven más tenues y porosas. Los flujos de migración,
la rápida circulación de los climas culturales, la uniformidad relativa de modas y estilos
de consumo, todo ello rompe viejas barreras. Por el otro, la globalización conlleva pro-
cesos de segmentación entre regiones y, ante todo, dentro de cada país. Un tercer ele-
mento de cambio reside en la alteración de las distancias. En una época en que todo lo
establecido entra en movimiento y se colapsan los puntos de referencia, las distancias
se trastocan y son difíciles de fijar en un mapa.

Los tres rasgos, por superficiales que sean, insinúan una deconstrucción del espacio.
Aunque las tendencias descriptas sean demasiado contradictorias para precisar la direc-
ción de los cambios y circunscribir el espacio emergente, ponen en evidencia la insufi-
ciencia de los mapas en uso.

La reformulación de las coordenadas del espacio político implica al menos tres elemen-
tos. Un cambio fundamental consiste en el redimensionamiento de las escalas.
Actualmente, predominan mapas de escala grande que informan minuciosamente sobre
los diversos elementos en juego, lo cual permite identificar los detalles. Sin embargo,
este tipo de mapas produce una “sobre información”. Un exceso de variable impide rele-
var los puntos significativos y establecer estrategias de mediano y largo plazo. Nos hacen
falta mapas de escala pequeña, capaces de ofrecer una visión del mundo. Estos son más
útiles para abarcar una realidad más y más global, trazar relaciones entre múltiples nive-
les y articular así dinámicas de mayor alcance; a este proceso lo llamamos justamente
“confín multiplicitas homo tópica”.

Un segundo factor de reconstitución radica en la simbolización. Los mapas operan como
representaciones simbólicas de la realidad que son patrimonio del mundo andino en gene-
ral y de El Alto en particular. Por medio de ellas damos cuenta de “lo real” y “lo posible”.
Este universo simbólico ha sido trastocado por las transformaciones en marcha. El debili-
tamiento del Estado como representación máxima de la vida en sociedad refleja de la
manera más visible esa erosión general de los símbolos colectivos. Es mediante ellos que
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se despliega, de modo crucial, la pugna acerca del sentido de la democracia y de una polí-
tica democrática. En la medida en que el orden democrático carece de espesor simbólico,
los lazos de pertenencia e identificación con la democracia serán débiles. La reconstitución
de nuestros mapas supone devolver densidad simbólica a la democracia en tanto orden
colectivo; tal como se practica en el mundo andino a través de “thaki: democracia en el
ayllu, que es el referente histórico más importante y legitimador de la lucha anticolonial de
los ayllus y comunidades indígenas contemporáneas” (Quispe, 2002: XII).

Todo mapeo descansa sobre una proyección del espacio a partir de un eje central, trabaja
sobre una estructura centro-periferia que, para bien y para mal, destaca algunos puntos y
margina otros. Hoy en día el enfoque habitual basado en la centralidad de la política está
en entredicho. Cuando el cuestionamiento del marco nacional y el colapso del sistema
bipolar se entrecruzan con los procesos de globalización, de fragmentación y de resisten-
cia, no sólo estamos desconcertados a propósito del lugar de la política sino que tampoco
sabemos bien cuáles son sus temas centrales. Las posiciones políticas parecen un collage
en que distintos elementos y tendencias se yuxtaponen en variadas y precarias configura-
ciones caleidoscópicas. Así se destruye cualquier estrategia mínimamente consistente y
duradera. Con el fin de establecer la calculabilidad política se requiere entonces elaborar
una perspectiva capaz de discernir y jerarquizar asuntos de interés prioritario. Ello nos con-
duce a la dimensión espacio-temporal Pacha (concepto aymara que engloba tiempo, espa-
cio y totalidad) que es la filosofía central del mundo andino, cuya práctica y representación
se manifiesta de manera sorprendente en la ciudad de El Alto de La Paz.
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La actualización de nuestras coordenadas de tiempo y espacio remite fundamental-
mente a la noción de futuro. Según vimos, la aceleración del tiempo ha socavado nues-
tras imágenes del mañana (para no hablar del pasado mañana). Sin horizonte, lo exis-
tente se confunde con lo necesario e inhibe la producción de alternativas. Ello explica en
buen grado el “retraso” de la política democrática. Incapaz de elaborar objetivos que tras-
ciendan la inmediatez, la política queda presa de la contingencia: una elección del mal
menor. Un presente omnipresente pone en duda la capacidad conductora de la política,
pero no hace desaparecer la preocupación por el futuro y sigue vigente el anhelo de un
mañana mejor. Este anhelo puede adoptar formas regresivas que algunos llaman diver-
sos tipos de fundamentalismo. Nosotros pensamos que la reconstitución del mundo
andino puede alimentar movimientos antipolíticos, no compatibles con un orden demo-
crático. Pero también puede impulsar el desarrollo de la democracia; para ello necesita-
mos renovar nuestra noción de tiempo y espacio, en particular la perspectiva del futuro. 

Sarjam

El escenario de estas luchas, contradicciones, resistencias socio-espaciales, se patentiza
en El Alto de La Paz. Para poder analizar esta problemática podemos ver la experiencia
de Villa Ingenio y las seis noches de horror y angustia acaecidas en octubre de 2003.

“Villa Ingenio, una comunidad llamada barrio en El Alto de La Paz, pasó a ser parte

del escenario de muerte en El Alto, la misma noche del 11 de octubre, cuando el

ambiente que se vivía era de extrema tensión en toda esa inmensa planicie alti-

plánica. Baleados muertos y heridos en Ballivián Santiago I y Santiago II, después

de que fuerzas combinadas habían abierto el camino a dos carros cisternas de

gasolina que estaban retenidos por la gente como parte del paro cívico vecinal alte-

ño iniciado el 8 de octubre.

En algunas villas se había cortado la luz. Se rumoreaba que el Ejército intentaría

tomar la ciudad por todas sus entradas y principalmente por Senkata (carretera a

Oruro) para abrir paso a los otros carros cisternas que permanecían en el puesto

de abastecimiento de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, YPFB.

A las constantes amenazas con helicópteros sobrevolando las casas mientras la gente

salía a prender fogatas y levantar barricadas, se añadía el acecho de saqueadores a

los negocios de los alteños. Desde distintos puntos, hombres y mujeres reportaban

los sucesos a los medios de comunicación, vía teléfono, minuto a minuto.

Al mismo tiempo, desde el sector de Alto Portada hasta la Ceja –sobre la

Autopista– se apagó el alumbrado público. Ese fue el inicio de la adhesión de los
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vecinos de las laderas paceñas al movimiento alteño. Faltaban 15 minutos para las

23, cuando apareció Mauricio Antezana (ex vocero del Presidente) con un mensa-

je que en lugar de aplacar atizó más la furia de la población.

Cuanto más pasaban las horas el nerviosismo aumentaba y la población no esta-

ba de acuerdo con las declaraciones del vocero presidencial, su único reclamo era

que el presidente renuncie a su mandato. Así fueron transcurriendo las lentas

horas. Mientras en La Paz la gente conciliaba el sueño y algunos chóferes espera-

ban en largas colas la llegada de los cisternas de gasolina, la ciudad de El Alto se

había convertido en un inmenso cabildo de reuniones a cada tres esquinas, mien-

tras seguían sonando los disparos” (Semanario Pulso, 2004: 29).

Al concluir este artículo nos encontramos ante una segunda versión de este proceso, más
radical y decidida, orientada a la reconstitución de los mapas en base a la reivindicación del
“otro” y su propia racionalidad. En el día de hoy –martes 17 de mayo– el Gobierno, en
representación de un estado en crisis, se apresta a decidir sobre la Ley de Hidrocarburos. 

La población alteña, estructurada en la cohesión socio-espacial que emerge de sus pro-
pias estructuras sociales que se encuentran aún vigentes, resiste la imposición de los
mapas establecidos. Asimismo reclama sus orientaciones colectivas y busca transforma-
ciones sociopolítico espaciales en base a sus estructuras originarias. Pregona también a
las instituciones nacionales e internacionales, con la misma fuerza de siempre y la ente-
reza de hoy, “sarjam” (que en el idioma aymara significa ándate), y despide a la repre-
sentación transnacional francesa –que administraba el servicio de agua potable–, a la
española –del servicio de energía eléctrica– y a las empresas que explotan los recursos
naturales –como el gas– en nuestro país.
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